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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz Díaz; Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes Cifuentes; del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, y de Salud, señora Carmen Castillo Taucher.

Asimismo, se encontraban presentes los Subsecretarios del Trabajo, señor Francisco Díaz Verdugo; de Previsión Social, señora Julia Urquieta Olivares; y diversos Asesores de Gobierno y de Senadores.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 15:46, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 99ª, ordinaria, en 27 de enero; 100ª, extraordinaria, en 28 de enero; 101ª, ordinaria, y 102ª, ordinaria, en 1 y 2 de marzo, respectivamente, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del inciso primero del artículo 5° de la ley N° 18.900.



--Se manda archivar el documento.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad relativas a las siguientes disposiciones:



-Artículo 22° del decreto con fuerza de ley N° 707, sobre cuentas corrientes bancarias y cheques.



-Artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



-Artículos 195, 195 bis y 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito.



-Inciso segundo del artículo 5° e inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Bienes Nacionales:


Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Horvath, relativa a la adquisición de terrenos para emplazar una Zona Franca en los alrededores de Puerto Aysén.



De la señora Subsecretaria de Educación:


Atiende solicitud de los Senadores señor Chahuán, señora Goic y señores De Urresti, Girardi y Orpis, a fin de considerar el envío de un proyecto de ley que cree el Ministerio de Educación Superior, Ciencia, Tecnología e Innovación.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile:


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Espina, acerca de las falencias o problemas que se detectaron respecto a la ley Nº 20.084, desde la perspectiva de sus competencias.



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la dotación anual de funcionarios, en el período 2000 a 2015, especificando su grado y especialidad.



Del señor Secretario General (S) de Carabineros de Chile:


Atiende inquietud, planteada en nombre del Senador señor Espina, relativa a los constantes problemas de seguridad y desprotección que han denunciado juntas de vecinos de la comuna de Santiago.



Da respuesta a preocupación, manifestada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de la denuncia pública efectuada recientemente en la ciudad de Valdivia, sobre la utilización de alumnos del grupo de formación policial de Carabineros en la mudanza particular de un oficial de esa entidad.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Moción



De los Senadores señores García y Tuma, con la que inician un proyecto de ley que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al médico cirujano colombiano señor Pedro Antonio Vela Quintero (boletín N° 10.562-17) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. 

Comunicación



De los Senadores señor Patricio Walker y señora Muñoz, por medio de la cual presentan su renuncia a los cargos de Presidente y de Vicepresidenta de la Corporación, respectivamente.



--Se toma conocimiento y queda para ser votada después de la Cuenta de la sesión ordinaria siguiente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero entender, señores Senadores, que se mantiene el acuerdo adoptado en la sesión de hoy en la mañana a fin de permitir el ingreso a la Sala de Subsecretarios y asesores para el análisis de la reforma laboral.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA

MODERNIZACIÓN DE SISTEMA DE RELACIONES LABORALES

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el sistema de relaciones laborales mediante la introducción de modificaciones al Código del Trabajo, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, informe de la Comisión de Hacienda e informe complementario del segundo informe de la Comisión de Trabajo y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.835-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 30ª, en 30 de junio de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 43ª, en 12 de agosto de 2015. 



Trabajo y Previsión Social (segundo): sesión 95ª, en 20 de enero de 2016. 



Hacienda: sesión 95ª, en 20 de enero de 2016. 



Trabajo y Previsión Social (complementario del segundo): sesión 104ª, en 9 de marzo de 2016. 



Discusión:



Sesiones 44ª, en 18 de agosto de 2015 (queda pendiente la discusión general); 45ª y 46ª, empalmadas, en 19 de agosto de 2015 (se aprueba en general); 104ª, en 9 de marzo de 2016 (queda pendiente la discusión en particular).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde proceder a votar, dentro del número 3, “Temas sindicales controversiales”, el artículo 243 (ubicado en las páginas 39 y 40 del comparado), referido a las causales de cese inmediato del fuero de dirigente sindical.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En lo que concierne al conjunto de normas que conforman ese número, tenemos dos posibilidades: realizar una discusión respecto de cada uno de los temas en su mérito, o hacer una sola votación de los artículos 243, 294, 302, 49, 153, 156 y 177.

El señor LARRAÍN.- Pero hay indicaciones renovadas, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es cierto.



La Mesa también estaba revisando el asunto y se me informa que se pidió votación separada y que hay indicaciones renovadas.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- ¿Me permite?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, no intervengo para explicar algo, sino solo para hacer un alcance.



Cuando se vote el artículo 302, y si se acoge la proposición de la Comisión respectiva, se tendrían que dar por aprobadas las normas siguientes que digan relación con adecuaciones que vayan en armonía con la eliminación de dicho precepto. 

El señor LARRAÍN.- Al contrario de lo que sucedería si se resolviera al revés. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por eso el Senador señor Larraín había planteado que se votaran en conjunto.

El señor LARRAÍN.- Porque son un grupo de normas.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Por eso mismo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, se votará esa parte del articulado en conjunto y lo otro por separado.



Por lo tanto, voy a poner en votación el artículo 243. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El artículo 243 se refiere a las causales de cese inmediato del fuero de dirigente sindical.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Señora Ministra, quiere hacer uso de la palabra antes de que se vote?

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Prefiero que lo haga el señor Subsecretario del Trabajo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir, señor Subsecretario.

El señor DÍAZ (Subsecretario del Trabajo).- Señor Presidente, respecto del artículo 243, entendemos que hay una indicación renovada, y habría que hacer el debate respectivo.



Estamos hablando de un artículo que regula la duración del fuero de un dirigente sindical después de cesar en el cargo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hay una indicación renovada que busca remplazar el artículo 243 por el siguiente:



“Artículo 243.- Los directores sindicales gozarán del fuero laboral establecido en la legislación vigente, desde la fecha de su elección y hasta seis meses después de haber cesado en el cargo, siempre que la cesación en él no se hubiere producido por censura de la asamblea sindical, por sanción aplicada por el tribunal competente en cuya virtud deban hacer abandono del mismo, por término de la empresa, o por renuncia al cargo o al sindicato. Asimismo, el fuero de los directores sindicales terminará cuando se caduque la personalidad jurídica del sindicato por aplicación del inciso tercero del artículo 223 o inciso tercero del artículo 227.”. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor DÍAZ (Subsecretario del Trabajo).- Señor Presidente -por su intermedio-, la indicación renovada efectivamente se refiere a las mismas causales de cesación en el cargo y a que el fuero dura por seis meses después de aquella, pero omite una, que aparece en el texto que aprobamos y que el Ejecutivo defiende: la renuncia del trabajador al cargo de dirigente sindical.



El texto que nosotros apoyamos busca que sí se considere dicha causal como objeto de protección por seis meses.



Se trata de proteger al dirigente sindical. El fuero representa una forma de hacerlo. Puede haber razones y motivos enteramente plausibles para la renuncia al cargo de dirigente sindical. Por tanto, ello amerita que exista una protección de seis meses después de esa renuncia.



Esa es la única diferencia entre la indicación y el texto que apoyamos, que figura en el comparado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, la explicación que ha dado el señor Subsecretario respecto a la indicación es perfectamente correcta, en el sentido de que la única diferencia es el tema de la renuncia.



Él expresó la posición del Ejecutivo.



La nuestra es que no queremos que las renuncias se utilicen mal, como ocurre con el denominado “fuero rotativo”.



Es la única discrepancia y, en consecuencia, estamos en condiciones de votar, sin más.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Pasamos a votar la indicación.

El señor ALLAMAND.- ¡Por supuesto! La indicación primero.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación la indicación renovada que remplaza el artículo 243.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve, porque me dicen que no se entiende bien el sentido de nuestra indicación.



Ocurre que, si un dirigente sindical renuncia y mantiene su fuero por seis meses, en la práctica se da lo que señalaba el Senador Allamand: se logra un fuero rotativo, es decir, se remplaza ese dirigente por otro que renuncia a los seis meses y vuelve el anterior.



Ese expediente ha significado que aumenten las personas con fuero, sin una debida justificación.



Nuestra posición es que, si alguien renuncia al sindicato (no si es expulsado), tenga la posibilidad de perder su fuero, por existir otro que lo tenga en su remplazo. Es un caso de renuncia voluntaria.



Por lo tanto, simplemente se trata de que tengan los fueros correspondientes quienes ejerzan los cargos respectivos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay dos señores Senadores inscritos, y la señora Ministra también pidió la palabra.

El señor LARRAÍN.- ¡Estamos en votación!

El señor COLOMA.- ¡No puede hablar!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le señalo a la señora Ministra lo siguiente: como estamos en votación, solo puede intervenir hasta por dos minutos para rectificar conceptos.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, seré muy breve: no se renuncia al fuero, sino al cargo de dirigente sindical.



El caso en comento correspondería al de un dirigente que, por una situación de enfermedad propia o de un familiar, debiera dejar la dirigencia sindical a fin de dedicarse a su situación personal, y que fuera despedido por no tener fuero. 



Nos parece que eso no corresponde.



Creemos que tiene que mantenerse el fuero, y por eso estamos en contra de la indicación.

El señor LARRAÍN.- ¡Eso no es una rectificación!

El señor COLOMA.- ¡No es una rectificación!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero expresar que, cuando se otorgan a los señores ministros dos minutos a fin de rectificar hechos antes de realizada la votación, naturalmente pueden referirse a otros temas.



Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, intervengo también para argumentar en contra de esta indicación.



Lo que ella propone puede generar, incluso, un efecto perverso.



La señora Ministra ya comentó un hipotético caso que podría darse.



Aquí no se trata de que haya una renuncia, incluso, por temas propios de la persona. La enfermedad de un familiar, de un hijo, que requiera dedicación, puede generar que el dirigente tenga que renunciar a su cargo.



Podríamos buscar un montón de ejemplos de ese tipo, que no generarían el abuso del fuero, como lo han planteado quienes han suscrito esta indicación, porque obedecerían a situaciones humanas, reales, que también les pueden pasar a los dirigentes.



Entonces, si planteamos una posición rígida al respecto, es posible que creemos, incluso, un problema: la permanencia de un dirigente que no pueda dedicarse a su labor como corresponde, sin permitir su remplazo por razones muy legítimas en estos casos y, además, su castigo con la pérdida del fuero.



Por eso, votamos en contra de esta indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, durante la sesión de hoy en la mañana el Senador Alberto Espina me solicitó un pareo por encontrarse afectado por una enfermedad que le impedía estar en la Sala. Y ahora se ha reincorporado.



Así es que dejo constancia de ello.



Deseo señalar que no parece justo que se pretenda utilizar la figura mencionada por el Senador Larraín, que se contempla en la indicación renovada, toda vez que el fuero permite que los dirigentes sindicales, como trabajadores, no tengan miedo a que por estar en el sindicato después puedan sufrir represalias.



¡El fuero los protege de las represalias!



¿Para qué hay fuero en la Cámara de Diputados? ¿Para qué hay fuero en el Senado? Para evitar que existan acciones que, alejadas de la ley y teniendo como único objetivo dañar a la persona en la potestad de su cargo, provoquen que lo pierdan. Porque nosotros no podemos renunciar -mantenemos el fuero siempre, durante todo el período parlamentario-, pero los dirigentes sindicales bien pueden ver cambiada su condición de dirigente, y, de perder el fuero, quedarían expuestos.



En la práctica, si efectivamente hubiera un dirigente que renunciara por motivos personales, al perder el fuero se le despediría, sería perseguido y, en definitiva, se le aplicaría todo aquello que el fuero pretende impedir.



Por lo tanto, se trata de un desincentivo para que más trabajadores y trabajadoras puedan asumir la difícil tarea de ser dirigentes sindicales.



Siento que se trata de una indicación que va en desmedro del fortalecimiento del sindicato y, en particular, de los hombres y las mujeres que se atreven a ser dirigentes.



A los dirigentes se les paga por lo trabajado, pero no tienen ningún sueldo adicional. Viven de aquello que produce su actividad laboral.



En consecuencia, creo que la indicación tiende a debilitar el sindicato, a debilitar el fuero sindical y, particularmente, a perjudicar a quienes se atrevan a ser dirigentes sindicales.



Sanción ya tienen suficiente, señor Presidente, con impedirles ser candidatos a los dirigentes sociales y a otros.



Es un hecho que debemos rechazar de manera absoluta y tajante.



Voto en contra.



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ruego al público en las tribunas guardar silencio, por favor.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el que un trabajador disponga de fuero en ciertos contextos es obvio. Que un dirigente sindical lo tenga, tanto más.



Ser dirigente sindical ¡es muy duro en Chile!, ¡es muy difícil! Más aún cuando no todos los empresarios, pero sí un grupo muy amplio de ellos, tienen una cultura antisindical, de maltrato a los dirigentes sindicales.



El fuero es producto de que tenemos una cultura de persecución a los dirigentes sindicales. Esa es la razón de que exista.



En un mundo ideal quizá algunos podrían tener razón. Pero en nuestro país el mantener un fuero que proteja a quien deje el cargo, por las razones que sea, pero que sigue siendo trabajador, sigue siendo miembro del sindicato, ¡es fundamental!



Y la única razón para eliminar esta protección es facilitar, por medio del Código del Trabajo, otra materia que no estamos viendo hoy, en que existe demasiada flexibilidad para despedir.



Por ende, la mantención del fuero en este tiempo es fundamental a fin de proteger a las mujeres y a los hombres que asumen esta responsabilidad tan difícil.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

 El señor ROSSI.- Señor Presidente, este tema es tremendamente importante.



Entiendo que habrá una discusión en relación con varios temas controversiales, polémicos. Pero esto tiene que ver con algo muy relevante: la libertad de que debe gozar un dirigente sindical para desempeñarse como corresponde y defender los derechos de los trabajadores a los cuales representa.



Es evidente que en Chile aún existe una cultura antisindicato, y la queremos desterrar.



Muchas veces uno habla con empleadores -no digo que sean todos- que señalan: “Mira, me llevo muy bien con mis trabajadores, salvo con los dirigentes sindicales, salvo con los que andan armando sindicatos”.



Eso es parte de la cultura.



Por lo tanto, la protección que ofrece el fuero está destinada justamente a evitar una persecución posterior a que ese dirigente deje de serlo.



Me llama bastante la atención la línea argumental seguida por la Oposición que renueva esta indicación, en cuanto a que pareciera ser que algunos dirigentes sindicales dejan el cargo para que haya más trabajadores con fuero.



Los dirigentes sindicales que conozco habitualmente tratan de permanecer en su cargo y ganar las elecciones.



Así que la verdad es que vamos a votar naturalmente en contra de esta indicación.



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Silencio en las tribunas, por favor!



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, el fuero sindical es una medida de protección para que quienes asumen la representación de los trabajadores, en una tarea difícil como es la defensa de los derechos de sus asociados, puedan ejercer su rol con libertad y sin riesgo de ser despedidos o víctimas de alguna medida de presión por parte del empleador.



Es cierto que la norma actual podría prestarse para algún tipo de abuso -desconozco si ello ocurre o no-: por ejemplo, que algún dirigente sindical presente su renuncia y asuma otro trabajador, quedando en ese período los dos con fuero. Y si caricaturizamos la norma, incluso podría repetirse la situación, con lo cual aumentaría el número de trabajadores con fuero.



En ese sentido, asumiendo que nadie pretende utilizar una institución tan importante como esa para cometer abusos, resultaría adecuado corregir la disposición legal. 



La solución de la indicación que se ha renovado busca eliminar la alternativa propuesta como forma de terminar con un abuso, pero con ello se cierra la puerta a las circunstancias no abusivas de esa conducta.



Un dirigente o una dirigenta sindical que, por razones humanitarias o familiares, se vea en la obligación de renunciar a su cargo para atender un problema personal (una enfermedad, etcétera) quedaría en la más absoluta vulnerabilidad frente a su empleador. Esa sola razón amerita rechazar la indicación en comento. Su aprobación puede significar una afectación mayor que la que implica la norma vigente.



Por eso, voto en contra de la indicación renovada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, si bien entiendo el espíritu de quienes han presentado la indicación, que es impedir el abuso, hago presente que la argumentación del Senador señor Harboe me ha convencido para votar en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada recaída en el artículo 243 (21 votos en contra, 13 a favor y 2 pareos).


Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la afirmativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Moreira, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



No votaron, por estar pareados, los señores Girardi y Ossandón.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, daremos por aprobado el artículo 243, contenido en el numeral 17 del artículo 1º de la iniciativa, con la misma votación anterior, pero a la inversa.

El señor PROKURICA.- De acuerdo.

El señor LETELIER.- Sí.



--Se aprueba el artículo 243, contenido en el numeral 17 del artículo 1º del proyecto, en los términos señalados.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde ahora tratar el artículo 294, relativo al despido antisindical (página 76 del boletín comparado).



Se renovó una indicación para reemplazar dicha norma por la siguiente: “Si el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral se realiza en represalia de su afiliación sindical, participación en actividades sindicales o negociación colectiva podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal o el derecho a la indemnización a que se refiere el artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168, sin perjuicio del derecho a otras indemnizaciones, si procedieren.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión.



De acuerdo al procedimiento establecido, le daré la palabra al Ejecutivo y después al Senador señor Allamand.



Tiene la palabra el señor Godoy.

El señor GODOY (Asesor del Ministerio de Hacienda).- Señor Presidente, en primer término, cabe señalar que la propuesta presentada por el Ejecutivo, fundamentalmente, amplía las hipótesis de protección a los trabajadores frente a un despido calificado como “antisindical”. 



Las causales que quedan sujetas a esta protección jurídica son la represalia por la afiliación sindical y la participación en actividades sindicales o en una negociación colectiva. 



La diferencia entre lo planteado en el texto del proyecto y lo que dice la disposición vigente es que se pretende establecer, además de la ampliación de las hipótesis, que, en caso de que la situación se califique como “despido antisindical”, el tribunal ordene la reincorporación del trabajador a la empresa. 



La ley en vigor contempla la posibilidad de que el trabajador elija entre la reincorporación y una indemnización aumentada.



Ahora, en opinión del Ejecutivo, lo se halla en discusión y que es necesario proteger es el principio de la libertad sindical. Por tanto, en caso de que se infrinja gravemente dicho principio -esto, calificado por un tribunal-, nos parece que la sanción adecuada es la reincorporación del trabajador a la empresa.



La indicación renovada por algunos señores Senadores propone volver a la posibilidad de que el trabajador opte entre las dos alternativas ya indicadas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, la explicación que dio el asesor del Ministerio de Hacienda es perfecta. Ha aclarado exactamente cuál es la diferencia entre los distintos textos. 



Si se produjera un despido antisindical, que ciertamente es muy reprobable, algunos pensamos que el trabajador debería optar entre dos posibilidades: reintegrarse a la empresa o aceptar una indemnización. 



A nuestro juicio, es perfectamente razonable que pueda elegir si se reincorpora al trabajo o si prefiere obtener una indemnización recargada, rechazando, en consecuencia, la opción de reingreso.



No estamos discutiendo las causales ni el hecho de que exista despido injusto. Solo planteamos que, en tal caso, el dirigente o trabajador pueda optar por reincorporarse a la empresa o por recibir una indemnización aumentada.



¿Quién elige? Siempre el trabajador; nunca el empleador. 



Si el trabajador dice “Me reintegro”, se reintegra. Si dice “No me reintegro pues prefiero obtener una indemnización”, está en su derecho. Él verá lo que le conviene más. 



Porque, así como puede resultar razonable que la persona decida reincorporarse al trabajo, también lo es que estime que ello es una carga absolutamente inadecuada.



Esa es la única diferencia que se observa entre la indicación renovada y el texto que propone la Comisión. 



Nosotros queremos que el trabajador pueda optar: si decide reintegrarse, ningún problema; si no, que reciba una indemnización recargada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, ¿les parece que abramos la votación?

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero hacer una pregunta al Ejecutivo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, según las intervenciones anteriores, parece ser claro que con la legislación vigente, si un trabajador es objeto de un despedido antisindical, será el tribunal el que determinará conforme a dos opciones: obligar al empleador a recontratarlo o entregar una indemnización recargada, como se ha dicho.

El señor ALLAMAND.- No es el tribunal.

El señor PIZARRO.- Estoy consultando al Ejecutivo y a los expertos: ¿es el trabajador o el tribunal el que decide qué alternativa tomar? 



Parece más lógico que el trabajador resuelva. Si dice: “Me quiero reintegrar”, el tribunal deberá obligar al empleador a reincorporar a aquel, y así queda sancionado. Y a la inversa, ese mismo trabajador podría señalar: “Prefiero la indemnización; no puedo volver a trabajar en ese ambiente, por distintas razones”. A lo mejor, esto último le conviene más. No sé.



Quiero preguntar, desde el punto de vista técnico, quién tomará la decisión: ¿el trabajador tendrá la libertad de elegir o el tribunal va a imponer la sanción?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Como el Senador señor Pizarro ha formulado una consulta al Ejecutivo, ofrezco la palabra al señor Godoy para que aclare el punto. 

El señor GODOY (Asesor del Ministerio de Hacienda).- Señor Presidente, el actual artículo 294 establece que el trabajador opta entre la reincorporación y la indemnización recargada.



En la indicación renovada por algunos Senadores, es el tribunal el que resuelve entre las dos alternativas.

El señor ALLAMAND.- ¡No!

El señor PROKURICA.- ¡No es así!

El señor LARRAÍN.- ¡No! ¡Es el trabajador el que elige!

El señor ALLAMAND.- ¡Esta mal informado el asesor! 



El texto dice: “podrá optar”.

El señor BIANCHI.- ¡Que se aclare el punto!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si les parece, le daremos más tiempo al Ejecutivo para que explique…

El señor LETELIER.- Tengo otra consulta, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Está bien. Sé que hay distintas preguntas para el Gobierno.



Señor Godoy, ¿desea continuar con su intervención? 

El señor GODOY (Asesor del Ministerio de Hacienda).- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Prosiga.

El señor GODOY (Asesor del Ministerio de Hacienda).- Señor Presidente, quiero leer la indicación renovada. Dice: “Si el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral se realiza en represalia de su afiliación sindical, participación en actividades sindicales o negociación colectiva podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal” -¡reincorporación decretada por el tribunal- “o el derecho a la indemnización a que se refiere el artículo 162”.

El señor ALLAMAND.- ¡Queda claro: es el trabajador el que elige!

El señor GODOY (Asesor del Ministerio de Hacienda).- De cualquier forma, para complementar el asunto de fondo, cabe señalar que la indicación nuevamente plantea la existencia de dos alternativas. 



Queremos reiterar que el punto en cuestionamiento con relación al despido antisindical es el principio de libertad sindical. Por eso tiene sentido la reincorporación al trabajo, que es la sanción que amerita un despido de esa naturaleza.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, si alguien mira esto desde afuera como un espectador,  podrá preguntarse: ¿por qué no darle al trabajador la posibilidad de optar entre la reincorporación y el pago de una indemnización?



Nosotros creemos que ese tipo de normas rebaja la protección de los trabajadores no aforados. ¿Por qué? Porque en la disyuntiva de ser reintegrado al trabajo o irse con una indemnización, el trabajador que está siendo acosado muchas veces -por no decir en todos los casos- va a escoger la segunda alternativa. ¡Y no queremos que esto ocurra!



El Gobierno busca proteger la actividad sindical. Pero, si existe dicha opción, no va a haber posibilidad de aquello. 



Por eso no nos gusta la indicación. Más que atentar contra la libertad, se está afectando la actividad sindical, no la de los trabajadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hago presente que muchísimos Senadores se han inscrito para hablar sobre este tema; por tanto, reitero la solicitud de abrir la votación para que cada uno fundamente su voto.



¿Les parece?

El señor LETELIER.- Señor Presidente, deseo formular una consulta.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, antes de votar, escucharemos la pregunta del señor Senador. Si no, la Ministra no podrá responder.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que hay otro problema en la indicación renovada: no incluye la frase relativa al efecto de nulidad que sí contempla el texto propuesto por el Gobierno y la Nueva Mayoría, aprobado por la Comisión.



Lo primero que señala dicha enmienda es que “el despido o el término de la relación laboral de trabajadores no amparados por fuero laboral”, si se hace como práctica antisindical, por las causales que se indican, “no producirá efecto alguno”, ni en la legalidad de los quorums de constitución de los sindicatos. 



Sin embargo, la indicación que plantean las bancas de enfrente genera consecuencias distintas. No se trata de la elección que podría hacer el trabajador, sino del efecto en curso que lo propuesto tendría para la organización. Si fuera cosa de definir una opción solamente, sería muy sencillo. 



Y no es el tribunal el que decide; es el trabajador. Así dicen algunos. 



Con todo, lo preocupante en la indicación es la consecuencia que produce la eliminación de la referencia al artículo 489: omitir el efecto de nulidad del despido.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Considerando la inquietud expresada por el Senador Letelier y el hecho de que pueden surgir otras preguntas, sugiero abrir la votación, para que cada uno fundamente su voto, y dar una oportunidad al Ejecutivo para que responda las consultas que se formulen.



¿Les parece?



Acordado.



En votación la indicación renovada recaída en el artículo 294.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, fue muy clara la explicación de la Ministra Rincón. 



Esto es lo mismo que ocurría cuando se decretaba la nulidad del matrimonio, lo que significaba que tal vínculo nunca existió. Del mismo modo, cuando el despido es antisindical, se entenderá que nunca existió. 



Por lo tanto, el trabajador debe ser reincorporado. El que haya una opción debilita, como bien dijo la Ministra, la organización de los trabajadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, la indicación en análisis aparece como si fuera algo virtuoso al ofrecer una opción -entre comillas-, como si viviéramos en un mundo de fantasía. Pero el mundo real es el que viven los trabajadores, donde no solo se les persigue por hacer sindicatos, mediante prácticas antisindicales, sino que, además, muchas veces sufren represión y presiones.



Por ello, es muy importante apoyar la norma del Ejecutivo; más aún, sabiendo que existen presiones, represión e, incluso, persecución a los trabajadores. Es cosa de escuchar los infinitos argumentos y las razones que entregan los trabajadores no amparados por el fuero laboral que son perseguidos o despedidos.



¡Y se habla de represalia! Fíjense como está redactado el artículo 294 aprobado por la Comisión: “en represalia de su afiliación sindical, participación en actividades sindicales o negociación colectiva”.



Es fundamental, entonces, mantener dicho artículo tal como está; en especial, por lo concerniente al efecto de nulidad del despido. Es como si este jamás se hubiera hecho. 



Ello da protección y dignidad al trabajador, y favorece que no haya despidos arbitrarios. Así, los dirigentes pueden realizar su función tranquilos.



En consecuencia, vamos a apoyar el artículo 294 propuesto por la Comisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, nuestra indicación no va en contra de lo que el Ejecutivo y algunos Senadores de la Nueva Mayoría han planteado.



El derecho del trabajador a reincorporarse a su fuente laboral, en caso de despido por las hipótesis descritas en el artículo 294, existe en forma absoluta. Si la voluntad es esa, la protección para reintegrarse está garantizada. Y ahí se acabó.



Lo que proponemos es abrir una alternativa al trabajador: si se ha establecido una indemnización significativa, que de otra manera no se obtendría, ¿por qué quitarle la posibilidad de una libre elección?



Los trabajadores son personas responsables y tienen la capacidad de decidir. Con la indicación les permitimos optar. 



Parte esencial de nuestro ordenamiento constitucional es la libre contratación y la libre afiliación al trabajo. Consideramos que la norma planteada por la Comisión, tal como está redactada, no le ofrece opciones al trabajador; por el contrario, limita muy fuertemente sus decisiones. Por lo mismo, atenta contra el derecho a la libre contratación y a la libre elección de la fuente laboral, principios recogidos en nuestra Carta Fundamental que corresponden, por lo demás, a una doctrina permanente sobre la materia no solamente en Chile, sino en el mundo.



A mi juicio, no se justifica quitarle un derecho al trabajador. ¡Porque eso es lo que hace la propuesta del Ejecutivo! 



Nosotros confiamos en que los trabajadores saben elegir lo que más les conviene. 



Consideremos el caso de un trabajador mayor que fue objeto de despido antisindical y que está muy cerca de jubilarse: si no puede optar por la indemnización que le están ofreciendo, la perderá, y cuando finalmente se retire, ya no podrá obtener tal beneficio. ¿Por qué no podría elegir una alternativa en su propio beneficio?



Menciono ese ejemplo entre otros miles.



Con todo, ello no obsta a que, en lo principal, quede protegido el derecho del trabajador; sobre todo, si el despido es “en represalia de su afiliación sindical”. En tal caso -y probablemente así va a ocurrir-, los trabajadores comprometidos con el sindicato van a volver a la empresa y seguirán laborando. Y ahí se pone el punto final. 



Pero tuvo la oportunidad -en algunas hipótesis, en ciertos casos, a lo mejor menores, pero que probablemente pueden existir- de ejercer su derecho a la indemnización.



No veo por qué le quitamos al trabajador la libertad de elegir.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palaba el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, no me parece conveniente que obliguemos a un trabajador que ha sido despedido por las razones señaladas (haber participado en un sindicato, en actividades sindicales), y en que se ha deteriorado la relación, a permanecer en ese trabajo cuando no es su voluntad.



Si él quiere reintegrarse, está en todo su derecho. La ley lo protege. Pero si el ambiente de trabajo se le hace imposible, ¿por qué no darle la posibilidad de que reciba esta indemnización mejorada?



Creo que eso ayuda a la buena relación laboral.



Y finalmente ayuda también a que el trabajador no se vea obligado a renunciar sin ningún derecho.



Me parece mucho mejor lo propuesto por la indicación renovada que obligar a un trabajador a regresar a un ambiente laboral que con seguridad le puede resultar sumamente hostil e inconveniente para sus propios intereses. 



En consecuencia, considero bastante mejor posibilitar la alternativa sugerida.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero darle las gracias al Senador Navarro por haberse pareado conmigo en la mañana. No pude venir, pues tenía una dolencia más o menos complicada en la columna. Así que de verdad le doy las gracias.



En segundo término, deseo aclarar tres conceptos vertidos respecto del artículo 294.



Primero, deseo hacerme cargo de lo que manifestó el Senador Letelier -entiendo- respecto al concepto de nulidad.



Se trata de un tema jurídico.



El artículo 294 señala en la parte pertinente: “el despido o el término de la relación laboral no producirá efecto alguno”.



El no producir efecto alguno es sinónimo de nulidad.



La indicación que se está presentando genera el mismo resultado: la nulidad. Desde el punto de vista jurídico es exactamente lo mismo.



La razón es muy simple.



Porque si un trabajador fue despedido en represalia de su afiliación sindical y recurre a un tribunal, que llega a esa conclusión, lo primero que hace este último es declarar la nulidad de tal despido. Y esa es una resolución judicial.



Por lo tanto, la nulidad está contemplada en el artículo 294. Y desde el punto de vista jurídico no hay duda alguna. No es necesario que ella se establezca literalmente.



El efecto que se produce, si el tribunal acoge la presentación del trabajador, es la nulidad del acto anterior. Por eso da origen a una alternativa.



En segundo lugar, deseo referirme a algo que dijo uno de los asesores en el sentido de que la indicación al artículo 294 no establecía el derecho a optar de los trabajadores y que se trataba de una decisión del tribunal.



La verdad es que la propuesta no señala eso, pues dispone con toda claridad que los trabajadores podrán optar -¡optar!- entre la reincorporación -obviamente, decretada por un tribunal- o el derecho a la indemnización -también la decreta un tribunal-. Pero quien toma la decisión entre una alternativa u otra es el trabajador.



Solo quiero mencionar una razón por la que me hace mucha fuerza la indicación renovada.



¿Con qué argumento a un trabajador se le va a prohibir optar si él prefiere que lo indemnicen en lugar de reincorporarse? ¿Tiene la ley potestad suficiente para impedirle el derecho legítimo a decir: “Quiero mi indemnización, con todos los recargos del caso, pues no deseo seguir trabajando ahí”?



Me parece que negarles ese derecho a los trabajadores no tiene ninguna justificación, sobre todo si lo miramos desde el punto de vista de ellos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, mientras más escucho los argumentos a favor de esta indicación, más me convenzo de votarla en contra.



Se habla de resguardar los derechos del trabajador, pero bien entre comillas; o de proteger la libertad del trabajador y de la trabajadora, pero bien entre comillas.



Sin embargo, hay que recordar que en este caso no se trata de que el trabajador renuncie por su voluntad. Nos referimos al trabajador no aforado (sin la protección del fuero) que es despedido, ya sea en represalia de su afiliación sindical o por su participación en actividades sindicales o negociación colectiva. O sea, es despedido por haber ejercido sus derechos colectivos. El trabajador no decide irse de la empresa. No constituye una renuncia voluntaria.



¿Qué propone el texto despachado por la Comisión de Trabajo y por qué se acota la materia?



Lo sugerido no tiene que ver con restringir la posibilidad de optar del trabajador, sino con la entrega de una señal muy clara al empleador en el sentido de que no pueden darse estos despidos antisindicales y de que ellos no se compran con una indemnización recargada.



¡Eso es lo que se está diciendo! De lo contrario, es muy fácil: tú despides y está el incentivo económico, el cual, además, muchas veces va asociado a otras prácticas.



En consecuencia, para el trabajador, obviamente encajonado, la salida es aceptar una indemnización recargada.



Sin embargo, con ello se está minando el desarrollo de la actividad sindical.



Por tanto, quiero dejar sentado con mucha claridad que aquí no se trata de reintegrar al trabajador a un ambiente imposible, sino de proteger su opción para libremente afiliarse a un sindicato, para libremente participar en la negociación colectiva, y de que el empleador entienda -con una señal clara- que lo que la legislación está protegiendo es que el despido antisindical no se transa con dinero.



Por eso, voto en contra de la indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, las normas legales pueden contener principios o reglas.



Cuando contemplan reglas, deben ser cumplidas, en su sentido positivo o negativo, y su incumplimiento trae aparejadas sanciones y muchas veces admite indemnizaciones.



Pero, a mi juicio, el artículo 294 es una norma que establece un principio, no simplemente una regla.



Dicho principio dispone que no se puede despedir por las razones allí señaladas. No se trata de un despido porque la persona haya desempeñado mal sus funciones, ni tampoco porque la persona haya ejercido violencia.



Miren lo que dice la referida disposición: se prohíbe el despido cuando se funda en, primero, la afiliación sindical, es decir, a alguien se le despide por pertenecer a un sindicato. O, en segundo término, a alguien se le despide por participar en una negociación colectiva o en actividades sindicales.



O sea, dicha norma instaura un principio, amparado en preceptos constitucionales: el legítimo derecho a participar de las actividades sindicales.



En mi concepto, la indicación renovada trata la norma en cuestión como si fuera una simple regla, porque le pone precio a la infracción. Y, a mi juicio, las normas que contienen principios no admiten precio, porque se estaría argumentado a favor de que el despido por el solo hecho de pertenecer a una agrupación sindical o de participar de una negociación colectiva o de actividades sindicales es susceptible de una represalia con el principal elemento de sustento del trabajador: su contrato de trabajo. Y eso es justamente lo que este artículo prohíbe.



En definitiva, lo que la indicación hace es ponerle precio a la infracción de principios, y por eso votaré en contra de ella.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, esta indicación, además de todo lo que se ha dicho -lo encuentro razonable-, establece una discriminación a nivel de empresas. Porque para una pyme es muy difícil pagar un alto costo por deshacerse de un trabajador porque lo estima no confiable o por su actividad sindical. En cambio, para una minera que desea deshacerse de ciertos trabajadores que quieren participar o que apoyan la actividad sindical prácticamente le es irrelevante en el costo y en el funcionamiento total de la empresa usar este tipo de prácticas.



Entonces, se le está dando un premio, se le está entregando la posibilidad. Y la empresa sabe que ejerciendo presión se le abre la oportunidad de deshacerse de algún personal que no quiere por la vía de que a este se le va a dar una alternativa, le pagara y se irá.



En consecuencia, me parece que no es precisamente una práctica que la ley deba incentivar.



No olvidemos que el propósito de la ley es defender la actividad sindical, los sindicatos, a los dirigentes, la negociación colectiva, pero también al trabajador.



Por lo tanto, el trabajador está haciendo uso de un derecho que la ley le otorga, pero podría terminar perdiendo el empleo, porque lo van a someter a una presión que buscará deshacerse de él. Ello es darle una ventaja a la empresa, no a él.



En el caso de las pequeñas empresas, todavía pasa, porque el trabajador podría tener ciertos beneficios. Pero en la minería -se pagan otros sueldos y los empleados acceden a otros beneficios- en el corto plazo ya hay una pérdida para el trabajador, así que tampoco es un beneficio.



Esta situación consiste en hostilizar al trabajador al punto de que quiera renunciar a su empleo.



De manera que, además de la discriminación entre las empresas, porque unas podrían usar este mecanismo y otras no, la indicación sería una especie de incentivo perverso para una mala práctica antisindical.



Voto que no.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se ha afirmado en la Sala que se le quita un derecho al trabajador.



La verdad es que la relación entre empresa, sindicato o trabajador debiera estar siempre guiada por el principio de la buena fe. Pero hemos dicho hasta la saciedad que no la hay, y por eso necesitamos una legislación para evitar las prácticas antisindicales.



Hay que establecer que lo que se repone cuando se comprueba una práctica antisindical es la dignidad del trabajo. Y se debe entregar el mensaje dentro de la empresa, a los trabajadores y a los empresarios, de que las malas prácticas y el uso de la mala fe no dan resultado y de que se restituye con dignidad en el puesto de trabajo a quien las ha sufrido.



El trabajador puede volver a su puesto de trabajo, demostrar su inocencia, porque las acusaciones pudieron haber vulnerado su dignidad. Estando ya en su puesto de trabajo, habiendo demostrado claramente a sus representados que no ha cometido falta alguna, sino que ha sido más bien una víctima, si hay buena fe de parte del empleador -se lo señalo por su intermedio, señor Presidente, al Senador Larraín-, qué le impide decir: “Se restituyó al trabajador en su dignidad de dirigente, en su dignidad de trabajador”. Y ese trabajador, una vez sellada la situación en que ha sido acusado injustamente, puede señalar: “Yo puedo llegar a un acuerdo independientemente”, porque siempre existirá la posibilidad de hacerlo.



Una vez reincorporado el trabajador, de mutuo acuerdo -y esta es una pregunta para el Ejecutivo-, ¿está vedado al empleador y al trabajador llegar a un acuerdo una vez que este último ha sido reintegrado luego de haber sido vulnerados sus derechos? Existe la más absoluta libertad para ello.



¿Pero cuál es el interés? Comprar el fuero. Decirle: “¡No vuelves más a la empresa! ¡Aquí no entras más!”. ¡La típica actitud de patrón de fundo!



Lo que señalamos cuando se ha ganado una causa por prácticas antisindicales es que existen derechos, y esos derechos deben ser respetados. Y aunque incomode al empleador, el trabajador es restituido en su puesto de trabajo, porque no ha vulnerado ninguna ley, sino que ha cumplido con su deber de representar los intereses de los trabajadores.



Yo creo que vamos a ganar esta votación. Y si efectivamente queda establecida la obligación de la restitución, la posibilidad del acuerdo mutuo es permanente. Consulto al Ejecutivo si es así.



Por lo tanto, no se pierde un derecho. Solo se establece el principio de la buena fe. Porque si el empleador, de buena fe, quiere entregar una indemnización adicional -pero no para doblarle la mano al sindicato y dar el mensaje a todos los trabajadores de que: “El que se mete conmigo, aun cuando gane el juicio, no vuelve, porque yo lo compro”-, lo puede hacer.



Y buena fe del trabajador también. Porque puede decir: “Yo he dado todo. Puedo hacerlo. Pero no he renunciado a la dignidad del cargo que ustedes me han entregado, estimados compañeros de trabajo. Lo he hecho bajo el principio de que he luchado por restituir el derecho del sindicato, mi derecho como dirigente y el derecho de todos ustedes, porque lo que me ha pasado a mí no le va a volver a pasar a ustedes, porque si les ocurriere, los vamos a defender y tendrá que operar la ley que disponga el restablecimiento de la dignidad”.



Por lo tanto -por su intermedio, señora Presidenta, al Senador Larraín-, aquí no se pierde un derecho, solo se establece que el principio de la buena fe y el principio de legalidad deben ser reconocidos.



No puede haber una alternativa, porque se quiebra al sindicato al establecer una salida por la puerta de atrás.



¡Ningún dirigente sindical debiera salir por la puerta lateral o por la ventana!



¡Entraron por la puerta ancha y salen por la puerta ancha, con dignidad!



Por eso, voto en contra de esta indicación.



--(Aplausos en tribunas).

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, esta norma no tiene que ver con las personas con fuero ni con los dirigentes sindicales, sino con la vida práctica, con la frase que demasiados trabajadores han escuchado, ya sea en el retail o en diferentes lugares: “Te metes al sindicato, te echo”.



Esto ocurre más en las medianas y grandes empresas. Aquí el problema es la represalia: hay una represalia porque uno quiere ser dirigente sindical; hay una represalia porque uno quiere estar en un sindicato; hay una represalia porque uno fue a una actividad sindical o porque solidarizó, en fin.



Se trata de personas que desean trabajar en esa empresa y ser parte de un órgano fundamental de ella que es el sindicato. No quieren que los echen; quieren ser parte. Son personas que saben lo que están haciendo, que toman una opción.



Y lo que se está diciendo al empleador es que frente a una represalia el acto que generan es nulo, de nulidad absoluta.



Y aquí tengo una discrepancia con el Senador Espina sobre la diferencia entre un texto y otro.



Pero lo práctico, señora Presidenta, es que siempre uno puede llegar a un acuerdo con su empleador respecto a la salida de la empresa.



El objeto es dar una señal de principios: no se tolera la represalia contra la actividad sindical, y esto no está sujeto a indemnizaciones.



Pienso que esa es la gran diferencia que tenemos.



Algunos creen que la gente trabaja porque quiere trabajar. No. La gente trabaja porque necesita trabajar.



Y cuando está en el trabajo lo que quiere es que le respeten su dignidad, que incluye la actividad sindical.



¿Cuál es la realidad, señora Presidenta? Y yo la conozco en mi Región de forma reiterada. A muchos trabajadores les dicen: “Si no te gusta, te vas”.



Con esto se va a terminar progresivamente esa práctica.



Por eso votamos en contra de la indicación.



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, esta discusión tiene un tinte bastante ideológico. Porque si uno lee el título del proyecto de ley, este señala: “Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales”, y nunca puede ser una modernización el limitar la voluntad del trabajador.



Y con la norma despachada por la Comisión estamos haciendo justamente eso.



Con la indicación renovada no se da una ventaja a la empresa, sino al revés. Con ella se le entrega un derecho a quien se encuentra en un ambiente complejo en la empresa en que está trabajando: elegir entre volver o recibir una indemnización.



Al final, cuando escucho los discursos de las bancas de enfrente, creo que no se confía en la voluntad del trabajador. ¡Así de simple!



O sea, un proyecto que se supone moderniza el sistema de relaciones laborales dice: “No confiamos en la voluntad del trabajador”.



Y si es así, digámoslo. Pero no le quitemos la posibilidad al trabajador de elegir.



El Senador que me antecedió en el uso de la palabra sostuvo que aquí se le entrega a la empresa una nueva herramienta.



Yo creo que no se le entrega un derecho a la empresa: se le entrega un derecho al trabajador, y él puede optar.



Sin la norma que se plantea mediante esta indicación renovada, el trabajador tiene un único derecho cuando es despedido por estas causas violatorias: reintegrarse al trabajo.



Aquí se le está agregando otro derecho: la posibilidad de recibir una indemnización reforzada. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, sé que este es un debate largo y, por tanto, la idea no es intervenir en todos los puntos. Creo que todos hemos sido bien cuidadosos en ello. Yo no he hablado hasta ahora, y me voy a referir a cuestiones más bien existenciales.



Creo que aquí hay un punto bien relevante, pues es muy diferente de lo que planteó un Senador que me precedió. Esto no tiene nada que ver con esa frase fácil que dice: “Si no te gusta, te vas”, como me puntualiza el Senador Letelier.



Lo que estamos viendo acá…



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor COLOMA.- ¡Señor Presidente, no sé si dirigirme a la galería o a Su Señoría...!



Lo que estoy señalando es para que nos entendamos. No peleemos por cuestiones que no lo ameritan.



Clarifiquemos lo que estamos debatiendo.



Aquí no está discutiéndose la facultad que tiene el empleador de echar o no a un trabajador al cual le ha aplicado prácticas antisindicales. Ello pareciera ser lo que podría entenderse de lo que han señalado algunos parlamentarios.



Eso no tiene nada que ver. Esta norma no se halla planteada como un derecho del empleador, sino como un derecho del trabajador, derecho que hoy día se encuentra establecido.



Lo que viene propuesto acá, desde mi modesta perspectiva -cada uno pensará como le parezca-, es un retroceso, se va hacia atrás: se dice que esa opción que contiene el artículo 294 se termina.



Entonces, producida una práctica antisindical, que es reprobada por todos -yo no veo quién haya dicho algo distinto-, lo que antes se podía hacer con respecto a sumarse -por así decirlo- a una indemnización agravada, se termina.



No sé dónde está el avance, señor Presidente. No sé por qué alguien puede decir que esto es progresista, innovador, que es algo distinto y nuevo. Yo no lo veo así. 



Me puedo equivocar. Cada uno será responsable de sus palabras y planteará sus legítimas diferencias. Podemos discutirlo mucho durante el análisis del resto de las normas. Pero en la que ahora nos ocupa vamos para atrás, retrocediendo a legislaciones de décadas anteriores sin colocarnos a la vanguardia de las nuevas ideas.



Los países líderes deben estar a la vanguardia de las buenas ideas, no de cualquiera.



Aquí estamos poniéndonos a la vanguardia de una mala idea: entender que en la relación trabajador-empleador o antisindicalismo lo que corresponde respecto del trabajador es el monopolio de una sola opción y no de dos.



Me parece que tengo el legítimo derecho de plantear aquello, más allá de que pueda gustar o no, en función de lo que yo estimo debe ser una buena y reforzada dirigencia sindical.



¡La norma propuesta le quita un derecho al trabajador, no se lo da! ¡Acá se retrocede, no se avanza!



Por eso, considero sustancial aprobar la indicación que un conjunto de parlamentarios renovamos.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Reitero el llamado a quienes se hallan en las tribunas a respetar nuestro Reglamento.



Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, en verdad, las últimas dos intervenciones me parecen bastante increíbles: respetables, pero increíbles.



En primer lugar, debemos partir del hecho de que hay mucha represalia en los lugares de trabajo en nuestro país: se producen numerosos despidos de esta naturaleza.



Yo recuerdo el caso de un trabajador de Unimarc que fue a declarar a la Comisión investigadora de supermercados de la Cámara de Diputados: ¡lo despidieron por ese hecho!



Podríamos lanzar una larga batería de ejemplos de despidos arbitrarios.



¿Qué busca el artículo en comento? Que no haya despidos arbitrarios, desincentivarlos, que a la empresa, por tanto, le sea muy caro despedir; que no se produzca la opción de volver a ella o de ser indemnizado. No queremos que la empresa tenga el derecho a comprar, a pagar el despido. Si el trabajador es despedido arbitrariamente, deseamos que retorne a su lugar de trabajo.



Si a partir de aquello la empresa quiere negociar una indemnización y la salida del trabajador, es otro cuento. A eso tienen derecho los trabajadores en distintas situaciones.



Pero yo les diría a los dos colegas que intervinieron antes que por favor no distorsionemos este asunto. No se trata de quitarle la facultad al trabajador para que opte entre A o B, sino de que este no sea despedido arbitrariamente.



Para ello debemos cambiar la cultura de nuestro país. Porque no es un problema de leyes, sino de cultura, ya que el empresariado, por cualquier cosa que no le gusta, amenaza al trabajador y lo despide.



Queremos que haya más respeto al trabajo y a los trabajadores. 



Lo que se plantea ahora es un ejemplo de aquello.



Creemos que se trata de una muy mala indicación. Mantengamos el texto en los términos en que viene propuesto en el proyecto.



--(Aplausos en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Vuelvo a reiterarles a los asistentes a las tribunas que sean respetuosos de las distintas intervenciones. Nuestro Reglamento prohíbe las manifestaciones.



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor COLOMA.- ¿Quién dirige esta sesión, Señor Presidente?
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡No habrá más advertencias!



Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, he escuchado con mucho respeto las diferentes intervenciones de mis Honorables colegas. Y estaba pensando en lo siguiente.



Puede haber casos de despidos que técnicamente se llaman “despidos ignominiosos”.



Por ejemplo, un empresario -algunos, obviamente, consideran que todos los empresarios son tipos indeseables- podría echar a una persona por su orientación sexual, por ser homosexual; o podría despedirla en razón de su raza, o de su nacionalidad, o porque es discapacitado, o por tener un defecto físico. 



Todas esas hipótesis se denominan en nuestra legislación “despidos ignominiosos”, y son tanto o más graves que los despidos antisindicales, con una diferencia: que la propia ley señala que se trata de un despido por violación de derechos fundamentales. 



¿Qué hace la legislación en esos casos? ¿Obliga al trabajador que ha sido objeto de ese despido ignominioso a reintegrarse a la empresa? ¡No, señor Presidente!



En casos de despidos ignominiosos, el trabajador cuenta con la opción que nosotros queremos que prevalezca; y él, aunque haya sido objeto de la máxima humillación, tiene derecho a reintegrarse a la empresa u obtener su indemnización.



¿Qué razón existe para que no opere la misma lógica cuando hay un despido antisindical?



Es decir, si a una persona, violentándola de la peor manera, la expulsan por su orientación sexual, por su raza, porque posee un defecto físico, nadie cree en ese minuto que hay que quitarle el derecho a optar. Pero si el despido es por práctica antisindical, entonces el argumento es que no tiene opción.



Señor Presidente, yo reclamo un mínimo de coherencia. Porque si en definitiva la tesis es que nunca debe existir el derecho a optar, con mayor razón debiéramos aplicar esa norma a los despidos ignominiosos, por violación de derechos fundamentales. 



Aquí simplemente le estamos dando un derecho al trabajador. El empleador no tiene arte ni parte, puesto que no resuelve.



La incoherencia está en decir que cuando se despide a alguien por grave violación de derechos fundamentales, entonces, el trabajador puede optar, pero cuando el despido es por práctica antisindical, no lo puede hacer.



¿Alguien podría sostener de buena fe que ese es un razonamiento coherente?



Señor Presidente, los argumentos están planteados con respeto; simplemente llegó el momento de votar. Sin embargo, tengo la impresión de que al final, especialmente para la gente que nos está escuchando, la fuerza de aquellos algún peso va a tener.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que este debate ha sido muy positivo. Yo entiendo que la indicación presentada por las bancadas de la Oposición tiene muy buena intención. Pero la argumentación que se está dando aquí a mí me lleva a una conclusión diferente.



Escuché la intervención del Senador Navarro, incluido lo señalado por el colega Allamand en cuanto a los despidos ignominiosos.



Creo que ahí se plantea el problema.



¿Cómo se puede reponer la dignidad de un trabajador que ha sido echado arbitrariamente por razones de orden sindical, o en el caso del despido ignominioso, conforme a lo que manifestó el Senador Allamand? No de otra forma sino que reintegrándose, recuperando su puesto de trabajo.



Eso no le niega después -como muy bien se dijo acá- el derecho a negociar bajo su voluntad que se le finiquite su contrato de trabajo y se determine la indemnización que corresponda por ese trato ignominioso o arbitrario de que fue objeto por parte de la empresa y que ha sido determinado por un tribunal.



No es por la sola decisión de uno u otro calificar de “arbitrario” el despido por prácticas antisindicales o porque sea ignominioso.



Por lo tanto, la indicación tiene muy buena intención y, también presentación: reincorporación o indemnización. ¿Quién lo hace? El trabajador.



No, señor Presidente. Yo creo que en ese caso lo que se debe hacer es reintegrarlo al puesto de trabajo. Con eso se repara su dignidad. Y posteriormente ese trabajador podrá entrar a negociar con su empleador la indemnización que deba pagarse.



Por eso, voy a votar en contra de la indicación renovada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ciertamente voy a rechazar esta indicación. Y voy a tratar de explicar por qué.



Senadores que me antecedieron y que apoyan la referida indicación han señalado que hay una profunda incoherencia en la norma propuesta. Y contrastan el ejemplo del despido ignominioso (si se persigue a alguien por su aspecto físico, o por su orientación sexual, o por su preferencia política, etcétera) con el caso de quien es despedido por ser dirigente sindical.



Partamos de la base de que acá alguien fue incorrectamente despedido. Ello está fuera de discusión.



En consecuencia, en materia de orden laboral, como en otras, están las llamadas “normas de orden público”, que son irrenunciables incluso por el beneficiario.



Aquellas se establecieron desde hace muchos años en Chile. Porque si se dejaran al libre albedrío, a la sola voluntad del beneficiario, producto del desbalance que existe entre empleador y trabajador, para someter al trabajador al contrato le habrían dicho, por ejemplo: “Lo contrato, pero usted no tiene derecho a vacaciones”.



El trabajador habría tenido que responder: “Obviamente, yo renuncio a las vacaciones, señor”.



El empleador podría haberle señalado también: “Y no va a tener derecho a huelga”.



Y el trabajador le habría respondido: “Yo no deseo tener derecho a huelga: quiero pega”.



Entonces, señor Presidente, se introduce el concepto de “orden público”. Tal es el caso de los feriados.



Estamos de acuerdo en que eso existe.



A mi juicio, acá se aplica el mismo criterio, por lo siguiente.



Quienes son despedidos afectando sus derechos fundamentales podrán optar y decir: “Yo voy a volver a una empresa en la cual no me aceptan por mi diversidad sexual, o por mi origen, o por mi condición sexual, o me voy con una suma de dinero”.



Pero en el caso del dirigente sindical, la razón por la cual lo echan es porque la empresa no quiere tener a un dirigente sindical. Porque lo que hace el dirigente sindical es ejercer su liderazgo en torno a lo que ocurre en aquella.



Entonces, ¿a quién le resulta más conveniente que ese dirigente no se reincorpore? ¡A la empresa!



Por eso se hace la diferencia.



Ese dirigente sindical, una vez reincorporado a su puesto de trabajo, si así lo estima, podrá negociar con la empresa. Pero no se le puede exigir esa opción de antemano. Porque ahí le van a frenar su derecho.



Hay, pues, una diferencia bien fundamental.



Yo, dirigente sindical, tomaré la decisión, ya que la razón por la cual me expulsaron de la empresa ilegalmente, incorrectamente era que el empleador no quería que yo ejerciera como tal.



Pero si yo tengo las fuerzas y las ganas de seguir como dirigente sindical, me asiste el derecho a hacerlo.



Entonces, no me establezcan la opción antes, porque la razón para echarme fue esa.



El trabajador, señor Presidente, va a tener esa posibilidad.



El caso que señaló el Senador Allamand de los despidos ignominiosos (por orientación sexual, origen, social, en fin) es distinto. Porque esa persona no ejercía un rol de liderazgo al interior de la empresa.



De lo que se trata este proyecto de modernización del sistema de relaciones laborales es de poner al día la legislación sobre sindicatos en Chile, que sigue estando retrasada, y fortalecer el sindicato.



Y estará en ese dirigente sindical, respecto del cual la Corte ya determinó que fue ilegalmente despedido, una vez integrado a su puesto de trabajo, ver si seguirá ejerciendo en ese carácter.



Eso no lo podemos prever de antemano.



Hay una diferencia fundamental en ello.



Nada obsta a que, si la empresa no lo quiere, se negocie con ese trabajador sindical.



Mi percepción es que si alguien desea volver a una empresa como dirigente sindical luego de haber ganado un juicio, es porque tiene ganas de que las cosas cambien al interior de ella. 



Voto en contra de la indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada recaída en el artículo 294 (22 votos en contra y 15 a favor).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En consecuencia, corresponde ahora votar el artículo 294 propuesto por la Comisión de Trabajo (página 76, última columna). 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay una petición para que se vote dicho artículo.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, yo voy a usar menos de cinco minutos para fundamentar mi voto.



Empero, deseo plantear lo siguiente por una cuestión de coherencia. Porque acá no están los buenos y los malos. Yo no me creo el bueno, ni me parece que al frente estén los malos, ni viceversa.



Pero, ¿saben, Sus Señorías? Por esta vía estamos derogando -y se nos pide que votemos- lo que estableció el primer Gobierno de Michelle Bachelet. Esto data del año 2007.



O sea, para mis queridos colegas -unos más amigos que otros- que me antecedieron en el uso de la palabra y que señalan que esta es la modernidad, que no quieren retroceso, ¿saben cuándo se aprobó lo que ahora estamos derogando? El año 2007. Porque la Presidenta Bachelet dijo que se trataba de un gran adelanto.



Permítanme, pues un minuto de coherencia: por lo menos no muestren cara de alegría cuando están derogando lo que el año 2008 dictaron con la misma cara de alegría.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación el artículo 294.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve. Solo quiero hacer reserva de constitucionalidad por considerar que esta disposición, tal cual se presenta, al restringirle opciones al trabajador y, por lo tanto, sus derechos y libertades, infringe el artículo 19, número 16°, de la Carta Fundamental, que establece “el derecho a la libre contratación y a la libre elección del trabajo con una justa retribución”. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 294 (17 votos a favor, 8 en contra y 4 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Van Rysselberghe y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Hernán Larraín, Moreira y Orpis.



Se abstuvieron los señores Espina, García, Ossandón y Prokurica.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Senador señor Chahuán votó que no, pero me manifestó que su intención era pronunciarse por la abstención.
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, corresponde votar en conjunto, por cuanto se refieren a la eliminación del delegado del personal y a la adecuación de textos correspondiente con ello, los artículos 302 (página 80 del comparado); 49 (página 18), y 153, 156 y 177 (página 20).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías hacer una sola votación?

El señor LARRAÍN.- Sí. Pero que haya una explicación primero.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?

El señor LARRAÍN.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Repito que están en votación las proposiciones recaídas en los artículos 302 (página 80 del comparado); 49 (página 18), y 153, 156 y 177 (página 20).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Seré muy breve, señor Presidente, porque ya hemos entregado la argumentación sobre esta materia. 



Solo quiero recordar las expresiones que usó el Senador Fulvio Rossi para oponerse a nuestro planteamiento de mantener el delegado del personal.



Su Señoría planteaba la idea de un sindicato único que representara a todos los trabajadores, y por lo tanto, la eliminación de los grupos negociadores, de los delegados del personal y de todo lo que no fuera el sindicato.



Bueno: creo que ese es precisamente el problema.



Yo pienso radicalmente distinto del Senador Rossi y de quienes estiman que solo importa que haya un sindicato único.



En mi concepto, los sindicatos son muy relevantes. Y hay que fortalecerlos, pues permiten que se respeten los derechos de los trabajadores.



Sin embargo, también entiendo la existencia de trabajadores que, por las razones que sean, no quieran afiliarse a un sindicato. Eso también es respetable. Y no tenemos por qué execrarlo.



De hecho, el porcentaje de trabajadores afiliados es muy bajo. Y, probablemente, con la ley en proyecto va a aumentar. ¡En hora buena!



Empero, se trata de un derecho de los trabajadores, y no queremos que haya una voz única como la que algunos desean. 



Esa es la cuestión de fondo.



En la legislación vigente, el delegado del personal -vale la pena recordarlo- solo puede existir cuando los trabajadores de la empresa cumplen los requisitos para constituir un sindicato. Por lo tanto, su intención no es afiliarse a un sindicato, sino buscar una forma distinta de asociarse.



¿Por qué tenemos que obligar a todos a obrar de una sola manera?



Ese es el punto por el cual queremos abogar nosotros: que existan efectivamente libertad, derecho abierto para que los trabajadores busquen formas de representación distintas de las establecidas.



Se trata de un principio que está no solo en nuestra Constitución: se halla también en la OIT, en cuanto permite la libertad de afiliación, como también la de no afiliación.



Así como es factible que se constituyan un sindicato y uno paralelo, también pueden formarse otras organizaciones que deseen los propios trabajadores.



Lo que me extraña aquí es el rechazo a la idea de defender el derecho de los trabajadores a definir un camino de organización.



¿Por qué se les prohíbe buscar maneras de expresarse?



Eso es lo que a nosotros nos preocupa.



Si el delegado del personal existe y constituye una opción, ¿por qué rechazar esa posibilidad, por qué cerrarla? 



Si los trabajadores no quieren usar ese mecanismo y desean crear un sindicato, ¡fantástico! Pero que sea su decisión, no la de una ley que los obligue a seguir un solo camino cuando quieren organizarse o buscar representación.



Señor Presidente, para el caso de que la norma pertinente se apruebe, hago reserva de constitucionalidad.



Vamos a volver sobre el punto cuando hablemos de la titularidad sindical.



Me parece que, por las razones que acabo de mencionar, se está vulnerando el artículo 19, número 16°, inciso quinto, de la Constitución, que establece que la negociación colectiva, y por consiguiente la forma de expresarse, es un derecho de los trabajadores, no solo de los sindicatos. Y el constituyente no distingue entre trabajadores y otras formas de organización y el sindicato. Por ende, son independientes de ella.



En tal sentido, me parece que a los trabajadores se les está quitando un derecho, lo que no considero correcto.



A su turno, el derecho de asociación se ejerce libremente. Pero aquí de alguna manera se está forzando a que la representación se haga solo a través del sindicato.



El artículo 19, número 15°, de la Carta dice que “Nadie puede ser obligado a pertenecer a una asociación”.



En consecuencia, señor Presidente, hago tal reserva fundado en lo que establecen esas dos disposiciones fundamentales: números 16°, inciso quinto, y 15° del artículo 19 de la Constitución.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Por su intermedio, señor Presidente, le responderé al Senador Larraín.



La verdad es que yo jamás hablé de sindicato único.



¡Eso es más bien propio de la guerra fría...!



El Partido Socialista nunca ha propiciado el sindicato único.



Nadie está cuestionando la libertad sindical o la libertad de asociarse.



De lo que se trata -y todos nos empeñamos en ello en el Congreso Nacional- es de buscar a través del debate la mejor forma de garantizar que los trabajadores se organicen de una manera que les permita ir mejorando sus condiciones laborales, y además, de redistribuir los frutos de su esfuerzo en un país donde la desigualdad es tremendamente marcada.



Creo que ese es el llamado que recibimos todos cuando legislamos en materias como esta: a ver de qué modo garantizamos la posibilidad de los trabajadores de defender sus prerrogativas y sus condiciones laborales en un país donde existe una tremenda asimetría entre empleador y trabajador.



Por eso la modernización de las relaciones laborales pasa justamente por el establecimiento de una simetría.



Muchas veces, lamentablemente -y lo escucho en la Oposición-, hay una especie de temor a que la organización de los trabajadores afecte el empleo, la productividad de una empresa.



Tras analizar la legislación comparada, uno ve que en las experiencias internacionales sucede todo lo contrario.



Cuando los trabajadores cuentan con una buena organización, cuando negocian de igual a igual con los empleadores, indudablemente ello impacta positivamente en la realidad de la empresa. Y eso es beneficioso para unos y otros.



¡No hay que temer a que los trabajadores se organicen!



Ahora bien, cuando dentro del corazón de un proyecto se plantean la titularidad sindical y la extensión de beneficios pactados -o sea, por mutuo acuerdo o por afiliación-, me parece claramente contradictorio establecer la presencia de una figura distinta, de una figura paralela.



¡No vengan con el cuento de que el delegado sería una nueva forma de asociación, de que cumpliría roles distintos de los del sindicato!



¡El sindicato representa a los trabajadores!



Yo me pregunto lo siguiente.



Aquí estamos hablando del sindicato como forma de organización de los trabajadores para expresar sus problemas y preocupaciones al empresariado y para participar en la negociación colectiva.



El Senador Larraín -me dirijo a Su Señoría por intermedio del señor Presidente- encabeza un partido. Yo le pregunto si consideraría legítimo, válido o una buena forma de organizarse que hubiese un delegado de su colectividad política.



Existe en cada partido un presidente, quien encabeza la directiva: es la forma como se organizan las colectividades políticas.



Lo mismo pasa con los trabajadores y su organización: el sindicato es la forma de organizarse.



En el mundo completo -no solo en Chile; no pensemos que estamos descubriendo algo nuevo- se ha visto que los sindicatos son la mejor forma de preservar, defender y promover los derechos de los trabajadores.



Por lo tanto, señor Presidente, opino que la figura del delegado del personal es una manera encubierta de atentar contra la titularidad sindical y contra la extensión de los beneficios, y de algún modo, de preservar los grupos negociadores, a lo que queremos ponerle término con este proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, me inscribí para reafirmar que en ningún momento escuché al colega Rossi hablar de sindicato único o algo parecido.



No es ese el sentido de esta propuesta. Tampoco, lo que creemos nosotros. Y espero que nadie piense eso en esta Sala.



Nosotros estamos por la libertad sindical, por fortalecer las organizaciones sindicales, por robustecer la titularidad para los efectos de la negociación colectiva.



Nos parece adecuado eliminar la figura del delegado en el contexto de esta reforma, mediante la cual se busca el fortalecimiento de las organizaciones sindicales.



Dependiendo del nivel de las empresas, podrá haber un sindicato, dos, tres, cuatro, cinco, como sucede en muchos países.



De otra parte, ante ciertas dudas que se han planteado, quiero dejar en claro que el actual delegado se transforma, de acuerdo al texto sugerido, en representante de grupos de trabajadores no afiliados a un sindicato.



Dicho personero servirá de nexo entre quienes lo hayan elegido y el empleador. Eso, más otras funciones, al final debilitará la organización sindical.



Ahora, la eliminación del delegado del personal nos parece coherente, pues queda establecido en la norma que cuando en una empresa no hay sindicato permanecen los grupos negociadores. De manera que, permaneciendo el grupo negociador, no tiene sentido aquella figura, que, como se ha dicho aquí, puede prestarse para situaciones confusas.



Nosotros estamos por la libertad sindical.



Como partido, desde que nacimos a la vida pública hemos propiciado la pluralidad sindical.



Nunca hemos compartido la tesis, sustentada por algunos -hay quienes todavía la defienden-, del sindicato único, que es muy atávica, muy antigua.



No nos parece un buen argumento el que se ha planteado aquí para mantener la figura en comento, que, según sabemos, en la práctica debilita a las organizaciones sindicales, en circunstancias de que la ley en proyecto procura fortalecerlas, por supuesto respetando la pluralidad.



Tal es el fundamento de nuestra votación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, ya se expusieron los argumentos para eliminar la figura del delegado del personal, que, según explicó el Senador Pizarro, existiendo un sindicato no se justifica.



Uno de los pilares de esta reforma laboral es el reconocimiento de la titularidad sindical, el fortalecimiento del sindicato como instancia de representación, con libertad para afiliarse a él y para formar más de una organización de esa índole.



Además, debo recordar que la figura en cuestión se halla muy en desuso.



Si existe el sindicato, esta es la instancia que queremos fortalecer. La idea es no mantener lo que se da hoy día: la existencia de grupos negociadores, cuyo accionar finalmente mina la fuerza del sindicato.



Por eso, respaldo la idea de que la figura en comento no esté en nuestro Código Laboral.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las proposiciones recaídas en los artículos 302; 49, y 153, 156 y 177, consistentes en eliminar la existencia del delegado del personal (22 votos a favor, 12 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


Se abstuvo el señor Ossandón.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde pasar al tema quorum sindical, que comprende el artículo 227, quorum para constitución de sindicatos de empresa (página 33 del comparado).



Respecto de ese artículo se pidió votación separada.



Además, diversos señores Senadores renovaron una indicación destinada a remplazar el artículo 227 que propuso la Comisión por el siguiente:



“Artículo 227.- La constitución de un sindicato en una empresa que tenga más de cincuenta trabajadores, requerirá tener y mantener de un mínimo de veinticinco trabajadores que representen, a lo menos, el diez por ciento del total de los que presten servicios en ella.



“No obstante lo anterior, para constituir dicha organización sindical en aquellas empresas en las cuales no exista un sindicato vigente, se requerirá al menos de veinticinco trabajadores, debiendo completarse el quórum exigido en el inciso anterior, en el plazo máximo de un año, transcurrido el cual caducará su personalidad jurídica, por el solo ministerio de la ley, en el evento de no cumplirse con dicho requisito.



“Si la empresa tiene cincuenta trabajadores o menos, podrán constituir sindicato veinticinco de ellos.



“Si la empresa tuviere más de un establecimiento, podrán también constituir sindicato los trabajadores de cada uno de ellos, con un mínimo de veinticinco trabajadores que representen, a lo menos, el treinta por ciento de los trabajadores de dicho establecimiento.



“Sin perjuicio de lo anterior, cualquiera sea el porcentaje que representen, podrán constituir un sindicato.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Algún representante del Gobierno hará uso de la palabra?



Puede intervenir el señor Subsecretario.

El señor DÍAZ (Subsecretario del Trabajo).- Señor Presidente, tanto la indicación renovada como el texto aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social se enmarcan dentro de un debate que ha sido transversal y recurrente en la Cámara de Diputados y en el Senado: la disímil realidad existente entre lo que son la gran empresa y las empresas de menor tamaño.



Ha habido una preocupación permanente de todos los sectores por acoger esa realidad distinta y dar cuenta de ella.



En esta discusión se encuentran involucrados dos principios.



Por una parte, el consistente en dar cuenta de aquella realidad diferente.



Existe una serie de procedimientos, modalidades, informaciones, lo que para la gran empresa puede ser muy fácil cumplir, pero para la empresa de menor tamaño, demasiado difícil.



Es necesario, pues, dar cuenta de tal realidad.



Pero el otro principio a considerar es el de los derechos de los trabajadores. 



Los trabajadores no pueden ver condicionados sus derechos a la empresa donde laboran, por cuanto estamos legislando para todos ellos, sin discriminar ni distinguir entre unos y otros según la compañía en que se desempeñan.



Por eso en el caso particular del artículo 227 había que buscar una regulación proporcionada en lo referente al quorum requerido para la constitución de un sindicato.



Nosotros queremos aprovechar este momento para dejar bien claro que la preocupación por las empresas de menor tamaño ha sido recurrente y que en el texto planteado existen múltiples disposiciones -más de dieciocho- que abordan aquella realidad distinta de manera positiva para la pequeña empresa.



Muchos de esos preceptos ya fueron aprobados esta mañana en el paquete extenso de artículos que despachó la Sala del Senado.



Por ejemplo, tenemos normas distintas en cuanto al personal de confianza que participa en una negociación colectiva en las microempresas y en las empresas pequeñas; a los aprendices que se incorporan a la negociación colectiva en la gran empresa, pero no en las otras; a la antigüedad de la empresa (cuándo se empieza a negociar); al derecho de información, de manera que para la empresa de menor tamaño no sea una carga excesiva la producción de la información que debe entregarles a los trabajadores y al sindicato; a la conformación de la comisión negociadora cuando se incorpora una mujer en virtud de la ley de cuotas que estamos planteando; a la asistencia técnica a las pymes para que se explique muy bien el procedimiento de negociación colectiva al momento de presentarse el pliego; al arbitraje laboral (las empresas de menor tamaño no van a pagarlo: él será de cargo fiscal); a servicios mínimos; al procedimiento para la firma de la última oferta del empleador; a la votación de las nuevas ofertas; a la reincorporación individual.



Las multas tienen una gradualidad: para las empresas de menor tamaño son de menor entidad que para las de gran tamaño.



Hay normas disímiles sobre el Fondo de Formación Sindical y el Consejo Superior Laboral, las que obligan a reconocer a las pymes e incorporarlas a las tareas pertinentes.



Me excuso por ese resumen algo abultado. Sin embargo, era necesario dar cuenta de la multiplicidad de disposiciones que abordan la realidad expuesta.



En el caso particular que ocupa a la Sala, creemos que la disposición consistente en aumentar a 25 trabajadores el quorum para conformar un sindicato, en los términos de la indicación que leyó el señor Secretario, puede resultar desproporcionada. De un plumazo, dejaría afuera de la negociación a más de 600 mil trabajadores, de alrededor de 40 mil empresas.



Por lo tanto, el Ejecutivo presentó en la Comisión de Trabajo una disposición distinta -se aprobó-, mediante la cual, reconociendo el quorum inicial de ocho trabajadores para constituir un sindicato, señala que quienes laboran en empresas de 50 trabajadores o menos (microempresas y pequeñas empresas) deben representar el 50 por ciento del total.



En tal sentido, si en una empresa laboran cuarenta trabajadores, tienen que constituir el sindicato al menos veinte, y así sucesivamente. Y  (repito) deben representar el cincuenta por ciento del total.



Creemos que esa es una norma proporcional.



Hemos tomado los resguardos para que no haya problemas con el número impar -los señores Senadores pueden leer en la página 33 del comparado el texto que se aprobó- y para que se descuente el personal de confianza, de manera que no abulte el número de trabajadores y, por lo tanto, no se puedan constituir sindicatos en esas empresas.



Nos parece un criterio proporcionado. Sometemos la norma del Ejecutivo al conocimiento y a la aprobación -ojalá- de la Sala.



Insisto en que rechazamos la indicación por no decir relación con algo proporcional.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay varios inscritos.



Vamos a hacer lo siguiente. Se proseguirá con el acuerdo, con diez minutos por lado, y después se abrirá la votación.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, las materias que estamos votando en el día de hoy contravienen el acuerdo logrado entre las pymes y el Gobierno, en el que intervino la bancada propyme de esta Corporación,…



--(Aplausos en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El público asistente debe mantenerse en silencio.

El señor CHAHUÁN.-… también integrada por Senadores de la Nueva Mayoría, y en el que se incluían diversas propuestas.



Consulté a la Mesa para acompañar a mi intervención un video sobre el contenido, pero, como ello no fue autorizado, tendré que leer un texto.



--(Manifestaciones en la Sala).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Un momento, Su Señoría! Soy el que dirige la sesión.



Advierto que no se permite hacer manifestaciones en las tribunas. 



Ruego guardar silencio.



Puede proseguir, Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- El Senador señor Tuma, presidente de dicha bancada, expresó, en conferencia de prensa:


“Me complace en anunciar, que referente a la Reforma Laboral, hemos llegado a concordar con la CONAPYME y con el Gobierno, acá está el Ministro de Hacienda y Economía, respecto a considerar a la Micro y Pequeña empresa como unidades que deben tener un tratamiento especial en esta legislación”.



El Ministro Valdés, por su parte, dijo:



“Buenas tardes a todos, quiero primero como ejecutivo apoyar y agradecer este acuerdo.



“Quiero manifestar, que este ha sido un trabajo de diálogo de muchos senadores, pero nunca es bueno individualizar, quiero agradecer en particular al senador Tuma… como representante de todos ellos los senadores de la bancada pyme… Quiero también agradecer a los senadores Zaldívar y Juan Pablo Letelier, presidentes de las comisiones de hacienda y trabajo del Senado, porque han sido artífices de este acuerdo.



“Como ejecutivos estamos de nuevo contentos con este acuerdo, pensamos que mientras más diálogo sereno… mejor. Este es un buen acuerdo que hace que esta reforma sea fácilmente abordable por las micropequeñas empresas”.



A su vez, Rafael Cumsille, a quien aprovecho de rendirle un homenaje -se encuentra en las tribunas- por todo su desempeño en defensa del comercio detallista, manifestó:



“Destaco la presencia del señor Ministro de Hacienda y del señor Ministro de Economía, a quien a nombre de CONAPYME les agradecemos que se hayan trasladado también al Senado de la República.



“Y nuestros colaboradores, vale decir… no cierto los trabajadores dependientes y aquello agrego que nosotros somos trabajadores independientes que tenemos el coraje y la valentía de atrevernos a crear empresa”.



El señor Presidente del Senado expuso:



“Decir que, para todos nosotros es fundamental proteger y apoyar a las pymes, quienes nos expresaron si no me equivoco veintiséis propuestas o veinticinco propuestas para ser incorporadas en la reforma laboral.



“Y quiero señalar que por unanimidad todos los presentes nos manifestamos de acuerdo en acoger esta propuesta”.



Pues bien, ¿qué incluían esas medidas?



Lo primero fue establecer veinticinco trabajadores como un requisito mínimo, y ahora se ha señalado una disposición distinta, especial.



La norma planteada no soluciona el problema de fondo de permitir la coexistencia de sindicatos y grupos negociadores, conforme a la decisión de los mismos trabajadores, independientemente del tamaño de la empresa. 



En lo que respecta a la negociación interempresas, se puntualizó en el acuerdo que iba a ser de carácter voluntario para las pequeñas. Hoy día resulta obligatorio para el empleador.



Las pymes han solicitado constantemente que se mantenga la voluntariedad, puesto que no tienen la capacidad de mostrar fortaleza frente a un sindicato interempresas, en términos de equilibrio.



En cuanto a la imposibilidad de reemplazo en una huelga, las pymes resultarán abiertamente afectadas, puesto que no tendrán espaldas financieras para resistir una paralización.



Ahora, las adecuaciones necesarias, en la forma en que se nos presentan, permiten que un empleador acomode los turnos o los horarios para que los trabajadores que no estén en huelga sustituyan a los que sí lo están, siempre y cuando se realice una labor contemplada en el contrato y, además, no haya movimiento de una sucursal a otra. La norma resulta absolutamente arbitraria y contraria al funcionamiento de las pymes, que constituyen la fuerza de trabajo, la fuerza que mueve el país.



Señor Presidente, estas entidades no se movilizan, carecen de la capacidad de generar paralizaciones y son las que dan empleo. Por lo tanto, hago un llamado al Gobierno para que recapacite, así como a los integrantes de la bancada propyme y a los Senadores democratacristianos que han manifestado una opinión al respecto para que actúen en consecuencia.


A mi juicio, cuando no se cumplen los acuerdos, las instituciones pierden la credibilidad. Pido coherencia, entonces, en la votación y mostrar que somos capaces de respetar la palabra empeñada.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, cabe consignar que se plantean dos aspectos respecto de la indicación, que es lo que estamos discutiendo.



Primero, la proposición de los colegas de la Oposición dificulta el proceso de constitución de sindicatos medianos y grandes. La norma vigente determina la formación con ocho trabajadores, sobre la base de un porcentaje del total de ellos en la empresa y de un plazo para llegar al quorum respectivo. Eso se elimina y se dispone que es preciso comenzar con veinticinco trabajadores.



Otra parte, a la cual algunos quieren referirse, tiene que ver con los sindicatos de pequeñas y microempresas, en particular de las primeras.



Las microempresas, conforme a la disposición actual, son de nueve trabajadores para abajo, y se constituye un sindicato con ocho. Eso no cambia en nada.



Lo que sí cambia es que nuestros colegas quieren fijar veinticinco trabajadores para constituir un sindicato en la pequeña empresa.



Muchos de nosotros simpatizamos con la idea de un estatuto diferenciado para pequeñas y microempresas por reconocer que representan más o menos el trece por ciento de las ventas en el país. Las ventas de mayor envergadura en la economía dicen relación con las medianas y grandes. Es ahí donde radicará el mayor impacto de la reforma laboral.



La norma de que los sindicatos en las pequeñas empresas se constituyen con ocho trabajadores fue establecida hace tiempo, y la proposición implica el criterio de retroceder en la posibilidad de sindicalización en estas entidades. Por eso es que se ha generado un debate tan grande en torno al punto.



Cuando colegas firmaron el acuerdo sobre pequeñas y microempresas, algunos dijimos que veíamos con simpatía la determinación de diferenciaciones, pero nunca vamos a concurrir -es mi caso y el de la bancada socialista- a que ello atente contra derechos fundamentales de los trabajadores, como los de organizarse y negociar colectivamente.



Es cierto que con las bancadas de enfrente mantenemos dos distinciones en la materia, como también con la CONAPYME. Nosotros somos partidarios de que, en el nivel de las pequeñas empresas, el sector laboral pueda negociar. Entendemos que otros no lo quieren. Ello es legítimo. Pero tenemos una discrepancia.



Y lo que se esconde detrás del aumento del quorum es eliminar, no solo el derecho de un grupo de trabajadores de poder constituir sindicatos -me refiero a las pequeñas empresas-, sino también, si no se pueden organizar, la posibilidad de negociar de manera reglada.



A nuestro juicio, la cuestión afecta a más de un millón de trabajadores. Por eso es que rechazamos la indicación. Juzgamos que no dice relación con el espíritu del proyecto de ley, sin perjuicio de estar disponibles -y vamos a demostrarlo así en nuestra votación- a fin de establecer consideraciones para estas entidades en otros ámbitos.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor VALDÉS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, como el Senador señor Chahuán me aludió directamente, me gustaría hacer un par de afirmaciones respecto de lo que se comentó.



Primero, solo para establecer los hechos, hago presente que no se verificó la firma de un acuerdo: tuvo lugar, por el lado del Ejecutivo, el saludo a una manifiesta  preocupación de muchos actores respecto de cómo esta legislación afectaría a empresas distintas.



A mi juicio, eso fue algo bueno, y, segundo, se traduce en enormes consecuencias, porque la iniciativa contempla dieciocho medidas que diferencian a pequeñas y microempresas de las grandes.



Como en muchas cosas del texto, hay una cuestión de balance. Comprendo perfectamente bien que a los representantes de pequeñas y medianas empresas les gustaría tener más, del mismo modo que a los dirigentes sindicales y a las grandes empresas. Pero la realidad es que el articulado resulta complejo, porque enfrenta distintos dilemas: eficiencia y equidad, diferenciación, etcétera. Y lo que tenemos hoy día es un buen esfuerzo en orden a cautelar una regulación compatible para el desarrollo de las pymes.



Se incluyen, como decía, dieciocho medidas especiales. Déjenme Sus Señorías mencionarles solo cuatro, que estimo muy importantes. El derecho a la reincorporación de un trabajador, desde la huelga, es distinto para una pyme: resulta más corto. Las multas son muy diferentes para pymes y no pymes. Un fondo de desarrollo sindical también va a la dirigencia pyme. Y está lo relativo al quorum, aspecto en discusión ahora.



La regla general es que con el diez por ciento de los trabajadores de una empresa grande se puede formar un sindicato. Aquí estamos fijando el cincuenta, con un piso de ocho.



Ciertamente, para un representante pyme, aquí no se halla reflejado todo. Pero creo que hemos avanzado sustancialmente en una diferenciación, lo que hoy día no existe en ninguna de las normas del Código del Trabajo.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por Chile Vamos puede haber dos intervenciones y ya usó de la palabra el Honorable señor Chahuán. 



Después se podrá fundar el voto.



Tengo inscritos a los Senadores señores Larraín y Allamand.

El señor LAGOS.- ¿Son diez minutos por lado?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es.



El Honorable señor Chahuán empleó cinco minutos. Le corresponde otro tanto al Senador señor Allamand.

El señor LAGOS.- El tiempo se puede dividir.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por supuesto.



Le ofrezco la palabra a este último.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, seguramente más adelante, en esta sesión, vamos a tener sesudas intervenciones respecto del principio de la realidad.



No puedo sino lamentar la intervención que acaba de hacer el titular de Hacienda, por quien tengo el máximo respeto y al que estimo un gran profesional. Pero aquí nos encontramos en veredas muy distintas.



El día 16 de septiembre el señor Ministro no “saludó” un acuerdo. Lo que hizo, junto con el señor Ministro de Economía y más de quince Senadores que están sentados en el Hemiciclo, fue validar el que fue arduamente trabajado, en forma directa -usted, señor Presidente, realizó una contribución especial-, por el Honorable señor Tuma, quien encabeza la bancada propyme. Se alcanzó lo que se denominó “acuerdo” y, al expresarse, todos los participantes lo señalaron como tal.



La instrumentación es de la siguiente manera.



El distinguido colega Letelier ha dicho, por ejemplo, que la indicación que estamos viendo es de la Oposición. Ese es un error. La que hemos presentado es la misma suscrita por los Senadores señores Tuma, Pizarro, Zaldívar, Larraín y quien habla. Hubo un acuerdo completo. Y todos -¡todos!- hicimos confianza plena en el Honorable señor Tuma.



Trece de nosotros firmamos distintas indicaciones, porque todos entendimos que se trataba de un acuerdo. Porque eso era.



Y tanta fueron nuestra fe y confianza que el Senador señor Tuma finalmente resolvió, respecto de cada una de las tres materias esenciales -quorum sindical, coexistencia de sindicatos y grupos negociadores, y voluntariedad para la negociación interempresa-, quiénes iban a concurrir, precisamente, a presentarlas.



Entonces, que no se recurra al eufemismo del “saludo”. ¿Qué es eso? Aquí no hubo un saludo: hubo un acuerdo completo, traducido en indicaciones que quince Senadores -trece, en algunos casos- suscribieron, y que hoy día, para decir las cosas como son, no se está respetando.



--(Manifestaciones en tribunas).


Y a mí me parece que es una total falta de respeto que simplemente se señale que no medió un acuerdo, sino una especie de manifestación de voluntad.



Es perfectamente posible que alguien diga: “¿Sabe qué más? Cambié de opinión”. Pero lo que no se puede decir es que aquello que fue un acuerdo no se transforme precisamente en eso.



Hace un rato, el Honorable señor Harboe subrayó la importancia para el Senado de cumplir con los compromisos respecto de materias legislativas. Aquí hubo un acuerdo -repito- y ustedes, señor Presidente, no lo están respetando.



Agregaré dos cosas muy cortas.



Veinticinco trabajadores no constituyen un número arbitrario: es el tradicional en el ordenamiento laboral chileno. Por lo tanto, lo que estamos haciendo al volver a un sindicato con esa cantidad de miembros no es sino cumplir el acuerdo y establecer la integración de siempre.



¿Por qué pueden ser hoy día ocho trabajadores? Porque existía la práctica negativa del multirrut, determinante de esta situación. Ello se encuentra resuelto en la actualidad. Por lo tanto, veinticinco es coherente con nuestra legislación y con la internacional.



En seguida, el Senador señor De Urresti manifestó hace un rato que es preciso mirar estas cuestiones en su conjunto. ¡Por supuesto! Un quorum de ocho o uno de veinticinco son completamente distintos si las pymes están obligadas o no a negociar con un sindicato interempresas.



Finalmente, señor Presidente, pido algo muy simple: ¡Cumplan su palabra!



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le ruego al público guardar silencio.



Puede intervenir el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, Chile ha crecido gracias al esfuerzo de todos, pero con el rol fundamental de los trabajadores, quienes no han gozado, durante más de 35 años, de las conquistas que perdieron en el gobierno militar. El avance de la sociedad obedece, sin duda, a la riqueza que se ha creado, gran parte de ella generada por el sector laboral.



Soy partidario de la reforma y comparto sus objetivos centrales, que tienen que ver con la titularidad sindical, la huelga efectiva y el fortalecimiento de la negociación colectiva.



En estos casi cuarenta años también ha habido cambios muy importantes en la sociedad y la economía. En esta última ello obedece a un desequilibrio enorme respecto de quiénes crecen y quiénes no.



Cuando hago referencia a los trabajadores, no aludo a un sistema de capitalistas y proletarios, sino a una sociedad con más que eso. Hay trabajadores por cuenta propia. Hay quienes inician emprendimientos que les permiten tener una panadería, una microempresa, y quieren crecer de esa manera. Pero es muy difícil lograrlo cuando la economía es tan concentrada como la nuestra.



Me gustaría que el mismo empeño en buscar equilibrios -lo comparto- en la negociación a fin de resguardar los derechos de los trabajadores y distribuir la riqueza, que se halla en las grandes empresas, lo empleáramos también para que las pymes pudiesen crecer y competir.



La globalización y la gran economía china internan productos a precios con los que no podemos competir, por lo que tenemos que hacer magia para crear empleos. Y estos se generan, principalmente, en la pequeña y la mediana empresas, en especial en la microempresa.



El 88 por ciento de la facturación la hace el 4 por ciento de las empresas, que son las más grandes. Entonces, ¿quiénes son los que producen? Las pymes, las microempresas. Por lo tanto, al dictar una legislación laboral, no puede ser para todos en la misma condición.



Por eso, la comisión sobre las mipymes, que presido en el Senado, ha tenido éxito en lograr algunas modificaciones. Y agradezco la comprensión de la Comisión de Trabajo y la comprensión y apoyo de los Senadores y de las autoridades, en particular de los Ministerios de Hacienda y del Trabajo.



Sin embargo, no hemos logrado llegar a acuerdo en materias tan importantes como los quórums para la constitución de un sindicato. El que regía antes de la modificación que introdujéramos para enfrentar el multirrut exigía un número de 25 trabajadores, enmienda que obedeció naturalmente a que había un abuso y queríamos terminar con él. Y pusimos el requerimiento de 8 trabajadores para que no se burlara la normativa.



No obstante, cuando se llegó a regular de verdad la materia mediante la ley que impedía el multirrut dejamos los 8 trabajadores, como estaba estipulado con anterioridad. En ningún país de Latinoamérica y del resto del mundo se constituye un sindicato con ese número de personas. Y cuando analizamos cuántas pequeñas y medianas empresas o pymes han formado un sindicato con tal requerimiento, vemos que no pasan de 3 por ciento. 



Ese no es el debate. El debate es cómo generamos una legislación que les dé igualdad de oportunidades a las pequeñas empresas, igualdad que no puede estar representada en una legislación similar para las grandes y para los micros o pequeños empresarios.



Por eso, la indicación que se ha renovado no la voy a votar, porque ha habido un proceso de debate, de discusión. Yo llegué a un acuerdo con el Gobierno a este respecto, a pesar de que no cumplieron el primero, referido a la separación por categorías. 



¡Es cierto! 



Aquí se llegó a consenso con las pymes para establecer sobre los 25 trabajadores para la constitución de un sindicato. Después se desdibujó. Algunas medidas las recogieron, otras no. Pero, en definitiva, después aceptamos y les comuniqué a la CONAPYME y a Rafael Cumsille y a su directiva que iba a pronunciarme por la norma propuesta por los Ministerios del Trabajo y de Hacienda para regular el asunto.



Sin embargo, cuando se pretende establecer una separación de categorías de acuerdo con los tamaños para la interempresa -yo fui quien la planteó-, el Gobierno dijo: “Ya, vamos a recogerlo”, pero lo hace mal....



Permítame un minuto adicional, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le queda un minuto a la Nueva Mayoría.



Puede continuar, Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- En definitiva, lo hace mal porque me encuentran razón en el sentido de que no puede existir una misma negociación para todas las empresas y expresan: “Entonces, vamos a hacer una separación de tamaño”. ¡Pero no separaron por tamaño! Juntaron la microempresa con la pequeña y la pequeña con la mediana.



Y, en definitiva, considero que es una mala solución, es una mala ley. 



Por tanto, la norma que nos ocupa no la voy a votar, y pediría que busquemos formas de analizar el asunto. Si esto no se termina hoy día. Estimo que hay espacios todavía para mejorar la legislación, ya sea aquí, en la Cámara de Diputados o en la Comisión Mixta, pero los trabajadores y los micros y los pequeños empresarios quieren seguir aportando a un Chile que debe continuar creciendo.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y señores Senadores, hay varios inscritos para intervenir. Por lo tanto, vamos a abrir la votación y podrán fundamentar el voto.

El señor PROKURICA.- ¡No, señor Presidente!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Cómo que no! Eso fue un acuerdo de Comités, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Va a limitar los tiempos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No vamos a limitar los cinco minutos reglamentarios de que dispone cada señor Senador para fundamentar el voto.



En votación la indicación renovada que reemplaza el artículo 227 de la ley vigente.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi, para fundamentar el voto.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, creo que, en definitiva, hoy día tenemos que pasar de lo teórico a la realidad.



Lo señalo, porque por muchos años tuve el honor de estar del otro lado del mesón, mediante la propiedad de establecimientos comerciales y otros giros afines.



No obstante lo anterior -y como consta en todas las votaciones pertinentes-, he apoyado entusiastamente el fortalecimiento de los sindicatos en nuestro país, asunto que estimo absolutamente necesario, absolutamente indispensable y una vía, además, para ir mejorando las condiciones laborales de nuestros trabajadores.



Si me permiten los colegas...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y señores Senadores, les ruego guardar silencio. 



Está haciendo uso de la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Gracias, señor Presidente.



Y, como he señalado, creo absolutamente necesario dejar la teoría y poner el foco en la cosa práctica.



Escuchaba al Gobierno afirmar que no es posible modificar esta norma porque quedarían cientos de personas fuera de la posibilidad de negociar a través de un sindicato.



Y me parece del todo razonable.



El problema radica en que no se ha entendido que una pequeña empresa, una mipyme, no es que no quiera negociación colectiva: ¡no puede tenerla, señor Presidente! 



¡Los niveles de facturación, los niveles de venta no le dan para eso!



Entonces, cuando escucho a la Ministra decir que ella no puede aceptar que existan trabajadores sin la posibilidad de negociar, aquí se está obviando que hay empresas -las pequeñas empresas de que hablo- que no disponen de ninguna posibilidad de convenir con sus trabajadores, como probablemente es lo que más desearían. Muchos de sus dueños fueron personas que laboraron por largos períodos de su vida y en algún momento tomaron la decisión de iniciar un emprendimiento que les significó establecerse con un local comercial y tratar de sacar adelante su actividad.



Aquí se les está haciendo un profundo daño a las pequeñas empresas de nuestro país. Lo han manifestado ya varios Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra. Y lo estoy señalando, además, con la convicción de haber apoyado en todas mis votaciones anteriores el fortalecimiento de los sindicatos. 



Pero lo que no puedo hacer con mi voto, señora Presidenta, es afectar a una industria que ha generado una cantidad enorme de empleos y que representa más del 14, del 15 por ciento de las ventas totales del país.



Ahora, lo anterior no quita que seamos tremendamente rigurosos con las grandes empresas en Chile, que han lucrado con el esfuerzo de sus trabajadores. 



Eso nadie está dispuesto a permitirlo. 



¡Queremos ser inflexibles con el abuso de esas grandes empresas! 



Pero aquí no se puede tratar a todos por igual. Esto va a significar que muchas empresas se vean brutalmente afectadas a lo largo del territorio. 



¡No tenemos que legislar solo para Santiago! 



En las regiones, lo que más existe son pequeñas empresas. Tenemos comercios y empresas de servicios en una cantidad infinitamente importante. Y es eso lo que mueve la economía del país, la economía de las regiones.



Entonces, yo quiero decirle al Gobierno -por su intermedio, señora Presidenta-: “No cometan un crimen tan brutal”. 



Busquemos manera de que los trabajadores se organicen, con un mínimo de 25 o -lo decían de repente- de 16. Hay voluntad en las mipymes para, por último, rebajarlo a 16. Y allí va a haber una línea de corte que de verdad va a permitir filtrar a las pequeñas empresas versus las grandes empresas. 



Y que estas últimas efectivamente estén obligadas a negociar con sus trabajadores. Pero las pequeñas no tienen ninguna posibilidad de hacerlo.



Por eso, esperemos que haya una reconsideración, aunque sea en la Comisión Mixta,  a fin de que, en definitiva, no se produzca un daño tan brutal para unas actividades comerciales que, en todo caso, han manifestado su voluntad de participar. 



Yo no asistí al acuerdo pertinente. Estaba fuera del Senado. Pero entendí que ese acuerdo existía. No creí ver en él el saludo de una autoridad hacia un grupo importante de Senadores y de dirigentes destacados en el país. 



Por lo tanto, aquí debe respetarse el acuerdo alcanzado, debe entenderse la realidad de las pequeñas empresas y salvar una importante actividad en nuestro país que genera...

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Dispone de 30 segundos para redondear la idea.

El señor BIANCHI.- Decía que se trata de una actividad que genera una enorme cantidad de empleos. Y de buenos empleos. Y me imagino que desean poder ojalá crear mejores empleos. Pero con lo que les estamos haciendo hoy, les vamos a acarrear un enorme perjuicio.



Y hay que separar. Aquí hay destacados dirigentes de empresas del Estado y de empresas privadas. Y la otra consulta es ¿dónde está el Estado cuando se trata de sindicalizar a sus trabajadores? Eso está al debe, a la deuda. Será otro episodio de la discusión. 



Pero hoy día, que estamos legislando para el mundo privado, hemos de ser tremendamente rigurosos con las grandes empresas: que respeten a sus trabajadores, que puedan llegar a acuerdos económicos. Pero cuando hablamos de las pequeñas empresas, debemos pedirle al Gobierno -por su intermedio, señora Presidenta- que no coloque la lápida a quienes han generado una importante actividad económica en nuestro país.



--(Aplausos en tribunas).
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Solicito a las tribunas guardar silencio, para no tener dificultades.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, cuando se hacen discursos en el país, en los actos electorales todos vemos el gran apoyo que se les da a las pymes y a las microempresas.



Esa es la verdad. 



Todos las aplauden y están siempre sobándoles el lomo.



Pero hoy día debemos decidir entre una indicación que puede ayudar a las pymes y un artículo que puede causarles grave daño.



Ahora quiero pedir que aquellos que hacen grandes discursos digan frente al país si están o no contra las pymes.



¡Esa es la verdad!



Tanto es el compromiso que hay aquí que tenemos una bancada propyme, bien presidida por el Senador Tuma -yo la integro junto a muchos otros-, que llegó a un acuerdo con el Gobierno sobre esta materia. 



Porque, con todo respeto, ¡que hubo acuerdo, lo hubo!



Tengo en mis manos el texto de las declaraciones del Ministro señor Valdés, de 16 de septiembre de 2015, que dice: “Primero agradecer como Ejecutivo este acuerdo. Quiero manifestar que este ha sido un trabajo de diálogo con muchos senadores. Quiero agradecer al senador Tuma, agradecer a los senadores Juan Pablo Letelier y Andrés Zaldívar, porque han sido los artífices de este acuerdo.”.



“Este es un buen acuerdo que hace que esta Reforma sea fácilmente abordable por las micro y pequeñas empresas.”.



“Este acuerdo refleja que el Congreso es un buen lugar para conversar.”.



¡Hubo acuerdo, señores! Y producto de él, se presentaron indicaciones que ese día fueron incorporadas.



¡Ese es el compromiso que pido hoy que se cumpla!



En este documento veo la foto de varios Senadores que están al frente, acompañados de muchos dirigentes que también se encuentran aquí, en las tribunas. Yo me pregunto qué van a pensar esos dirigentes, si hoy, cuando esos Senadores ya no están hablando para las cámaras y tienen que votar, no cumplen su compromiso. ¿O esto simplemente forma parte de la farándula política?



¡No se dan cuenta de que precisamente participar en actos como ese, comprometer su palabra y después votar de una manera distinta es lo que desacredita la política en Chile!



¡Esto es lo que está pasando, señores!



Por mi parte, pido el cumplimiento de la palabra comprometida.



En ese sentido, me parece que el planteamiento que se está haciendo es completamente normal, pues no se pide nada extraño, sino que se cumpla una medida que, con racionalidad, permite que las mipymes puedan funcionar bien.



Comparar la realidad de las grandes empresas con las mipymes es simplemente causarles un agravio. El daño no solamente se lo hacen a un grupo de emprendedores, sino, además, a un gran número de trabajadores. No sé, el 70, el 75 por ciento de la fuerza laboral en Chile tiene empleo gracias las mipymes.



Por lo tanto, necesitamos que ellas puedan seguir funcionando y trabajando razonablemente.



Lo anterior no significa que esos emprendedores tengan chipe libre con sus trabajadores. ¡No! Por cierto que se deben proteger los derechos laborales y hacerlo de la manera más sensata posible, pero a través de mecanismos y formas que permitan que esos emprendimientos puedan subsistir.



Señora Presidenta, nosotros hemos renovado esta indicación, acordada el 16 de septiembre y presentada por un conjunto transversal de Senadores. La discutiremos junto a otras indicaciones (porque no solo en esta materia se ha faltado a la palabra), y queremos ser coherentes: lo que ayer comprometimos, hoy día lo cumplimos. 



No seremos cómplices de la destrucción de las mipymes producto de estas normas que les causan grave daño.



¡No, señores! Nosotros vamos a ser coherentes.



Las mipymes pueden tener claridad de que estamos con ellas, no solo en los discursos, sino también a la hora de defender sus derechos en las votaciones en la Sala, sean estas decisiones populares o no.



He dicho.



--(Manifestaciones en las tribunas).
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Solicito nuevamente a los asistentes en las tribunas que respeten el Reglamento del Senado. Si no, vamos a tener que tomar medidas que no son muy agradables.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, como han planteado diversos señores Senadores aquí, no cabe duda de que la principal razón del desprestigio de la política chilena es el incumplimiento de los compromisos por parte de los dirigentes políticos.



Tengo un gran respeto por el Ministro de Hacienda y se lo digo cada vez que puedo, pero creo que en esta oportunidad hubo un compromiso público, con los parlamentarios y con la bancada propyme.



Por lo tanto, quiero pedirle al Senador Tuma que vote en consecuencia, que no deje de votar.



¡No, Senador! ¡Cumplir el acuerdo significa que usted vote en favor de las pymes y no se abstenga, porque esta es una decisión que se resolverá por un voto!



Lo digo, porque en este Gobierno ¡no se cumple la palabra!



Represento la Región de Atacama, que fue azotada por un aluvión. Dos veces se prometió para el 21 de mayo, ocurrido el desastre natural, que se iban a enviar mil 500 millones de dólares.



No obstante, a los meses apareció un programa ¡de 500 millones! ¡Mil millones de dólares menos de un plumazo!



Hace dos semanas que los funcionarios públicos de mi Región están en paro, porque la autoridad no les ha cumplido.



Yo digo: ¿hasta cuándo? ¿Hasta cuándo seguimos estirando este tema?



En discurso que hay se habla en favor de las pymes: que generan empleo, que pagan los impuestos, etcétera. Pero, al momento de defenderlas, miramos parar el lado.



El tema de las pequeñas y medianas empresas, señora Presidenta, es como la regionalización. Cada vez que se hace un discurso se habla en favor de la regionalización: los candidatos presidenciales, los Senadores, los Diputados, los ministros, ¡todos! Pero cuando se trata de dar algo para las regiones, entonces, se acabó el dinero. No hay apoyo.



Deseo dar a conocer -si me alcanza el tiempo- un par de cartas del centenar que me han llegado desde mi Región y otros lugares, de gente que representa a las pymes, ¡con mucho esfuerzo! 



¡Si este es un país que está pasándolo mal, señora Presidenta!



Lina Arrieta, Presidenta de la Asociación de Productores y Exportadores del Valle de Copiapó, me dice: 



“Soy miembro de la multigremial nacional de emprendedores y a través del presente email quiero manifestarle mi rechazo al proyecto de reforma laboral que se discute en el Congreso, pues estamos seguros significa un retroceso para las micro, pequeñas y medianas empresas.



“Como ciudadana y electora, me siento con el derecho y responsabilidad de escribirle para hacer llegar los puntos que nos preocupan.



“¡Por favor! Cumplan el compromiso propyme”.



Y lo mismo plantean don Héctor Sandoval, don Rafael Cumsille, don Juan Araya -presentes aquí, con nosotros-, que son gente que a fin de mes con mucho esfuerzo juntan la chaucha para pagar los impuestos, para mantener a sus trabajadores, para sacar adelante a nuestro país. ¿Qué les estamos diciendo? Que se pongan a la altura de otras empresas.



¡Señor Presidente, no hay posibilidades de comparar un quiosco con otro!



¡Todas las empresas tienen una realidad distinta y muchas de ellas lo están pasando muy mal! Pagan con mucho esfuerzo los impuestos. Tienen créditos con los bancos. Enfrentan una realidad muy difícil, y les vamos a generar un cuadro insostenible, señor Presidente.



Me parece que con medidas como estas no sucederá lo expuesto por los discursos dichos acá: que mejoraremos las condiciones de aquellos chilenos que no han podido subirse a la micro del desarrollo en Chile. Por el contrario, les vamos a asegurar, señor Presidente, que perderán el trabajo. Esas pequeñas y medianas empresas van a quebrar, al no poder competir con empresas que tienen condiciones distintas.



A este proyecto se le pone como título “Modernización de la legislación” y nos ofrecen ¿qué? La negociación interempresa. ¡Pero si esto viene de vuelta en toda Europa! ¡En todos los países desarrollados se hizo ese ejercicio hace 20 años y ahora lo están abandonando! 



Entonces, vamos a modernizar reproduciendo lo que hicieron mal en otras partes.



Llamo a la cordura en esta materia, señor Presidente. Aquí hay parlamentarios que firmaron el convenio en comento. Y, más allá de pertenecer a un partido u otro, yo les pido que cumplamos, porque mucha de esta gente está esperando hoy una respuesta y de lo que votemos ahora depende la sobrevivencia de sus emprendimientos y de su vida familiar.



Yo les pido respeto por esa gente y que les cumplamos el día de hoy.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¡Solicito silencio al público en las tribunas! 



¡No se pueden emitir manifestaciones! 



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).



Lo reitero: no corresponde que se emitan manifestaciones. Y lo digo para lado y lado. 



Son normas parejas para todos.



Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, creo que un proyecto de reforma laboral realmente debe darles garantías y posibilidades a los trabajadores de las grandes empresas, donde generalmente la cancha no está pareja y donde no existe equilibrio entre empleadores y trabajadores.



Pero este proyecto de reforma parte de la premisa de que trabajadores y empleadores son adversarios, y creo que eso genera un antagonismo que no es real. 



En segundo lugar, me parece que no hace ninguna distinción entre lo que es una gran empresa y lo que es una pyme. No es lo mismo una empresa enorme, multinacional, donde incluso hay capitales extranjeros, que una pequeña empresa. Y no estoy hablando de las pymes que facturan uno o dos millones de dólares -a las cuales les encanta decir que son pymes-, sino de las pymes de verdad, que son las que mueven a Chile, las que están en la Conapyme, las que hacen la pega, las que tienen negocios familiares, aquellas cuyos dueños conocen el nombre y apellido de cada una de las personas que trabajan ahí.



¡De eso estoy hablando: del corazón de nuestro país, del motor de la clase media, que trabaja mano a mano y a la par con sus trabajadores!


Esta reforma no hace distinción entre esas empresas y las grandes empresas. Y por esa razón ha producido una tremenda desconfianza en el mundo de las pequeñas empresas. Porque en nuestro país ya existe un estatuto para las pymes, un estatuto que lo único que ha generado es un buen discurso en el papel, pero que a la hora de los “quiubos” no se cumple.



Por lo tanto, me siento con la suficiente autonomía para, por ejemplo, haber votado a favor de un fuero extensivo para los trabajadores, y también me siento con la misma autonomía y fuerza para defender a las pymes, porque no se les cumple y porque no pueden tener el mismo trato que una gran empresa, puesto que no son lo mismo.



Este proyecto, además, no le hace ni cosquillas al peor empleador que hay en Chile, que es el Estado. ¡Ni cosquillas! No dice nada de los contratos a honorarios; no dice nada con respecto a compatibilizar el trabajo de la mujer con la familia; no dice nada del derecho que debieran tener nuestros jóvenes a poder trabajar y estudiar simultáneamente, como sucede en muchos otros países. Acá, en Chile, no se puede: o trabajan o estudian, y muchos de ellos ni siquiera pueden estudiar lo que realmente quieren.



Señor Presidente, creo que este artículo en particular va a asfixiar a las pymes, y yo no estoy dispuesta a dar mi voto para eso. En consecuencia, voy a votar a favor de la indicación que se ha presentado.



Además, creo que lo importante aquí es lo siguiente, y lo veíamos días atrás cuando tratamos un tema relacionado con la regionalización. Muchos hacen bastante alarde de ser muy propymes, especialmente en sus campañas, pero, cuando realmente hay que darle un voto de apoyo a las pymes, o se abstienen, o no votan, o se pronuncian en contra.



Por lo anterior, voto a favor de las pymes.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.
El señor COLOMA.- Señor Presidente, esta es una iniciativa que no solo interesa al debate parlamentario, sino que es una de las que más interés han generado en los distintos lugares que uno representa. 



No me cabe duda de que todos los que estamos acá nos hemos reunido con personas muy vinculadas a la materia. Yo, en el Maule, recibí a mucha gente, particularmente de las pymes, y no hubo ninguna de sus organizaciones que no pidiera, en este artículo en particular, resguardar la norma que se estaba negociando o se había negociado -depende de la fecha en que se haya realizado la reunión- en septiembre, entre el Gobierno y el Senado. ¡Ninguna! Decenas de ellas fueron a consultarme por distintas inquietudes -este no es el único tema; hay otros-, pero en el Maule no hubo nadie que no considerara que este punto era absolutamente esencial.



Cuando uno representa a una región, tiene que hacerlo, obviamente, con la conciencia de lo que uno piensa, que es la clave, pero también escuchando y representando a las personas que han manifestado un especial interés y que son el alma productiva de Chile.



Y aquí viene el segundo punto, del cual me quiero hacer cargo.



Parece que el 16 de septiembre no fue una fecha afortunada, pues las expresiones proferidas ese día han sido muy interpretables. El Ministro de Hacienda señaló -lo estoy leyendo en los diarios- algo bien profundo. Dijo: “Hace que esta reforma sea fácilmente abordable por las micro y pequeñas empresas”.



Ese fue el comentario.



Colijo, por tanto, que, al no plantear el tema, esta reforma se hace difícilmente abordable por las micro y pequeñas empresas.



Si nosotros, más allá de los reclamos que esto puede generar, partimos de la tesis de que hoy el gran espacio laboral está en las pymes, debemos entender que cuando se defiende a las pequeñas y medianas empresas se defiende también a los trabajadores.



Perdón que lo plantee, pero es la verdad.



Algunos dicen que están defendiendo a los trabajadores, pero la forma de defenderlos es defendiendo, en definitiva, su sustento: económico, moral, de identidad. Esto es mucho más que una situación lineal. La empresa, y en especial la pyme, no es solamente un sustento; también tiene mucho que ver con el desarrollo de las personas.



Entonces, señor Presidente, a mí me cuesta bastante entender este retroceso, porque aquí se señaló que el Senado era el lugar de los acuerdos. Incluso, el Ministro de Hacienda expresó que era bueno “conversar y acordar”.



Sin embargo, la amnesia tiene un límite.



Es legítimo cambiar de opinión, pero primero hay que reconocer que se cambió de opinión; no tratar de decir que lo que se acordó en su momento dejó de ser lo que era. Y segundo, hay que hacerse cargo de las consecuencias que ello supone.



Por eso, no debe extrañarnos que esta reforma laboral sea rechazada por la inmensa mayoría de las pequeñas y medianas empresas. Porque por algo se produjo un acuerdo transversal. Yo soy parte del grupo que mencionó el Senador Tuma, y este es un tema que él planteó más de una vez.



Si uno quiere hacer bien su trabajo representativo, tiene que escuchar. Yo siempre he sostenido que, particularmente en estas leyes, hay que hablar menos y oír más. Por algo el de arriba nos dio una boca y dos orejas. Siempre lo he sostenido, y especialmente en aquello que tiene mucho que ver con el día a día, con algo que es escaso y difícil en el mundo, como es el trabajo.



Voy a aprobar, por cierto, la indicación, pero me sumo también a ese llamado, a ese ruego social de no cometer errores que después cuesta mucho enmendar. ¿Conocen ustedes la diferencia de los errores? Cuando uno comete un error personal, lo paga uno mismo, pero, cuando comete un error público, al final lo pagan muchos, en este caso particular los trabajadores, en especial cuando se afecta la capacidad de generar empleo y la forma de enfrentar el futuro de las personas que desean emprender.



Por eso, señor Presidente, con convicción, pero también con humildad para pedir, en nombre del Maule y de las pymes de Chile, que se vuelva al espíritu original, voto a favor de esta indicación, porque creo que es lo único que tiene sentido.



He dicho.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ofrezco la palabra a la Honorable señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, voy a justificar mi voto en contra de esta indicación, pero quiero hacerlo yendo al sentido que tiene este proyecto, porque creo que aquí hemos escuchado algunas expresiones que no se condicen con lo que estamos buscando.



Lo planteaba la Senadora Lily Pérez: parece que en esto hay una oposición férrea, casi incompatible, en veredas distintas, entre los trabajadores y la empresa, en este caso la pequeña empresa.



Sin embargo, si creemos que este proyecto lo que pretende es avanzar en el diálogo social al interior de la empresa, a mí, en verdad, me cuesta entender que se respalde una indicación que busca excluir a un grupo de trabajadores de esa posibilidad, de ver justamente cómo se fortalece la negociación, cómo las partes se sientan a la mesa en función de un objetivo común, no de una guerra.



Aquí se ha hablado de que posibilitar que los trabajadores de las pymes se organicen en un sindicato representa un crimen contra ellas, que genera un grave daño, que las asfixia.



Esas son las expresiones que hemos escuchado aquí, en esta Sala.



Que los trabajadores se organicen para representar sus intereses, se sienten a la mesa y conversen con sus empleadores, que se fortalezca el diálogo social al interior de la empresa, ¿significa estar en contra de las pymes?



A mí me parece que aquí estamos en el fondo de la discusión de esta reforma. Por algo Chile es un país donde, con suerte, el 10 por ciento de los trabajadores negocia colectivamente.



Por eso, invito a no confundir los debates. De septiembre a la fecha -se podrá discutir si responde a un acuerdo o no-, se han incluido en el proyecto 18 puntos que favorecen a las pymes, que las diferencian, que dan a entender que se hallan bajo una lógica distinta. Aquí tengo el detalle, para que puedan revisarlos quienes no los conocen.



Pero distinto es decir que la dignidad de un trabajador, que su capacidad de ejercer derechos colectivos depende del número de trabajadores que tenga una empresa. Es algo un poco confuso, porque queremos defender a los trabajadores, pero no les permitimos organizarse en un sindicato para negociar con una pyme. Lo hemos visto en numerosas oportunidades. Incluso, muchas veces ni siquiera se sindicalizan porque lo que hacen es conversar. Hay una relación más directa. El trabajador sabe qué está pasando. Por eso, esta caricatura del trabajador que quiere echar a perder la empresa a la cual pertenece no la comparto. Quiero decirlo con claridad. 



Soy defensora de los emprendimientos. Creo que son fundamentales. Pero tenemos que hacer un esfuerzo bastante más profundo y decidido, como país, para luchar contra la concentración económica, porque ahí está lo que hace que hoy muchas pymes no prosperen. Y para ello tengo toda la disposición del mundo.



Pero no confundamos los debates. Aquí, un trabajador tiene la misma dignidad y debe tener la misma posibilidad de ejercer sus derechos, individuales y colectivos, independiente de la empresa donde esté. 



Queremos favorecer el diálogo social, porque creemos que es bueno para la empresa, que es bueno para el país, y porque estamos firmemente convencidos de que incluso disminuye la conflictividad. Pero en una relación basada en la confianza, donde no usemos estos adjetivos para calificar lo que hace un dirigente.



Este proyecto avanza en esa línea. Ese es el sentido de esta reforma laboral. Y ojalá seamos capaces de aprovechar, como país, la oportunidad de instalarla.



De ahí que, adicionalmente, incorporamos instancias tripartitas donde se juntan empleadores, trabajadores, Gobierno, en la búsqueda de fortalecer esa relación.



Esta indicación, que deja fuera de la posibilidad de organizarse en sindicatos y de negociar a más de 600 mil trabajadores, no va en la línea de las ideas fundamentales de la reforma. Y por eso, señor Presidente, la voto en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, creo que aquí el problema está en que uno quizás no se imagina, al momento de votar, qué está votando.



Cuando estemos hablando de pequeñas y medianas empresas, con ocho trabajadores, hagamos el ejercicio mental de cuánto es ocho. 



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora VON BAER.- ¡Ocho trabajadores! 



Evidentemente, un sindicato es muy importante cuando se tienen muchísimos trabajadores, porque entonces la negociación colectiva resulta tremendamente relevante, dado que es probable que los trabajadores no conozcan al gerente ni al dueño de la empresa y, por lo tanto, se haga absolutamente necesario negociar de manera colectiva.



La diferencia es que acá estamos diciendo que se debe negociar colectivamente, y solo colectivamente, en una empresa, en un almacén, en un campo que le entrega leche a Colun y que tiene apenas ocho trabajadores.



Que alguien me explique cómo el dueño de ese campo no conoce a sus ocho trabajadores y que esos ocho trabajadores, como dice la Senadora Goic, no confían. Obvio que confían y conversan todos los días porque se juntan a las ocho de la mañana a repartirse el trabajo.



¡Son ocho! ¡Ocho!



Aquí se señala: “Esto no se basa en la desconfianza”. Pero yo creo que sí, que este proyecto se basa en la desconfianza, en una profunda desconfianza, porque cuando hay ocho personas, nueve con el dueño del campo, o con el dueño del almacén, o con el dueño del pequeño restorán en Panguipulli, y se afirma que esas nueve personas no pueden conversar y deben hacerlo, obligatoriamente, a través del representante de un sindicato, quiere decir que se está desconfiando.



Eso profundiza la desconfianza existente en nuestro país. Y yo creo que nosotros debemos aumentar la confianza y no disminuirla. Sin embargo, con este tipo de medidas estamos profundizando la desconfianza y diciendo que nueve personas de una pequeña o mediana empresa que tiene ocho trabajadores -¡ocho!- no son capaces de conversar.



Yo opino que sí son capaces de conversar.



Además, debemos preguntarnos a quiénes estamos defendiendo. A mi juicio, también hay que defender a aquellos que hoy no tienen empleo y que, por lo tanto, esperan llegar a obtenerlo. 



Hagamos el siguiente ejercicio.



Si un emprendedor no va a poder conversar con sus trabajadores, se plantea: “¿Contrato a siete u ocho?”. ¿Va a querer contratar más?



Y quizás, como dice el Senador Prokurica, algunas empresas quiebren. 



La pregunta es cuántos empleos se están creando. Yo, señor Presidente, quiero poner las cifras sobre la mesa. En los 23 meses de este Gobierno se han generado alrededor de 116 mil empleos al año, menos de la mitad de los 254 mil que se crearon, en promedio, durante los cuatro años anteriores.



Ayer se celebró el Día de la Mujer. Y uno de los peores dramas que existen en la actualidad es que la mujer no está siendo parte del mercado laboral. ¿Dónde trabaja la mayoría? Por lo menos en regiones, lo hace en las pequeñas empresas. ¿Y dónde es más importante este tema? En aquellas pertenecientes a los sectores socioeconómicos más bajos, a las cuales quizás estamos dejando sin empleo.



¿Qué está sucediendo hoy? Que menos de la mitad de los nuevos empleos son para mujeres (apenas 96 mil), en circunstancias de que durante el Gobierno anterior se logró crear más empleos y más de la mitad de las nuevas oportunidades eran para mujeres. 



La Presidenta Bachelet se comprometió a aumentar la ocupación femenina al nivel de los países desarrollados, donde seis de cada diez mujeres tienen trabajo. Sin embargo, eso no se está cumpliendo y solamente se está manteniendo el nivel de empleo que había antes.



Por lo tanto, en proporción, menos mujeres están teniendo trabajo, lo cual es una mala noticia para ellas.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, sin duda, este es uno de los temas más sensibles que nos toca conocer en este proceso de reforma. 



Quiero recordar que el proyecto busca generar una relación más equilibrada, más equitativa, más justa entre empleador y trabajador.



Ese es el objetivo fundamental de la reforma. ¿Por qué? Porque la legislación actual no permite eso. En términos prácticos, independiente del tamaño de la empresa, la legislación actual es desequilibrada. En buen chileno: la parte ancha está para el lado del empleador y la parte angosta para el lado del trabajador.



Eso es lo que se pretende corregir. Y no es fácil. 



No es fácil porque este debate, como se ha dicho acá, tiene mucha carga emocional, mucho prejuicio, mucha historia, mucho abuso detrás. Tiene situaciones que han sido tremendamente dolorosas para Chile y que todavía siguen vigentes para los trabajadores, organizados y no organizados, para el emprendimiento, para la pequeña empresa.



Quiero decir, con claridad, que me parece que la forma como están encarando el debate algunos colegas que rasgan vestiduras es inadecuada. Nosotros apoyamos y vamos a apoyar toda la vida a la pequeña empresa, de la cual formo parte. Pero ellos se hacen eco de dos prejuicios muy falsos: primero, que los sindicatos o los trabajadores están en contra de la empresa o de los empleadores. 



¡Esa es una premisa falsa! 



No conozco trabajador alguno que no quiera cuidar su fuente laboral, porque le da empleo, lo cual proporciona tranquilidad a su familia. 



Y el otro prejuicio falso es creer que lo único que quieren todos los empleadores es liquidar a los trabajadores; o que la pequeña empresa o los pequeños empresarios, o la CONAPYME -aunque de verdad sabemos que algunos de sus integrantes se las dan de representantes de la pequeña empresa, que facturan millones y millones de dólares y que hablan en nombre de ella cuando tienen otra realidad completamente distinta-, se oponen a negociar. 



En las conversaciones con los representantes del emprendimiento y la pequeña empresa, nos señalaron dos cosas: que desean -por supuesto- tener una buena relación con sus trabajadores y que no se oponen a negociar o a llegar a acuerdo con ellos.



Ello es al revés de lo que algunos Senadores han dicho de la gente de las pymes. 



Sin embargo -repito-, lo que yo he escuchado es que desean una buena relación con sus trabajadores y llegar a acuerdos; y que los trabajadores quieren tener posibilidades de que la ampliación de cobertura de la negociación colectiva también les llegue. 



No son elementos contrarios. 



Nosotros buscamos alcanzar acuerdos en muchas más áreas de las que estamos hablando. No fue posible. Pero avanzamos en dieciocho puntos, y se mantuvo la situación del quorum para conformar un sindicato. 



No obstante -reitero-, el problema de la pyme no está en el sindicato, sino en que el supermercado monopólico no le pague o lo haga a 150 o a 180 días; o en que condicione la ubicación de su mercadería que entrega a determinada góndola, siempre y cuando le haga un descuento -lo cual hace imposible la existencia de ese pequeño empresario-; o en que le fije condiciones en el contrato de transporte o de lo que sea. 



En la Comisión de Economía estuvimos ayer con las pequeñas empresas que prestan servicios a los salmoneros, y nos manifestaron que les pagan a 180 días. Y, además, que cuando algunas de esas empresas presentan la factura, en ciertos casos les dicen: “Sabe, pase a la ventanilla de al lado, porque ahí tengo un factoring que le hará un descuento y le entregará el efectivo que le permitirá seguir operando”. 



Ese es el problema del pequeño empresario.



Además, la otra dificultad de la pequeña empresa es que cuando el Estado la ayuda con instrumentos de crédito o con los avales que entrega CORFO o FOGAPE, por ejemplo, ¿quiénes les dicen que no o les piden garantías adicionales, a pesar de contar con aquello?



Los bancos.



¿Y de quiénes son los bancos? ¿De pequeños empresarios? ¿Son microempresas? ¡Por favor! 



Si vamos a hacer el debate, queridos colegas, hagámoslo completo. Vamos a discutir varios otros temas en que la pequeña empresa sale muy favorecida con lo propuesto.



Y les vuelvo a decir: debemos ser capaces de buscar un justo equilibrio, porque necesitamos a los emprendedores de este país, que son los que crean empleo; y necesitamos a los trabajadores de este país, que son los que permiten generar riqueza, la cual hay que distribuir de manera más justa y equitativa. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz. 

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, en realidad, quiero reaccionar ante la enojada y casi furiosa interpelación que nos han hecho los colegas de la Derecha respecto de nuestra incapacidad de cumplir acuerdos. 



Quiero decirles que, como señalé en una intervención anterior, hay dieciocho puntos recogidos en la minuta de un acuerdo al que se llegó hace algunos meses, como ustedes recordaron, de los cuales hemos aprobado diecisiete, ¡diecisiete!



Y están en una reseña que elaboramos, en la cual ustedes pueden ver la forma diferenciadora en que establecimos una serie de disposiciones específicas para las pymes.



Ahora, lo que personalmente no estoy decidida a acompañar es a que se impida la constitución de sindicatos en las pequeñas empresas. Hasta ahí llega el límite de acoger de buena forma las medidas propuestas, comprendiendo la necesidad de diferenciar entre distintas actividades económicas.



Les quiero recordar a los colegas que para opinar y votar este proyecto de ley -que es complejo- es bueno leerlo en profundidad y por lo menos haber seguido el debate que hicimos en la Comisión, porque los Senadores Allamand y Larraín participan en ella.



En dicha instancia nos hicimos cargo de discutir lo propuesto en la indicación que presentaron, y lo rechazamos. Y esa discusión no se hizo en la oscuridad, ni en el anonimato, ni en una “cocina” -como se suele decir-, sino en una Comisión, trayendo acá el debate, para que sea público y abierto. 



Por tanto, reitero que, de las dieciocho propuestas propyme, diecisiete se han votado a favor. Luego de escuchar a los colegas, no estamos dispuestos a acoger una de ellas, porque contradice profundamente las ideas matrices de este proyecto, que busca el fortalecimiento de los sindicatos y la ampliación de la negociación colectiva; y, además, porque -a propósito de las cifras que se han dado- más de 600 mil trabajadores quedarían fuera de las negociaciones por no poder sindicalizarse. 



Entonces, señor Presidente, no se debe apelar a que por nuestro incumplimiento de los acuerdos o por faltar a nuestra palabra estaríamos yendo hacia un descalabro de las pymes. 



Lo que aquí hacemos es reconocer -y creo que de muy buena forma, estoy completamente de acuerdo- que las leyes no pueden homogenizar realidades, ni sociales, ni culturales, ni económicas. Y en este caso, con diecisiete disposiciones relativas a las pymes, estamos complejizando este proyecto. 



Por otro lado, el Senador Chahuán ha dicho que las pymes no tienen capacidad de movilizarse, de alegar, de contar con la prensa. No obstante, para no tener todos esos atributos, fíjense lo que han conseguido: diecisiete disposiciones. ¡Bienvenido sea! Estamos de acuerdo. Pero no es posible poner límite a que existan sindicatos en estas empresas. 



También quería referirme a la apelación que se hizo en cuanto a que en otros países no existen los quorums de 20/25. Sin embargo -hay que decir toda la verdad y no a medias-, hay otras formas de organización de los trabajadores. 



Acá en Chile, la única forma de organización es el sindicato, y los trabajadores que no logran sindicalizarse, no pueden negociar colectivamente. 



En otros países existen sindicatos por oficio; sindicatos territoriales. Vale decir, hay una diversidad de formas de organización que les permiten luchar por sus derechos. 



Entonces, hoy no podemos comparar realidades, por cuanto tenemos una situación muy distinta al resto de los países latinoamericanos. 



De verdad lamento, señor Presidente, que se haya hecho un casus belli del tratamiento a las pymes, porque es falso lo que se afirma, ¡falso! Lo demuestra claramente lo que hemos aprobado. Pero tiene un límite. Porque no es indecoroso decir que nosotros queremos que las pymes puedan organizarse en sindicatos, puedan negociar colectivamente. 



Este proyecto no tiene nada que ver con la generación de empleo ni con la incorporación de la mano de obra femenina al mercado del trabajo, sino con el fortalecimiento de los derechos colectivos de los trabajadores. Este desapareció, se vio disminuido, desde el año 1979, a partir del plan laboral de don José Piñera, que dejó a los trabajadores sin ninguna posibilidad de negociar y de poner en la balanza el valor del trabajo. Si aquí lo único que vale es tener plata, invertir, crear una empresa, en la cual se llega casi a la esclavitud en las relaciones laborales. 



Lo que buscamos es que se fortalezca el sindicato, que se organicen más trabajadores y trabajadoras a fin de que puedan negociar colectivamente.



Por eso, señor Presidente, hay que alejar el fantasma que ha rondado en el sentido de que estamos agitando la desconfianza de la ciudadanía por el debate que hemos dado.



Me parece que la desconfianza hacia nosotros se produce cuando el poder…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminó su tiempo, señora Senadora. 



¿Habría acuerdo para concederle más tiempo?

El señor BIANCHI.- Sí. 

El señor PROKURICA.- Conforme.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Dispone de un minuto para concluir, Honorable señora Muñoz. 

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, a todos les ha dado un minuto, ¡por qué me va a vetar! 

El señor PROKURICA.- ¡Esto sí que está bueno!

La señora MUÑOZ.- ¡No provoquen mi vena italiana!



Quiero decir que aquí ha habido vasos comunicantes entre los poderes político y económico. Eso es lo que hoy aparece en la prensa, en los diarios, en la televisión, en el sentido de que determinados interlocutores se comunican mediante llamadas telefónicas, e-mails, con el objeto de subordinar el poder político al poder económico.



Ese tipo de actos genera una desconfianza profunda, pero no este debate sobre las pymes, que hemos resguardado en diecisiete puntos, y solo en uno tenemos una legítima controversia. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero ser muy breve, porque gran parte de las intervenciones anteriores han coincidido con lo que pienso, o se han referido a hechos que demuestran que tenemos dos visiones distintas sobre el tema. 



Por eso, solo pido que haya coherencia respecto de un punto. 



Hubo un emplazamiento de un señor Senador en el sentido de que aquí se suscribió un acuerdo político que no se estaría cumpliendo. 



Me parece que ese tema debiera ser resuelto por quienes han sido emplazados, porque no ha habido ninguna contestación sobre el particular. 



Hay muchas causas de desprestigio de la política, no solo el incumplimiento de los acuerdos, que se han ventilado en los últimos años y no dicen relación con eso. 



Sin embargo, a mi juicio, lo primero es cumplir con los acuerdos, porque es lo correcto.



En segundo lugar, se me produce una contradicción, pues todos los Gobiernos señalan que las pequeñas empresas son el motor del desarrollo de los países. Y, cuando observo cómo les va a las pequeñas empresas hoy, me doy cuenta de que en la práctica, en la realidad, pocas veces les levantan los obstáculos; en la mayoría de las ocasiones más bien se los colocan.



Veámoslo en detalle.



En primer término, en numerosas oportunidades estas empresas tienen que enfrentar la actitud monopólica y las colusiones de las grandes empresas y del Estado.



Hemos visto casos de colusión que son inaceptables; que son una vergüenza. Y nosotros estamos legislando para que exista pena de cárcel en aquellos casos, los cuales no he visto que se den en pequeñas empresas, sino en las grandes.



Las afectadas son las pequeñas empresas, a las cuales muchas veces las grandes las sacan del mercado al ponerse de acuerdo en el precio de los productos.



Segundo -como lo dijo un Senador, y veo que también ocurre en mi región-, habitualmente observamos cómo las pequeñas empresas proveedoras deben enfrentar condiciones vergonzosas para que les paguen sus productos. O sea, un plazo de 90 o 120 días es un abuso tremendo.



Y hay que decirlo, pues es otro de sus problemas.



En verdad, esto les ocurre permanentemente.



Luego, en materia delictual -aquí no se nombra, pero lo veremos la próxima semana-, las pequeñas empresas son asaltadas y robadas todos los días.



Nosotros tenemos un movimiento llamado “Juntos contra la delincuencia”, con el que hemos recorrido numerosas regiones, en el que participan de manera transversal parlamentarios de la Nueva Mayoría, de la Alianza, alcaldes, y prácticamente 21 asociaciones gremiales de las más grandes del país.



¿Y saben ustedes quienes son los primeros que llegan a sus reuniones?: los comerciantes. Porque ¿qué sacan con trabajar, sacarse la mugre, si al día siguiente les roban todo? Y lo que es peor: no recuperan nunca nada. Y, además, a los cinco meses les llega simplemente una notificación diciendo que se archiva la causa.



La indicación del Gobierno constituye sin duda una mejoría respecto de lo existente. Pero no hay duda de que la indicación renovada por el Senador Allamand y otros colegas significa una mejoría mayor.



Además, están los estándares que presentan los países que quieren ayudar a que despegue la pequeña empresa.



Lo que ocurre hoy es que ser emprendedor es un camino cuesta arriba: les roban; les pagan tarde, mal y nunca; hay colusión en las grandes empresas; nuestro sistema de impuestos es cada vez más complejo; el acceso a créditos es crecientemente más difícil, y los intereses que les cobran son inaceptables.



Entonces, solo pido a los señores Senadores que confiemos en los emprendedores y que entendamos que desde el punto de vista del interés por el desarrollo de la pequeña empresa, la indicación que se ha presentado sin duda es mejor.



No creo que ella vaya a perjudicar a los trabajadores, porque las pequeñas empresas son yuntas de los suyos, pues lo poco que hoy ganan lo obtienen precisamente por trabajar en equipo.



Y, para terminar, señor Presidente, aprovecho de saludar a María Inés Zamora, Presidenta de la Cámara de Comercio de Victoria, con quien he compartido muchas veces la realidad de las pequeñas empresas como representante de La Araucanía.



Pido que honremos la palabra empeñada, que no hagamos un debate ideológico y que pensemos de qué manera potenciaremos de verdad a la pequeña empresa que, al final, como dicen los Gobiernos, se saca la mugre con el fin de que el país progrese.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, me gusta este tono tranquilo de conversación sobre un tema importante para todos: los trabajadores y las pymes.



A esta altura del debate, en este ánimo de conversación y de respeto mutuo, lo mejor es decir las cosas como son; la verdad no más. Por lo menos yo voy a decir la mía, que no es “la” verdad.



Yo fui discípulo de don Humberto Giannini, quien nos enseñó en primer año de Derecho -junto con el Senador Allamand éramos sus alumnos- que la tolerancia consiste en buscar la parte de verdad que existe en el otro.



Esa es mi verdad.



Parto por señalar -porque creo que nobleza obliga, y, sobre todo, la verdad obliga- que tienen razón los Senadores Allamand, Chahuán y Larraín, al decir que en este aspecto -¡en este aspecto!-, es decir, en el número de trabajadores para constituir un sindicato en empresas con menos de 50, no se cumplió el acuerdo formulado en septiembre. Soy uno de los Senadores que suscribieron la indicación sobre los 25 trabajadores.



Y en eso tienen razón, digamos las cosas como son.



Ya voy a volver al espíritu del acuerdo y a la fórmula alternativa que se propone.



También tiene razón el Ministro Rodrigo Valdés -nadie tiene el monopolio de la verdad- cuando dice que de los 26 puntos que suscribió la Comisión Pyme -que presidió el Senador Eugenio Tuma- se recogieron 18 en el proyecto.



No los voy a leer. Aquí tengo la lista de los 18 puntos, de seis páginas, que representan a la mayoría de los compromisos que suscribió la Comisión Pyme (no la integré, pero felicito a todos sus miembros tanto de Gobierno como de Oposición).



Otra parte de mi verdad -lo digo modesta y humildemente, buscando lo mejor para Chile, para los trabajadores y para las pymes- apunta a saber cuál fue el espíritu del acuerdo de septiembre en esta materia.



Muy sencillo y muy de fondo: ser más exigentes en los quorums y los requisitos para constituir sindicatos en las mipymes (micros, pequeñas y medianas empresas).



¿Por qué?



Porque el año 2001 -en el Gobierno del Presidente Lagos- se estableció una norma provisional con el propósito de promover una mayor sindicalización.



Digamos la verdad completa: por un año se exigió el requisito de ocho trabajadores para constituir un sindicato, a todo evento, y si en el año no se completaba, se disolvía el sindicato.



Sin más, ese fue el requisito del año 2001: ocho trabajadores, con el objetivo de promover una mayor sindicalización.



¿Cuál fue el resultado? ¿Hubo más sindicatos? Sí. Ahí están las estadísticas. No los quiero latear.



Pero el promedio de sindicalizados bajó de 50 a 30 trabajadores. Esa es una estadística, un dato concreto. Y no aumentó la tasa de sindicalización como se esperaba: estamos en 14 o 15 por ciento. En la OCDE es de 17 o 18.



Mencionemos también que en las pymes la sindicalización alcanza a 3,3 por ciento.



¿Cuál fue el resultado de lo establecido el 2001? Mayor fraccionamiento sindical. ¡Nadie quiere eso!



A propósito, la OIT no prohíbe que las legislaciones de los países contemplen quorums y requisitos.



Señor Presidente, termino reconociendo una situación.



Hablemos de política y de realidades.



Si se cae la propuesta de la Comisión, que sube las exigencias para constituir sindicatos en caso de micro y pequeñas empresas, quedaremos en el peor de todos los mundos: se mantendrán los ocho trabajadores para formar sindicatos.



En cambio, la propuesta tiene la ventaja de que, volviendo a la fórmula del 2001, el 50 por ciento de representación hará la diferencia: cuando existan 50 trabajadores, tendrá que haber 25 afiliados; cuando existan 40, deberá haber 20; cuando haya 30, tendrán que existir 15.



Por lo tanto, se trata de mayores exigencias, que nos colocan…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador. Excúseme, pero ya le di un minuto adicional, así que no le puedo otorgar más tiempo, salvo que hubiera unanimidad en la Sala.



¿Habría acuerdo?

El señor ALLAMAND.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, puede intervenir por un minuto, señor Senador.

El señor WALKER (don Ignacio).- Decía que se trata de mayores exigencias, que nos colocan exactamente en la norma aprobada el año 1991, que rigió hasta el 2001, y que fue producto del acuerdo de dos grandes: Manuel Bustos y Manuel Feliú, la CUT y la CPC. Ese fue el acuerdo del 91. Esa fue la reforma del Presidente Aylwin. Esa fue la reforma que rigió hasta el 2001. Esa es la fórmula que propone la Comisión que volvamos a recoger.



Y queda un gran debate para hoy o mañana: lo referido al sindicato interempresa, además de la forma en que incide en las mipymes.



Entonces, no voy a votar a favor de la indicación de la Oposición. Y creo que, si se cae la propuesta de la Comisión, quedaremos en el peor de los escenarios para las micro y pequeñas empresas: la existencia de los ocho trabajadores que exige la ley actualmente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, este debate se ha centrado -a mi juicio, equivocadamente- en la lógica de quienes señalan defender a las pequeñas y medianas empresas y quienes no. 



No olvidemos que el presente proyecto, que lleva bastante tiempo en tramitación, busca reforzar los derechos de los trabajadores en la negociación colectiva y generar mejores equilibrios en esta materia. En definitiva, se pretende nivelar la cancha.



He revisado permanentemente esta iniciativa y no he visto entre sus ideas matrices alguna norma que regule o modifique la constitución y disolución de sindicatos o los quorums para su formación. 



Con todo respeto y cariño, entregamos a las pequeñas y medianas empresas todo el apoyo del mundo. ¡Conocemos su trabajo en regiones! 



Sin embargo, su situación económica, por el no pago de los proveedores y por sus dificultades internas para acceder al crédito, no puede ser mejorada a costa de vulnerar los derechos de los trabajadores. 



Si queremos discutir una propuesta legislativa acerca de los quorums de constitución de sindicatos y de la sindicalización en general, hagámosla. ¡Que esa sea la idea matriz de un nuevo proyecto! ¡Ningún problema!



Pero no me parece que, con la finalidad de proteger a las pymes -y ellas cuentan con todo nuestro apoyo-, se proponga recortar derechos de trabajadores. ¡Eso no corresponde!



Hemos hablado acá de las enormes arbitrariedades de que son objeto las pequeñas y medianas empresas.



Bueno, cabe preguntarse: ¿dónde está CORFO?; ¿dónde está el BancoEstado?; ¿dónde está SERCOTEC?; ¿dónde están todos los instrumentos que pueden ayudar a fortalecerlas y a mejorar su acceso al crédito?



Recuerdo que en algún momento se planteó que a las pymes no se les iba a pagar más a 180 días. Sin embargo, ¡eso sigue sucediendo! La referencia se hace respecto de los contratistas y de las pequeñas empresas proveedoras de servicios de distintas instituciones. 



Entonces, seamos claros: ¡discutimos una iniciativa sobre fortalecimiento sindical o no! 



Dada la necesidad de apoyar la situación de dicho sector, por los legítimos problemas e inconvenientes que enfrenta, estamos debilitando a los sindicatos. 



No nos equivoquemos. Los sindicatos pequeños, de menos de 50 trabajadores, en su mayoría están en regiones. Al menos, así sucede en la que represento. Ahí no existen grandes sindicatos. Decenas de ellos están conformados por 20, 30, 40 trabajadores. 



Y ahora les vamos a decir que, producto de la situación señalada, cambió el quorum y que, en virtud del artículo octavo transitorio, quedarán en el limbo. Según esta norma, los sindicatos tendrán dos años para completar el nuevo quorum con más afiliados.



Por ello, es importante que el Ministerio del Trabajo precise el artículo 2º del proyecto, que crea el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, en el cual se establece una serie de situaciones. 



Me parece muy bien que una cantidad de ese fondo vaya a regiones. Pero sería fundamental precisar la parte que dice: “Asimismo, el 20% de los recursos del fondo se destinarán a proyectos, programas o acciones  focalizados en trabajadores y empleadores pertenecientes a micro y pequeñas empresas.”.


Señor Presidenta, por su intermedio, le pido a la señora Ministra focalizar los proyectos para avanzar en esta materia. Si se toma esa decisión, sugiero fortalecer la capacidad de los sindicatos no solo para formarse en derechos sindicales, sino también para asegurar una incorporación mayor de integrantes a fin de completar el nuevo quorum.



¡Constituir un sindicato en empresas familiares, en empresas pequeñas, es una proeza!



Esos ocho trabajadores que ponen la firma, el nombre y conforman la directiva son generalmente perseguidos. 



¡No me vengan con que las pequeñas empresas son familiares y que tienen un trato diferente con sus trabajadores! 



Café Palace en Valdivia: once trabajadores, cuarenta años funcionando. De pronto, cerró la empresa. Los empleados llevan meses fuera del café exigiendo algún derecho. ¡No les pagaron nada! ¡Cuarenta años y era una empresa familiar!



En los fundos la misma situación se da con diez, once, quince trabajadores. ¡No me vengan con que existe un buen trato familiar! Quizás, ello se da mientras funciona el negocio; pero, cuando hay problemas, los primeros en ser despedidos son los trabajadores.



Formalmente, sugiero que un porcentaje importante de dicho fondo -me parece bien su aporte a regiones- sea para capacitar y ayudar a la sindicalización.



Insisto: el costo de modernizar a las pequeñas y medianas empresas no tienen por qué pagarlo los trabajadores. ¡No puede ser!



Si queremos una ley especial a ese efecto, discutámosla. Pero no incluyamos tal materia en este proyecto. 



Me sorprende el ímpetu con que las bancadas de enfrente defienden a las pequeñas y medianas empresas a través de la indicación renovada en estudio.



Hagamos una legislación efectiva para que a las pymes les paguen a 30 días y no a 180. Pero también fortalezcamos a los trabajadores, pues en las grandes, medianas y pequeñas empresas ellos necesitan afianzar sus derechos y constituirse en sindicatos para defenderse mejor. 



La empresa familiar no puede ser un eximente para el incumplimiento de contratos y de relaciones laborales.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, creo que ha sido largo y extenso este debate.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señora Ministra, como estamos en votación, solo puede rectificar hechos. 

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Sí. Solo deseo responder la inquietud del Senador señor De Urresti. 



Tal como establece el artículo 2º, se va a crear el Fondo de Formación Sindical y Relaciones Laborales Colaborativas, cuyos recursos “serán asignados por la Subsecretaría del Trabajo mediante concurso o licitación pública”. 



El Consejo Superior Laboral propondrá anualmente los criterios generales para tal asignación…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señora Ministra, no está rectificando hechos.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Perdón, señor Presidente. 


También se dispone expresamente que el 40 por ciento se destina a las regiones y el 20 por ciento, a acciones focalizadas en trabajadores y dirigentes de pequeñas empresas. 



Obviamente, todo eso será recogido en el reglamento respectivo.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le reitero, señora Ministra, que, cuando estamos en votación, dispone de dos minutos solo para rectificar hechos.



Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, he escuchado atentamente toda esta discusión y -yo no pertenezco a la Comisión de Trabajo- me llama la atención el tono en que se está dando, por dos razones.



La primera es que, a mi juicio, no se puede poner en el mismo saco a una gran empresa y a una mipyme. 



Al respecto, deseo reivindicar la importancia de las empresas medianas, las que, probablemente, estén formadas por más de 50 trabajadores. De no ser así, tales emprendimientos, después de años de esfuerzo, pueden llegar a esa cantidad de trabajadores. 



Sin embargo, esas empresas de ninguna manera tienen la misma realidad que una compañía de mil, 2 mil o 3 mil empleados, con sucursales en todo el país y espaldas financieras sólidas para afrontar los avatares de la economía nacional.



Las pymes son emprendimientos que, normalmente, surgen fuera de la Capital. No vienen desde Santiago; nacen en regiones y suelen quedarse allí. 



Tales empresas deben soportar no solo que las grandes compañías les paguen a 120 días, sino también que el Estado, a un plazo mucho mayor, les cubra contratos con distintas reparticiones, a los cuales deben someterse pues no existen otras alternativas. 



Se trata de empresas que deben enfrentar muchas veces, con su propia producción mensual, el pago del IVA, de los sueldos, de los leasings, etcétera.



Por lo tanto, ponerles a ellas cargas adicionales es comparar peras con manzanas.



Entiendo que el espíritu de esta iniciativa de ley es nivelar la cancha y no fortalecer los sindicatos. Esto último constituye una herramienta para lograr lo primero. 



Pero la realidad que se da en las grandes empresas no es la misma que se observa en las pymes.



Hablar tan ligeramente de ellas y de las dificultades que enfrentan en regiones, donde tienen que competir -a veces con bastante disparidad- con las grandes empresas, es complejo. 



Pero me parece más delicado que en esta materia se falte hoy a un acuerdo en el que se reconoció y comprometió una propuesta en ese sentido. En verdad, tal conducta me llama tremendamente la atención porque, en general, no se había dado en este Hemiciclo.



Al respecto, concuerdo con lo que planteó el Senador Prokurica. 



De hecho, yo también hago un llamado a los colegas de enfrente a rectificar la decisión y a honrar la palabra empeñada. Este asunto se conversó profundamente y se llegó a un acuerdo en su minuto. Me llama mucho la atención que ahora se esté faltando a ese compromiso.



Nosotros vamos a votar a favor de la indicación renovada y esperamos que se apruebe, por el bien de las pymes, que hoy enfrentan diversas dificultades por distintas razones. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, quiero partir haciendo las siguientes preguntas: ¿Se considera a los trabajadores y las trabajadoras de las pymes parte de ellas? ¿Son objeto de nuestra preocupación al momento de legislar?



Parece que -y este es el tema de fondo, aunque después podremos discutir otras aristas- muchos en esta Sala piensan que el hecho de que los trabajadores de una pequeña empresa se organicen constituye un daño en sí para la productividad y el éxito del emprendimiento. Eso es lo que desprendo del debate. 



Se cree que un sindicato en una empresa de menos de 50 trabajadores y trabajadoras es dañino para esta. Incluso más, se señala que ese sindicato podría destruirla o asfixiarla.



¡Es llamativo ese razonamiento!



Se entiende que las pequeñas empresas tienen ciertas particularidades, dado su tamaño, y que necesitan contar con un estatuto especial. Por lo mismo, el proyecto en estudio incorpora 18 medidas que diferencian en materia laboral a aquellas de las medianas y grandes. 



En temas tributarios, también se hacen excepciones.



Asimismo, resulta fundamental fomentar la asociatividad, la innovación, la capacitación y el acceso al crédito, para que dichos emprendimientos sigan generando empleo y haciendo crecer la economía. 



Pero vuelvo a la inquietud que manifesté al principio: el hecho de que los trabajadores de una pyme se organicen ¿es dañino para esa empresa?



¡Eso es lo que sostienen los defensores -entre comillas- de las pequeñas empresas! Nos quieren hacer creer que, por defender el derecho de los trabajadores a organizarse y a tener negociación colectiva para luchar por condiciones más dignas en un país tan injusto como el nuestro, estamos en contra de las pymes.



Eso es lo que concluyo de toda esta discusión, lo cual me llama poderosamente la atención.



Valoro profundamente, al igual que todos en esta Sala, el compromiso que asumen las pymes y su contribución al desarrollo de Chile. Pero ello no implica pensar que el hecho de que los trabajadores se organicen, constituyan sindicatos y negocien colectivamente es dañino o nocivo para la empresa o puede comprometer o destruir dicho emprendimiento.



Deseo mencionar algo que en la experiencia cotidiana todos hemos visto: en empresas de 20, 30, 40 trabajadores se suele ver más compromiso y afecto por el trabajo. ¿Ustedes creen que esas personas se arriesgarían a perder su fuente laboral haciendo cosas que podrían implicar un perjuicio para la empresa? En verdad, estimo que en esos casos el compromiso y afecto es mayor. 



¡Ojo con las palabras que se están colocando en este debate!



Claramente, un grupo de parlamentarios tiene una mirada negativa respecto de la formación de sindicatos en cierto tipo de empresas.



En este plano nuestra realidad no se encuentra en otros lugares del mundo. Se ha dicho que el mínimo de 8 personas para formar un sindicato se da solo en Chile, y es cierto. A lo mejor, en algunos países de Latinoamérica es de 12 o 15. Pero en otros hay negociaciones interempresas; por tanto, los trabajadores de una compañía se juntan con los de otra, y así consiguen el número que necesitan para conformarse.



Entonces, no comparemos peras con manzanas. Se trata de realidades distintas.



Por otro lado, se ha hablado del sindicato único, lo cual me llama la atención. 



Si una empresa tiene 40 trabajadores y el mínimo para constituir sindicato es 25, ¡se conseguirá un sindicato único! En tal caso, ¿qué pasa con los 15 trabajadores restantes? ¿Dónde queda su libertad para formar un nuevo sindicato? No podrán hacerlo, ni siquiera con la propuesta del Ejecutivo que votaremos más tarde, que fija un quorum de 50 por ciento. Ocurrirá lo mismo por un efecto práctico.



Otro aspecto práctico se produce cuando se busca alcanzar determinado número de trabajadores para constituir un sindicato. Eso muchas veces despierta inmediatamente la sospecha del jefe y, como lamentablemente en Chile hay una mala cultura en cierto sector, se persigue a las personas que están fomentando la organización de los trabajadores.



Esa es otra razón por la que estimo que se debe rechazar la indicación renovada.



Sinceramente, pienso que en este ámbito debemos seguir avanzando.



Por último, hago presente que el texto de dicha indicación se halla fuera de las ideas matrices del proyecto, el cual busca aumentar la sindicalización y fortalecer la negociación colectiva. 



Hay clínicas, universidad, escuelas conformadas con 40, 45 trabajadores, y estos tienen derecho a organizarse.



Por todas esas razones y otras que no alcancé a exponer, voto en contra de la indicación renovada. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, asistimos a un falso dilema, que se traduce en una disputa entre el sindicato y la micro, pequeña e, incluso, mediana empresa. En realidad, esto afecta más al emprendimiento pequeño y micro.



Sin embargo, el problema real de las mipymes no es el sindicato.



Si uno hiciera una evaluación respecto de los elementos fundamentales en esta materia, habría que concluir que las pymes se sienten engañadas y traicionadas por todos los gobiernos. Por ejemplo, en junio de 2010, el Gobierno del Presidente Piñera comprometió 2.500 millones de dólares para dicho sector, y al final nada pasó. Pero no solo esta Administración, sino todas han prometido lealtad, fidelidad, compromiso a las pequeñas y medianas empresas, y el resultado ha sido magro. 



Hice un listado de puntos que debieran preocuparnos para mejorar la situación de las pymes: endeudamiento, impuestos, pago al día de las grandes empresas, capacitación real, acceso al crédito, competencia leal (en especial, con importaciones desde China y otros países con tratados de libre comercio).



En mi opinión, el sindicato no va a ocupar el primer lugar de esa lista. Las que enumeré son precisamente las preocupaciones que debiéramos estar discutiendo en el Senado en favor de las pequeñas y medianas empresas, en lugar de estar planteando una contradicción en torno al tema sindical. 



Yo apuesto por el sindicato como un aliado del dueño de la pyme. ¡Un aliado!



Por ejemplo, si las empresas Walmart, Cencosud, Sodimac, entre otras grandes, no pagan a tiempo a las pymes, los sindicatos deben ser capaces de marchar junto a su empleador para denunciar el abuso. Porque la diferencia entre ellos es escasa y el margen, pequeño. 



El Senador Montes señaló que 12 mil millones de dólares se gastan en subsidio directo a las grandes empresas, y nadie lo ha desmentido. Ministro de Hacienda, ¿ello es efectivo?



Pregunto a quienes han renovado esta indicación, a la Derecha, si están disponibles para un gran acuerdo nacional propyme. Así podrían decir: “Vamos a resolver los problemas planteados aprobando una ley propyme”. 



Ello no ha sido posible. Al final del día, parece que se sucumbe ante la presión de las grandes empresas. Y se quiere reivindicar una cercanía con las pymes a través del ámbito sindical.



Cuando se forma un sindicato -y esto se ha reiterado aquí-, sus miembros saben que, si se liquida la empresa, ¡todos se van para la casa! Por tanto, su tarea es que el emprendimiento sobreviva. 



Tenemos que lograr que, cuando esa pequeña o microempresa gane más -porque la hemos resguardado, porque el Gobierno la ha apoyado y porque se han generado condiciones de igualdad-, se repartan las utilidades.



El sindicato está, precisamente, para velar por el éxito de esta familia que es la mipyme. Si le va bien a la empresa, también le irá bien al trabajador. Si la empresa se liquida, ¡a la casa el trabajador! 



Por otra parte, ¿vamos a discutir lo relativo a las AFP? Porque uno de los problemas de los trabajadores y empleadores de las mipymes es de tipo previsional: no es factible pagar las cotizaciones a tiempo. 



Por lo demás, dicho sector en este plano no tiene ninguna ventaja respecto de las grandes empresas.



Emplazo a la Senadora Van Rysselberghe y a los demás colegas de la Derecha a abordar todos esos temas. 



¡Claro que hay diferencias entre las empresas! Pero en lo único en que solidarizan es en lo relativo al sindicato. En las demás diferencias abismales no se pronuncian. 



Señor Presidente, hoy día debemos generar condiciones para que las pymes crezcan. 



Ese falso dilema, esa contradicción ficticia, esa supuesta alma dividida entre trabajadores y empleador no es tal. Lo que los afecta es que las grandes empresas no les pagan a tiempo a las pymes. Lo que los divide es el hecho de que el Gobierno les diga que va a posibilitar acceso al crédito y luego no tengan acceso a él; que cuando deben pagar impuestos no cancelan lo que tendrían que tributar.



Ya sabemos cuánto impuesto pagaba SOQUIMICH y la ventaja que se le entregó en el royalty: ¡miles de millones de dólares!



A las empresas mineras se les benefició con un artículo hecho a la medida.



En materia impositiva, ¿cuántos artículos hechos a la medida han beneficiado a las pymes?



En tal sentido, mantenemos una deuda común, colectiva. Y yo llamo a asumir esa deuda y a no centrar el tema en el sindicato.



Los trabajadores tienen derecho a organizarse para apoyar a la empresa y para luchar por sus derechos.



Lo relativo al sindicato no es lo más importante, no es lo que puede destruir a las pymes. Los que pueden hacerlo son el endeudamiento, los impuestos, el pago tardío por parte de las grandes empresas, que no haya capacitación, que no exista acceso al crédito y que haya competencia desleal, propiciada por los tratados de libre comercio que este Senado vota sin discutir.



Rechazo la indicación.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP! 



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por favor, ruego a quienes se encuentran en las tribunas no efectuar manifestaciones.



Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, reunido en una actividad social con un grupo de pequeños empresarios, pero en un ambiente que no era de análisis del proyecto ni nada, como tema de conversación aproveché de sondear acerca de sus inquietudes respecto a esta materia y les pregunté qué podíamos hacer nosotros como legisladores para ayudarlos.



Lejos, ¡lejos!, lo que más les preocupa es el pago de facturas.



¡Es lo que más liquida a las pymes!



Segundo, la falta de un código de buenas prácticas.



Se da el abuso de las grandes y medianas empresas contra las chicas, en el tratamiento de sus productos, sus servicios y en el cambio de las reglas del juego. Incluso, cuando empresas grandes negocian, les descargan a las pequeñas o medianas empresas que paguen las diferencias de salarios que ellos acordaron.



Tercero, me pedían asistencia para obtener los permisos e iniciar un emprendimiento.



Señor Presidente, fue curioso: nadie me habló de sindicato. Nadie me señaló que para ellos los sindicatos fueran un problema.



Sus problemas son: el pago de las facturas; la ausencia de manuales de buenas prácticas, de buen trato de las empresas grandes a las pequeñas, o de las medianas a las pequeñas, o de las grandes a las medianas, y los permisos para poder funcionar.



Además, algunos incluían el incumplimiento de fiscalizaciones por parte de la autoridad.



No apareció jamás como amenaza la existencia de sindicalización o de negociación colectiva.



Puede haber sido una casualidad, pero, por lo menos, eso manifestó la gente que negocia en el norte.



--(Manifestaciones en tribunas).



Quiero decir dos cosas y hacer dos observaciones más.



En estas reformas se proponen una serie de medidas en favor del sector.



Hoy día la pyme sale mucho mejor parada de lo que estaba, primero, porque en la reforma se incluyen medidas de capacitación, asesorías, mecanismos de mediación y plazos preferenciales para proteger a la pyme, sobre todo cuando se ha creado una nueva. Actualmente no cuentan con eso.



Y aún más.



En la redacción legislativa en Chile aparecen eufemismos raros, porque el texto señala que pueden constituir un sindicato 8 trabajadores, siempre y cuando representen el 50 por ciento del total de ellos, que es una manera de no decir 16.



Participé en el Comité Propyme, y cuando se propuso subir de 8 a 25, yo no lo suscribí, sino que planteé 16.



Me parece que es sobradamente una buena cifra, porque hay pymes y pymes. Unas son muy modernas, muy eficientes, probablemente de la zona norte, pues son proveedores de la minería.



Pero el número queda finalmente en 16.



Podríamos haber dicho: “Es posible negociar a partir de los 16”. Sin embargo, quedó un enredo ahí de 8 trabajadores, pero que sea a lo menos el 50 por ciento. Eso significa 16.



También quiero llamar la atención acerca de un problema grave que nos cruza en la discusión de estos temas: la desconfianza existente en nuestro país.



Aquí hay una actitud contraria al sindicato, como si fuera un enemigo de la empresa. Y no lo ve como un gran colaborador.



En los países donde hay transparencia en la información, reglas claras, buenas relaciones laborales, el sindicato siempre es percibido positivamente.



¿Por qué entonces en Chile no se le ve bien? Porque se esconde la pelota con la información; porque las prácticas laborales son abusivas, y, además, porque hay desconfianza.



En consecuencia, se trata de un problema crónico de nuestro país, que se hace visible todos los días.



¡Aquí campean la desconfianza y el abuso!



Por último, quiero hacer una reflexión.



No puede ser que cada vez que se discute un tema en Chile aparezca esta visión dramática, tremebunda.



En esta misma Sala se dijo, cuando se trató la ley de divorcio, ¡que eso era el fin de la familia!



Se aprobó la ley que igualó los derechos de los hijos, acabándose los hijos ilegítimos. ¡Se señaló que era el fin de la familia constituida formalmente!



Cuando se discutió el royalty, ¡se manifestó que se iban a ir las mineras de Chile!



Y cuando se debatió la reforma a la educación, ¡se dijo que era la muerte de los colegios emblemáticos! ¡Aquí se sostuvo que se moría el Instituto Nacional! ¡Se aseguró hace un año!



¡Por favor!



Cada vez que hay una reforma en nuestro país se derrumba todo. Pero al año siguiente parece que la gente se pone sensata, porque no pasa nada de lo que se anuncia.



Así que sin miedo, con confianza, vamos hacia la aprobación de una reforma laboral seria, en que realmente haya una promoción de la organización sindical; en que se realicen negociaciones con transparencia, con buena fe, con lealtad entre las partes; en que se respete la labor del dirigente sindical, que es parte de la alianza básica de una empresa moderna.



Los países capitalistas inventaron los sindicatos. ¿Por qué a ellos les funciona y aquí no? Porque aquí hay otros problemas que no queremos enfrentar.



En todo caso, señor Ministro, dado el buen espíritu que hay en esta Sala, creo que cae de cajón que vamos a lograr legislación en materia de facturas, de manuales de buenas prácticas, de simplificación de los procedimientos para formar empresas y de mejoramiento de la calidad de las relaciones humanas.



Está de cajón, porque parece que hay unanimidad, si es que atacamos hoy estos temas.



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, este claramente es un tema que genera, como señalamos en la mañana, bastante pasión y miradas distintas.



Hay muchas experiencias en el mundo respecto al tema de cómo legislar.



Por una parte, el tamaño de una empresa vis a vis el quorum que se requiere para formar un sindicato.



No hay una regla única.



Existe una experiencia comparada diversa. No está fijada a partir de un solo criterio.



Y nosotros mismos en Chile, haciendo un repaso de lo que ha ocurrido desde que recuperamos la Democracia hasta ahora, incluso con lo que se heredó de la dictadura del general Pinochet, hemos pasado por distintas situaciones.



Pero el número 8 ha estado presente en buena parte de ella.



No voy a defender cuál era el mejor sistema, pero esto existe y es opinable.



Respecto de la OIT -en la cual tuve la oportunidad de desempeñarme profesionalmente, no en el tema de normas, pero sí en otras áreas-, esta no tiene fijado un criterio acerca de un mínimo, de un quorum para formar un sindicato.



Sin embargo, sí establece los siguientes criterios:



1.- Hay que tomar en consideración el tamaño de las empresas.



2.- No fija un quorum a la hora de formar un sindicato, porque entiende que atentaría contra la libertad sindical.



3.- Cuando hablamos del tamaño de las empresas, señala que se deben acompañar las políticas que benefician a esas empresas con otras políticas públicas que puedan ayudarlas en su desarrollo.



En este debate algunos Senadores han dado buenas ideas. Y yo las hago mías, y las hemos defendido acá.



Muchos hemos defendido aquí a la pequeña y mediana empresa. Por ejemplo, cuando discutimos la extensión de algunos beneficios para los taxis colectivos; cuando hemos debatido sobre el tema de capacitación; cuando en la reforma tributaria introdujimos un artículo para darle una serie de beneficios a la pequeña y mediana empresa a la hora de tributar, beneficios generosos en esa materia.



Entonces, no es cierto que acá haya algunos parlamentarios que quieren perjudicar a ese sector. O que hablemos en favor de las pequeñas y medianas empresas para la galería y cuando hay que marcar el voto echemos para atrás.



¡Eso no es cierto!



Debemos tener una mirada integral. Y así como en innumerables oportunidades hemos apoyado ciertas medidas, debe hacerse prevalecer un criterio.



Y en esta materia la experiencia comparada es bien diversa.



Efectivamente, hay muchos países que disponen un quorum: 20, 25 trabajadores. Pero hay que tener una mirada integral del sistema laboral. Y perdónenme, se ha de atender no a las normas laborales, sino a las instituciones laborales.



En muchas de las naciones donde se fija un quorum mínimo, al mismo tiempo existe la negociación por rama. En consecuencia, un trabajador en una empresa que no puede constituir un sindicato porque no tiene el quorum que le exige la ley, está protegido por la negociación por rama. En consecuencia, le va a llegar lo que negocien otros.



Entonces, no basta decir: “Mire, es que en tal país existe un quorum y en Chile debemos tener el mismo quorum”, porque entonces habría que modificar la situación y hacer una mirada integral en esta materia.



Yo lamento el tono que toma a veces el debate. Pero para mí lo fundamental es darles a los trabajadores la oportunidad de organizarse y negociar.



Conozco varios emprendimientos pequeños. Algunos de larga data y otros más modernos. Pero, en general, no he visto -me puedo equivocar- empresas pequeñas, de 20 trabajadores, en las cuales se quiera constituir un sindicato para terminar con la empresa.



Se pueden equivocar.



Alguien me dirá: “Es que tal vez no poseen los conocimientos, no tienen las herramientas como para que las demandas que están planteando no afecten a la empresa”.



¡Todos saben cómo opera una pequeña y mediana empresa!



¡Todos saben cuánto rinde una pequeña y mediana empresa!



Los trabajadores que concurren a diario a una micro y a una pequeña empresa conocen la realidad de ellas. “Ahí todos sabemos lo que ocurre”, dicen. En consecuencia, no se van a registrar demandas desmedidas.



Hay que ver cómo atendemos a las razones y a los argumentos que nos han entregado las pequeñas y medianas empresas. A todos nos han hecho planteamientos. Nos han llegado mensajes pidiendo nuestro apoyo. Y hemos atendido a esas inquietudes.



Se han recogido más de 17 indicaciones, y hay una en que no podemos acompañarlos, que se relaciona con el tema en análisis.



Pero vuelvo a algo que me parece que mencionó el Senador Montes o el Senador Navarro -y lo hago mío porque lo creo-: este no es el tema medular para la pequeña y la mediana empresa.



No tengo ánimo alguno de generar un mal ambiente, pero así como a uno le dicen: “Ahora rasgas vestiduras”, me dan ganas de preguntar: “¿Y dónde están aquellos que cuando hay que exigir el pago para los proveedores creen más en la autorregulación de las empresas grandes que en legislar al respecto?”.

El señor LARRAÍN.- Eso es opinable.

El señor LAGOS.- De acuerdo. Es opinable.



Y ojalá tengamos la capacidad para ello y para implementar mejores políticas públicas que sean capaces de hacer esa discriminación.



Y cuando hablamos de que los bancos deben tener una política distinta, vamos a ver qué hacemos en esa materia. ¿O recurriremos al emprendimiento solamente?



Entonces, seamos bien cautos en esto…
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor LAGOS.- Le pido treinta segundos, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.

El señor LAGOS.- Creo que esto no va a ser medular a la hora de permitir una mejor relación laboral al interior de la empresa en comparación al resultado de las micro y pequeñas empresas.



Voto en contra de la indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero manifestar que echo de menos en todo este debate el factor crecimiento económico. Porque nosotros podemos promulgar la legislación más progresista, más favorable para nuestros trabajadores, pero si no contamos con los recursos para que esta negociación colectiva se traduzca, por ejemplo, en mejores remuneraciones, en empleos más estables, este cuerpo legal será como dibujar en el agua.



Y lo que estoy señalando no es un invento, no es un tema menor. Ha de ser la preocupación de nuestras autoridades y también del Congreso en el momento presente.



Quiero recordar que el crecimiento de nuestra economía, el IMACEC de enero, fue solo -¡apenas!- de 0,3 por ciento. Hacía muchos años que no registrábamos un crecimiento de nuestra economía tan débil.



Y por razones internas y por las variaciones de la economía internacional, los más optimistas prevén que el presente año la economía crecerá un 1,5 por ciento.



¡Un 1,5 por ciento apenas permite cubrir el crecimiento vegetativo de la población!



Entonces, señor Presidente, recuperar la capacidad de crecimiento de nuestra economía debe ser una gran tarea nacional. Si no logramos eso, tristemente, la ley en proyecto y otras legislaciones serán letra muerta.



En segundo lugar, quiero reconocer las palabras del Senador Ignacio Walker, porque Su Señoría ha dicho con todas sus letras, sin ninguna ambigüedad, que el acuerdo existió.



Entiendo que él fue suscrito por ocho Senadores que convinieron en la necesidad de contar con una legislación especial para nuestras pymes, así como se hizo en la reforma tributaria. Porque es cierto: en dicha normativa subimos los impuestos, pero incorporamos un artículo 14 ter especial para favorecer la inversión y para que, en la medida que ella exista, disminuya la carga tributaria de las pymes.



En consecuencia, pensamos que en una materia tan importante y tan gravitante para las pymes como es la reforma laboral era posible hacer lo mismo. Y dentro de eso se encuentra lo relativo al quorum para formar sindicatos. Y hubo acuerdo en tal sentido.



También es efectivo que estuvo presente el señor Ministro de Hacienda, por quien todos nosotros tenemos la mayor consideración, el mayor respeto.



Por eso, hoy día nos asiste el derecho de pedir que se cumpla el acuerdo, y de manera completa. Porque nadie nos ha explicado aquí por qué lo que se firmó en septiembre y que se consideró bueno y conveniente para el desarrollo de nuestras pymes y para sus trabajadores, con el correr del tiempo, pasó a ser malo.



¿Qué presiones hubo? ¿Qué voces se levantaron en contra del acuerdo, que finalmente impiden concretarlo?



Y por muchas voces que se levanten, cuando uno firma un acuerdo en una tarea tan vital como esta tiene la obligación de honrarlo.



Finalmente, aquí se ha dicho que en las pymes se atropellan los derechos de los trabajadores.



¡Eso es no saber de las pymes!



En esta Sala todos hemos reconocido que un empresario pyme conoce uno a uno a sus trabajadores. Y no solo a sus empleados, sino también a sus familias. Y sabemos que cuando el hijo de un trabajador se enferma es el propio emprendedor el que acompaña a su empleado en esa circunstancia difícil.



Entonces, no es en las pymes donde se atropellan los derechos de los trabajadores. Probablemente, eso ocurre en las empresas más grandes.



Por ello, nosotros debemos estar siempre con la verdad. Y cada vez que decimos que haremos un reconocimiento a las pymes, hagámoslo...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor GARCÍA.- Termino, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.

El señor GARCÍA.- Señalaba que lo hiciéramos no solo con las palabras, sino también con nuestro voto cuando corresponda.



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, el proyecto que estamos discutiendo tiene por objetivo fortalecer la sindicalización y facilitarla. Y creo que es importante promover la formación de sindicatos como un elemento de diálogo social al interior de las empresas.



Me parece fundamental establecer mecanismos para que las legítimas diferencias que se registran al interior de las empresas puedan ser resueltas de manera adecuada por la vía del diálogo, para que, a su vez, actúen como un elemento de negociación y redistribución de las riquezas a favor de los trabajadores.



Sin embargo, esta legislación también debe hacerse cargo de que Chile no es un todo.



Nuestro país no es una entidad uniforme. En Chile existen variedades de empresas: hay empresas de diversos tamaños, con distintas realidades. Y, lamentablemente, la legislación no distingue.



Cuando se efectúan reformas tributarias, en general se aplica la misma vara para las grandes empresas -las que tienen espaldas- y para las pequeñas y las microempresas, que carecen de ellas.



Cuando se elaboran legislaciones, muchas veces se piensa en los abusos que se cometen en las grandes empresas en Santiago y la normativa no se hace cargo de la particularidad que viven las pequeñas, las medianas o las microempresas en las regiones.



Ese es el tema de fondo.



Es imprescindible que establezcamos legislaciones diferenciadas, que nos hagamos cargo de la diversidad.



Pero, en verdad, este no es el principal problema de las pequeñas empresas.



Pago oportuno, legislación específica, tasas de crédito y un conjunto de otros elementos son los que debemos modificar para mejorar las condiciones de nuestras pequeñas y medianas empresas.



No fui parte del acuerdo. No lo suscribí. Pero sí creo que era un buen acuerdo.



Y lamento profundamente que el Gobierno, que estaba sentado en esa mesa -así por lo menos lo vi en la foto-, no lo haya ratificado mediante las indicaciones como correspondía.



Sin embargo, la alternativa que se nos presenta a través de la indicación renovada no es mejor.



Y lo planteo porque después de analizar latamente su texto uno puede observar que adolece de varios problemas muy delicados.



El primero de ellos es que por medio de esta indicación se establecen dos reglas.



Por una parte, a las empresas que tengan más de cincuenta trabajadores se les exige tener y mantener veinticinco trabajadores que representen, a lo menos, el diez por ciento del total de los que presten servicios en ella.



Hago hincapié en que se habla de “mantener”.



Luego hay una excepción: en aquellas empresas en las cuales no exista sindicato vigente y donde no hay veinticinco trabajadores que representen el diez por ciento de los que laboren en ella se da el plazo de un año para completar el quorum exigido.



Aquí es donde digo: “¡Cuidado!”. Porque la indicación exige “tener y mantener”; y, en seguida, dispone que al sindicato que no logre el diez por ciento en el plazo estipulado se le cancelará su personalidad jurídica por el solo ministerio de la ley.

El señor ALLAMAND.- ¡Igual que ahora!

El señor HARBOE.- Ello no lo comparto.



Señor Presidente, no pudimos cancelar la personalidad jurídica de Colonia Dignidad por el solo ministerio de la ley. Y no me parece justo que se plantee en la legislación laboral cancelar la personalidad jurídica por el solo ministerio de la ley a un sindicato que no consigue completar el quorum que se señala.



Aquello me parece una desproporción.



Pero, además, esta indicación establece una regla con respecto a las empresas con menos de cincuenta trabajadores.



La redacción es muy mala. Dice: “Si la empresa tiene cincuenta trabajadores o menos, podrán constituir sindicato veinticinco de ellos”.



Señor Presidente, es de toda lógica que debió haberse planteado un texto que permitiera ajustarse a la realidad.



¿Qué pasa con una empresa que tiene menos de veinticinco trabajadores?



La indicación no se hace cargo de eso: lo deja abierto. 



En consecuencia, técnicamente la solución que se nos propone es pésima.



Yo habría esperado que el Gobierno acogiera más de aquello que se planteó en su oportunidad en el acuerdo a que me referí. 



La mala calidad de esta indicación no me permite aprobarla.



Por eso, la voy a votar en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada recaída en el artículo 227 propuesto por la Comisión de Trabajo (18 votos en contra y 17 a favor).


Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi e Ignacio Walker.


Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Hernán Larraín, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, habiéndose rechazado la indicación renovada, corresponde votar a continuación la norma que la Comisión de Trabajo propone en su informe complementario, que figura en la cuarta columna de las páginas 33 y 34 del comparado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay petición para que se vote.



¿Les parece a Sus Señorías abrir inmediatamente la votación, pues la discusión ya se realizó?

La señora ALLENDE.- Con la misma votación.

El señor ALLAMAND.- ¡No, señor Presidente!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No con la misma votación.



Estoy recabando el acuerdo de la Sala para abrir la votación respecto de la norma que señaló el señor Secretario.

El señor ALLAMAND.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



En votación el inciso tercero del artículo 227 propuesto por la Comisión de Trabajo en su informe complementario.



--(Durante la votación).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con la modificación propuesta por la Comisión de Trabajo deben votar que sí y quienes no están de acuerdo con ella, que no.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, en forma muy breve quiero hacer solo dos observaciones. 



En primer lugar, lamento que se haya rechazado la indicación anterior. 



Para los efectos pedagógicos, hay que explicar que ahora estamos votando la modificación que aprobó la Comisión de Trabajo en su informe complementario.



Yo voy a votar a favor de la norma propuesta porque, sin lugar a dudas, es mejor que la situación actual. Porque ella establece -y leo textualmente la parte pertinente-: “Si la empresa tiene 50 trabajadores o menos, podrán constituir sindicato 8 de ellos, siempre que representen como mínimo el 50% del total de trabajadores.”.



Tal como lo señalé, a mí me parecía mejor la indicación renovada que se rechazó. Pero no hay duda de que, respecto de lo que hoy día existe, constituye una mejoría.



Esa es la realidad.



Por lo tanto, sobre la base de esos antecedentes, habiéndose rechazado la indicación renovada, al menos yo voy a votar a favor la norma propuesta por la Comisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso tercero del artículo 227 propuesto por la Comisión de Trabajo en su informe complementario (26 votos a favor, 3 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa los señores Allamand, Hernán Larraín y Orpis.



Se abstuvo el señor Pérez Varela.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto afirmativo del Senador señor Lagos.



Señoras y señores Senadores, hay una petición para que sigamos discutiendo hoy día este proyecto hasta su total despacho. 



Varios Comités me lo han planteado.



Pararíamos de 22 a 22:30 para cenar.



¿Habría acuerdo? ¿O continuamos sin detenernos?

El señor MONTES.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se ha sugerido parar de 21:30 a 22:15; y luego continuaremos hasta finalizar el despacho de este proyecto.



¿Les parece a Sus Señorías?

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, tal vez podríamos revisar los tiempos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Excúseme, señor Senador.



Sobre lo primero que planteé, ¿habría acuerdo?

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sugiero que rebajemos los tiempos. Por ejemplo, en vez de diez minutos, que sean seis: tres y tres; y que la fundamentación del voto quede en cuatro minutos, o tres.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece a los señores Senadores acceder a la petición de Su Señoría?



No hay acuerdo.

El señor LARRAÍN.- ¿No hay acuerdo para nada, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, tenemos el mejor ánimo para que podamos avanzar rápidamente. Hemos conversado todos. Hay mucha gente que está siguiendo el debate en televisión. Están presentes en las tribunas los dirigentes de la CUT y de la CONAPYME.



Me parece perfecto que realicemos un esfuerzo para que haya continuidad en el debate y realmente podamos despachar totalmente este proyecto hoy día.



Entonces, para el siguiente bloque -y desde ya lo planteamos- sugiero que el Ejecutivo haga una exposición global de las materias y luego que se abra la votación.



Con ello nos ahorramos veinte minutos.



Al momento de pronunciarse los distintos Senadores podrán fundamentar y explicar las normas que se voten.



Yo por lo menos creo que el derecho que tienen los Senadores para fundamentar el voto durante cinco minutos debe mantenerse siempre.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Salvo respecto de aquellas materias en que se ha renovado indicación y en las que hay petición de votación separada.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en principio me sumo a lo que ha planteado el Senador Allamand. Pero me gustaría complementarlo con lo siguiente, para los efectos del bloque que vamos a discutir.



Dentro del punto “Prácticas antisindicales y uso de fuerza” hay varios artículos respecto de los cuales podemos hacer una misma votación.



En varios se repite el tema en forma similar.



Por lo tanto, sugiero que veamos durante el debate si podemos agrupar algunas de las votaciones. Ello, para que no haya fundamentación del voto en cada uno de esos artículos.



Son materias muy similares.



Por lo menos podríamos dejarlo abierto para cuando se tome la decisión de votar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, tenemos la siguiente situación, que el señor Secretario va a explicar. Porque hay varias normas respecto de las cuales se pidió votación separada y hay indicaciones renovadas.



Tiene la palabra el señor Secretario, para que explique cómo vamos a votar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, el punto que se discutirá a continuación contiene un conjunto de subtemas, y la situación es la siguiente.



-Artículo 5°: se renueva una indicación.



-Artículo 6° B, nuevo: se renueva una indicación (uso de la fuerza).



-Artículo 289: se ha pedido votación separada y hay una indicación renovada (página 60 del comparado).



-Artículo 290 (páginas 66 a 69): se ha pedido votación separada.



-Artículo 406…

El señor ALLAMAND.- ¡No se escucha nada, señor Presidente!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Es imposible que todos los Senadores entiendan lo que se está diciendo si hay conversaciones bilaterales. Por lo tanto, les pido que guarden silencio y que pongan atención.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, decía que el bloque que se discutirá a continuación contiene un conjunto de subtemas y que la situación es la siguiente.


-Artículo 5°: hay una indicación renovada (página 9 del comparado).



-Artículo 6° B, nuevo: se trata de una indicación para una disposición nueva. De consiguiente, habrá que leerla en su oportunidad, pues no figura en el comparado.



-Artículo 289: se ha pedido votación separada y, a su vez, tiene una indicación renovada (página 60).



-Artículo 290 (páginas 66 a 69): se ha pedido votación separada y hay renovación de indicaciones.



-Artículo 406 (página 258) y aparte viene la letra e) (página 260); es decir, hay dos situaciones acá.



Por último, se ha renovado una indicación respecto del artículo 292 bis.



Entonces, en primer lugar, habría que ir a la página 9 del boletín comparado, donde figura el artículo 5° del Código del Trabajo.



Se ha renovado una indicación para agregar un inciso segundo al artículo 5° del siguiente tenor: “Los derechos reconocidos por este Código deberán ser siempre ejercidos de buena fe y en forma pacífica”.



Dicha indicación viene con la firma de los Senadores señora Von Baer y Lily Pérez y señores Ossandón, Larraín y otros.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías que le demos la palabra al Ejecutivo y luego abrimos la votación?

La señora ALLENDE.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



Tiene la palabra la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, haremos una presentación en general, sin perjuicio de que si es necesario, podemos intervenir después para aclarar cada una de las votaciones.



Este tema ha sido objeto de mucha discusión tanto en el primer trámite constitucional como en el segundo. Todos condenamos la violencia en cualquier ámbito, pero el punto es cómo ello se regula equilibradamente a la luz del debate que ha enriquecido este proyecto de ley. 


Tenemos la certeza de que la normativa es equilibrada, razonable y adecuada. Existe norma constitucional que determina…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por enésima vez, ruego a Sus Señorías guardar silencio.



Puede continuar, señora Ministra.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Decía, señor Presidente, que hay norma constitucional que determina la huelga como pacífica, normas penales que sancionan estas situaciones y normas en el propio Código del Trabajo ya existentes en la materia que han sido complementadas con indicaciones votadas en la Comisión de Trabajo del Senado. 


Nos parece importante dejar constancia de la normativa jurídica vigente en nuestro país.



En materia constitucional, la Carta del 80 establece en el artículo 19, número 16°, inciso cuarto, que “La negociación colectiva con la empresa en que laboren es un derecho de los trabajadores, salvo los casos en que la ley expresamente no permita negociar. La ley establecerá las modalidades de la negociación colectiva y los procedimientos adecuados para lograr en ella una solución justa y pacífica.”.


Sobre las normas penales vigentes y aplicables, desde el punto de vista penal, además el Código del Trabajo determina en forma expresa en los artículos 293 y 390 que las sanciones a las prácticas antisindicales o desleales son sin perjuicio de la responsabilidad penal en los casos en que las conductas configuren faltas, simples delitos o crímenes, por lo que, independiente de las eventuales sanciones que sean factibles de aplicar en el ámbito del derecho del trabajo, la sede judicial penal también puede ser utilizada para los efectos de sancionar cualquier conducta que tenga las características de delito.



Respecto de las normas actuales de nuestro Código del Trabajo, el artículo 174 establece el fuero.



Los trabajadores amparados por fuero pueden ser despedidos si se dan los supuestos establecidos en los números 4 y 5 del artículo 159 (causales objetivas) y si incurren en alguna de las causales contenidas en el artículo 160 (causales imputables al trabajador), todos del Código Laboral.


Los dirigentes sindicales amparados por fuero no se encuentran excluidos de las reglas del desafuero, y en el caso de incurrir en alguna de las causales para poner término al contrato de trabajo, el respectivo empleador puede solicitar la autorización de desafuero ante los tribunales del trabajo utilizando el procedimiento de aplicación general contemplado en el Código del Trabajo. Incluso pueden ser separados provisionalmente de sus labores.



Dentro del catálogo que se señala también es factible aplicar en los supuestos casos de violencia las conductas contempladas en los numerales 5 y 6 del artículo 160 del referido Código, que corresponden a:


1.- La sanción de los actos, omisiones o imprudencias temerarias que afecten a la seguridad o al funcionamiento del establecimiento, a la seguridad o a la actividad de los trabajadores, o a la salud de estos.


2.- La sanción al perjuicio material causado intencionalmente en las instalaciones, maquinarias, herramientas, útiles de trabajo, productos y mercaderías de la empresa, respectivamente.


Es necesario tener presente que existen normas penales y laborales ante un mismo hecho.


Un mismo hecho determinado puede ser sancionado aplicando las normas laborales y/o las normas penales.



Si se aplica el Código del Trabajo, se sancionará poniendo término al contrato sin derecho a indemnización del trabajador y, al mismo tiempo, puede corresponder ser sancionado como delito por la ley penal en el caso de que la conducta realizada por el trabajador constituya, además, delito penal.



Pero es posible que la sanción solo sea laboral y no penal, o que se condene en sede penal y no en sede laboral.


Finalmente, el Gobierno incorporó una serie de indicaciones que modifican y perfeccionan la normativa que tipifica las prácticas antisindicales y desleales, destinadas a visibilizar y hacer explícito de su lectura que se trata de un catálogo abierto, esto es, un listado ejemplar, atendido a que los atentados a la libertad sindical pueden revestir múltiples formas, como en general acontece con las vulneraciones a derechos fundamentales.



Con todo, el Ejecutivo reconoce en la legislación laboral un rol importante en moldear las conductas de empleadores y trabajadores. De ahí la fortaleza del esfuerzo por presentar ejemplos de aquellas conductas que se han ido determinando en la doctrina y la jurisprudencia judicial o administrativa como conductas atentatorias.



Objetivizan las conductas eliminando elementos subjetivos que no son consistentes con el atentado a la libertad sindical de que trata.



Finalmente, con el acuerdo de todos los miembros de la Comisión de Trabajo del Senado se adoptó la modificación de usar en adelante la expresión “antisindical” para referirse a los atentados…

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede continuar, señora Ministra.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).-… a la libertad sindical, tipificados en el Libro III, y “desleal” a las acciones que entorpecen la negociación colectiva, tipificadas en el Libro IV.



Específicamente se hacen modificaciones al catálogo que adecúan las prácticas señaladas a vía ejemplar en nuestras regulaciones.


Señor Presidente, se han efectuado innovaciones en los artículos 290, letra f), nuevo; 291, letra b); 405, letra g), y 406, letra e).



Creemos que eso es suficiente para resguardar principios contenidos en la legislación vigente.



Gracias, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

La señora ALLENDE.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entiendo que el señor Senador presentará una moción de orden,...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Es solo una cuestión reglamentaria,

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-... reglamentaria.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).-... al objeto de que debatamos en conjunto la indicación al artículo 5°, inciso segundo, y el artículo 6° bis, nuevo. Y después votamos por separado.



La idea es evitar una doble discusión.

El señor ALLAMAND.- ¡Son materias distintas!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo, señor Senador.



Entonces, abriremos la votación de la indicación renovada que leyó el señor Secretario, a quien le pido leerla de nuevo, para clarificar la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación renovada es para agregar al artículo 5° del Código del Trabajo -este precepto figura en la página 9 del comparado- un inciso segundo del siguiente tenor: “Los derechos reconocidos por este código deberán ser siempre ejercidos de buena fe y en forma pacífica.”.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, sin duda, la norma propuesta tiene intencionalidad política más que intencionalidad jurídica.



Es evidente que las relaciones en una sociedad siempre deben enmarcarse en la ley.



Es evidente asimismo que esta indicación, al igual que otras, parte de la presunción de que la acción sindical puede considerarse no pacífica.



Si alguien individualmente o un grupo de personas violan la ley, se ponen fuera del marco legal, y hacen uso de la fuerza física o moral (eso sí está incluido en las indicaciones posteriores), esa conducta es sancionable.



Empero, resulta indudable que no en todas las leyes de la república que se discuten se dice: “Esta ley se debe cumplir de forma pacífica”.



Quienes presentaron esta indicación quieren, por lo menos a nuestro juicio, reponer un debate que hubo en la Cámara de Diputados.



Y sé lo que van a decir las bancas del frente: “Es que el Ejecutivo propuso esto inicialmente”.



Sí.



No obstante, después de un diálogo habido al interior de la Nueva Mayoría, muchos de sus integrantes nos formamos la convicción de que, en el fondo, con esta y otras indicaciones se quiere cuestionar el ejercicio de los derechos pertinentes. Porque aquí se pone un apelativo que jurídicamente no reviste ninguna importancia, pero que sí tiene una connotación, que es lo que nos lleva a rechazar la indicación renovada: la insinuación de que el ejercicio de los derechos por parte de sus titulares debe calificarse de la forma planteada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa procura la modernización de las relaciones laborales para garantizar de mejor forma los derechos de los trabajadores.



En estos tiempos, la modernización de las relaciones laborales obliga a entender que lo que en otra época se hizo en un clima de profunda confrontación ha dado paso, por mil razones -por cómo funciona la economía, por la manera en que los integrantes de la empresa se vinculan al interior de ella-, a una forma de trabajo más asociativa, no confrontacional. Y esa modernización debe recogerse en sus principios esenciales.



Efectivamente -como se ha recordado-, el Ejecutivo, cuando presentó este proyecto, en su fundamentación expresó (y lo cito textualmente): 



“Esta iniciativa legal busca también legitimar un sistema institucional que permita procesar el conflicto laboral al interior de las empresas, generando un procedimiento que contiene un conjunto de incentivos destinados a promover el diálogo directo entre las partes, el acuerdo y mecanismos pacíficos de resolución de controversias.



“Las legítimas diferencias y aspiraciones de las partes deben ser encauzadas en un marco de respeto y juridicidad. Aquellas conductas que se desvíen de este cauce son sancionadas en forma específica, particularmente aquellas que representen un ejercicio violento del derecho a huelga”.


Es decir, dentro del espíritu del mensaje presidencial y de lo que significa modernizar las relaciones laborales, sin lugar a dudas el ejercicio pacífico de los derechos es una realidad necesaria. Evitarlo implica simplemente no entender qué hemos de hacer para mejorar la vida y la convivencia al interior de la empresa.



Por otro lado, se ha entendido a partir de la legislación civil que los derechos tienen que cumplirse  siempre de buena fe.



Se presume que los contratos -dice el Código Civil- deben cumplirse de buena fe. ¿Y esto por qué? Porque es la manera que las partes tienen para entenderse, para relacionarse, para ver cómo cada cual cumple sus obligaciones.



Cuando un empleador trata de disfrazar un engaño o un abuso a través de determinada aplicación jurídica está incurriendo en mala fe en el cumplimiento de sus obligaciones.



Por lo tanto, al incorporar el principio en comento ayudamos a que las relaciones internas del mundo laboral se den bajo esos conceptos centrales.



El principio de la buena fe le otorga sentido común y buen espíritu a la forma como deben interpretarse las cláusulas de los contratos o las cláusulas de la negociación colectiva, o, en general, a la manera de ir resolviendo los distintos conflictos que pueden suscitarse dentro de la empresa.



El establecimiento del principio de la buena fe, por consiguiente, enriquece la calidad de la vida y de la relación al interior de la empresa.



Esta no es una cuestión ideológica: tiene que ver con principios esenciales de nuestro ordenamiento jurídico. Es parte del espíritu de la legislación que tales cuestiones se den así.



La norma propuesta, entonces, resulta particularmente necesaria en esta legislación, porque colabora al entendimiento, a la integración.



Si trabajadores y empleadores se siguen mirando como enemigos, no vamos a avanzar.



Debemos asegurar -por cierto protegiendo los derechos y estableciendo igualdades que permitan una nivelación y un funcionamiento razonables- la existencia de un trabajo integrado, asociativo.



¡Si hoy día los enemigos de los trabajadores no son los empleadores: son otros trabajadores, en una latitud distinta, quienes pueden desarrollar el mismo producto de manera más eficiente y, así, dejar a aquellos fuera de competencia!



Porque la productividad pasa a ser un elemento esencial en el desarrollo de las relaciones laborales modernas.



En consecuencia, buena fe y ejercicio pacífico de los derechos esenciales son principios que deberían inspirar toda la legislación en proyecto.



Tal es el sentido de nuestra indicación. No tiene alcance ideológico. Y me sorprende que se sostenga lo contrario.



Cuando el Senador que me antecedió dice “¡Si esto resulta evidente!”, yo pregunto: si resulta evidente, ¿cuál es el daño de incorporarlo?



Si lo incluimos, señor Presidente, damos un marco de certeza que sin duda favorece a los integrantes de la respectiva asociación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, este tema, que ha estado presente durante la tramitación del proyecto, debe aclararse.



Si no se repone lo que propuso el Ejecutivo y que la Cámara de Diputados rechazó, puede presumirse o decirse que no estamos por la negociación pacífica.



Entonces, ¿qué sucede?



La señora Ministra del Trabajo nos dio una explicación y dijo: “Esto no es necesario, pues está reglamentado”. E hizo referencia a diferentes disposiciones.



Sin embargo, precisamente por la tramitación que hemos tenido, y para que quede claro que al eliminarse en la Cámara Baja lo que propuso el Ejecutivo no se rechazó la negociación pacífica, debe reponerse, explicitando su sentido, la norma pertinente.



La indicación que renovaron algunos Senadores tiene una sola frase.



Nosotros elaboramos una indicación muy parecida a la norma que venía del Ejecutivo.



Nuestra idea es agregar al Código Laboral un artículo 6° bis.



La indicación renovada que estamos votando es para incorporar un inciso segundo en el artículo 5° del Código del Trabajo (este precepto figura en el Título Preliminar, donde se contienen los principios que regulan las relaciones laborales).



En el referido artículo 6° bis repetimos los términos: “La negociación colectiva deberá desarrollarse de manera pacífica entre las partes”.



Pero quisimos especificar claramente, con respecto a la negociación colectiva, qué significa “fuerza física en las cosas”, expresión que por lo demás está en parte de aquella, según el texto que aprobó la Comisión.



Y al final, como una manera de garantizar la libertad de trabajo, agregamos la siguiente frase: “Igual práctica se configurará en el caso que los trabajadores involucrados en la huelga impidan el ingreso a prestar servicios del personal directivo y de los trabajadores no involucrados en ella.”.



Eso, por una razón práctica. Y debemos ser claros al respecto. No hay necesidad de esconderse en los argumentos.



¿Qué sucede?

  

Lo vimos en el caso del cobre -incluso, los propios integrantes de la Confederación de Trabajadores del Cobre salieron a reclamar por lo que ocurría-: un piquete de personal de otro sector (no de su empresa) paraba los buses y generaba violencia para provocar la paralización de todo Chuquicamata o de todo El Teniente.



Entonces, se trata de respetar la libertad de trabajo, pero también de dar seriedad al proceso y lograr que la negoción colectiva se lleve a cabo en el marco de las relaciones entre el sindicato y la empresa.



Tal es el fundamento de nuestra indicación. Y por eso estamos insistiendo.



Si la Cámara de Diputados hubiera aprobado el principio en comento, no estaríamos discutiendo esta materia. Pero lo votó en contra.



Entonces, es factible interpretar tal rechazo en el sentido de que no se avala -por mucho que la Ministra nos señale que está protegida la negociación pacífica- la idea de garantizar la libertad de trabajo de quienes no están en huelga frente a lo que para amagarla podrían hacer algunos trabajadores o incluso gente ajena a ellos.



Ese es el problema. Y yo prefiero analizarlo con esta franqueza, con esta claridad.



En consecuencia, señor Presidente, hagamos la discusión.



A lo mejor podríamos aprobar solo la primera frase de nuestra indicación, que dice: “La negociación colectiva deberá desarrollarse de manera pacífica entre las partes”. Ello, entendiendo que lo expresado por la Ministra (la declaración de principios) corresponde precisamente a la articulación que ella señaló.



También sería factible considerar la indicación consistente en agregar al artículo 5° del Código del Trabajo un inciso segundo del siguiente tenor: “Los derechos reconocidos por este código deberán ser siempre ejercidos de buena fe y en forma pacífica.”.



Podemos ponernos de acuerdo para coordinar una y otra.



Yo hablé derechamente de la negociación colectiva, pues me parece lo más procedente.



En todo caso, considero factible refundir ambas indicaciones, pero dejando constancia de que las relaciones laborales entre trabajadores y empleadores deben hacerse en forma pacífica y leal. Porque no son permisibles ni la presión moral, ni la presión física, ni la amenaza de los empresarios a los trabajadores que están negociando. Y tampoco es admisible que muchas veces personas extrañas impidan el ejercicio de dos derechos legítimos y fundamentales de los trabajadores: el derecho a huelga y la libertad de trabajo para quienes no participan en aquella.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, en la misma línea de lo que se acaba de señalar, pienso que estamos frente a un conjunto de artículos que tienen no solo una importancia técnica, sino además, sobre todo, una relevancia política extraordinaria, como aquí se ha expresado.



De verdad, pienso que lo que estamos empezando a discutir se halla por lejos entre las tres o cuatro cosas más significativas de este proyecto.



Ayer el Ministro de Hacienda, refiriéndose a una materia distinta -estábamos hablando de la subcontratación, asunto que veremos más adelante-, manifestó lo siguiente: “Quizás este tema podría no haberse abordado. Pero si ya se abordó, es absolutamente indispensable zanjarlo en forma correcta e inequívoca”.



La verdad, señora Presidenta, es que todo este debate tiene su origen, contrariamente a lo que dice el Senador Letelier, no en la Oposición, sino directamente en la Presidenta Bachelet.



En efecto, la Presidenta Bachelet, en el proyecto original de reforma laboral, expresa textualmente: “La huelga es un derecho que debe ser ejercido colectiva y pacíficamente por los trabajadores”.



Quien introduce el tema de la huelga pacífica en este debate no es, entonces, la Oposición: es la Presidenta de la República, el Gobierno de la Nueva Mayoría.



Al hacerse aquello -como señaló ayer el Ministro Valdés respecto a otra materia y como dice hoy día con tanta certeza el Senador Zaldívar-, es absolutamente inescapable para este Senado resolver el problema.



Porque lo que ocurrió con la norma de la Presidenta Bachelet fue que se rechazó en la Cámara de Diputados.



Entonces, ¿qué queda para la historia fidedigna de la ley?



El proyecto primitivo decía que la huelga debía ser ejercida colectiva y pacíficamente por los trabajadores.



Si ahora el Senado reitera que no debe ejercerse pacíficamente, la lectura evidente es que esta Alta Corporación no quiso incorporar ese concepto.



Por lo tanto, creo que, por un mínimo de coherencia, el Senado debe reafirmar el referido concepto, cuyo origen -vuelvo a decir- es la Presidenta Bachelet.



¡Aquí no hay escapatoria!



Desde ya, manifestamos nuestra plena disposición a las fórmulas que planteó el Senador Zaldívar.



La indicación de que es autor el colega Larraín, y que yo suscribí, agrega un inciso segundo al artículo 5° del Código del Trabajo.



La formulada por el Senador Zaldívar introduce a dicho Código un artículo 6° bis.



Nosotros tenemos la mejor disposición a respaldar la indicación del colega Zaldívar, que -entre paréntesis- es de todos los Senadores de la Democracia Cristiana (si alguien no está, no quiero involucrarlo; yo entendí que la indicación era de la bancada; pero si alguien no forma parte del acuerdo, lo excluyo).



En síntesis, podemos aceptar la indicación del colega Larraín y la de cinco -entiendo- Senadores de la Democracia Cristiana. Y, como ha expresado el colega Zaldívar, si quieren aceptamos solo la primera frase de esta última, para que no haya ningún problema y para que nadie pueda sostener que no es admisible.



Entonces, el texto diría, básicamente: “La negociación colectiva siempre tiene que ser pacífica”.



Por lo tanto, nosotros estamos plenamente abiertos a lo que aquí se resuelva: a aprobar la indicación que agrega un inciso segundo al artículo 5° del Código del Trabajo, o bien, a aprobar la indicación que introduce a dicho cuerpo normativo un artículo 6° bis.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, creo que todos estamos por garantizar libertades, el respeto, el diálogo, la lealtad en las relaciones en la empresa, en la negociación colectiva, en fin.



¿Pero qué es una huelga pacífica?



Voy a poner tres ejemplos.



¿Qué ocurrió cuando los trabajadores de Concha y Toro (algunos se encuentran en las tribunas) estaban en huelga? ¿Qué sucedió cuando quisieron hacer una manifestación desde Pirque hacia Puente Alto? ¡Fueron muy maltratados!



¿Eso es pacífico o no pacífico?



¿Qué pasa con la Presidenta del Sindicato de Almacenes Paris? ¡Le trajinan su casillero, descubren que tiene otra orientación sexual, y revientan el sindicato!



¿Qué pasa con los dirigentes de los sindicatos de los colegios que hacen huelga? ¡Los filman, les sacan fotografías, los llaman por teléfono a sus casas, les dicen distintas cosas! ¿Quién los llama? No el patrón, sino gente vinculada a los establecimientos.



¿Eso es pacífico o no pacífico? ¿Es o no violento?



Solo quiero hacer presente que la indicación, primero, resulta innecesaria, porque su contenido se contempla en otras partes, y segundo, es muy desequilibrada. ¡Todo se enfoca especialmente conforme a los dichos del Senador señor Zaldívar, como si los violentos pudieran ser los trabajadores, cuando la realidad es que la parte empresarial usa todos sus recursos y capacidades para que en la asamblea sindical donde el asunto se va a discutir estos teman actuar!



Creo que es preciso reconocer la realidad y que modernizar significaría considerar el punto con mucho más detalle y precisión. La indicación, solo en la forma como se plantea, aparece con un sesgo que no aceptamos respecto del sector laboral.



¡La norma es innecesaria, desequilibrada y sesgada!



Gracias.



--(Aplausos en tribunas).

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, estimo que las dos normas en discusión -porque se está haciendo un solo debate- son perfectamente coherentes y complementarias.



Y quiero explicar por qué.



La norma presentada inicialmente por la Presidenta Bachelet en la Cámara de Diputados decía:



“La huelga es un derecho que debe ser ejercido colectiva y pacíficamente por los trabajadores.”.



La disposición, sin las palabras “y pacíficamente”, existe en el artículo 347 aprobado en general por esta Corporación, el que expresa:



“La huelga es un derecho que debe ser ejercido colectivamente por los trabajadores.”.



La Primera Mandataria añadió los vocablos mencionados, que la otra rama del Congreso rechazó. Esta es la señal complicada que estamos tratando de desentrañar: por qué ello se desechó.



¿Cuál es la ventaja de la indicación en examen?



Comparto lo manifestado por el Senador señor Zaldívar.



Fíjense bien Sus Señorías. El texto expresa:



“Los derechos reconocidos por este código deberán ser siempre ejercidos de buena fe y en forma pacífica.”.



Es decir, no se hace referencia solo a los trabajadores, a diferencia de la norma inicial presentada por el Gobierno en la Cámara de Diputados.



¡Ese sí que era sesgo!



¡Los empleadores también tienen que ejercer pacíficamente los derechos contemplados en el Código!



Recojo los ejemplos dados por el Honorable señor Montes, que me ahorran comentarios en la interpretación.



Entonces, ¿qué es lo lógico, a mi juicio? Entendiendo que en la propuesta inicial había un sesgo susceptible de que se entendiera que se tendía un manto de sospecha sobre los trabajadores, porque se refería a ellos y no a los empresarios, el texto que nos ocupa es general, o sea, es para ambos sectores y para todos. Así, “Los derechos reconocidos por este código deberán ser siempre ejercidos” -por todos: trabajadores, empresarios, autoridades- “de buena fe y en forma pacífica.”.



La indicación que presentamos cinco Senadores de la Democracia Cristiana expone algo que no constituye una novedad, porque dice relación con la práctica desleal o antisindical, en términos del empleador y de los trabajadores.



¿Para qué repetirlo? Lo puntualizó mi Honorable colega Zaldívar.



Nosotros expresamos lo siguiente:



“Conforme lo establece el artículo 290 de este Código, incurrirá en práctica desleal o antisindical el empleador que ejerza fuerza física en las cosas, o física o moral en los trabajadores involucrados en la huelga durante el proceso de negociación colectiva. Incurrirá en la misma práctica indebida el o los trabajadores y dirigentes sindicales”... O sea, no se trata solo de los trabajadores, sino también de los empleadores.



Se agrega, por lo que explicaba ese señor Senador, que “Igual práctica se configurará en el caso que los trabajadores involucrados en la huelga impidan el ingreso a prestar servicios del personal directivo y de los trabajadores no involucrados en ella.”.



¿Por qué? Porque toda la filosofía del Gobierno respecto del proyecto -ya vamos a tratar las adecuaciones necesarias y todo ello- apunta a que es preciso respetar la libertad de trabajo de los que no están involucrados en la huelga. Eso lo veremos textualmente en su propuesta.



En síntesis, voy a votar a favor de la indicación sometida a nuestro pronunciamiento.



Espero que también se acoja la que viene en seguida, que, a propósito de la práctica desleal o antisindical, establece una misma obligación tanto para el empleador como para los trabajadores.



En ese sentido, creo que estamos aprobando un todo bastante armónico y sistemático.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Puede intervenir el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, ¿quién podría oponerse a la consagración de la obligatoriedad de que los derechos de ambas partes se ejerzan en forma pacífica?



Los derechos se ejercen. La buena fe se presume. El pacifismo se supone. Son normas de conducta.



Pero, tal como argumenté hace un rato en cuanto a las disposiciones que consagran principios, la que nos ocupa también lo hace.



El TÍTULO PRELIMINAR del Código del Trabajo, particularmente su artículo 2°, contiene un conjunto de ellos.



Es completamente comprensible que no tenga que ser materia del derecho positivo el que “Las relaciones laborales deberán siempre fundarse en un trato compatible con la dignidad de la persona”. Porque es algo obvio. Ello se encuentra establecido en la Constitución Política. Sin embargo, dicho TÍTULO PRELIMINAR contiene el principio del respeto de la dignidad de las personas en las relaciones laborales. ¿Por qué no ha de agregarse, entonces, el carácter pacífico de la forma de ejercer los derechos?



El Senador que habla, quizás por técnica legislativa, hubiera propuesto el concepto en relación con el artículo 2°, en vez del 5°, como lo hace la indicación. Pero da lo mismo a estas alturas.



¿Quién define lo que es pacífico? Por cierto, frente a una disputa respecto de la calidad de una conducta, obviamente serán los tribunales de justicia los que fijen el ámbito de aplicación de dicha característica. Pero los ejemplos proporcionados por el Honorable señor Montes refuerzan la necesidad de contemplar esta última, porque la dirigente sindical claramente fue violentada en su dignidad, pero, a la vez, se ejercieron acciones no pacíficas. Y cuando a los trabajadores de Concha y Toro se les impide realizar legítimamente una manifestación, también se les violentan sus derechos como tales.



Es importante la consagración en el texto. Así como ello ocurre en relación con otros principios, mi percepción es que la inclusión del carácter pacífico en el TÍTULO PRELIMINAR, en virtud de la indicación, lo elevaría a la categoría de uno de ellos.



A mi juicio, el error en la redacción original del Gobierno enviada a tramitación en la Cámara de Diputados consistió en circunscribir el pacifismo a la huelga, a la negociación colectiva. Porque si la persona iba a ser sancionada solo cuando una u otra no fueran pacíficas, entonces el sentido perverso se planteaba con la realización de actividades fuera del procedimiento de la huelga o de la negociación colectiva, que es el que queremos fortalecer.



Me parece que no se afectan ni los derechos de los trabajadores ni se llega a un grado de vulnerabilidad. Al contrario, se consagra un principio que considero adecuado. 



Por lo demás, no se trata de algo novedoso. Me he permitido revisar el Derecho Comparado, constatando que en algunos casos existen incluso normas constitucionales en la materia, en tanto que disposiciones en los respectivos Códigos del Trabajo, en otros, determinan el carácter pacífico.



Es más, se disponen sanciones para dirigentes sindicales y empleadores que ejerzan acciones de violencia contra trabajadores, empresarios, empleados de una compañía y familias, o bien, inmuebles donde habitan o trabajan.



Es decir, en la legislación internacional hay normas que regulan en detalle la materia. Eso será objeto de discusión más adelante. Ahora solo estamos consignando un principio. No veo por qué alguien podría oponerse a ello, en circunstancias de que, por lo demás, todos suponemos que debe ser ejercido en esta forma y que beneficiará las relaciones laborales de trabajadores y empleadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, para interpretar las normas es preciso ponerse en el contexto y en los sentidos que eso genera. Estamos haciendo referencia, fundamentalmente, a una norma que tiene que ver con la sindicalización y la negociación colectiva.



Tratándose de la introducción de cosas obvias, también se podría decir que los derechos ciudadanos electorales deben ser ejercidos de buena fe y en forma pacífica. Entonces, también se requeriría un agregado con relación a las campañas. Y todos sabemos que la buena fe y la forma pacífica se quiebran puntualmente. Por eso es que intervienen el orden público y las instituciones. Pero si tuviera que establecerse en la ley electoral, por ejemplo, que comicios, votaciones y campañas deben llevarse a cabo de buena fe y en forma pacífica, pocos la cumplirían. Todos sabemos cómo son estas últimas.



Lo mismo dice relación, incluso, respecto del ejercicio de la política.



Por lo tanto, no podemos pedirles a los demás lo que nosotros mismos no estamos en condiciones de garantizar.



En seguida, es preciso considerar la situación. Claramente se alude a la necesidad de “buena fe” y a la “forma pacífica” en la negociación colectiva, así como a las presiones naturales que exige el proceso. Se hace referencia a ello, no al abuso empresarial. Eso está en otras normas. Y la disposición termina, más allá de la intención de sus autores, estigmatizando esa etapa y sus características. 



Por lo demás, el texto es bastante peligroso por su ambigüedad. ¿Qué se entiende, por ejemplo, con la expresión “en forma pacífica”? ¿Se dirá que es violencia una marcha de trabajadores, con banderas, en un espacio público? A lo mejor, eso implica una alteración del orden. Pero los actos proselitistas de los partidos en campaña importan lo mismo.



No observo otras actividades del ser humano ni el ejercicio de otros derechos en que se haya sentido la obligación de hacer este tipo de precisiones. Francamente, encuentro que es algo que está de más.



Por lo demás, normas generales rigen el desempeño.



Y si en algunas oportunidades ha habido hechos de violencia aguda, como se mencionó -se exponían excesos cometidos en procesos de negociación colectiva de las mineras-, para eso están las disposiciones generales de orden público y la autoridad, que tiene que imponerse. Si no lo ha hecho, no es porque ello no se encuentre en la ley o no se establezca esta suerte de principio, sino simplemente porque no ha sido capaz de imponer lo que ya contempla el ordenamiento.



Entonces, creo que es preciso leer bien. La redacción está estigmatizando el ejercicio de la negociación colectiva. Como lo encuentro injusto, voto en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no sé cuántas veces aparece la palabra “pacífica” en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



No sé si en las facultades del Ministro del Interior será necesario precisar que debe resguardar el orden público “en forma pacífica”.



No sé si será preciso agregarles a las Fuerzas Especiales de Carabineros que tendrán que actuar “en forma pacífica” y si en alguna parte de la Ley Orgánica Constitucional de la Institución se le exige proceder de ese modo para combatir la delincuencia.



No sé si la nueva Ley de Matrimonio Civil les señala a los cónyuges, con motivo del divorcio, que la separación tiene que llevarse a cabo “en forma pacífica”.



No sé si a los conductores del Transantiago se les demanda una conducción “en forma pacífica”.



Claramente, la inclusión del concepto expone que ha habido huelgas no pacíficas.



Quiero preguntar si es pacífico mantener a cincuenta trabajadores en la calle, mojándose, sin acceso al baño ni colación, a sabiendas de que la huelga legal -garantizada, por cierto, en la Constitución- se viola mediante el reemplazo y de que resulta ineficaz, porque la empresa, antes o después, contrata reemplazantes.



¿Es pacífico ver como la empresa se enriquece, sin repartir utilidades, cuando media un esfuerzo colectivo, de todos los trabajadores?



¡Eso es violencia! A través de toda la historia, la desigualdad constituye un símbolo de la violencia. Ha significado violencia. Por eso, las sociedades desiguales culminan en revoluciones, en enfrentamientos, y hemos dicho siempre que queremos un país y un mundo del trabajo con mayor equidad, con mayor igualdad, con mayor redistribución de la riqueza.



El mecanismo de la huelga y la negociación colectiva -garantizada también por la Carta y que solo pone en práctica menos del ocho por ciento de los trabajadores en Chile- debiera darnos cuenta de que el no ejercicio de un derecho constitucional obedece a la violencia.



Así como la palabra “pacífico” puede ofrecer muchas acepciones, con el término “violencia” ocurre otro tanto. La inclusión del concepto solo busca criminalizar.



Si el principio de la buena fe determina no ponerle apellido a ninguna actividad en la interacción de la sociedad civil, en su conjunto, las Fuerzas Armadas debieran hacer valer la soberanía de Chile “en forma “pacífica”.



El hombre y sus circunstancias. Lo decía Ortega y Gasset en 1955. Puede que la respuesta de los trabajadores haya surgido también de la violencia. Mas queremos establecer ahora que esta no exista. Y creo que es violento para ellos que la huelga tenga que ser pacífica. Porque uno podría decir: “Es necesario que el trato de los empleadores presente la misma característica”. Y soy testigo, una, diez, cien veces, de que no es así. La violencia psicológica no se percibe, porque no es vista, pero se ejerce de manera sistemática.



Por lo tanto, no se puede olvidar el principio de la buena fe. Se ha hecho referencia, durante toda la discusión del proyecto de ley, a cautelarlo; a no mirar ni al sindicato ni al empleador como un enemigo y un adversario. Solo que, como defienden intereses distintos, tiene que haber una regulación entre ambos. Si no, tiene lugar el abuso.



Deseo consignar que este último no es de los trabajadores respecto de los empleadores: mayoritariamente se da en el sentido contrario. Y el regulador tiene que garantizar el derecho de todos, pero también defender el del más débil.



Este apellido que se le quiere incorporar a la huelga solo beneficia, en mi opinión, al actor más fuerte en el proceso de negociación colectiva o de relación empleador-trabajador. Por eso es que voy a votar en contra, ya que, más que establecer el concepto “pacífico”, debemos generar las condiciones para que los trabajadores no se sientan impelidos a actuar en forma no pacífica y para que los empleadores sean disuadidos de actuar en forma no pacífica.



Juzgo que la indicación está absolutamente de más.



Repito que la legislación debe partir del principio de la buena fe: la convivencia al interior de la empresa, como también en el Senado y el Congreso, debiera ser pacífica, aunque hemos sido testigos, muchas veces, de que no es así.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, no sé si cometeré un error -puedo generar una dificultad con mi Gobierno-, pero creo que el problema se suscitó desde el momento en que se presentó el proyecto original. Lo que generó la cuestión fue la forma en que venía redactado. Al leerse que se tenía que proceder de buena fe y de manera no violenta, se instaló la idea de que las huelgas son violentas. La única forma de mejorarlo es no pronunciarnos al respecto, porque ello ya se verificó. Hay un sesgo, una estigmatización. El concepto fue “criminalizado”.



Al hablar, la violencia reviste muchas formas. Decir que un piquete no permite entrar se puede entender como tal. ¿Pero eso se compara con la violencia de la mentira y con afirmar que si legislamos sobre las reformas laborales, entonces van a cerrar las empresas, o que si lo hacemos sobre el término del lucro en la educación dejarán de funcionar los colegios por el fin del copago?



Esas son formas violentas de entendernos.



Lamento que el Gobierno -mi Gobierno- haya presentado un texto original generador del debate. Creo que ello es hoy insubsanable -ciertamente, no voy a aprobar ninguna de estas indicaciones-, porque repito que ya quedó instalado, para bien o para mal -a mi juicio, para mal, aunque para algunos será para bien-, que la violencia está asociada al ejercicio del derecho a huelga o de aquellos que les asisten a los trabajadores. Lo anterior, en circunstancias de que la violencia, como se ha dicho acá, se da de distintas formas. 



Yo he acompañado a personas que están ejerciendo su legítimo derecho a huelga y he visto a directores de empresas sacando fotos a los participantes, incluido el Senador que habla. 



Eso existe. No me lo contaron; lo presencié personalmente. 



Puede ser que alguien saque fotos simplemente como una manera de tener un recuerdo de tan magno evento. Pero no nos engañemos. 



Entonces, en este tema, yo valoro las indicaciones presentadas por los Senadores Larraín y Zaldívar, porque se hace un esfuerzo para precisar que la violencia no la vamos a circunscribir a uno de los actores del conflicto laboral o del desencuentro de la institucionalidad laboral. 



Pero creo que es un poco tarde. Lo digo de verdad. Porque, de aprobarse esto, quedará el sesgo de que se acogió una norma contra la violencia, la cual será sinónimo de los trabajadores, lamentablemente. 



Si se hubiera partido proponiendo el punto en el texto original, tal vez no habría habido debate. A lo mejor, sí. Pero hoy día estamos tratando de subsanar algo que comenzó -desgraciadamente- en forma equivocada. Porque, si creo lo planteado en las indicaciones, entonces la violencia no está circunscrita a un sector o a un actor del conflicto laboral. Sin embargo, la idea ya se ha instalado de otra forma. 



Yo lo lamento, pero es imposible acompañar lo sugerido, porque el problema se suscita como consecuencia de un error no forzado o involuntario del Gobierno, que luego de escuchar y de seguir la votación de la Cámara decidió acoger la visión mayoritaria. 



Sí, yo puedo aceptar que hay hechos de violencia, pero no en la generalidad de los casos. 



Ahora, hay una violencia más sutil: “perderá el empleo”; “se cerrarán colegios”; “se cae la economía”; “viene el caos”, lo cual es apoyado y cacareado por algunos medios de comunicación que se hacen cargo de aquello.



Entonces, existe un desbalance. Y, ante eso, yo no estoy en condiciones de aceptar lo que se propone. 



En lo personal, valoro los esfuerzos que se hicieron. Se los digo de verdad a los Senadores Larraín y Zaldívar. Pero hoy día es un poco tarde, porque ya se instaló una mala percepción, que no comparto. 



Así que el asunto quedará para el futuro. 



Pero tampoco me parece correcto decir que hay que hacer las cosas de buena fe y sin violencia. Es como afirmar que vamos a legislar acá de buena fe y sin presiones; que vamos a hacer esto, no lo otro. 



Yo no partiría de la base de que todo está sucio, de que todo está mal. 



Por eso, creo que este debate comenzó mal a partir del texto original. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, he escuchado los argumentos de los Senadores Lagos Weber y Harboe, y sobre todo los del colega Montes, y sinceramente creo que respecto de los ejemplos que se han dado, como marcan la historia fidedigna de la ley, es bueno dejar establecido si constituyen o no actos de violencia. 



En primer lugar, me parece que incorporar el término “pacífica” a una norma legal no puede afectar a nadie. Estamos llenos de leyes que utilizan las palabras “buena fe” y “pacífica”, de manera que nadie puede sentirse afectado porque se incluyan en esta normativa. 



No obstante lo anterior, quiero dejar constancia de los casos en que dichos términos se incorporaron. 



Cuando se señaló que a una dirigenta sindical se le allanó su casillero y le sacaron documentos en medio de un proceso de negociación colectiva, no hay duda de que ese acto constituye violencia moral. 



Porque hay que recordar que la violencia no solo es física, sino también moral, la que se expresa en la presión psicológica indebida que se ejerce sobre una persona en el momento en que debe tomar una determinación. Y así lo ha reconocido nuestra jurisprudencia en forma reiterada. 



El otro caso, referido a un grupo de trabajadores que son fotografiados y esa acción tiene por objeto intimidarlos, intentar identificarlos con el propósito de sancionarlos el día de mañana por haber participado en una huelga, representa también un acto de violencia moral. Y cualquiera que siga la jurisprudencia en nuestro país al respecto, en distintos ámbitos, se va a dar cuenta de que así va a ser calificado por un juez. 



Por lo tanto, siento que esta norma va a fortalecer muchas veces los derechos de los trabajadores, que de distintas formas, durante el proceso de negociación colectiva y cuando ejercen su derecho a huelga, pueden verse intimidados por una presión directa o indirecta para que la depongan, bajo la amenaza de que, de lo contrario, serán objeto de tal o cual sanción. 



Creo que con esto se va a generar una jurisprudencia muy rica, que todo país moderno debe tener. 



Porque hoy día la violencia no es pescar a una persona a palos. En las sociedades modernas ella se puede ejercer de muchas maneras. Y, a la inversa, lo que la norma busca es que los procesos de negociación colectiva, desde el punto de vista de los trabajadores, se realicen conforme a los principios de la buena fe y en forma pacífica. 



Nadie puede pensar que la realización de una huelga es un acto de violencia. Ahora, ustedes comprenderán que si quienes participan en dicho acto -esto no necesita de norma alguna- queman buses o camiones ello constituye, evidentemente, un delito. 



Pero que en nuestra legislación se establezca el principio -que quede en la historia fidedigna de la ley si esta norma se aprueba- de que los derechos deban ser ejercidos en forma pacífica y de buena fe, estoy seguro de que va a reforzar más los derechos de los trabajadores que los de los empleadores. Porque les permitirá generar, por la casuística sobre indebidas presiones morales directas o indirectas, una jurisprudencia que irá paulatinamente demostrando que no se puede presionar, chantajear, extorsionar indebidamente a quien está ejerciendo el legítimo derecho a huelga o es parte de una negociación colectiva. 



Por eso, me parece que las indicaciones mencionadas están bien orientadas, bien presentadas y, si las aprobamos, el tiempo demostrará que van a ser un gran aporte para la evolución de las relaciones entre trabajadores y empresarios. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la indicación renovada para agregar un nuevo inciso segundo al artículo 5° del Código del Trabajo (22 votos a favor y 14 en contra). 



Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Quintana, Quinteros y Rossi. 



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ruego a los asistentes en las tribunas guardar silencio. 



Tiene la palabra el señor Secretario
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, hay una indicación renovada, que se refiere a una norma que en la Comisión de Trabajo fue declarada inadmisible. 



Entonces, no sé si está pidiendo votar la admisibilidad, porque no se puede renovar lo que no ha sido rechazado o aprobado con modificaciones. 



Por tanto, primero habría que ver si se declara admisible la indicación y luego, si ello ocurriera, correspondería votarla. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Léala, por favor, señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación completa -en el fondo, hay dos- es para agregar un nuevo artículo 6° bis del siguiente tenor: 



“La negociación colectiva deberá desarrollarse de manera pacífica entre las partes. Conforme lo establece el artículo 290 de este Código, incurrirá en práctica desleal o antisindical el empleador que ejerza fuerza física en las cosas, o física o moral en los trabajadores involucrados en la huelga durante el proceso de negociación colectiva. Incurrirá en la misma práctica indebida el o los trabajadores y dirigentes sindicales que ejerzan fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas durante el proceso de negociación colectiva, especialmente en el caso que trabajadores involucrados en la huelga impidan el ingreso a prestar servicios del personal directivo y de los trabajadores no involucrados en ella.”. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La Mesa va a someter la admisibilidad a la decisión de la Sala. 



Los que estén a favor de la admisibilidad votan que sí, y quienes estén en contra, que no.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo puedo explicar la indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- También se halla inscrito el Honorable señor Ignacio Walker. 



Excúsenme, pero la señora Ministra me pidió la palabra antes y tiene preferencia para intervenir. 



Tiene la palabra, señora Ministra. 

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, queremos señalar como Ejecutivo que esta indicación nos parece inadmisible, porque se introduce en materias de procedimiento de negociación colectiva, y, por tanto, debe ser declarada en tal sentido. 

La señora ALLENDE.- ¿Y el pronunciamiento de la Mesa?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Reglamento dice que cuando la Mesa tiene dudas, puede someter a la Sala la decisión, y eso es lo que estamos haciendo.



¿Les parece que abramos la votación respecto de la admisibilidad?

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí, abrámosla.

El señor ALLAMAND.- Sí, por supuesto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



En votación.



Los que piensan que la indicación es admisible votan a favor, y los que estiman que es inadmisible, en contra. 



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, muy brevemente, me voy a referir solo a la admisibilidad, pues ya nos pronunciamos sobre el fondo del asunto.



Los Senadores de la Democracia Cristiana, autores de esta indicación, que es complementaria con la que acabamos de votar a favor, sostenemos que es perfectamente admisible, por la siguiente razón.



En primer lugar, lo que aquí estamos proponiendo no va en el capítulo de negociación colectiva, lo que obviamente podría ser considerado inadmisible, sino en el Título Preliminar del Código del Trabajo. Es un nuevo artículo 6° bis.



¿Por qué? Porque es un aspecto de los principios fundamentales...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ruego a los señores Senadores guardar silencio.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Cuáles son los dos principios? El primero es que la negociación colectiva debe llevarse de manera pacífica entre el sindicato y el empleador. Es decir, es un principio sin sesgo: rige para empleadores y trabajadores; para todos.



El segundo principio es el de la libertad de trabajo de los trabajadores que no están involucrados en la huelga. Se trata de que la fuerza física en las cosas y en las personas que pueda ser ejercida tanto por los trabajadores en huelga, como por los empresarios o empleadores, no lesione -por ejemplo, al obstaculizar el ingreso a los lugares de trabajo- el derecho a trabajar de los no huelguistas. 



Este es el respeto por la libertad de trabajo que -reitero- está en el proyecto del Gobierno que vamos a ver a propósito del tema de las adecuaciones necesarias.



Ese es el primer argumento. Va al Título Preliminar.



¿Cuáles son los dos principios? Los que he mencionado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Silencio en la Sala, por favor.

El señor WALKER (don Ignacio).- Segundo argumento: debemos ser consistentes. La Comisión de Trabajo del Senado ya se pronunció favorablemente en votación unánime frente a una indicación presentada por la Honorable señora Adriana Muñoz y que modifica el Título Preliminar (artículo 2° del Código del Trabajo), al incluir las causales de discriminación laboral (indicación N° 1 del segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social).



En aquella ocasión, la Ministra del Trabajo, legítimamente, quiso objetar la indicación por inadmisible. Sin embargo, la Comisión y su Presidente, por unanimidad, consideraron que se refería a materias -como el principio de la no discriminación- que estaban dentro de las ideas matrices y, por lo tanto, resolvieron que era admisible.



Reitero que la votación fue unánime. Así lo decidió la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con su Presidente, en un caso muy similar: una legítima -insisto- indicación de la Senadora Muñoz.



Nuestra indicación establece los principios que ya mencioné y se refiere a las prácticas desleales como una mera revisión. ¡Es una revisión que se hace al tema de las prácticas desleales!



Por consiguiente, el fondo de la indicación son los principios mencionados, materia absolutamente admisible desde el punto de vista de las ideas matrices del proyecto.



Un último argumento, señor Presidente, muy sencillo: la Comisión de Trabajo y Previsión Social rechazó, pero no declaró inadmisible, la indicación que acabamos de votar. ¡Se rechazó! No se declaró inadmisible. Al contrario, se declaró admisible. Por eso, se sometió a votación y se rechazó.



Donde existe la misma razón, debe existir la misma disposición.



En consecuencia, estimamos que esto es perfectamente admisible.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve.



Solo quiero recordar qué es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo en estas materias.



El artículo 65 de la Constitución Política, en el número 5°, dice que es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República “Establecer las modalidades y procedimientos de la negociación colectiva y determinar los casos en que no se podrá negociar,”. 



En otras palabras, cuando alguien regula el ejercicio de la negociación colectiva o cómo las partes deben intervenir, o los modos de llevarla adelante; o los casos en donde ella no se puede hacer, esas disposiciones son de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.



Pero yo quiero leer, como aquí ya se ha hecho, que se está estableciendo un principio sobre cómo debe llevarse adelante esta negociación colectiva. No está estableciendo un procedimiento; no está estableciendo una modalidad, ni tampoco se está refiriendo a la forma de evitar la negociación en un área o rubro determinado.



Por lo tanto, en ese sentido la indicación es perfectamente admisible, porque no está dentro de las restricciones.



La norma constitucional que he leído no dice que toda disposición sobre negociación colectiva sea de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, sino que solo los procedimientos y modalidades. Y, obviamente, este principio que se está instalando no es ni procedimiento ni modalidad de la negociación colectiva.



Es admisible.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, para efectos de información, quiero recordar que quien se pronunció y orientó a la Comisión en la declaración de inadmisibilidad de esta indicación fue la Secretaria de la Comisión, no su Presidente.



Ello, porque hay una doctrina respecto a lo que se puede o no se puede hacer de acuerdo al artículo constitucional, y en particular el numeral 5°, del artículo N° 65, el cual señala que uno no puede “Establecer las modalidades y procedimientos de la negociación colectiva”.



El debate ha sido siempre restrictivo en esta interpretación, ¡siempre!



Lo que presentó la Senadora Muñoz en la indicación que señalaba el Senador Ignacio Walker, que me antecedió en el uso de la palabra, no tiene que ver con el procedimiento: no habla del proceso de negociación colectiva, sino de principios.



Por la misma razón, en la indicación anterior -que sí se aprobó, aunque yo haya votado en contra- no hubo discusión de admisibilidad porque hablaba de principios, no de cosas que pasan durante el proceso de negociación colectiva.



La indicación que nos ocupa fue declarada inadmisible, no porque hablara de la violencia, o porque usara el concepto de “pacífico” en sí, sino por cómo se presentó en su construcción, que se refiere a lo que ocurre durante la negociación colectiva, y en particular a las actividades antisindicales, y entra a las prácticas desleales, pues habla explícitamente sobre lo que sucede durante, comillas, “el proceso de negociación colectiva”.



Este no es un debate sobre si nos gusta o no nos gusta el texto. Tiene que ver con los temas a los que este se refiere.



Y en eso entiendo que debemos mantener siempre una misma doctrina en estas materias. Los temas de procedimiento son o no son.



No se habla solo en una ocasión del proceso de negociación colectiva; se hace referencia a ella a lo menos en dos partes del texto.



Por eso, la Secretaria fue muy clara en plantear que la indicación es absolutamente inadmisible, basada en lo que ha sido la tradición, no solo de la Comisión de Trabajo, sino de esta Sala, cuando nos pronunciamos sobre materias de negociación colectiva.



Algunos de nosotros estaríamos felices de cambiar la doctrina, pero nos comprometimos a mantener cierto lineamiento, independiente de las conveniencias, en un debate u otro.



Por eso, vamos a votar en contra de la admisibilidad.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la intervención del Senador Ignacio Walker me ahorra mayores comentarios.



Yo hago referencia a ella.



Sí, le quiero decir al Senado que está bien, es muy importante la opinión de la Secretaria o del Secretario, pero quien declara la admisibilidad o inadmisibilidad es el Presidente de la Comisión, en su momento, o bien la Comisión. Y, en este caso, corresponde al Presidente del Senado o a la Sala del Senado.



Por lo tanto, la referencia que hizo el Senador Letelier es importante, pero no es un antecedente suficiente. En consecuencia, tenemos que reflexionar sobre nuestra propia convicción. 



Para mí, la norma en cuestión debe ubicarse en el capítulo del Código del Trabajo correspondiente a los principios. Y la referencia que viene, en forma posterior, constituye una extensión que en gran parte ya está en la legislación que estamos aprobando. Y es una referencia. A algunos les gustará y a otros no. Tal vez se preguntarán por qué no se incluyó solo la primera frase, pero, en mi opinión, es mejor ser francos y dejar explicitado todo.



La idea es que las relaciones laborales sean pacíficas y no vayan en desmedro del trabajador. A lo mejor la sanción debería ser más dura, para evitar que la violencia de todo tipo pudiera ejercerse en los lugares de trabajo, así como también para el caso de que alguien pretendiera impedir la libertad de trabajo de quienes no estuvieran en huelga.



Efectivamente, este es un asunto de orden público, pero no es un problema de carácter público. Lo importante es que los afectados sepan que esto está dentro de la legislación. 



Y es mi convicción que tenemos la obligación de incluir el tema, porque cuando el Gobierno presentó el proyecto original estaba incorporado. Nosotros nos tomamos de eso para formular la indicación. ¿Por qué? Porque fue rechazada en la Cámara de Diputados. Y podría interpretarse que ese rechazo y la no insistencia en aclarar el punto significan que no se quiere aplicar el principio que estamos planteando en este debate.



Por eso, voto por la admisibilidad de la indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, de verdad agradezco el reconocimiento que el Senador Ignacio Walker ha hecho de la indicación que presenté en la Comisión y que fue ampliamente respaldada tanto por el Gobierno como por la Oposición.



Dicha indicación se ubica en el capítulo relativo a los principios y derechos fundamentales y apunta a impedir actos de discriminación por situación socioeconómica, idioma, creencias, orientación sexual, etcétera.



Sin embargo, la que se ha presentado para agregar un nuevo artículo 6° bis, del tenor que se ha dado a conocer, es, en mi opinión, completamente inadmisible, porque impacta de manera directa en el procedimiento, en la forma como debe llevarse a cabo la negociación colectiva. 



No constituye una inspiración de principios acerca de la negociación colectiva. Establece como práctica antisindical el uso de la fuerza, el apremio físico o moral. Por tanto, debería estar ubicada dentro de las prácticas antisindicales. No es una materia de principios, por cuanto busca dar forma o determinar cómo se lleva a cabo la negociación, en lo cual podemos discrepar. 



Nosotros rechazamos la indicación anterior apelando a la fuerza, a la buena fe, a la mala fe, todas cuestiones bastante etéreas que dilucidamos ahí al haber diferencia de opiniones. Pero la presente indicación persigue aprobar algo que es absolutamente inadmisible. Su admisibilidad no puede alegarse invocando el lugar donde estará ubicada la norma, sino que debe analizarse el fondo y la materia que ella aborda (procedimientos de negociación colectiva), donde no tenemos manera de legislar. Resulta absolutamente inadmisible definir el procedimiento de cómo ha de llevarse a cabo la negociación colectiva. 



No tenemos facultades constitucionales para ello. Por eso, bienvenido sea cambiar la Constitución. Pero, en la que actualmente nos rige, que muchos veneran, carecemos de facultades.



Para mí, señor Presidente, no tiene nada que ver dónde esté ubicada la norma que pretende agregar la indicación, sino que hay que ir al fondo y a su contenido, que apunta a establecer un procedimiento para la negociación colectiva, por lo cual resulta totalmente inadmisible.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en muchas ocasiones hemos discutido este tema en la Sala. Y he descubierto que, al final del día, la resolución que aquí se adopte depende de las circunstancias. En numerosas oportunidades la Oposición, la Derecha, ha declarado la inadmisibilidad de un precepto que pretenda establecer situaciones de procedimiento ligadas con el tema de los principios.



Por eso, me sorprende la intervención del Senador Zaldívar, quien siempre ha sido muy apegado al Reglamento, muy severo a la hora de radicar las normas en el lugar donde deben ir. Por cierto, tiene una larga y vasta experiencia, pero aquí, efectivamente, se deja de lado aquello y se vuelve a una práctica condenada y rechazada reiteradamente, relacionada con lo procedimental.



El precepto fue rechazado en la Cámara de Diputados, aunque  declarado admisible por unanimidad en la Comisión. Sin embargo, es la Sala la que debe ejercer su facultad en esta materia.



Ahora, mediante la vía de la contraposición, si fuera cierto que podemos regular la negociación colectiva, la pregunta es: ¿por qué no hemos hecho nada durante los últimos 25 años? ¿Por qué los parlamentarios no hemos presentado proyectos de ley para modificar una mala, abusiva y nefasta negociación colectiva, que excluye al 94 por ciento de los trabajadores de Chile?



Es la pregunta que yo les hago, con todo respeto, al Senador Zaldívar -por su intermedio, señor Presidente- y a la Derecha, a los constitucionalistas que tengo al frente. Si fuera cierto que tenemos facultades sobre la materia, habría que colgar a la mitad y admitir que hemos mentido y engañado a todos los trabajadores de Chile, pues en cada asamblea en que hemos sido interpelados sobre por qué mantenemos tal situación hemos señalado que se debe a que carecemos de atribuciones para modificarla.



Antes le echábamos la culpa al binominal. ¡Todo era por culpa del binominal! Hoy todo es porque no tenemos facultades en esta monarquía presidencial. Y ahora que la monarquía presidencial cede y permite realizar reformas profundas, decimos que sí teníamos facultades.



Es contradictorio, señor Presidente, y creo que, claramente, lo que aquí se está haciendo es defender posiciones. Yo respeto la que, legítimamente, plantea la bancada de la Democracia Cristiana, anticipada, por lo demás, desde hace mucho tiempo, y que forma parte de la diversidad existente dentro de la Nueva Mayoría.



¡Esta es la Nueva Mayoría! ¡Hay diversidad, no uniformidad! Por lo tanto, es legítimo tener una discrepancia, lo cual no significa que la Nueva Mayoría se vaya a romper. Tenemos dos visiones distintas sobre un mismo tema, y eso es legítimo. 



Hablando con mucha franqueza, antes todos estos problemas los resolvíamos mandándolos a la Comisión de Constitución, a la sacrosanta Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Ella tenía que resolverlo todo, aunque estuviera con 200 asuntos encima. La forma de matar los proyectos de ley era mandarlos a esa Comisión, que estaba tapada de pega.



Como hoy ello no es posible, debe actuar la Sala. A veces se critica el uso del Reglamento, el empleo de resquicios y, particularmente, la forma de debatir, pero yo respeto que se utilice este mecanismo para instalar un tema, aunque, evidentemente -seamos francos-, lo que estamos haciendo es ampararnos en un recurso que muchas veces esta misma Sala ha condenado.



Por lo tanto, señor Presidente, interpelado por la fuerza de la historia, usted debe poner en votación la admisibilidad de la indicación, que ha sido solicitada, porque, de lo contrario, el debate se va a tornar infinito.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se declara admisible la indicación que incorpora un artículo 6° bis, nuevo (23 votos a favor, 11 en contra y una abstención).



Votaron a favor de la admisibilidad las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron en contra de la admisibilidad las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores De Urresti, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Quinteros, Rossi y Patricio Walker.



Se abstuvo el señor Guillier.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Declarada la admisibilidad de la indicación, corresponde votarla.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación que aprueba un artículo 6° bis, nuevo (23 votos a favor, 10 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores De Urresti, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Quinteros y Rossi.



Se abstuvo el señor Guillier.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ahora corresponde analizar el artículo 289, ubicado en la página 60 del comparado.



Por una parte, los Senadores señora Van Rysselberghe y señor Allamand han pedido votar separadamente las letras a) y c) y el inciso final. Y por otra, se ha renovado una indicación para eliminar la frase final del primer párrafo de la letra a) del artículo 289, que dice: “o despedir a trabajadores por haber manifestado su intención de sindicalizarse”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para votar primero la indicación renovada?



Senador Letelier.

El señor LETELIER.- Le pido al Secretario que lea los textos, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien. Pero se va a leer solo la indicación renovada, que es lo que votaríamos primero.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación renovada recae, en definitiva, en el texto que aparece en la página 61.



Ahí la Comisión intercala, como frase final del primer párrafo de la letra a), lo siguiente: “o despedir a trabajadores por haber manifestado su intención de sindicalizarse”.



Y la indicación renovada sugiere eliminar esta frase.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación, sin perjuicio de que cada Senador pueda fundamentar su voto?



Acordado.



En votación la indicación renovada.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senador Letelier.

El señor LETELIER.- Primero hay que entender cómo se va a votar.



Entiendo que es una indicación que algunos colegas de las bancas de enfrente han renovado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, señor Senador, le quiero preguntar a usted y a la Sala si habría acuerdo para darle la palabra a la señora Ministra, no obstante que ya estamos en votación, a fin de que pueda dar una explicación.



¿Habría acuerdo?

El señor LETELIER.- Sí, señor Presidente.

El señor MONTES.- Por supuesto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, tiene la palabra la señora Ministra.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Gracias, señor Presidente.



Esta indicación elimina la frase final del primer párrafo de la letra a) del artículo 289, que dice: “o despedir a trabajadores por haber manifestado su intención de sindicalizarse”.



El Ejecutivo no apoya esta propuesta, por cuanto, a partir del debate legislativo, se ha explicitado una conducta que atenta contra la libertad sindical y que debe ser sancionada. Si un trabajador manifiesta, por medios públicos, su intención de sindicalizarse y es despedido por ese motivo, claramente se configura un atentado contra la libertad sindical. Y por eso creemos que hay que rechazar la indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senador Letelier, no sé si usted desea intervenir en esta parte.

El señor LETELIER.- No, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, le ofrezco la palabra al Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, voy a tratar de explicar cuál es el sentido de la proposición.



Si un empleador está persiguiendo a trabajadores por su intención de sindicalizarse, es evidente que ello no está bien y debiera considerarse una práctica antisindical. 



Sin embargo, se puede producir un hecho no deseable.



Es posible que un trabajador que haya cometido errores graves e incurrido en causales objetivas de despido diga, para evitar esta circunstancia, “Me voy a sindicalizar”, o “Voy a formar un sindicato”, o plantee, públicamente, ante la inminencia de su despido, una causal de similar naturaleza, prefabricando una prueba que, obviamente, no se justifica.



Por lo tanto, la frase final puede convertirse en un pretexto para que los trabajadores, por esta vía, acusen al empleador de estarlos persiguiendo por una serie de situaciones que impedirían el ejercicio correcto de una atribución.



Creo que muchas veces se pueden cometer errores en los despidos, pero también es posible que un trabajador que haya incurrido en infracciones graves busque impedir su salida de la empresa expresando su intención de sindicalizarse. Y me parece que el hecho de manifestar esa intención puede constituirse en un pretexto para obstaculizar el ejercicio válido de un derecho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, es evidente que la intención de esta indicación es precarizar lo que son ciertas voluntades que tenemos en esta reforma.



Queremos que quede claramente definido, dentro del catálogo de prácticas desleales, determinadas acciones, una de las cuales es, evidentemente, dificultar la formación de un sindicato, que es el ente titular de la negociación.



También debe ser sancionado aquel empleador que despide a un trabajador por haber manifestado su intención de sindicalizarse. 



Y es más: la existencia de un fuero durante el período en que se está formando un sindicato tiene como razón de ser la protección de los trabajadores para que estos se puedan organizar.



En este texto, al igual que en cualquier otro sobre prácticas desleales, antisindicales u otras de la misma índole contenidas en el Código, siempre habrá que probarlas y producir las pruebas correspondientes.



Sin embargo, el razonamiento adoptado por el Senador que me antecedió en el uso de la palabra indica que, como alguien podría hacer mal uso de la norma, no habría que ponerla.



Es evidente que tenemos convicciones totalmente distintas.



Por desgracia, la experiencia de nuestro país sugiere incluirla -aunque resulte doloroso tener que hacerlo- en el texto de la ley, porque existe la práctica, demasiado generalizada, de echar a trabajadoras y trabajadores cuando quieren sindicalizarse.



Quizás el Senador que me antecedió en el uso de la palabra cree que eso no es así, o piensa que, cuando hay un proceso de negociación reglada, no ocurren situaciones como aquella, pero, lamentablemente, ocurren, y demasiado a menudo.



Por eso, debe quedar explicitado, a pesar de que estamos frente a un decálogo abierto. Este listado de prácticas antisindicales no es taxativo. Y además estará complementado -y esta es una de las cosas más importantes de la reforma- con multas que van a garantizar que quien realice una práctica antisindical o desleal deberá pagar por cada una de las personas que se vean afectadas por dicha práctica.



No estamos frente a una norma casual, sino bastante sustantiva. De ahí que estamos convencidos de que hay que rechazar la indicación y aprobar el texto despachado por la Comisión, para que al final de la letra a) quede claro que constituye una práctica desleal el despedir a trabajadores por manifestar su intención de sindicalizarse.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, seré muy breve.



Hace un rato hicimos una defensa de los trabajadores y de las empresas más pequeñas en nuestro país.



Y luego de escuchar una de las últimas intervenciones, considero que me hace mucho sentido rechazar esto; porque, en definitiva, uno constata como en numerosas oportunidades las grandes empresas cometen enormes abusos cuando alguien quiere sindicalizarse.



¡Esto no es ciencia ficción! ¡Es así!



Por eso, hemos sostenido con bastante fuerza que no podemos tener una vara para medir a todos por igual. 



No es justo.



No es razonable.



Pero también hay que decir la verdad.



Aquí estamos defendiendo a quienes se sindicalizan, a los trabajadores que en numerosas oportunidades son perseguidos y, de manera muy especial, por el retail, por las grandes y medianas empresas.



De ahí que concurro con mi voto en contra, señor Presidente, para dar un fuerte respaldo a quienes son perseguidos por sindicalizarse en las empresas que señalé.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic. Seguimos con la Región de Magallanes.

La señora GOIC.- ¡Presente!



Señor Presidente, solamente deseo fundamentar mi voto en contra y hacer una clarificación.



Aquí se establece que no se puede despedir a trabajadores por manifestar su intención de sindicalizarse.



Los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra justificaron una postura distinta, al señalar que se podría abusar de esa disposición, y sindicalizarse para evitar un despido por otras causas.



Creo que es importante clarificar este punto, no confundirlo. 



Si hay un despido por una causa objetiva que lo justifique, que de ninguna manera indique la intención de sindicalizarse, eso debe ser  comprobado. 



Es primordial aclararlo, porque no podemos eliminar aquí la causal de despido antisindical, pues podría coincidir con otra causal de despido objetiva.



Pero, además, un argumento que se ha usado en forma recurrente en este debate es que si normas que algunos pensamos que no eran necesarias, por estar contempladas con claridad en términos de su contenido en nuestra legislación, e incluso en el mismo Código, fueron establecidas o estuvieron presentes en la discusión, es preciso explicitarlo. Porque, si las quitamos, podría entenderse lo contrario, no es cierto.



Eso se ha usado en varios debates.



Y hoy quiero utilizar el mismo argumento.



O sea, ya nosotros votamos la necesidad de establecer con claridad que ningún trabajador puede ser despedido por manifestarse a favor de sindicalizarse.



Pienso que si hoy eliminamos esta norma va a quedar la duda de qué tan certero es esta protección para un trabajador, en circunstancias de que nosotros sabemos cómo son perseguidos los trabajadores cuando efectivamente quieren formar un sindicato en una empresa no favorable a la organización de aquellos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza la indicación renovada para eliminar la frase final del primer párrafo de la letra a) del artículo 289 (23 votos en contra, 11 a favor y 3 abstenciones).


Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Hernán Larraín, Moreira, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


Se abstuvieron la señora Lily Pérez y los señores Espina y García.   

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se ha pedido votación separada para las letras a) y c) del artículo 289 y para su inciso final.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece que aprobemos estos preceptos con la misma votación, pero en sentido inverso?



Como no hay acuerdo, los votaremos en conjunto.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Las letras a) y c) figuran en las páginas 60 y 61 del comparado, y el inciso final en la página 66.

El señor ALLAMAND.- ¿De qué artículo se trata?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Del artículo 289, respecto al cual se presentó una indicación renovada.

El señor ALLAMAND.- ¿a), b) y c)?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Letras a) y c), y el inciso final.



Eso lo pidieron los Senadores señora Van Rysselberghe y señor Allamand.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Entonces, hay acuerdo para realizar una sola votación?



En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Senador señor Letelier, ¿usted quiere hacer uso de la palabra?
El señor LETELIER.-  Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, soy partidario de votar esto en conjunto. Pero veo que los colegas de la Oposición tienen un matiz en estas normas, y me parece responsable permitir que lo expresen.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Aclare lo del matiz, porque ya abrimos la votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.-  Una sugerencia de aclaración, señor Presidente.    



Con la Vicepresidenta, Adriana Muñoz, repartimos hace un rato -según entiendo, se encuentra en los pupitres de todos los señores Senadores- un texto que permite realmente entender aquello que se está votando.



Si ustedes se fijan, en la forma en que esto aparece en el comparado, como se hace referencia a unas normas y a otras, es completamente imposible saber exactamente cuál es el sentido de la votación.



Entonces, hay un comparado especial, de dos columnas, que se refiere, precisamente, en este caso, a las prácticas antisindicales.



Todos lo tienen.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No todos lo recibimos, así que  vamos a esperar que se reparta a quienes no lo tengan.

El señor LAGOS.- ¡Está llegando recién!

El señor ALLAMAND.- Lo que digo, señor Presidente, es que la única manera de realizar la votación es con ese texto. Porque si no, no se entiende bien.

La señora ALLENDE.- Recién se está repartiendo.

El señor ALLAMAND.- Okey. Esperemos dos minutos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Aguardaremos que se distribuya.



¿Hay acuerdo en que estamos votando las letras a) y c), y el inciso final del artículo 289?     

El señor COLOMA.- El inciso final debe votarse aparte.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Quiere sacarlo de la votación?

El señor COLOMA.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, se entenderá que estamos votando las letras a) y c).



¿Hay acuerdo?



Acordado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?  
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las letras a) y c) del artículo 289 (35 votos a favor).


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde, entonces, votar aparte el inciso final, nuevo, que se agrega al artículo 289.

El señor ALLAMAND.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de darle la palabra, señor Senador, propongo abrir la votación.



Acordado.



En votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.



--(Durante la votación).

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, quiero explicar cuál es el objetivo de esta votación.



Si ustedes se fijan, estimados señores Senadores, en la página 2 del comparado especial que se acaba de repartir, el último párrafo del artículo 289 dice, con relación a todas las conductas anteriores, que “No se exigirá intención o dolo en la comisión de las conductas de prácticas antisindicales”.



En verdad, esto tiene real importancia y no es una cuestión de simple adecuación.



Si Sus Señorías revisan las normas anteriores -me puede corregir la Senadora Muñoz, pues este precepto proviene de una indicación que introdujo ella-, observarán que todas esas conductas implican claramente una arbitrariedad, una ilicitud, una voluntad de perjudicar: ejercer discriminaciones indebidas; otorgar o convenir con trabajadores no afiliados a la organización; negarse a reincorporar en sus funciones a un dirigente aforado, etcétera.



Tales conductas implican, en la práctica, una actitud dolosa por parte de quien incurre en ellas.



A la inversa, cuando en el inciso final se establece: “No se exigirá intención o dolo en la comisión de conductas”, ¿qué significa? Que un simple y mero error de carácter administrativo, sin ninguna mala intención, tiene el mismo carácter y recibe la misma sanción que una práctica dolosa.



Eso implica invertir la responsabilidad y hacer recaer en esas conductas una responsabilidad objetiva. 



No es lo mismo que alguien se equivoque simplemente porque cometió un error -si lo hace con culpa ya es una cosa distinta-, que incurrir en una conducta dolosa, premeditada y deliberada. No es aceptable asimilar ambas conductas.



Si mantenemos este inciso, estaremos invirtiendo la lógica completa del Código del Trabajo en esta materia: ya no será la de la responsabilidad objetiva, sino la del dolo.



Por eso, nosotros vamos a rechazar el inciso final del artículo 289.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que nos encontramos en votación y una sola señora Senadora se ha pronunciado.



¿Habría acuerdo para que, no obstante estar en votación, un representante del Gobierno pudiera hacer uso de la palabra?



Acordado.



Tiene la palabra el señor Roberto Godoy.

El señor GODOY (Asesor del Ministerio de Hacienda).- Señor Presidente, quiero entregar una explicación general y de contexto sobre las modificaciones que se hicieron en materia de prácticas antisindicales y que se encuentran en los artículos 289 y 290.



La primera modificación importante que se realiza en estas disposiciones dice relación con establecer expresamente que este no es un catálogo cerrado, sino que se trata de conductas que se dan a modo ejemplar, que constituyen infracciones al principio de libertad sindical y que pueden cometer tanto los empleadores como los trabajadores o las organizaciones sindicales.



Por lo tanto, se establece que las conductas descritas, entre otras, pueden, eventualmente, constituir infracción a este principio.



Adicionalmente, otra enmienda importante tiene que ver con que en cada una de estas conductas se trató de eliminar los componentes subjetivos con el propósito de objetivar la conducta para que no fuera la intencionalidad un elemento que permitiera discriminar en el sentido de que cualquiera de las partes de la relación laboral -insisto: trabajadores, empleadores o dirigentes sindicales- pudiera incurrir en tales conductas.



Así, la indicación presentada por los parlamentarios,  que aprobó la Comisión y cuyo texto ahora se pide votar por separado, es consistente con la construcción general del artículo en términos de estar desprovistas las conductas descritas del elemento de subjetividad.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de seguir otorgando la palabra, dado que algunos señores Senadores han manifestado dudas en cuanto a qué significa votar en uno u otro sentido, el señor Secretario volverá a explicar el alcance de cada una de las opciones.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La norma que se ha puesto en votación viene desde la Comisión de Trabajo y figura tanto en un comparado extra que se repartió como en la página 66 del comparado original.



Ahí figura el inciso final, nuevo, que se agrega al artículo 289 del Código del Trabajo.



Los señores Senadores que estén de acuerdo con la norma que se añade deben votar que sí, y quienes la rechacen, que no.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero llamar la atención -el Senador Montes me decía que he hablado muy poco y se reía por eso- que en el punto en debate es, a mi juicio, superrelevante no cometer un error. 



Esto no tiene que ver con un asunto ideológico, sino con el debido proceso.



A mi entender, el inciso contiene dos cosas distintas.



Primero, el artículo 289 define qué es una práctica antisindical. Y ahí uno puede discutir -ese es un problema natural- si cada caso constituye una práctica antisindical.



Lo hicimos a propósito de la letra a), en cuanto a que si despedir a un trabajador por haber manifestado su intención de sindicalización era o no una práctica antisindical.



Y uno de los colegas de las bancas de enfrente -el Senador Letelier- dio un argumento que me pareció razonable: señaló que esa conducta había que probarla y que, entonces, no pensáramos que, por incorporarla, una simple afirmación sería declarada como una conducta o práctica antisindical.



Eso tiene sentido.



Sin embargo, lo que hacemos es agregar a este conjunto de prácticas antisindicales una última frase -que quede claro: no es del Gobierno, sino que emana de una indicación parlamentaria-, mediante la cual se dispone que no se exigirá intención o dolo para la comisión de conductas de esta índole. 



En consecuencia, en el fondo lo que hace este inciso es impedir el debido proceso para acreditar si la conducta se da o no.



Esto es lo complicado de este último inciso, y por ello pedí su votación separada.



Uno puede discutir qué es una práctica antisindical. ¡Ojo! Ellas tienen sanciones severas en los artículos siguientes -Sus Señorías pueden verlas- para la microempresa, la pequeña empresa, la mediana empresa y la gran empresa. ¡Todas!



Esto no es cualquier cosa. 



Esta es una tipificación de un grupo de conductas que tienen una sanción severa en esta legislación.



Entonces, si establecemos este inciso, uno no podrá hacer una prueba en contrario. ¡Eso es lo que señala! Porque uno no puede decir: “Oiga, aquí hay un error. Yo nunca negué una información. Lo que pasa es que se la pidieron a otra persona”. O “Es que esa información se puede obtener sumando esos dos elementos”, como indica una de los preceptos. O, por ejemplo, “Yo nunca he otorgado un beneficio especial con el objeto de desestimular la formación de un sindicato; se lo ofrecí a todos”.



Eso, que es la intención o el dolo, es una cosa distinta. Y ni siquiera estamos diciendo que no se puede dar: no es posible probar la intención.



A mi juicio, con todo respeto, eso va a desnaturalizar todo el concepto de práctica desleal o antisindical y podrá ser utilizado para generar una situación conflictual por naturaleza en una empresa. Y nosotros no tenemos por qué avalarlo por esta vía.



Insisto en que este nuevo inciso no venía en el proyecto original de la Cámara, no es una indicación del Ejecutivo y, por ello, nadie puede decir que está en  el corazón de la reforma. 



Esta es una indicación que, en la práctica, no tiene que ver con el contenido, sino con los procedimientos.



Yo no conozco -señor Presidente, por su intermedio, me dirijo a los miembros de la Comisión de Constitución- ninguna norma ni conducta punible, sea en el ámbito penal o en el civil, de esta naturaleza.



Lo relativo a la responsabilidad objetiva se da en determinadas condiciones. Esto es distinto: ahora no sería necesario probar la intención o el dolo de una conducta antisindical.



A mi juicio, la enmienda propuesta es muy grave y constituiría un error aprobarla. 


Imagino que se plantea con la mejor de las intenciones, pero terminará produciendo un conflicto en materia de pruebas y de procedimiento, lo cual complejizará todo el esfuerzo que ha hecho la Comisión por definir las conductas de prácticas desleales y antisindicales y por sancionarlas debidamente.



En consecuencia, pido que se vote en contra el inciso final del artículo 289. Tal pronunciamiento evitaría que el proyecto quedara con un error funcional, que solo generará conflictos hacia delante.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y señores Senadores, hago presente que acordamos suspender a las 21:30, pero se han inscrito varios oradores para fundar el voto, y no puedo interrumpir la sesión hasta que todos hayan intervenido.



Por favor, les pido que sean muy precisos.



Tiene la palabra la señora Ministra, hasta por dos minutos, solo para rectificar hechos.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, no voy a rectificar nada. Solo quiero responder consultas que se han formulado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para que la Ministra pueda resolver dudas?



Acordado.



Tiene la palabra. 

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).-  Señor Presidente, luego de conversar con los asesores y con distintos parlamentarios, nos asiste la convicción de que el inciso final induce a error, por lo que debiera ser eliminada.



Esa es la opinión del Ejecutivo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muchas gracias, Ministra.

El señor MONTES.- ¡Primera vez que Allamand tiene razón…!

El señor ALLAMAND.- ¡Al fin…!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, había pedido la palabra para señalar exactamente lo que ha dicho la señora Ministra. 


Considero que el inciso final del artículo 289 confunde, y lo que importa es reafirmar todos los conceptos de práctica desleal.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En atención a lo dicho por la señora Ministra, ¿les parece a los inscritos que no sigamos con el fundamento de voto y pasemos directamente al resultado de la votación? 



Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el inciso final del artículo 289, nuevo (29 votos en contra y 7 a favor).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, Girardi, Letelier y Quintana.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y Señores Senadores, vamos a suspender la sesión...

El señor PIZARRO.- ¡Para qué, señor Presidente! ¡Sigamos votando!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El acuerdo era suspender a las 21:30.



Yo encantado de que continuemos.



¿Hay acuerdo para ello?

El señor PIZARRO.- ¡Sí, pues!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo.

El señor PIZARRO.- ¡Cómo no! ¡Claro que sí! 


¡Sigamos votando, señor Presidente!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Vuelvo a consultar: ¿hay acuerdo para que continuemos?
El señor PROKURICA.- No.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo.



Se suspende la sesión hasta las 22.

)----------(



--Se suspendió a las 21:29.



--Se reanudó a las 22:10

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, dentro del tema relativo a las prácticas antisindicales, corresponde tratar el artículo 290 (página 69 del boletín comparado). 



En esta materia se han renovado tres indicaciones, y voy a leer las dos primeras, porque es posible reducirlas a una sola. 



La indicación 70 a) busca agregar una nueva letra g) al artículo 290, del siguiente tenor: “g) El que ejerciere fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas con ocasión del ejercicio de la actividad sindical”. Tiene que ver con las prácticas desleales.



Por su parte, la indicación 70 bis, parte casi de la misma forma, pero es más extensa: “g) Utilizar fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas con ocasión del ejercicio de la actividad sindical o en toda acción realizada por dirigentes sindicales o afiliados al sindicato cuando ella conlleve, entre otras acciones, bloquear vías de acceso a la empresa, obstaculizar y dificultar el ingreso a la misma afectando el libre tránsito de personas, bienes o servicios.”.



Ambas indicaciones fueron renovadas por las Senadoras señoras Lily Pérez y Von Baer y el Honorable señor Larraín, entre otros.



Habría que decidir si se refunden las dos indicaciones; si se vota la más amplia, o si se abordan por separado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, iba a sugerir algo similar. 



Por lo demás, las indicaciones que votamos con antelación están relacionadas con estas.



Pido que hagamos una sola votación, y así vamos avanzando.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Está de acuerdo, Senador señor Larraín, en realizar una sola votación?

El señor LARRAÍN.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Podemos pronunciarnos por la indicación más amplia, la omnicomprensiva.

El señor LARRAÍN.- Sí. Por la segunda indicación leída, que dice: “Utilizar fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas con ocasión del ejercicio de la actividad sindical o en toda acción realizada por dirigentes sindicales o afiliados al sindicato cuando ella conlleve, entre otras acciones, bloquear vías de acceso a la empresa, obstaculizar y dificultar el ingreso a la misma afectando el libre tránsito de personas, bienes o servicios.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ¿esto se refiere al artículo 406?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No. Estamos analizando el 290. 

El señor LETELIER.- Lo pregunto, porque la letra que se pretende agregar dentro de las prácticas antisindicales, como norma distinta, corresponde a una disposición contenida en el artículo 406. O sea, se estaría reiterando. 



Además, cuando se discutió el artículo 6º bis, que propusieron el Senador Zaldívar y otros colegas, se emplearon los mismos conceptos.



Entonces, debería definirse bien dónde va a quedar esta norma en la geografía del proyecto. 



En todo caso, queda demostrado que dicho asunto no era un tema de principios, sino algo propio del decálogo de las prácticas antisindicales.

El señor WALKER (don Ignacio).- Pero también es de principios.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le daré la palabra al señor Secretario y luego, al Subsecretario del Trabajo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la norma a que hizo referencia el Honorable señor Letelier recaía directamente dentro de las prácticas desleales en materia de negociación colectiva.



Ahora estamos viendo el artículo 290, que propone considerar “prácticas antisindicales del trabajador, de las organizaciones sindicales, o de éstos y del empleador en su caso, las acciones que atenten contra la libertad sindical”, entendiéndose por tales las que se señalan.



La indicación renovada busca agregar nuevas causales a dichas prácticas antisindicales.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el contenido del artículo 6º bis contemplaba las prácticas antisindicales y desleales juntas. Por eso la Comisión estimó que era inadmisible. Se plantearon ambos temas en la misma norma.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Bueno, en la votación unos podrán rechazar la indicación y otros, apoyarla.



Tiene la palabra el señor Subsecretario del Trabajo.

El señor DÍAZ (Subsecretario del Trabajo).- Señor Presidente, entiendo que todavía no está abierta la votación. Por tanto, podemos manifestar nuestra opinión acerca de este artículo en forma breve, aunque la señora Ministra ya lo hizo al intervenir en general sobre este capítulo. 



Creemos que hay reglamentación suficiente respecto del uso de la fuerza, tanto en el Código del Trabajo como en normas penales.



Por otra parte, como práctica desleal, existe una modificación expresa que aborda esa materia. O sea, eso ya está cubierto. Veremos tal enmienda en su momento.



Asimismo, ya se aprobó el artículo 6º bis, al que hizo alusión el Senador Letelier. 



En consecuencia, la indicación renovada que nos ocupa, en nuestro concepto, resulta innecesaria. 



Además, es extremadamente amplia, lo cual puede generar dificultades en el ejercicio de la libertad sindical. Dice: “entre otras acciones, bloquear vías de acceso a la empresa, obstaculizar y dificultar el ingreso a la misma”. ¿Qué significa “dificultar” en ese contexto? Un grupo de trabajadores en la puerta del recinto ¿está dificultando u obstaculizando la entrada? ¿Quién califica si hay impedimento total de ingreso o no?



A juicio del Gobierno, la indicación propuesta es muy amplia, y ello, lamentablemente, puede atentar contra el derecho de los trabajadores a manifestarse y a ejercer su libertad sindical.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO.- Votemos, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.

La señora ALLENDE.- Sí.

El señor LETELIER.- ¿Qué se vota?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Está claro que la indicación renovada más amplia. ¿Cierto?

El señor ALLAMAND.- ¿Cuál es esa?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Le pido al señor Secretario que la lea nuevamente para que todos sepan qué se someterá a votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación más amplia es la 70 bis, que busca agregar una nueva letra g) al artículo 290 del Código del Trabajo, del siguiente tenor: “Utilizar fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas con ocasión del ejercicio de la actividad sindical o en toda acción realizada por dirigentes sindicales o afiliados al sindicato cuando ella conlleve, entre otras acciones, bloquear vías de acceso a la empresa, obstaculizar y dificultar el ingreso a la misma afectando el libre tránsito de personas, bienes o servicios.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Estamos de acuerdo en votar esa indicación?

El señor ALLAMAND.- No.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay de acuerdo.



¿Qué indicación quieren que se vote?

 El señor ALLAMAND.- La más pequeña.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Vamos a votar, entonces, la indicación renovada 70 a).



¿Les parece?



Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario para que la lea, por favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Dicha indicación propone agregar una nueva letra g) al artículo 290, que diría: “El que ejerciere fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas con ocasión del ejercicio de la actividad sindical”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, la indicación que acaba de leer el señor Secretario -la cito nuevamente: “El que ejerciere fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas con ocasión del ejercicio de la actividad sindical”- presenta una ventaja: no abunda en conceptos que pueden resultar redundantes, se halla muy bien redactada y corresponde exactamente al texto que presentó el Gobierno en la Cámara de Diputados.



El proyecto original del Ejecutivo establecía literalmente lo siguiente:



“19) Modifícase el artículo 290, en la forma siguiente:



“g) El que ejerciere fuerza física en las cosas, o física o moral en las personas con ocasión del ejercicio de la actividad sindical.”.



Y lo único que hemos hecho nosotros es copiar textualmente el texto que la Presidenta Bachelet presentó al inicio de la tramitación de la iniciativa en análisis.



En consecuencia, lo razonable es que la letra g) del artículo 290 quede con la redacción que planteamos en la indicación. En verdad, no se ve cómo podría rechazarse un texto que fue precisamente originado en el propio Ejecutivo. Es sucinto, concreto y muy coherente con lo que tenemos ya aprobado para prácticas desleales.



Francamente, creo que deberíamos aprobarlo por unanimidad. Y, en ese evento, retiraríamos de inmediato la otra indicación.



Reitero: la indicación que nos ocupa es completamente coherente con lo que en la Comisión, por unanimidad, fue aprobado, porque emplea las mismas palabras. Lo que no se entendería es que se rechazara la indicación. Porque en el caso de las prácticas desleales se reproduce exactamente lo mismo, es decir, se establece similar concepto.



Por lo tanto, lo único que estamos haciendo es replicando eso en las prácticas antisindicales, con un texto exactamente igual al redactado por el Ejecutivo para el caso que nos ocupa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 15 votos a favor, 15 votos en contra y un pareo.


Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, Harboe, Hernán Larraín, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana y Tuma.



Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Espina.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Al haberse producido un empate, corresponde repetir la votación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación número 70 a), que agrega una letra g), nueva, al artículo 290 del Código del Trabajo (17 votos contra 15).


Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Harboe, Hernán Larraín, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Tuma.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde ahora pronunciarse por la indicación renovada número 74 a), que recae en el mismo artículo 290, y que propone agregar una letra nueva con el texto siguiente:



“El dirigente sindical o trabajador que participe de paralizaciones de faenas fuera del contexto de una negociación colectiva”.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece que la pongamos en votación de inmediato?



Muy bien.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El señor Secretario va a explicar nuevamente el asunto por el que nos vamos a pronunciar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se está votando una indicación renovada relacionada con el artículo 290 del Código del Trabajo, el cual consagra: “Serán consideradas prácticas desleales del trabajador, de las organizaciones sindicales o de éstos y del empleador en su caso, las acciones que atenten contra la libertad sindical.”.



Mediante la indicación que nos ocupa se quiere agregar una letra nueva que diga: “El dirigente sindical o trabajador que participe de paralizaciones de faenas fuera del contexto de una negociación colectiva”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, no sé quién presentó la indicación, pero se halla muy mal lograda, porque no especifica ni un contexto de violencia ni nada. O sea, podría ocurrir que un dirigente sindical haya participado en la paralización de una faena por razones técnicas, y por ese solo hecho su acción será considerada una práctica antisindical.



Mi percepción es que hay un error en la redacción. Sugiero rechazar la indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada número 74 a), que agrega una letra nueva al artículo 290 del Código del Trabajo (18 votos contra 14).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, participé en la votación anterior, de la indicación 74 a), en circunstancias de que estoy pareado con el Senador Lagos. En consecuencia, pido que cambien mi pronunciamiento.



La modificación no altera el resultado, que fue 14 contra 18.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene razón, señor Senador, en el sentido de que no altera el resultado. Se agradece su aclaración y queda constancia de ello.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde ahora, dentro del punto 5 (Prácticas antisindicales y uso de fuerza), ocuparse del artículo 406, que aparece en las páginas 258 a 260 del comparado. 



Dicha norma se incluye dentro de la lista de lo que se pidió que se votara aparte.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se trata de una votación separada.

El señor LARRAÍN.- ¿Quién la pidió?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No sabemos.



¿Quién formuló la solicitud?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Aparece en la lista de normas a debatir dentro del documento que se entregó a Secretaría.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Alguien insiste en la petición de votación separada respecto de este artículo?

El señor WALKER (don Ignacio).- Parece que nadie la solicitó.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Podemos evitar votar esto de forma separada?

El señor ALLAMAND.- ¿Qué cosa?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Lo que acaba de leer el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La petición recae en el artículo 406, referido a “Prácticas desleales de los trabajadores, de las organizaciones sindicales y del empleador”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entiendo que no se pidió votación separada, porque nadie reconoce la autoría de esa solicitud.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el artículo 406 se encuentra en la lista de normas no controversiales. No se pidió votación separada de él.



Por lo tanto, no me parece que corresponda votarlo.



Está aprobado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el listado que nos pasaron sí está con petición de votación separada, pero parece que hubo un error. En consecuencia, se entiende que no procede la votación de dicha norma.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde tratar una indicación renovada que propone agregar el siguiente artículo 292 bis:



“Artículo 292 bis.- En caso que un dirigente sindical sea condenado por las prácticas antisindicales del artículo 290, sin perjuicio de la aplicación de las multas del artículo 292, perderá de pleno derecho su fuero sindical y quedará inhabilitado para ser candidato a director por el plazo de 2 años.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, el Ejecutivo no apoya esta propuesta, pues incorpora de pleno derecho una sanción de pérdida de fuero y de inhabilitación para ser director sin exigir gravedad o proporcionalidad entre la infracción y la sanción.



Los órganos de expertos de la OIT advierten que las sanciones por conductas antisindicales de los trabajadores y dirigentes deben ser proporcionales a lo que se desea sancionar, si no terminan generando más problemas de los que resuelven, pues son usadas para atacar la actividad sindical.



Por tanto, proponemos rechazar esta indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se han inscrito algunos señores Senadores.



¿Les parece que abramos la votación?

La señora ALLENDE.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación la indicación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, si incurro en un error, espero que el Senador Letelier me corrija, porque entiendo que él presentó en alguna oportunidad del debate una indicación en este mismo sentido.



Obviamente, como señala la Ministra, si se trata de una infracción -por así decirlo- completamente menor, nadie está puesto en las circunstancias sancionatorias a que se refiere la indicación presentada.



Pero qué ocurre si precisamente se incurre en una práctica antisindical grave, por ejemplo, un hecho de violencia indubitado contra otros miembros del sindicato, contra los empleadores, destrucción de bienes de la empresa, una actitud que hemos visto en tantas oportunidades. Como el caso de un dirigente sindical que participe activamente en la quema de buses, como hemos visto algunas veces en las movilizaciones de CODELCO y en otras.



En la actualidad, esa conducta queda completamente impune desde el punto de vista laboral.



Obviamente, alguien podrá recurrir a la justicia ordinaria en el evento de que sea titular de la acción judicial en relación con esa conducta. Pero, de lo contrario -siguiendo el ejemplo anterior-, ese dirigente podría seguir participando en todo tipo de negociaciones sindicales.



Entonces, ¿qué queremos? ¿Queremos que conductas que todos rechazamos no tengan ninguna consecuencia desde el punto de vista laboral? ¿O que para que haya consecuencias se deba consumar una acción penal?



Por lo tanto, lo que hace la indicación es tan simple como lo siguiente: en aquellos casos en que, por ejemplo, haya una acción violenta de grave proporción que ello acarree las consecuencias referidas en el artículo 292 bis propuesto.



Ese es el sentido de la indicación.



Nadie está pretendiendo acá otra cosa. Por eso que, en definitiva, siempre habrá aquí un procedimiento judicial.



¿Pero cómo va a ser razonable que no exista absolutamente ninguna sanción para quien incurra en una conducta de esta naturaleza?



Entonces, lo que hemos querido hacer es simplemente establecer esa natural conexión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, creo que la Ministra Rincón ha sido meridianamente clara respecto de este tema.



Si no me equivoco, lo que plantea el Senador Allamand es que una conducta atribuida a un trabajador sin ningún medio de prueba de carácter judicial (porque puede existir una imputación falsa), haga partícipe…

El señor COLOMA.- La persona debe estar condenada.

El señor LARRAÍN.- Así es, condenada por el tribunal respectivo.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, estos procesos pueden durar mucho tiempo. Es posible que haya apelaciones.



Me señalan que debe haber sentencia ejecutoriada.



Pero, entonces, lo mismo debería operar para un empleador que esté condenado por situaciones similares. ¿Por qué se establecen sanciones solo para el trabajador? ¿Qué pasa si un empleador ha ejercido fuerza, ha incurrido en actos impropios, ilícitos? Claramente, esto debería ser recíproco entonces.



A mi juicio, la pérdida del fuero y de la posibilidad de ser candidato es una medida extrema que no necesariamente tendría que estar ligada a una situación de carácter judicial o penal.



O sea, ¿alguien que pudiera tener un problema familiar u otro conflicto va a perder su trabajo por ello?



¡Esto no ocurre en ninguna profesión!



Aquí por una condición familiar o un acto reñido…

El señor ALLAMAND.- Senador, previamente se necesita sentencia del tribunal laboral.

El señor NAVARRO.- Me gustaría que la señora Ministra pudiera explicar de nuevo, pues está en juego un actor distinto, que es un tribunal en lo penal en este caso.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señores Senadores, les pido cooperación. Quedan muchos otros temas donde hay mucha más controversia, y se están inscribiendo varios señores Senadores. Vamos a respetar todos los derechos a intervenir. Pero, obviamente, estaríamos terminando mañana a mediodía como vamos.

El señor BIANCHI.- ¡Sigamos mañana!

El señor PROKURICA.- ¡Sigamos mañana! ¡Buena idea!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, respecto de la situación descrita por el Senador Allamand, existen las causales de despido por el artículo 160.



O sea, nadie está diciendo acá que esas conductas violentas queden impunes.



Me parece que eso es muy importante, y es lo que ha señalado la Ministra: proporcionalidad respecto de la falta.



Hoy está el procedimiento de desafuero para poder despedir a un dirigente por una causa objetiva.



Entonces, existe sanción ante la conducta señalada. Y por eso considero que esto va más allá de la proporcionalidad debida.



Por ello justifico mi votación en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacerme cargo del concepto que plantea la Senadora que me antecedió en el uso de la palabra. Me refiero al tema de la proporcionalidad.



Porque lo mencionó el Senador Navarro en un sentido inverso de lo que ocurre realmente. Si hoy un empleador comete una práctica antisindical, entre otras cosas, se le prohíbe contratar con el Estado. Se trata de una sanción anexa que me parece superrazonable.



Esta indicación alude -hay que leerla- a los casos en que un dirigente sindical es condenado. ¡Condenado! No es que sea acusado o señalado por otra persona nada más. ¡No! Se refiere a un dirigente condenado por un juez laboral, que tiene competencia en este tipo de situaciones. Si es condenado, resulta bastante razonable que quede inhabilitado para ser director y pierda el fuero sindical. ¡Si ha sido condenado! No es que sea una conducta cualquiera. ¡Se trata de una persona condenada!



Esta es la proporcionalidad razonable.



Lo mismo ocurre con un empleador, que si es condenado no puede contratar con el Estado.



A mí me parece que en esta ecuación debe haber proporcionalidad para el otro lado, que puede ser igualmente complejo.



Quiero simplemente especificarlo: es una condena por un juez laboral por una práctica antisindical. No es por otra cosa. Lo pudieron haber despedido por A, B o C. ¿Lo pudieron haber sancionado? ¡No! Se habla de práctica antisindical y de que haya sido condenado por un juez.



Eso genera la referida inhabilidad.



Con todo respeto, me parece que ello es bastante razonable. Lo estimo lógico.



Por eso, voy a votar a favor de la indicación renovada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el Senador Allamand hizo una afirmación que a mi juicio no es precisa. El señaló que las prácticas antisindicales no tienen consecuencias laborales.



¡Eso no es cierto!



Una persona que lleve a cabo una práctica antisindical y destruya bienes de la empresa puede ser despedida. El Código del Trabajo así lo establece.



Sin embargo, hay otras prácticas antisindicales -porque la propuesta de Sus Señorías es genérica- respecto de las cuales no se evalúa su gravedad. Y se las coloca a todas en el mismo saco no solo para quitarle el fuero sindical a ese trabajador, que va a pagar una multa -es la sanción-, sino además con la finalidad de dejarlo inhabilitado para ser candidato a director por el plazo de dos años. Se establece una sanción secundaria.



La proporcionalidad es muy importante.



Un empresario, si su conducta es reiterada, quizás no pueda contratar con el Estado. ¡Pero no se le cierra la empresa!

El señor NAVARRO.- ¡Cambia de RUT!

El señor LETELIER.- Cuando un trabajador causa un daño a la empresa (y lo causa cuando es de gravísima proporción), debe ser sancionado. Pero ello no es lo mismo que la situación de un empleador que le causa un daño al conjunto de trabajadores, en circunstancias de que el bien en riesgo de estos es su trabajo.



Creo que aquí hay una desproporción absoluta.



Sí tiene consecuencias laborales lo que se propone mediante esta indicación. Por eso llamamos a votarla en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, quisiera que se hiciera una aclaración -y se lo pregunté a la señora Ministra- respecto de las normas vigentes que permitirían privar del fuero laboral a un dirigente que participa de un hecho de violencia y que ha sido condenado por ello.



He estado mirando la legislación, pero no encuentro las disposiciones hoy día. Sí hallé en el Derecho Comparado (Colombia, Argentina, España, Venezuela, República Dominicana) normas sobre el particular para proteger la labor de los dirigentes sindicales y evitar que se produzcan ciertos abusos.



Entonces, me gustaría que el Ejecutivo nos dijera -sé que estamos en votación- si hoy día está consignada una sanción específica respecto del fuero laboral. Porque la Senadora Goic dijo que se podían invocar las causales del artículo 160, que se refiere al término del contrato de trabajo.



No he visto si es aplicable dicha disposición. Pero entiendo que aquí se está planteando la pérdida del fuero laboral y la inhabilidad para ser dirigente, que conforman una cuestión distinta al despido.



Entonces, sería bueno aclarar ese punto para los efectos de dilucidar la discusión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación renovada recaída en el artículo 292 bis (18 votos en contra, 13 a favor y un pareo).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.


No votó, por estar pareado, el señor Espina.

El señor PIZARRO.- Pido la palabra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, excúseme que insista. Pero antes de hacer el receso algunos pedimos que continuáramos para ver si era factible avanzar y despachar hoy este proyecto.



Me parece que no tiene mucho sentido que sigamos discutiéndolo ahora. Son demasiadas las materias que restan, y son muy importantes y delicadas.



Estamos hablando de una reforma laboral, de derechos laborales. Aquí hay una cantidad de personas que dependen de lo que nosotros hagamos acá, que las estamos obligando a trabajar matiné, vermut y noche; de madrugada y de trasnoche.



Entonces, si no cumplimos los acuerdos que adoptamos, que eran no discutir cada artículo, empezar directamente a votar y reducir los tiempos de fundamentación, no vamos a alcanzar a despachar totalmente este proyecto. Y si ello va a ser así, preferiría seguir mañana, que era el acuerdo que había originalmente.



Se trata de una cuestión de sentido común.



Además, uno se programa para cumplir los horarios establecidos por los Comités. Hay gente que se va a alojar acá. Otros debemos volver a Santiago. ¿Por qué? Porque se suponía que terminábamos a determinada hora y volvíamos al día siguiente para una nueva sesión.



Ahora no estamos en condiciones de hacer aquello. No nos podemos quedar y no hay ninguna posibilidad física de lograr un mínimo de descanso.



Me parece que estamos legislando de la peor manera.

El señor BIANCHI.- ¡Su Señoría tiene toda la razón!

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Sigamos hasta las 12 de la noche, señor Presidente!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En primer lugar, la propuesta de discutir este proyecto hasta su total despacho la plantearon Sus Señorías, y el acuerdo fue adoptado por el Senado.



En segundo término, el Honorable señor Pizarro solicitó que en cada uno de los puntos abramos inmediatamente la votación.



Yo propongo que para las cuestiones que podemos ver de común acuerdo -sabemos cuáles son: negociación interempresa, adecuaciones necesarias, en fin-, sigamos con el procedimiento que estamos llevando ahora y que en el resto de las materias abramos rápidamente la votación.



Les pediría a los Senadores que no todos fundamentaran su voto.



Así será factible cumplir con nuestro objetivo.

El señor LARRAÍN.- ¡Que se rebajen los tiempos, señor Presidente!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- De otro lado, quiero hacer presente a la Sala que se requiere unanimidad para modificar el acuerdo que se adoptó para que este proyecto se discuta hasta su total despacho.



¿Les parece modificar dicho acuerdo?

El señor MONTES.- ¡Sigamos toda la noche!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en verdad, lo señalado por el Senador Pizarro es de todo sentido.



Hemos hecho en general un esfuerzo para tratar de avanzar. Pero, objetivamente hablando, tenemos por delante no menos de dos horas y media a tres horas.

El señor MONTES.- ¡Está bien!

El señor ALLAMAND.- Entonces, con suerte vamos a terminar a las dos y media de la mañana.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Jamás!

El señor ALLAMAND.- Quizás quienes conocen más este proyecto pueden dar su opinión. Yo estoy haciendo un comentario absolutamente constructivo.



Quedan cuatro o cinco temas gruesos. Y aunque hagamos un esfuerzo máximo, esto nos va tomar no menos de tres horas y media.



Eso es lo real.



Son las 11 de la noche: con suerte terminaríamos a las tres de la mañana.



Yo no tengo ningún problema en quedarme hasta esa hora. Pero me da la impresión de que el Senador Pizarro tiene razón.

El señor PROKURICA.- ¡Sigamos mañana, a las 10!

El señor ALLAMAND.- Reitero: hemos hecho un esfuerzo de buena voluntad. Pero en verdad no vamos a alcanzar a despachar este proyecto ahora y terminaremos haciendo todo a matacaballo, de mala manera.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para modificar lo que se concordó anteriormente en cuanto a continuar la discusión de este proyecto hasta su total despacho?

El señor MONTES.- ¡No!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, el siguiente punto a discutir se refiere a la autorización de jornada excepcional para lo que está facultada la Dirección del Trabajo.



Artículo 38 (página 17 del comparado): plazo para la autorización de jornada excepcional.



La situación se produce en el inciso final del referido artículo.



Actualmente, la vigencia de la jornada excepcional señalada por la Dirección del Trabajo puede ser hasta por el plazo de cuatro años.



La Comisión de Trabajo propone sustituir en el inciso final del artículo 38 las dos veces que aparece la palabra “cuatro” por la expresión “hasta tres”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes están de acuerdo con el texto aprobado en general por el Senado deben votar que sí (es el que reduce el plazo de cuatro a tres años) y aquellos que lo rechazan, que no.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad hay cierto cansancio. Después tenemos que responsabilizarnos de las votaciones y decir que no sabíamos el contenido de ellas.



Entonces, como la votación de este proyecto se ha esperado por tan largo tiempo y hay mucha opinión pública viéndonos, yo solo quiero advertir que respecto de algunos artículos, dado el acuerdo de votar de esta manera, nos pronunciaremos sin pleno conocimiento.



Porque no todos tuvieron la posibilidad de estar presentes en la Comisión de Trabajo para conocer exactamente el sentido de lo que estamos votando. Y como esta reforma va a durar muchos años -así lo esperamos-, yo quiero ser responsable de lo que voy a votar en contra o a favor. 



Entonces, quiero que haya una explicación de las distintas materias.



Esta modalidad de votar sin leer los artículos, sin fundamentar, en fin, lo único que hará es que después estemos dando explicaciones a los trabajadores con una irresponsabilidad tremenda: “Voté, pero no sabía qué estaba votando”.



Señor Presidente, la responsabilidad que ha tenido la Comisión de Trabajo durante toda la tramitación de este proyecto no puede verse alterada al final por una votación carente de la información adecuada.



Yo por lo menos voy a hacer uso de las facultades que tengo: voy a pedir toda la información antes de votar y a intervenir todas las veces que sea necesario. Ello, si no hay acuerdo para terminar de discutir esta iniciativa mañana.



--(Aplausos en tribunas)
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Está en su derecho, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.
El señor HARBOE.- Señor Presidente, en el mismo sentido de lo señalado por el Senador Navarro, sería ideal que cuando se fuera a discutir una indicación no nos limitáramos solo a la lectura del señor Secretario.



Imagino que el Gobierno tendrá alguna posición respecto de los puntos en debate y podrá darla a conocer a la Sala. Porque, tal como se indicó, quienes no formamos parte de la Comisión de Trabajo también tenemos derecho a ver el alcance de cada una de estas normas, pues podemos estar cometiendo errores que van a ser difíciles de enmendar posteriormente.



Por eso, más allá de la lectura literal de la indicación o del artículo que se vota, sugiero que si el Gobierno tiene algo que decir que lo haga y que quienes han renovado o presentado alguna indicación la fundamenten. Ello, para saber qué estamos votando.



Si eso demora más -yo no tengo problemas en quedarme hasta más tarde; el Senador Montes pidió que siguiéramos de largo-, bueno, discutiremos artículo por artículo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Considero razonable que el Ejecutivo pueda dar su opinión.



¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.



Tiene la palabra la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, como las redes son tremendamente potentes en estos días, quiero darle una explicación al Senador Harboe respecto de lo que ocurrió en la indicación anterior.



No sentimos que hubiera una pregunta al Ejecutivo. Pensamos que Su Señoría le formulaba una consulta a la Senadora Goic y por eso no respondimos. Además, no pedimos la palabra, pues ya se había iniciado la votación.



Con respecto a la norma que ahora nos ocupa, se pretende unificar los plazos de duración de las negociaciones colectivas, que son hasta tres años, con los pactos especiales, las autorizaciones de jornada especial del artículo 38, estableciendo permisos de hasta tres años (hoy día pueden ser de hasta cuatro).



Como Ejecutivo, nos parece correcto que tengan una misma duración.



Ese es el sentido de lo que se plantea, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, me basta con la explicación de la Ministra.



Sin embargo, vuelvo a insistir: todas estas materias son delicadas. Yo no puedo aceptar que un colega acá nos diga: “¡Apúrense! ¡Apúrense! ¡Apúrense!”. Ello, porque no sabemos lo que estamos votando.



Si eso es lo que se pretende seguir generando en este debate, van a quedar muy pocos Senadores en la Sala -algunos ya se han ido, con razón o no; tendrán sus problemas-, y legislaremos mal respecto de un tema demasiado sensible y que genera mucha discusión en nuestro país.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, yo creo que la Comisión de Trabajo realizó una buena labor. Pero yo lamento que, por el capricho de dos, tres o cuatro Senadores -son los menos-, vayamos a debatir tal vez lo más crucial de este proyecto a la una, dos o tres de la mañana, con el cansancio que a estas alturas se evidencia y, además, sin poder socializar lo que tendremos que votar.



No comparto para nada esa forma de legislar.



Entonces, les pido a Sus Señorías cordura. Un proyecto tan relevante como este, una reforma tan importante como esta no debe votarse de esta manera; no puede ser que alguien a los gritos nos diga: “¡Voten! ¡Voten! ¡Voten!”.



Si queremos dar esa imagen para afuera, ¡yo no estoy disponible para ello! 



Por eso, les pido que recapacitemos, que paremos esta votación y prosigamos mañana, a partir de las 10, que es lo que corresponde. Así podremos dar el debido ejemplo en una iniciativa tan trascendente como esta.

El señor PROKURICA.- ¡Tiene toda la razón!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Una vez que termine esta votación y se dé a conocer su resultado, haré una propuesta a la Sala. Así que les ruego no seguir refiriéndose a este asunto, pues lo vamos a hablar después.



¿Les parece a Sus Señorías?



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, le pido al Senador Montes que nos entienda. Nada más.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el numeral 6) del artículo 1° del proyecto (22 votos a favor y 13 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
 

Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señoras y señores Senadores, recién sostuvimos una discusión apasionada probablemente no de las materias más controversiales y estructurales de este proyecto. Quedan por delante muchos artículos, que versan sobre cuestiones relevantes. Ha habido un trabajo serio de meses que ha llevado a cabo la Comisión especialista.



Entonces, con mucho respeto les quiero pedir a los señores Senadores que quieren seguir hasta el total despacho de esta iniciativa, que fue lo que se acordó en forma unánime, que revisen su postura a fin de que continuemos la discusión mañana, a las 10. Así podremos realizar un debate como corresponde respecto de un proyecto tan importante para nuestro país.



¿Habría acuerdo?

El señor LETELIER.- ¡No!

El señor MONTES.- ¡No!

La señora ALLENDE.- ¡No!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La otra alternativa es sesionar a las 9:30, que es la hora a la que se había citado originalmente.



Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, no sé si le parece a la Sala votar ahora la indicación de la Senadora Lily Pérez y partir mañana con el punto “Titularidad sindical”.

El señor LETELIER.- ¡No!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para votar ahora la indicación de la Senadora Lily Pérez y retomar la discusión de este proyecto mañana, a las 9:30?



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, nosotros tomamos un acuerdo para trabajar hasta el total despacho de esta iniciativa. En función de ello, reafirmamos los compromisos que tenemos en nuestros distritos: para mañana, para pasado mañana y para el fin de semana.



Si no hay disposición para continuar, porque estamos cansados o porque quedan muchos temas que tratar, yo no veo por qué razón debe terminarse mañana con la discusión de este proyecto. ¿Por qué no la finalizamos en la próxima sesión ordinaria, esto es, el martes que viene?



Hemos esperado treinta años. Y perfectamente podemos esperar tres días más.



Hagamos las cosas bien. Si esa es nuestra idea, sigamos el próximo martes.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero recordarles a los señores Senadores que el próximo martes asumirá la nueva Mesa del Senado. De modo que será un día complicado.



Entonces, les quiero pedir nuevamente el acuerdo para lo siguiente…

El señor GUILLIER.- El proyecto viene con “discusión inmediata”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La “discusión inmediata” vence el lunes. Por lo tanto, les sugiero que votemos la indicación de la Senadora Lily Pérez…

El señor LETELIER.- ¡No hay acuerdo!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo para eso.



¿Les parece a Sus Señorías revisar el acuerdo de seguir la discusión de este proyecto hoy día hasta su total despacho?



¿Habría acuerdo para modificarlo?

El señor MONTES.- ¡No!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- No hay acuerdo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, corresponde discutir y votar la indicación 30 a), de la Senadora señora Lily Pérez (página 39 del boletín comparado).



La referida indicación fue renovada por las Senadoras señoras Lily Pérez y Von Baer y otros señores Senadores, y es para sustituir en el inciso quinto del artículo 235 del Código del Trabajo la primera oración por la siguiente: “El mandato sindical durará no menos de dos años ni más de cuatro y los directores podrán ser reelegidos en una sola oportunidad para ejercer dos mandatos continuos.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora RINCÓN (Ministra del Trabajo y Previsión Social).- Señor Presidente, la Senadora Lily Pérez presentó una indicación que limita la reelección de los dirigentes sindicales. 



Entendiendo el sentido de la norma propuesta, creemos que en el ámbito dirigencial del mundo sindical ella no aplica. 



Las razones son varias. 



Primero, esa disposición atenta contra la libertad sindical. 



Si un sindicato desea reelegir a uno de sus dirigentes, tiene pleno derecho a hacerlo. No nos parece que ese derecho deba limitarse.



Segundo, hay que considerar que se trata de asociaciones privadas y que no reciben financiamiento público, a diferencia de lo que ocurre con los cargos de elección popular. Entonces, no estimamos adecuado poner restricciones a aquel respecto.



Tercero -a nuestro juicio, esto tiene gran relevancia-, ser dirigente sindical es tremendamente difícil: hay persecución, se requiere especialización, en fin. Debemos, pues, valorar la labor pertinente. 



Ahora, un dirigente sindical tiene esta condición en su empresa. Por tanto, no solo depende del acuerdo de sus pares, sino que, además, vive de una remuneración que le paga el empleador. Así, cuando deja de ser dirigente, tras haber defendido a sus asociados, se encuentra en una situación de clara desventaja.



En nuestro concepto, la norma propuesta no ayuda a fortalecer el movimiento sindical: por el contrario, lo debilita.



A juicio del Gobierno, el accionar a través del Fondo de Formación Sindical para permitir que haya más dirigentes preparados, capacitados, con interés por involucrarse en la vida sindical es la forma de promover la participación en esta. Y, por cierto, la limitación planteada contraría ese propósito. 



Quizás debiéramos preguntarnos por qué en la Cámara de Diputados no se aprobó la disposición que terminaba con la inhabilidad existente hoy día para que los dirigentes sindicales y gremiales ejerzan cargos de elección popular.



Esa situación  no se ha esbozado ni se ha discutido. 



Señor Presidente, como Ejecutivo, rechazamos la indicación renovada. Entendemos su sentido, pero creemos que no aplica en este caso. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece que abramos la votación y que funden el voto los Senadores que están inscritos?



Acordado.



En votación la indicación renovada 30 a). 



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, esta indicación, lejos de lo que plantea el Ejecutivo, no busca debilitar, sino, al revés de lo que acaba de decir la Ministra, revalorizar la dirigencia sindical.



¿Cuántos trabajadores pertenecen hoy día al sindicato? Menos de dos dígitos.



La adhesión a los sindicatos es tan baja como la participación en partidos políticos. 



¿Y por qué sucede aquello? Porque muchos dirigentes sindicales se eternizan en sus puestos.



Lo mismo ocurre con los cargos de parlamentario y con los demás cargos de representación popular.



A mí me gusta que en esta materia tengamos coherencia.



Varios parlamentarios hemos presentado durante muchos años proyectos de ley para limitar las reelecciones indefinidas de los miembros del Congreso Nacional, y los hemos ido perdiendo.



El último -está acá, en el Senado; varios de nosotros aprobamos el año pasado la idea de legislar- se originó en una moción, y está en trámite en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



Por lo tanto, al menos en opinión de quienes defendemos aquello, es coherente que todos los cargos tengan tiraje de la chimenea, para que sus titulares no se eternicen.



Yo estoy convencida de que los cargos de senador, diputado, concejal, alcalde, core, gobernador regional -cuando sea electo- deben tener un plazo de duración. Y lo mismo pienso en el caso de los dirigentes sindicales y gremiales.



Creo que de esa forma -ello es perfectamente posible; y así se hace en muchas democracias del mundo- no solo se permite una mayor sintonía con la opinión pública, sino que además se les da mayor dinamismo a las dirigencias sindicales para que más gente joven logre entrar en ellas. 



Muchos quisieran estar en directivas sindicales, pero no logran entrar a ellas porque no hay mecanismos de participación adecuados. 



Mi indicación busca eliminar el mandato sindical por más de dos períodos consecutivos, siguiendo la línea que he mantenido con respecto a los cargos de elección popular. 



Hoy día -y con esto termino- el mundo del trabajo y las dirigencias sindicales están mucho más enfocados en la colaboración y las relaciones laborales que en el conflicto. Por lo mismo, como están bastante más dedicados a aquello, es necesario mejorar las funciones y el funcionamiento interno de los sindicatos. 



Tal como en el caso del Congreso Nacional no pretendemos horadar la función parlamentaria por la vía de limitar la reelección, en esta oportunidad buscamos simplemente dar tiraje a la chimenea y otorgar más posibilidades a personas que hoy día no tienen acceso a las dirigencias sindicales.



Creo que una norma legal de esta índole sería muy sana.



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Les ruego a los presentes en las tribunas no hacer manifestaciones. 



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señora Presidenta, Honorable Sala, hemos venido proponiendo este tema desde el “Informe Prokurica”, de perfeccionamiento de la democracia, del año 2006. 



A nuestro juicio, esta es una cuestión de principios. 



Muchos de los que estamos acá hemos presentado proyectos de ley para limitar la reelección indefinida de senadores, diputados, alcaldes, concejales y cores, justamente para que exista tiraje de la chimenea y entre aire fresco a los efectos de evitar que castas se adueñen de las instituciones y procurar que haya renovación.



Es lo mismo que hemos pedido con respecto al Parlamento.



En su momento, varios Diputados presentamos un proyecto sobre la materia. Hubo una fusión, y después de nueve años y de una crisis política logramos que el texto pertinente llegara al Senado. Se aprobó en esta Sala, se fue a la Comisión de Constitución ¡y nunca más se supo! 



Aprovecho la oportunidad para recordar aquello. Y espero que quien asuma la Presidencia de la Comisión de Constitución logre despachar finalmente la iniciativa a la Sala, para que podamos aprobarla. 



En ese mismo contexto, el “Informe Prokurica”, de 2006 -lo entregamos a la Presidenta Bachelet en su oportunidad-, también establecía límite a la reelección de las dirigencias sindical y gremial.



Consideramos que eso es muy importante, porque permite ir renovando los liderazgos.



A mi entender, una presidencia en la CUT por 35 años no le hace bien a la propia organización.



Nos parece muy importante renovar los liderazgos, evitar las castas y generar la posibilidad de establecer puntos de encuentro y de renovación. 



Para mí, este es un tema de principios.



Por tanto, voto favorablemente, y pido respaldar la indicación renovada.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, este no es un tema discutido a fondo en la Comisión de Trabajo: surgió así, legítimamente.



Ahora, uno puede entender la inspiración de la Senadora Lily Pérez. 



Siempre es plausible la idea de que exista renovación en todas las instancias. Empero, las elecciones sindicales no se pueden comparar con las realizadas para cargos de representación popular.



Considero bastante delicado cruzar esa barrera y confundir las cosas.



Incluso, uno podría decir que se está afectando la autonomía sindical.



Aquí se afecta abiertamente -la Constitución es clara al respecto- la autonomía de los grupos intermedios.



¡Ese es el resultado!



Legítimamente, uno podría preguntarse por qué, cuando se habla de las castas que se van reeligiendo, no se usa el mismo razonamiento con relación a los gremios empresariales. ¡Ahí nada se dice!



Lo que se plantea mediante la indicación es -y esa fue la única discusión que se tuvo- para la dirigencia sindical.



Por lo tanto, la norma propuesta se aparta completamente de lo que son las votaciones populares, de lo que es la representación popular, de lo que son los cargos políticos.



Es conveniente, pues, que tengamos un mínimo de respeto por la autonomía.



Si un dirigente lo ha hecho bien; si ha logrado conquistas importantes, acercamientos para su gremio, ¿por qué no puede ser reelegido?



Esto es, finalmente, de la esencia de la democracia.



En último término, quien decide es la sociedad, sobre la base de, los quorums establecidos.



Por eso, voto en contra.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, hemos estado mañana, tarde y noche discutiendo en torno al fortalecimiento de las estructuras necesarias para los trabajadores.



Yo solo quiero decir una sola cosa. Y esto es de verdad muy importante.



Nuestros trabajadores del Congreso Nacional están acá desde las 8 de la mañana. Y siguen laborando, pues uno o dos Senadores se han negado a que discutamos seriamente esta materia mañana, a partir de las 8, 9 o 10.



Así, estaremos en esta Sala hasta las 3 o 4 de la madrugada.



¡Eso va en contra de nuestros trabajadores!



¡No me parece razonable! ¡No me parece justo!



Por eso, señor Presidente, le pido por favor que llame a la cordura -Su Señoría lo ha hecho en reiteradas ocasiones-, para que nuestros trabajadores puedan descansar y para que retomemos mañana esta importante discusión.



¡Estamos votando en forma apresurada una reforma laboral!



No me parece razonable. No considero serio que les estemos dando el gusto a dos Senadores, atentando contra el descanso legítimo de nuestros propios trabajadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NAVARRO.- Señor Presidente...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Perdón, señor Secretario.



¿Quiere hacer uso de la palabra, señor Senador?

El señor NAVARRO.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede fundar el voto, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, esto solo es producto de las condiciones y circunstancias en que estamos discutiendo. 



Este tema amerita un debate mucho más realista, mucho más profundo, pues lo que decidamos en cuanto a la posibilidad de reelegir a los dirigentes sindicales va a incidir esencialmente en el destino de los movimientos gremiales.



¿Qué es lo valioso de la actividad sindical, al igual que de la parlamentaria y la profesional? ¡La experiencia acumulada!



¡Ya quisieran muchos empleadores tener dirigentes primerizos, inexpertos, que enfrentaran cada proceso de negociación sin la experiencia acumulada...!



Uno de los elementos claves en la valorización de todas las actividades -desde el sastre, desde el mecánico, en fin- es la experiencia.



Yo leía recién una moción que presentó en su momento la Diputada Eliana Caraball en cuanto a la restricción que había para la elección de dirigentes de juntas de vecinos.



La pregunta es: ¿Vamos a establecer como mecanismo de la participación el concepto de la limitación, en circunstancias de que hay que proceder al empoderamiento, a la educación y al desarrollo de la ciudadanía para lograr su participación?



Es necesario empoderar a la gente, capacitarla para que decida ella si renueva o no a sus dirigentes.



Debemos formar y empoderar a los trabajadores, fortalecer su capacidad de participación.



¡Ese es el elemento clave: robustecer a la sociedad civil!



Tiene que establecerse el plebiscito.



Cuando tenemos la posibilidad de decir “Queremos que haya plebiscito y consulta ciudadana” -y lo señalo con absoluto respeto a la Senadora Lily Pérez- se establecen quorums que imposibilitan su realización de manera fluida y expedita.



Tenemos una contradicción, y ella se refleja en los grados de desafección que tiene hoy día la política nacional.



Hay alcaldes elegidos. Claro: pero con 75 por ciento del 39 por ciento, ¡pues el 61 por ciento restante decidió no participar...!



Entonces, el problema no radica en si ponemos o no límites a la reelección, sino en si hay ciudadanía participante empoderada para tomar decisiones.



No existen mecanismos para empoderar a los ciudadanos, a los trabajadores, con el objeto de posibilitar su participación.



¿Cuál es el espacio para que los dirigentes participen y hagan debatir a todos los trabajadores?



¿Cuál es el espacio que se le garantiza al crecimiento y cuál la pedagogía sindical en las empresas?



Por tanto, uno dice: “Aquí, por la vía de expresar “No puede seguir”, se quiere limitar a los trabajadores, en vez de empoderarlos para que tomen sus decisiones y evalúen: a los buenos dirigentes, para que continúen; a los dirigentes vendidos o amarillentos, para que se vayan”.



En definitiva, el perverso es el propio mecanismo.



Siento que limitar la reelección de los dirigentes sindicales cuando no hemos sido capaces de restringir la nuestra no resulta coherente.



Es otra situación que nos aleja de la ciudadanía: vamos a limitar la reelección de los dirigentes sindicales.



Lo hemos propuesto una y otra vez: año 2017, Diputados con tres períodos, no a la reelección; año 2017, Senadores con dos períodos, no a la reelección.



Y hemos dicho: “Estamos disponibles para asumir esa condición, al objeto de poder corregir el efecto perverso del binominal”.



Entonces, no me parece coherente que aprobemos una indicación que limita la reelección de los dirigentes sindicales si no hemos tenido capacidad para restringir nuestra propia reelección.



En nuestro caso, yo soy partidario de que se resuelva la situación en un proceso constituyente, pues somos nosotros mismos quienes decidimos por cuánto nos reelegimos: tres veces, dos veces.



Me parece arbitrario, abusivo que nosotros determinemos cuántas veces se puede reelegir a un dirigente sindical bueno, que favorece a su institución, que está comprometido. La decisión debe corresponder a los propios trabajadores. No puede emanar de una ley, ni menos de una ley aprobada por este Congreso, que ha sido incapaz de autolimitarse en su propia reelección.



Por eso, voto en contra de la indicación.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 22 votos en contra, 6 a favor, 2 abstenciones y un pareo, se rechaza la indicación renovada N° 30 a).


Votaron por la negativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y los señores Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Letelier, Montes, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la afirmativa la señora Lily Pérez y los señores Allamand, Chahuán, Hernán Larraín, Ossandón y Prokurica.


Se abstuvieron los señores Guillier y Matta.


No votó, por estar pareado, el señor Espina.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Senador Pizarro pidió la palabra para hacer un planteamiento.



Su Señoría puede intervenir.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero solicitar a la Sala, y particularmente a los Comités, que volvamos al espíritu original del acuerdo que implicaba pensar en un despacho de este proyecto hoy, en el entendido de que existía un debate ordenado por temáticas.



La verdad es que nos quedan dos o tres temas delicados.



A raíz de eso se generó el cambio del acuerdo unánime de Comités en el sentido de sesionar hoy hasta las 22, para seguir mañana entre las 10 y las 14 y continuar a las 15 hasta el total despacho de la iniciativa.



Tal acuerdo de buena fe, que es el que nos tiene obligados a todos, no se ha ido cumpliendo, por la propia dinámica del debate a que estamos enfrentados los Senadores.



Eso motiva que nos encontremos hoy, a esta hora, con un trabajo arduo por delante.



Varios Senadores, con todo derecho, haciendo uso del Reglamento, se oponen a la modificación y, por tanto, a volver al espíritu del acuerdo anterior.



Por nuestra parte, señor Presidente, debemos decir que, haciendo uso de un derecho reglamentario que nos asiste a todos los Senadores, nosotros podríamos pedir segunda discusión o aplazamiento de la votación, lo que nos obligaría a suspender la sesión y seguir mañana.



Imagino que nadie reclamará. Porque, así como nosotros debemos aceptar la situación en que nos hallamos...

El señor WALKER (don Ignacio).- El señor Secretario puede leer el artículo pertinente.

El señor PIZARRO.- El señor Secretario conoce la situación. Lo conversamos antes. Y la cuestión es así.



Entonces, señor Presidente, lo que estoy planteando, para hacer algo racional dentro del debate que tenemos, es que respecto de los temas titularidad, adecuaciones necesarias y extensión de beneficios, que entiendo son las materias que nos quedan pendientes, nos pongamos de acuerdo acerca de un tiempo razonable de despacho, que fue el espíritu inicial de los Comités y de quienes han intervenido.



Mas eso tiene que significar de verdad que se termine en un momento adecuado. Si hacemos las cosas bien, perfectamente podemos finalizar a la una, una y media, dos de la madrugada y no volver mañana.



Si no es así, vamos a pedir el aplazamiento de la votación.

El señor MONTES.- Muy bien.

El señor ALLAMAND.- ¿Esa solicitud puede hacerla cualquier Senador?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se suspende la sesión para celebrar una reunión de Comités. 
)---------------(



--Se suspendió a las 23:21.



--Se reanudó a las 23:32.

)------------------(
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el señor Secretario.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités acordaron:



1.- Levantar la sesión una vez dada a conocer esta información.



2.- Celebrar una sesión mañana, jueves, de 10 a 14, y si fuere necesario, otra en la tarde, a partir de las 15, hasta el total despacho del proyecto, para considerar en el siguiente orden los temas pendientes:



8 Titularidad sindical.



9 Extensión de beneficios.



11 Huelga.



15 Sindicato interempresas en la empresa.



Después se entrará al análisis de los otros, al parecer más simples:



10 Información.



12 Pactos.



13 Negociación de Federaciones y Confederaciones.



14 Discriminación.



16 Normas transitorias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 23:34.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 363ª

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 99ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 27 DE ENERO DE 2016


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, señor Valdés; Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre; Secretario general de Gobierno, señor Díaz; de Educación, señora Delpiano y de Justicia, señora Blanco.


Se encuentran también presentes el Director del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, señor Jaime Veas, y el Asesor del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 36.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 92ª extraordinaria, del día 13 de enero, 93ª extraordinaria y 94ª ordinaria, ambas del 19 de enero, del presente año, que no han sido observadas.

- - -

CUENTA

Oficios

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, información relativa a las medidas adoptadas respecto de los reclamos en contra de la Cooperativa Huertos Familiares Mapuhue de la comuna de La Pintana.

Del señor Director (P y T) de la Central de Abastecimiento del S.N.S.S.


Envía información, requerida en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, respecto de diversas materias relativas a las deudas que los municipios mantienen con la institución a su cargo.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

- - -



En el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de reforma constitucional que dispone la elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional (Boletines N°s 9.834-06, 10.330-06, 10.422-06 y 10.443-06, refundidos) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Queda para Tabla. 

Informe y Certificado


De las Comisiones de Educación y Cultura, y de Hacienda, respectivamente, recaídos en el proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (Boletín N° 10.008-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Quedan para Tabla.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares. 

(Boletín Nº 9.640-15)


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia 


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “simple”.


Agrega que esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 18 de noviembre de 2015, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



La Comisión informa que rechazó las dos indicaciones formuladas al proyecto por lo que propone su aprobación en particular en los mismos términos en que fue aprobado en general.


La Mesa ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señor Navarro, señora Van Rysselberghe y señores García Huidobro y Ossandón.


El Presidente declara aprobado el proyecto, en particular, por la mayoría de los Senadores presentes, con la sola abstención de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado queda como sigue:

 
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia:


1.- Modifícase el artículo 75 de la siguiente forma:


a) En el inciso tercero, sustitúyese la palabra “ocho” por “doce”.


b) En el inciso cuarto:


i.- Elimínase la coma que sigue a la palabra “conductores”.


ii.- Reemplázase la palabra “sillas” por la expresión “sistemas de retención infantil”. 


iii.- Sustitúyese la expresión “menores de cuatro años” por la frase “de hasta 8 años, inclusive, o estatura de 135 centímetros y 33 kilogramos de peso”.


iv.- Intercálase entre el punto seguido y la expresión “Se exceptúan”, la oración “Asimismo, este reglamento establecerá las categorías de los sistemas de retención infantil, de acuerdo a la edad, peso y estatura de los menores.”.


2.- Agrégase, en el artículo 199, el siguiente número 3: 


“3.- Conducir un vehículo infringiendo lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 75.”.


3.- Reemplázase, en el artículo 200, el número 31 por el siguiente:


“31.- Conducir un vehículo infringiendo lo dispuesto en el número 10 y en el inciso segundo del artículo 75;”.


Artículo transitorio.- Las obligaciones contempladas en el artículo 75, inciso cuarto, serán exigibles transcurridos doce meses contados desde la publicación de esta ley.”.

- - -

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores  señores Navarro, Lagos y Tuma y el ex senador señor José Antonio Gómez, que autoriza a erigir un monumento en memoria del ex diputado señor Juan Bustos Ramírez.

(Boletín Nº 8.087-04.)


El Presidente pone en discusión la iniciativa.


El Secretario General informa que el proyecto inició su tramitación en el Senado y a su respecto la Cámara de Diputados introdujo tres enmiendas en el artículo 4° sobre la Comisión Especial encargada de ejecutar los objetivos de la ley, que apuntan a precisar que los Senadores que la integren serán los de la 5ª Circunscripción Cordillera, y que lo que allí se establece es sin perjuicio de las adecuaciones que al constituirse la Comisión corresponda efectuar en virtud de la ley N° 20.840, que es la que sustituye el sistema binominal por uno proporcional inclusivo.


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Letelier.


Enseguida el proyecto es puesto en votación.


El resultado de la votación es de 28 votos a favor.


Votan lo Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, García Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Navarro; Walker, don Ignacio; Tuma, Rossi y De Urresti.


Luego de la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Quintana.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado queda como sigue:


“Artículo 1°.- Autorízase la construcción de un monumento, en la Provincia de Marga Marga, Región de Valparaíso, en memoria del destacado abogado, ex Diputado de la República y servidor público, señor Juan Bustos Ramírez.


Artículo 2°.- Las obras se financiarán mediante la realización de una colecta pública en la Provincia de Marga Marga. Los recursos obtenidos se depositarán en una cuenta bancaria especial que al efecto se abrirá en el Banco Estado.


Artículo 3°.- Créase un fondo especial con el mismo objetivo, que estará constituido por erogaciones, donaciones y aportes privados.


Artículo 4°.- Créase una Comisión Especial constituida por diez miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará integrada por los alcaldes de las comunas de la Provincia de Marga Marga, uno de los cuales presidirá la Comisión; los Senadores de la 5a Circunscripción Cordillera y los Diputados del Distrito N° 12, sin perjuicio de las adecuaciones que corresponda efectuar en el momento de constituirse la Comisión Especial, de conformidad con la ley N° 20.840; el Secretario Regional Ministerial de Educación y el Gobernador Provincial de Marga Marga.


Artículo 5°.- La Comisión Especial tendrá las siguientes funciones:


a) Preparar las bases y efectuar el llamado a concurso público.


b) Determinar la comuna y fijar la ubicación exacta donde se localizará el monumento.


c) Seleccionar los proyectos respectivos.


d) Organizar la colecta pública contemplada en el artículo 2°.


e) Administrar la cuenta y el fondo especiales establecidos en los artículos 2° y 3°, respectivamente.


f) Adquirir los bienes necesarios para emplazar y erigir el monumento.


Artículo 6°.- La Comisión Especial iniciará las actividades para erigir el monumento en memoria del señor Juan Bustos Ramírez dentro del plazo de 5 años contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo para regular la situación del trabajador dependiente que se desempeña como voluntario del Cuerpo de Bomberos.

Boletín Nº 9.720-13.


El Presidente, previo acuerdo unánime de la Sala, pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que la iniciativa en discusión fue aprobada en general en diciembre del 2015, cuenta con el segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


La Comisión efectuó tres enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las que fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.

- - -

Modificaciones introducidas por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

ARTÍCULO ÚNICO

Artículo 66 ter


-Ha intercalado, en el inciso primero, a continuación de la palabra “dependientes”, las siguientes frases: “regidos por el Código del Trabajo y aquellos regidos por el Estatuto Administrativo contenido en la ley N° 18.834, y por el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales contenido en la ley N° 18.883,”.


-Ha intercalado, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “este Código”, la siguiente frase: “, o como fundamento de una investigación sumaria o de un sumario administrativo, en su caso”.


-Ha sustituido el inciso final por el siguiente:

 
“El empleador podrá solicitar a la Comandancia de Bomberos respectiva la acreditación de la circunstancia señalada en este artículo.”.

- - -


La Vicepresidenta ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Letelier.


La Vicepresidenta pone en votación la iniciativa.


El resultado de la votación es de 25 votos a favor.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Coloma, García Huidobro, Girardi, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señor Zaldívar y señora Pérez San Martín.


Manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores De Urresti y Horvath.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado queda como sigue:


“Artículo único.- Agrégase al Código del Trabajo el siguiente artículo 66 ter, nuevo:


“Artículo 66 ter.- Los trabajadores dependientes regidos por el Código del Trabajo y aquellos regidos por el Estatuto Administrativo contenido en la ley N° 18.834, y por el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales contenido en la ley N° 18.883, que se desempeñen adicionalmente como voluntarios del Cuerpo de Bomberos estarán facultados para acudir a llamados de emergencia ante accidentes, incendios u otros siniestros que ocurran durante su jornada laboral.


El tiempo que estos trabajadores destinen a la atención de dichas emergencias será considerado como trabajado para todos los efectos legales. El empleador no podrá, en ningún caso, calificar esta salida como intempestiva e injustificada para configurar la causal de abandono de trabajo establecida en el artículo 160, número 4, letra a), de este Código, o como fundamento de una investigación sumaria o de un sumario administrativo, en su caso.


El empleador podrá solicitar a la Comandancia de Bomberos respectiva la acreditación de la circunstancia señalada en este artículo.”.

- - -


La Vicepresidenta, previo acuerdo unánime de la Sala, pone en discusión los siguientes proyectos de acuerdo, los que serán votados en conjunto:

Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Croacia relativo al Ejercicio de Actividades Remuneradas por parte de Familiares de Miembros de Misiones Diplomáticas o Representaciones Consulares, suscrito en Santiago, Chile, el 28 de julio de 2014.” (Boletín N°9.920-10).

Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana sobre autorización para el ejercicio de actividad laboral de los familiares dependientes del personal diplomático, consular y técnico-administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares, suscrito en Roma, Italia, el 13 de diciembre de 2013 (Boletín N°9.887-10).

Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Reconocimiento Mutuo de Títulos y Grados entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Colombia”, suscrito en Cartagena de Indias, República de Colombia, el 9 de noviembre de 2012 (Boletín N°9.919-10).


El Secretario General informa que el primero suscrito entre la República de Chile y el Gobierno de la República de Croacia y el segundo entre la República de Chile y el Gobierno de la República italiana y se refieren al objetivo de que los familiares de los miembros de las misiones Diplomáticas o representaciones consulares puedan ejercer actividades remuneradas.


Especifica que tanto el primero de ellos con Croacia, suscrito en Chile el 28 de julio de 2014, como el segundo suscrito en Roma, Italia|, en diciembre de 2013, cuentan con sendos informes de la Comisión de Relaciones Exteriores.


Respecto del tercero informa que es una materia distinta, porque aprueba un Acuerdo de Reconocimiento Mutuo de  Títulos y Grados entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Colombia, suscrito en Cartagena de Indias, República de Colombia, el 9 de noviembre de 2012, y que facilita el reconocimiento mutuo de títulos y grados académicos entre ambos países.

- - -


La Vicepresidenta da por aprobados los proyectos de acuerdo por la unanimidad de los Senadores presentes.


Queda terminado el tratamiento de estos asuntos.


El texto despachado, en cada caso, por el Senado es el que sigue:


El primer proyecto de acuerdo, Boletín N°9.920-10.


 “Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Croacia relativo al Ejercicio de Actividades Remuneradas por parte de Familiares de Miembros de Misiones Diplomáticas o Representaciones Consulares, suscrito en Santiago, Chile, el 28 de julio de 2014.”.


El segundo, Boletín N° 9.887-10.


“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Italiana sobre autorización para el ejercicio de actividad laboral de los familiares dependientes del personal diplomático, consular y técnico-administrativo de las misiones diplomáticas y representaciones consulares, suscrito en Roma, Italia, el 13 de diciembre de 2013.”.


El último, Boletín N° 9.919-10.


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo de Reconocimiento Mutuo de Títulos y Grados entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Colombia”, suscrito en Cartagena de Indias, República de Colombia, el 9 de noviembre de 2012.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece el día 28 de febrero de cada año como el Día Nacional de las Vertientes (Boletín Nº 10.094-12).


La Vicepresidenta, previo acuerdo unánime de la Sala, pone en discusión el proyecto de la referencia.


La Mesa ofrece la palabra y hace uso de ella la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.


La Vicepresidenta pone en votación la iniciativa.


El resultado de la votación es de 16 votos a favor.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Rossi, y Zaldívar.


Concluida la votación manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Horvath y Larraín.

- - -


En su exposición el Honorable Senador señor Zaldívar señala que estos asuntos no constituyen materia de ley y solicita se formule una consulta a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. La Sala accede.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado queda como sigue:


“Artículo único.- Establécese el 28 de febrero de cada año como el “Día Nacional de las Vertientes”.”.

- - -

Proyecto de ley, en tercer tramite, respecto de memorial en recuerdo de víctimas de accidente aéreo en archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 7.936-04.)


La Vicepresidenta, previo acuerdo unánime de la Sala, pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que este proyecto inició su tramitación en el Senado y a su respecto la Cámara de Diputados efectuó dos enmiendas. La primera consiste en agregar, en el artículo 4°, sobre la Comisión Especial encargada de ejecutar los objetivos de la ley, la posibilidad de que el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes designe a alguien en su representación para integrar la referida Comisión. La segunda reduce de 10 a 4 años el plazo que contempla el artículo 6° para ejecutar las obras.


La Mesa pone en votación la iniciativa.


El resultado de la votación es de 20 votos a favor.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Allamand, Araya, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Matta, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


La Vicepresidenta declara aprobadas las enmiendas.


Al término de la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Horvath

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado queda como sigue:


“Artículo 1°.- Autorízase erigir un memorial, en el archipiélago Juan Fernández, en recuerdo de las víctimas del accidente aéreo acaecido frente a sus costas el día 2 de septiembre de 2011.


Artículo 2°.- La obra se financiará mediante erogaciones obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas se efectuarán en las fechas que determine la Comisión Especial a que se refiere el artículo 4°.


Artículo 3°.- Créase un fondo constituido por las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.


Artículo 4°.- Créase una Comisión Especial, compuesta por integrantes ad-honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o por quien éste designe en su representación, quien la presidirá, un representante de la Ilustre Municipalidad de Juan Fernández, un representante del Directorio de Televisión Nacional de Chile, un representante de la Fundación Desafío Levantemos Chile, los Senadores de las Circunscripciones 5a y 6a, los Diputados de los Distritos Nos 13, 14 y 15, los decanos de las Facultades de Arquitectura de las universidades Pontificia Católica de Valparaíso, Federico Santa María y de Valparaíso, el Intendente de la Región de Valparaíso y, voluntariamente, por hasta un familiar por cada una de las víctimas del accidente.


El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría simple de sus miembros.


Artículo 5°.- La Comisión Especial tendrá las siguientes funciones:


a) Determinar la fecha y forma en que se efectuarán las colectas públicas contempladas en el artículo 2°, como también realizar las gestiones pertinentes destinadas a su realización.


b) Determinar el sitio en que se emplazarán las obras y monumentos, en coordinación con el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervigilar su construcción en el plazo establecido, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre monumentos nacionales.


c) Convocar a profesionales de reconocido prestigio para el diseño y ejecución de las obra.


d) Administrar el fondo contemplado en el artículo 3°.


e) Abrir una cuenta corriente bancaria especial para gestionar el referido fondo.


Artículo 6°.- Las obras deberán ejecutarse en el plazo de cuatro años contado desde la publicación de la presente ley. Vencido dicho plazo sin que se hubieren realizado las obras, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos de beneficencia que la Comisión Especial establezca.


Artículo 7°.- Si al concluir la construcción del memorial resultaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados a la finalidad específica que la Comisión Especial determine.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que Establece el 14 de agosto como Día Nacional de los Radioaficionados.

(Boletín Nº 9.428-06).


La Vicepresidenta pone en discusión el proyecto.


El Secretario General informa que el objetivo de la iniciativa es instaurar un día en que se recuerde a los radioaficionados.


Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar.


La Vicepresidenta ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Prokurica.


La Mesa pone en votación la iniciativa.


El resultado de la votación, por la aprobación en general y en particular del proyecto, es de 26 votos a favor.


Votan los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Araya, Coloma, García, García Huidobro, Guillier, Horvath, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


El Presidente declara aprobada, en general y en particular, la iniciativa de conformidad al artículo 120 del Reglamento


Concluida la votación expresa su intención de voto a favor el Honorable Senador señor De Urresti.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado queda como sigue:


“Artículo único.- Declárase el 14 de agosto de cada año, como el “Día Nacional del Radioaficionado”.”.

- - -


El Presidente cita a una reunión de Comités y suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas.

(Boletín Nº 10.008-04).


Previo acuerdo unánime de la Sala el Presidente otorga la palabra a la Ministra de Educación, para que formule una exposición general del proyecto. Interviene la Ministra.


La Sala acuerda, asimismo, autorizar el ingreso de asesores de la Ministra y de los señores Senadores.


La Vicepresidenta ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio; Rossi, Allamand, Quintana, Coloma y García.


Se ofrece enseguida la palabra al señor Ministro Hacienda, quien interviene.


A continuación continúan haciendo uso de la palabra los Honorables Senadores señora Von Baer, señores Zaldívar y Montes y señora Pérez San Martín.

- - -


El Secretario General informa que en este proyecto, que se ha puesto en discusión en particular, el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “discusión inmediata”.


Agrega que la Comisión de Educación y Cultura deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 4°, 5°, 7°, 9° y 10 permanentes, y 1°, 3°, 4°, 5°, 6°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 19, 20, 21, 22, 23, 29, 30, 37, 38, 40, 42, 44, 45, 47, 49, 50, 51, 52, 53, 54 y 55 transitorios (numeración correspondiente al texto aprobado en general) no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna Senadora o algún Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.


El Presidente da por aprobadas dichas disposiciones.


El Secretario General continúa reseñando que la Comisión de Educación y Cultura efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, algunas de las cuales fueron aprobadas por unanimidad y otras por mayoría de votos. Estas últimas serán puestas en discusión y votación oportunamente.


Que la Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia e introdujo enmiendas unánimes respecto del número 23 del artículo 1°, y el epígrafe del párrafo sexto de las disposiciones transitorias.


Hace presente que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifiesten su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas.


Añade que las votaciones se ajustarán a la proposición que formulara el acuerdo adoptado por los Comités.

- - -

Modificaciones propuestas por la Comisión de Educación y Cultura

Artículo 1°

Número 5)


Reemplazar el inciso primero del artículo 4° propuesto por el siguiente: 


“Artículo 4°.- Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer labores docentes quienes sean condenados por alguno de los delitos contemplados en las leyes números 20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4°, 20.066 y 20.357, y en los párrafos 1, 2, 5, 6 y 8 del Título VII; en los párrafos 1 y 2, en los artículos 395 a 398 del párrafo 3 y en el párrafo 5 bis del Título VIII, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título IX, todos del Libro Segundo del Código Penal, y los que se encontraren inhabilitados de acuerdo al artículo 39 bis del mismo Código.”.

Número 7)

Letra b)


Sustituirla por la que se señala a continuación:


“b) Actividades curriculares no lectivas: aquellas labores educativas complementarias a la función docente de aula, relativa a los procesos de enseñanza-aprendizaje considerando, prioritariamente, la preparación y seguimiento de las actividades de aula, la evaluación de los aprendizajes de los estudiantes, y las gestiones derivadas directamente de la función de aula. Asimismo, se considerarán  también las labores de desarrollo profesional y trabajo colaborativo entre docentes, en el marco del Proyecto Educativo Institucional y del Plan de Mejoramiento Educativo del establecimiento, cuando corresponda.”.

Número 8)

Letra b)


Reemplazar la expresión “En consecuencia” por “Asimismo”.

Número 9)


Reemplazar en el inciso final que se agrega al artículo 8° bis la frase “denunciarlo ante la Superintendencia de Educación Escolar, sin perjuicio” por la palabra “ejercer”.

Número 11)

- - -


Agrega el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 10:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las universidades que se encuentren en proceso de licenciamiento y bajo la supervisión del Consejo Nacional de Educación y que cuenten con la autorización de ese organismo, podrán impartir carreras de pedagogía hasta que dichas instituciones logren la plena autonomía, momento en el cual deberán acreditarse y acreditar la o las respectivas carreras, dentro de un plazo que no podrá ser superior a dos años contados desde que la institución haya logrado la plena autonomía.”.

- - -

Número 12)


Introducir las siguientes enmiendas al artículo 11 propuesto:

Inciso tercero


Reemplazar la frase “y el dominio de nuevas metodologías de enseñanza de acuerdo al contexto en que realiza su labor profesional” por “con especial énfasis en la aplicación de técnicas colaborativas con otros docentes y profesionales, así como también el desarrollo y fortalecimiento de las competencias para la inclusión educativa”.


Intercalar los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos:


“En el ejercicio de su autonomía, los establecimientos educacionales y en particular sus directores y equipos directivos, tendrán como una de sus labores prioritarias el desarrollo de las competencias profesionales de sus equipos docentes, asegurando a todos ellos una formación en servicio de calidad.


Con el objeto de lograr lo dispuesto en el inciso anterior los establecimientos educacionales podrán contar con el apoyo de los docentes de su dependencia que pertenezcan a los tramos profesionales experto I y experto II u otros docentes de esos mismos tramos de desempeño profesional, si así lo determinan voluntariamente, pudiendo para estos mismos fines generar redes de apoyo con otros establecimientos educacionales y, o equipos docentes.”.

- - -

Inciso cuarto


Pasa a ser inciso sexto, eliminando la expresión “si procede” después de la palabra “educacional”. 

Número 13)


En el artículo 12 que se reemplaza, agregar a continuación de la expresión “respectivos establecimientos” la locución “estimulando el trabajo colaborativo entre aquellos”.

- - -


Incorporar el siguiente número 14), nuevo: 


“14. Intercálase el siguiente artículo 12 bis, nuevo:


“Artículo 12 bis.- Los directores, en conjunto con sus equipos directivos, velarán por el desarrollo profesional de los docentes del establecimiento educacional. Para estos efectos podrán:


1. Proponer al sostenedor planes de formación para el desarrollo profesional de los docentes, considerando, entre otros, los requerimientos del plan de mejoramiento educativo como la información provista por el Sistema de Reconocimiento y Promoción del Desarrollo Profesional Docente, en el marco del Proyecto Educativo Institucional.


2. Promover la innovación pedagógica y el trabajo colaborativo entre docentes, orientados a la adquisición de nuevas competencias y la mejora de los saberes disciplinares y pedagógicos a través de la práctica docente.”.”.

- - -

Número 14)


Pasa a ser número 15), con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar su encabezado por el siguiente:


“15. Introdúcese el siguiente artículo 12 ter nuevo, pasando el actual artículo 12 bis a ser artículo 12 sexies:

Inciso primero del artículo 12 ter


- Suprimir la frase “en conformidad a los criterios establecidos en el artículo 27 bis de la ley N° 20.129”.

Inciso tercero del artículo 12 ter


- Reemplazar la frase “los requerimientos de formación” por “tanto las necesidades de los equipos docentes de los establecimientos educacionales, como aquellos requerimientos”.

Inciso cuarto del artículo 12 ter


- Eliminar expresión “sin fines de lucro”, y reemplazar la expresión numérica “ter” por “quater”.

Numeral 1.


Reemplazar la letra “A” por la letra “G".

Número 15)


Pasa a ser número 16), con las siguientes enmiendas;


- Reemplazar en su encabezado, y en el inicio del artículo que se propone, la expresión “12 ter” por “12 quater”.

Inciso segundo


- Agregar, después de la palabra “además”, la siguiente frase:


“que cuenta con la debida experticia en la o las disciplinas relacionadas con los cursos o programas que se propone impartir.”.


- Suprimir los ordinales i., ii. y iii.

Inciso tercero


Reemplazarlo por el siguiente:


“En el caso de las instituciones de educación superior, solo podrán certificarse cursos o programas impartidos por universidades, centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados.”.

Número 16)


Pasa a ser número 17), reemplazando en su encabezamiento y en el inicio del artículo que se propone, la expresión “12 quater” por “12 quinquies”.

Número 17)


Pasa a ser número 18), reemplazando en su encabezamiento la expresión “quinquies” por “sexies”.

Número 18)


Pasa a ser número 19).

Inciso primero

Letra b)


Agregar, después de la palabra “desempeña” la frase “quien podrá delegar esta facultad en el respectivo director,”.

Letra c)


Suprimirla.

Letra d)


Pasa a ser letra c), sustituyendo la expresión “12 ter” por “12 quater”.

Letra e)


Pasa a ser letra d), reemplazando la expresión “establecimiento patrocinante” por la frase “sector subvencionado o en los establecimientos a que se refiere el decreto ley número 3.166, de 1980.”.

Inciso segundo


Reemplazar el numeral 1., por el siguiente:


“1. Trabajar en un establecimiento con alta concentración de alumnos prioritarios, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 50, o que tenga una alta concentración de alumnos con necesidades educativas especiales, o en establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como aquellos multigrado o en situación de aislamiento o con alta concentración de estudiantes de ascendencia indígena o multicultural, de acuerdo a lo que defina el reglamento.”.

- - -


Intercalar el siguiente número 20), nuevo:


“20. Agrégase, a continuación del artículo 13, el siguiente artículos 13 bis, nuevo:


“Artículo 13 bis.- El profesional de la educación que incumpla sin justificación las obligaciones que le impone su participación en las acciones formativas referidas en el artículo 12 quater, no podrá acceder a nuevos cursos o programas de formación durante el plazo de dos años. Dicho incumplimiento deberá ser declarado por el Centro mediante resolución fundada, previa audiencia del interesado.”.”.

- - -

Número 19)


Pasa a ser número 21), añadiendo luego de la expresión numérica “13” la palabra “bis” y reemplazando en su encabezamiento y en el inicio del artículo que se propone, la expresión “13 bis” por “13 ter”.

Número 20)


Pasa a ser número 22) reemplazado por el que se indica a continuación: 


22. Introdúcese a continuación del artículo 18 el siguiente Título II, nuevo: 

“TÍTULO II

Del Proceso de Acompañamiento Profesional Local


Artículo 18 A.- El Proceso de Acompañamiento Profesional Local, regulado en este Título, tiene por objeto establecer lineamientos para que los establecimientos educacionales puedan instaurar procesos de mejora continua de sus docentes, desde el primer año de ejercicio y durante su permanencia en el mismo en calidad de docentes. 


Este proceso se compondrá de los siguientes sub-procesos:


1) Proceso de formación para el desarrollo profesional que busca fomentar el trabajo colaborativo y la retroalimentación pedagógica; y,


2) Proceso de Inducción al ejercicio profesional docente.

Párrafo I

De la formación local para el desarrollo profesional.


Artículo 18 B.- La formación local para el desarrollo profesional, tiene por objeto fomentar el trabajo colaborativo y la retroalimentación pedagógica. Es un proceso a través del cual los docentes, en equipo e individualmente, realizan la preparación del trabajo en el aula, la reflexión sistemática sobre la propia práctica de enseñanza-aprendizaje en el aula, y la evaluación y retroalimentación para la mejora de esa práctica. Lo anterior, considerando las características de los estudiantes a su cargo y sus resultados educativos.


Corresponderá al director del establecimiento educacional, en conjunto con el equipo directivo, implementar el proceso descrito en el inciso anterior a través de planes locales de formación para el desarrollo profesional. Estos deberán ser aprobados por el sostenedor y serán parte de los Planes de Mejoramiento Educativo, de conformidad con los Proyectos Educativos Institucionales de los establecimientos.


Para llevar a cabo esta labor los equipos directivos podrán contar con la colaboración de quienes se desempeñen como docentes mentores de conformidad con lo establecidos en el artículo 18 O.


Artículo 18 C.- Los planes locales de formación para el desarrollo profesional serán diseñados por el director del establecimiento educacional en conjunto con el equipo directivo, con consulta a los docentes que desempeñen la función técnico-pedagógica y al Consejo de profesores. Dicho plan podrá centrarse en la mejora continua del ciclo que incluye la preparación y planificación; la ejecución de clases; la evaluación y retroalimentación para la mejora continua de la acción docente en el aula; la puesta en común y en equipo de buenas prácticas de enseñanza y la corrección colaborativa de los déficits detectados en este proceso, así como también en el análisis de resultados de aprendizaje de los estudiantes y las medidas pedagógicas necesarias para lograr la mejora de esos resultados.


Artículo 18 D.- Los directivos de los establecimientos, con consulta a su sostenedor, podrán establecer redes inter establecimientos para fomentar el trabajo colaborativo y la retroalimentación pedagógica, pudiendo contar para ello con la colaboración de los docentes mentores que se desempeñen en el ámbito local.


Artículo 18 E.- Los planes locales  de formación para el desarrollo profesional, deberán formar parte de la rendición de cuentas que los directivos realizan sobre el desempeño del establecimiento educacional y sus planes de mejoramiento, según lo establece el Título III, Párrafo 3° de la ley N° 20.529.


Artículo 18 F.- La ejecución de los planes señalados en el presente párrafo, podrá realizarse con cargo a los recursos establecidos en la ley N° 20.248 en la medida que el sostenedor disponga de ellos  y se entenderá que éstos constituyen por sí mismos una razón fundada para superar el porcentaje de gasto que dispone el inciso tercero del artículo 8° bis, del referido cuerpo legal.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, el establecimiento educacional no podrá gastar más de un 5% por sobre el 50% señalado en dicho inciso tercero del referido artículo 8º bis.


La Superintendencia de Educación fiscalizará el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior.

Párrafo II

Del Proceso de Inducción al ejercicio profesional docente.


Artículo 18 G.- La inducción consiste en el proceso formativo que tiene por objeto acompañar y apoyar al docente principiante en su primer año de ejercicio profesional para un aprendizaje, práctica y responsabilidad profesional efectivo; facilitando su inserción en el desempeño profesional y en la comunidad educativa a la cual se integra.


La inducción es un derecho que tendrán todos los docentes que ingresan al ejercicio profesional en un establecimiento educacional subvencionado de conformidad al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, o regido por el decreto ley N°3.166, de 1980, siempre y cuando en su respectivo contrato se estipule una jornada semanal de un máximo de 38 horas, por el periodo en que se desarrolle el respectivo proceso de inducción.


Se entenderá por “docente principiante” aquel profesional de la educación que, contando con un título profesional de profesor(a) o educador(a), no haya ejercido la función docente de conformidad al artículo 6° de la presente ley o la haya desempeñado por un lapso inferior a un año o a dos años en caso que haya sido contratado durante el primer año escolar al que se incorporó al establecimiento educacional. Asimismo, para efectos de lo dispuesto en este título, el docente deberá estar contratado para desarrollar funciones de aquellas señaladas en el artículo 6º de esta ley, y no encontrarse inhabilitado para ejercer como docente de acuerdo al artículo 4°. 


El proceso de inducción deberá iniciarse dentro del año escolar en que el profesor ingrese a prestar sus servicios profesionales, tendrá una duración de diez meses y requerirá una dedicación semanal exclusiva de un mínimo de cuatro y un máximo de seis horas. Durante este período el docente principiante será acompañado y apoyado por un docente denominado “mentor”.


El equipo directivo del establecimiento educacional, en conjunto con el mentor, efectuarán recomendaciones respecto del desempeño del docente principiante durante el proceso de inducción, las que serán consideradas en las acciones de apoyo formativo que éste debe recibir, de conformidad con el numeral 1. del inciso cuarto del artículo 12 ter.


Artículo 18 H.- Los establecimientos educacionales que, de conformidad a las normas del párrafo 3º del Título II de la ley N° 20.529, sean considerados como de Desempeño Alto podrán implementar y administrar sus propios Procesos de Inducción. 


Asimismo, podrán solicitar al Centro autorización para implementar sus propios planes de inducción aquellos establecimientos educacionales considerados como de Desempeño Medio y que hayan fluctuado entre dicha categoría y la de Desempeño Alto durante los tres años anteriores a la solicitud. Los plazos y procedimientos serán establecidos en un reglamento. 


Artículo 18 I.- Corresponderá al director, en conjunto con el equipo directivo de los establecimientos señalados en el artículo anterior, la administración e implementación del proceso de inducción mediante el diseño y aplicación de un plan de inducción. Dicho plan deberá tener relación con el desarrollo de la comunidad educativa y ser coherente con el Proyecto Educativo Institucional y el Plan de Mejoramiento de éste.


El director, en conjunto con el equipo directivo, designarán a los docentes mentores entre los profesionales de la educación de su dependencia o pertenecientes a redes de establecimientos o de los incorporados en el registro público de mentores que se constituyan para tales efectos en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 18Q. Esta designación deberá ser informada al Centro.


Artículo 18 J.- Con el objeto de evaluar el proceso de inducción, el docente mentor deberá entregar al término de dicho proceso, un informe al director del establecimiento, en el que éste deberá dar cuenta de cómo el docente principiante ha cumplido con el plan de inducción. Dicho informe será público y deberá ser remitido al Centro. 


Artículo 18 K.- El sostenedor de aquellos establecimientos educacionales que, de conformidad al artículo 18 H, desarrollen procesos propios de inducción, deberá suscribir un convenio con el Ministerio de Educación, por intermedio del Centro, en el cual se deberá consignar el o los establecimientos educacionales y el o los planes de inducción a implementar.


En este convenio se deberá estipular, a lo menos, la obligación del sostenedor de implementar los planes de inducción y ser responsable de su cumplimiento. Asimismo, en forma previa al inicio de los procesos de inducción, se deberá informar al Centro el número e identificación de los docentes principiantes y el número e identificación de los docentes mentores.

Asimismo, se estipulará que para efectos del pago a los docentes principiantes y a los docentes mentores, el Ministerio de Educación transferirá al sostenedor los recursos que correspondan de acuerdo a los artículos 18 N y 18 T, los que deberán destinarse exclusivamente al pago a los docentes principiantes y mentores. 


Los sostenedores deberán rendir cuenta pública anual del uso que le hubieran asignado a estos recursos, de conformidad a lo dispuesto en el Título III de la ley N° 20.529. Los recursos recibidos durante el año calendario anterior, se rendirán hasta el 31 de marzo del año siguiente.


La Superintendencia de Educación pondrá a disposición de los establecimientos educacionales formatos estandarizados e instrumentos que sean necesarios para llevar a cabo de forma eficiente los procesos de rendición de los recursos, en los que sólo se podrá realizar un juicio de legalidad del uso de los recursos y no podrá extenderse al mérito del mismo.


En todo caso, los planes de inducción deberán formar parte de la rendición de cuentas que los directivos realizan sobre el desempeño del establecimiento y sus planes de mejoramiento, según lo establece la ley N° 20.529.


Artículo 18 L.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 18 H, al Centro le corresponderá la administración e implementación de los procesos de inducción de aquellos establecimientos educacionales que no se rijan por lo dispuesto en dicho artículo, correspondiéndole elaborar el plan de inducción, designar a los docentes mentores, coordinar con los sostenedores o administradores la ejecución de los mismos y supervigilar la labor de los docentes mentores. 


Con todo, los directores, en conjunto con el equipo directivo, podrán establecer planes de inducción propios para efectos de su implementación en el establecimiento educacional, de modo que estos tengan relación con el desarrollo de su comunidad educativa y sean coherentes con el proyecto educativo institucional y el programa de mejoramiento de éste. Asimismo, en el plan de mentoría señalado en el artículo 18 P, podrán establecerse objetivos específicos de la inducción, que sean complementarios a los definidos por el establecimiento educacional.


Sin perjuicio de lo anterior, el Centro pondrá a disposición de los sostenedores o administradores de establecimientos educacionales modelos de planes de inducción que establecerán un marco general para el desarrollo de los planes de mentoría de que trata el artículo 18 P. El diseño de los planes de inducción deberá reconocer las particularidades de los niveles y modalidades educativos, así como la diversidad y el contexto de los establecimientos educacionales y sus estudiantes.


Artículo 18 M.- En aquellos casos de procesos de inducción administrados e implementados por el Centro, el docente principiante deberá firmar un convenio con éste, en el cual se establecerán, a lo menos, las siguientes obligaciones:


a) Dedicar un mínimo de cuatro y un máximo de seis horas semanales exclusivamente para el desarrollo de actividades propias del proceso de inducción.


b) Asistir a las actividades convocadas por el Centro que se encuentren directamente vinculadas con el proceso de inducción.


Artículo 18 N.- Los docentes principiantes, mientras realicen el proceso de inducción, tendrán derecho a percibir una asignación de inducción, correspondiente a un monto mensual de $ 81.054.-, financiada por el Ministerio de Educación, la que se pagará por un máximo de diez meses.


Esta asignación será imponible, tributable, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración, y se ajustará en la misma oportunidad y porcentaje en que se reajusten las remuneraciones del sector público.


En el caso de los procesos de inducción desarrollados de conformidad al artículo 18 H, el Ministerio transferirá estos recursos al sostenedor de acuerdo a lo señalado en el artículo 18 K. Por su parte, en los procesos de inducción administrados por el Centro, éste transferirá dicha suma directamente al docente principiante.


Artículo 18 Ñ.- La Subsecretaría de Educación, a través del Centro, mediante resolución fundada y, en el caso señalado en la letra b), previa audiencia del interesado y del director o equipo directivo si correspondiere, resolverá la pérdida de la asignación de inducción, poniéndose término al respectivo proceso, de aquellos docentes principiantes que:


a) sean desvinculados del establecimiento en que se desempeñaban mientras desarrollaban su proceso de inducción, o


b) incumplan gravemente sus obligaciones establecidas en el convenio regulado en el artículo 18 M, de acuerdo a lo que en éstos se señale.


En caso que el sostenedor ponga término al proceso de inducción por incumplimientos del principiante o mentor, éste deberá restituir al Ministerio de Educación los recursos no utilizados en el proceso de inducción. 

Párrafo III

De la Mentoría para docentes principiantes y para la formación local para el desarrollo profesional.


Artículo 18 O.- Se entenderá por docente mentor aquel profesional de la educación que cuenta con una formación idónea para conducir el proceso de inducción al inicio del ejercicio profesional de los docentes principiantes y para la formación para el desarrollo profesional que fomenta el trabajo colaborativo y la retroalimentación pedagógica.


El docente mentor deberá encontrase reconocido a lo menos en el tramo profesional avanzado del desarrollo profesional docente y podrá tener hasta un máximo de tres docentes principiantes a su cargo. 


En el caso que el docente mentor realice labores en el proceso de formación local para el desarrollo profesional, los directores del deberán definir la carga de trabajo de cada uno, con el objeto de no alterar el normal desarrollo del proceso de enseñanza-aprendizaje en el establecimiento.


Artículo 18 P.- El docente mentor deberá diseñar, ejecutar y evaluar un plan de mentoría, el que consistirá en un conjunto sistemático de actividades relacionadas directamente con el objeto del proceso de inducción, metódicamente organizadas y que serán desarrolladas bajo su supervisión, durante el desarrollo de aquel proceso.


Este plan deberá considerar, a lo menos, la planificación de las actividades de aula del respectivo docente principiante y visitas periódicas del docente mentor a ellas; la realización de reuniones periódicas entre el docente mentor y el docente principiante a su cargo, en las cuales se analicen y evalúen las actividades del plan; la evaluación de la aplicación de los dominios establecidos en el artículo 19 K y la asistencia a actividades que desarrolle el Centro para los procesos de inducción. Asimismo, deberá ser coherente con el plan de inducción del establecimiento educacional establecido en el artículo 18 L, si lo hubiese, y considerar el proyecto educativo del establecimiento educacional donde se desempeña el docente principiante y su contexto.


El Centro pondrá a disposición de los docentes mentores modelos de planes de mentoría.


Artículo 18 Q.- Los docentes mentores que se desempeñen en establecimientos educacionales cuyo proceso de inducción es administrado por el Centro, deberán estar inscritos en un registro público que éste llevará, pudiendo solicitar su inscripción previo cumplimiento de los siguientes requisitos:


a) Haber aprobado un curso o programa de formación de aquellos impartidos o certificados por el Centro, de conformidad a los artículos 11 y siguientes.


b) Encontrarse reconocido a lo menos en el tramo profesional avanzado del desarrollo profesional docente, de conformidad a lo dispuesto en el Título III.


El director en conjunto con el equipo directivo, podrán proponer al Centro docentes del establecimiento educacional que en el desempeño de sus funciones demuestren habilidades para el acompañamiento pedagógico de sus pares y que cumplan con los requisitos establecidos en las letras b) precedentes para su formación como mentores.


En caso de establecimientos educacionales que de conformidad al artículo 18 H administren sus propios procesos de inducción, el director en conjunto con el equipo directivo, podrán designar a los mentores de entre aquellos docentes que se encuentren reconocidos al menos en el tramo profesional avanzado y que cuenten con la formación para ser mentores que defina el propio establecimiento educacional, la que deberá ser registrada en el Centro. Estos mentores deberán inscribirse en el registro que éste llevará para el solo efecto de desarrollar procesos de inducción en los establecimientos educacionales o red inter establecimientos para las cuales haya sido contratado.


Artículo 18 R.- En caso de procesos de inducción administrados por el Centro, éstos serán asignados a aquellos docentes mentores con inscripción vigente en el registro, que cumplan los siguientes requisitos:


a) Desempeñarse en el mismo establecimiento educacional que el respectivo docente principiante, o en su defecto en una comuna que le permita desarrollar el proceso de inducción.


b) Impartir docencia en el mismo nivel de enseñanza y especialidad del docente principiante, o en su defecto del mismo nivel.


En caso que por la aplicación de los criterios señalados en el inciso anterior sea posible designar más de un docente mentor, se preferirá a aquél que determinen el director en conjunto con el equipo directivo. En subsidio, se aplicarán los siguientes criterios de prelación:


i. Los profesionales de la educación que obtengan una evaluación destacada en la dirección de procesos de inducción previamente desarrollados.


ii. Los profesionales de la educación que se encuentren en el tramo experto II o experto I, en ese orden, en el sistema de reconocimiento del desarrollo profesional docente.


Artículo 18 S.- En el caso de los procesos de inducción administrados por el Centro, el profesional de la educación que sea designado de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior para dirigir procesos de inducción, deberá suscribir un convenio directamente con el Centro, en el cual se deberán estipular, a lo menos, las siguientes obligaciones:


a) Diseñar, ejecutar y evaluar el plan de mentoría para cada docente principiante que se le asigne.


b) Mantener una comunicación y trabajo colaborativos permanentes con quienes desempeñen la función docente-directiva en el o los establecimientos educacionales donde ejerzan el o los docentes principiantes a su cargo.


c) Entregar al establecimiento y al Centro, un informe final de las actividades realizadas en el marco del plan de mentoría, el proceso de inducción y el grado de cumplimiento de éste. Copia de dicho informe deberá ser remitido a la Dirección Provincial de Educación competente al domicilio del establecimiento educacional en el que desarrolló la mentoría.


Si un docente mentor designado no suscribe el convenio dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la notificación de la respectiva resolución, se entenderá, para todos los efectos legales, que ha rechazado ejercer la mentoría para el respectivo docente principiante. En este caso, el Centro podrá convocar a la suscripción del convenio a un docente mentor disponible de acuerdo a los criterios del artículo 18 R, y que cumpla con los requisitos legales, quien, a su vez, deberá suscribir el convenio dentro del mismo plazo señalado en este inciso, y así sucesivamente.


Artículo 18 T.- En caso de procesos de inducción administrados por el propio establecimiento educacional de conformidad a lo dispuesto en el artículo 18 H, para efectos del pago a los docentes mentores, el sostenedor recibirá una suma equivalente a $1.105.280.- por cada docente principiante que participe en el proceso de inducción hasta en 10 cuotas mensuales. Esta suma deberá destinarse exclusivamente al pago de los docentes mentores que designe el establecimiento educacional de acuerdo a la distribución que éste decida. 


En caso de los procesos de inducción administrados por el Centro, los docentes mentores que hayan firmado un convenio con éste para desarrollar procesos de inducción, tendrán derecho a percibir honorarios por cada docente principiante que acompañen y apoyen, los que ascenderán a $ 1.105.280.-, pagados por el Ministerio de Educación, hasta en diez cuotas mensuales.


Los honorarios y la suma señalados en los incisos anteriores  se reajustarán anualmente en la misma oportunidad y porcentaje que las remuneraciones del sector público.


Artículo 18 U.- Respecto de aquellos procesos de inducción administrados por el Centro, le corresponderá a éste evaluar el desempeño de los docentes mentores, para lo cual diseñará e implementará un sistema de evaluación de los procesos de inducción, el que considerará al menos:


a) La correcta vinculación de los docentes mentores con quienes desempeñen la función docente-directiva en los establecimientos en que se desarrolla la mentoría.


b) La evaluación que hará el docente principiante a su respectivo docente mentor, conforme a las pautas que para estos efectos establezca el reglamento.


c) La evaluación del director del establecimiento en que se haya desarrollado el respectivo proceso de inducción.


Artículo 18 V.- En el caso de procesos de inducción administrados por el Centro, previa audiencia del interesado, la Subsecretaría de Educación, mediante resolución fundada del Centro, dispondrá el término del proceso de inducción y, asimismo, la pérdida del derecho a percibir las cuotas de los honorarios de mentoría. Son causales de incumplimiento:


a) Incumplir gravemente a sus obligaciones establecidas en el convenio señalado en el artículo 18 M, de acuerdo a lo que en éste se señale.


b) Ser evaluados insatisfactoriamente en su función, por el Centro o por el director y equipo directivo, según corresponda.


c) Ser evaluados en un nivel insatisfactorio o básico, de conformidad a lo establecido en el artículo 70 de esta ley.


Asimismo, se excluirá del registro público de mentores a los profesionales que incurran en alguna de las circunstancias establecidas en las letras a), b) o c), por segunda vez. El docente excluido podrá solicitar su reinscripción una vez transcurrido el plazo de tres años de notificada la resolución respectiva, siempre que cumpla con los requisitos legales para ello.


De aplicarse dicha medida, el Centro deberá asignar un nuevo docente mentor al docente principiante respectivo, por el tiempo que falte para el término de su proceso de inducción, a quien le corresponderán las restantes cuotas de los honorarios de mentoría. 


Artículo 18 W.- En aquellas zonas del territorio nacional en que no sea posible asignar docentes mentores de conformidad a los artículos anteriores, el Centro deberá implementar programas y actividades especiales para apoyar la adecuada inmersión profesional de los docentes principiantes que lo soliciten.

Párrafo IV

Otras disposiciones


Artículo 18 X.- Los sostenedores o administradores, según corresponda, de establecimientos educacionales cuyos docentes principiantes o mentores desarrollen el proceso de inducción regulado en el presente Título, deberán otorgar las facilidades que correspondan para el cumplimento de sus respectivas obligaciones, asegurando siempre que no se altere el normal funcionamiento del establecimiento educacional.


Artículo 18 Y.- La información proveniente de los procesos de inducción y mentoría será pública, sin perjuicio de la debida reserva de los datos personales de conformidad a la ley.


Con todo, la información deberá ser entregada en forma agregada, de modo que no puedan ser identificados los resultados de los procesos a nivel individual.


Artículo 18 Z.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y suscrito por el Ministro de Hacienda desarrollará las materias reguladas en el presente título.

Párrafo V

Normas comunes al proceso de acompañamiento profesional local.


Artículo 18 Z bis.- La Agencia de la Calidad de la Educación, de conformidad a lo previsto en las letras d) y e) del artículo 10 de la ley N° 20.529, entregará al Ministerio de Educación los resultados de las evaluaciones que realice respecto de la implementación de acciones formativas y procesos de inducción, realizadas directamente en los establecimientos educacionales. 


Artículo 18 Z ter.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, corresponderá al Centro:


1) Llevar un registro público de docentes principiantes, docentes mentores y de aquellos establecimientos educacionales que implementen y administren sus propios procesos de inducción.


2) Implementar o certificar programas de formación de mentores, así como también cursos y actividades conducentes a la formación continua de éstos, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 11 y siguientes de esta ley.


3) Realizar estudios para la mejora del proceso de inducción y de formación local para el desarrollo profesional, en función de la información que genere el Sistema reglado en el presente título. Para ello, el Centro podrá contar con la colaboración de la Agencia de la Calidad de la Educación. 


4) Poner a disposición de los sostenedores planes de inducción y mentoría para su implementación en los establecimientos educacionales.”.”.

Número 21)


Pasa ser número 23), con las siguientes enmiendas:

Artículo 19 D


Agregar el siguiente inciso final:


“Será especialmente valorado que los docentes de los tramos profesionales experto I y experto II cuenten con una especialización pedagógica a elección de éstos tales como: curriculum, convivencia escolar, liderazgo y gestión educativa, inclusión y atención a la diversidad, evaluación, entre otros.”.

Artículo 19 H


Agregar, después de la expresión “19 C” la locución “y D”.

Artículo 19 J


Agregar los siguientes incisos finales, nuevos:


“Los estándares de desempeño docente serán elaborados por el Ministerio de Educación, y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.


Para efectos de la aprobación de dichos estándares se aplicarán los procedimientos y plazos establecidos en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley Nº2, del Ministerio de Educación, de 2009.”.

Artículo 19 K

Inciso primero


Intercalar en su encabezado, a continuación de la expresión “el Centro diseñará” la frase “, en colaboración con la Agencia de la Calidad de la Educación,”.

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Un portafolio profesional de competencias pedagógicas que evaluará la práctica docente de desempeño en el aula considerando sus variables de contexto. Dicho portafolio considerará, al menos, evidencias documentadas relativas a las mejores prácticas del docente sobre:


1. Desempeño profesional en el aula, considerando la vinculación de éste con los estudiantes y los procesos de enseñanza aprendizaje.


2. Prácticas colaborativas, acciones de liderazgo y cooperación, trabajo con pares, padres y apoderados y otras relativas al dominio señalado en la letra d) del artículo 19 J, en su contexto cultural.


3. Creación de contenidos, materiales de enseñanza, actividades académicas, innovación pedagógica, investigación y otras relacionadas con un desarrollo profesional de excelencia.


4. Perfeccionamiento pertinente al ejercicio profesional y nivel de desarrollo del docente, siempre que dicho perfeccionamiento se realice de conformidad a lo dispuesto en el párrafo III del Título I. En caso de estudios de postgrado, estos deberán ser atingentes a su función de acuerdo a los requisitos que determine un reglamento. Los estudios de postgrado efectuados en Chile deberán ser impartidos por universidades acreditadas. En el caso de los estudios de postgrado efectuados en el extranjero se considerarán aquellos reconocidos, validados o convalidados en Chile, sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales vigentes.”.

- - -


Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En el caso de los tramos Experto I y Experto II se considerará especialmente una especialización pedagógica a elección del docente en ámbitos tales como currículum, convivencia escolar, liderazgo y gestión educativa, inclusión y atención a la diversidad y evaluación, entre otros.”.

- - -

Artículo 19 L


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 19 L.- El instrumento portafolio señalado en el artículo anterior se aplicará por el Centro respecto del profesional de la educación cada cuatro años, en la misma oportunidad que el sistema de evaluación establecido en el artículo 70. Se utilizará el mismo instrumento portafolio en ambos sistemas de evaluación. 


El instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos será aplicado por la Agencia de Calidad de la Educación y sus resultados serán entregados al Centro en la forma y plazos que determine el reglamento a que se refiere el artículo 19 U.


Corresponderá al Ministerio de Educación la coordinación entre la Agencia de la Calidad de la Educación y el Centro para los efectos de la implementación del Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III del decreto ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.”.

Artículo 19 Ñ

Inciso tercero


Eliminar.

Inciso cuarto


Reemplazar la frase por “no estarán obligados a rendirla en los procesos de reconocimiento siguientes”, por “no estarán obligados a rendir este instrumento en los procesos de reconocimiento siguientes”.

Inciso final


Reemplazarlo por el siguiente: 


“En ningún caso, un docente podrá acceder a un nuevo tramo por el solo transcurso del tiempo, debiendo rendir, al menos, uno de los instrumentos de evaluación.”. 

Artículo 19 O


Agregar los siguientes incisos penúltimo y final, nuevos:


“Los profesionales de la educación podrán acceder desde el tramo profesional inicial a los tramos profesional temprano o avanzado, siempre que obtengan los resultados requeridos de acuerdo al inciso anterior. En caso que sus resultados no les permitan avanzar del tramo profesional inicial, a lo menos al tramo temprano, deberán rendir nuevamente los instrumentos en el plazo de dos años.


Los profesionales de la educación que accedan al tramo profesional temprano con categoría de logro “A” en alguno de los instrumentos de evaluación, podrán en los siguientes procesos de reconocimiento acceder al tramo experto I, de obtener los resultados para ello y contar con los años de experiencia requeridos.”

Artículo 19 P


Reemplazar la expresión “los incisos primero y tercero” por “el inciso primero” y la locución “dichos incisos” por “dicho inciso”.

Artículo 19 S


Reemplazar, en su inciso primero, la frase “en un plazo de nueve años, contado desde la primera notificación de la resolución que le asigna el tramo inicial” por “en dos procesos consecutivos de reconocimiento profesional”.

- - -


Agregar los siguientes inciso segundo, tercero y cuarto, nuevos: 


“Asimismo, aquél docente que perteneciendo al tramo profesional temprano obtenga resultados de logro profesional que no le permitan acceder al tramo avanzado en dos procesos consecutivos de reconocimiento profesional, deberá ser desvinculado y perderá, para todos los efectos legales, su reconocimiento de tramo en el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y su antigüedad.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, transcurrido el plazo de dos años contado desde la fecha de desvinculación, dicho profesional podrá ser contratado nuevamente, debiendo ingresar al tramo inicial del Sistema de Desarrollo Profesional Docente, y rendir los instrumentos de dicho Sistema dentro de los cuatro años siguientes a su contratación. 


En caso que aquél no obtenga resultados que le permitan acceder al tramo avanzado, deberá ser desvinculado y no podrá ser contratado en el mismo ni en otro establecimiento educacional en que se desempeñen profesionales de la educación que se rijan por lo dispuesto en este Título.”.

Artículo 19 V


Reemplazarlo por el siguiente:


“Los establecimientos educacionales acogidos al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, y los regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, para efectos de percibir la subvención o aporte, según corresponda, deberán contratar a los profesionales de la educación referidos en el artículo 2°, de acuerdo al régimen establecido en el Título II. Dicho título será aplicable a las personas legalmente habilitadas para ejercer la función docente y las autorizadas para desempeñarla de acuerdo a las normas legales vigentes de la forma que determine el reglamento.


Sin perjuicio de lo anterior, los establecimientos educacionales del sector particular subvencionado y los regidos por el decreto ley Nº3.166, de 1980, podrán contratar profesionales de la educación sin sujeción al título III para desarrollar labores transitorias u optativas.”.

- - -


Agregar, los siguientes artículos 19 W y 19 X:


“Artículo 19 W.- El Sistema de Desarrollo Profesional Docente, la Evaluación de Desempeño Docente y la aplicación de los programas, cursos y actividades de formación señaladas en el párrafo II del Título I deberán ser evaluados cada seis años, para lo cual el Ministerio de Educación encargará dicha evaluación a una organización internacional de reconocida experiencia en la materia cuyos resultados serán públicos.


Asimismo, esta revisión, deberá considerar la información que entregue la Agencia de la Calidad de la Educación de acuerdo a lo dispuesto en  el artículo 18 Z ter y el artículo siguiente.


Artículo 19 X.- La Agencia de la Calidad de la Educación, de conformidad a lo previsto en las letras d) y e) del artículo 10 de la ley N° 20.529, entregará al Ministerio de Educación, a través del Centro, los resultados de las evaluaciones que realice respecto de la implementación de acciones de promoción del desarrollo profesional docente, realizadas en los establecimientos educacionales.”.

Número 22


Considerarlo como número 24, sin enmiendas.

Número 23


Pasa a ser número 25, reemplazado por el que se indica a continuación:


“25. Reemplázase la numeración del artículo 19 por artículo 19 Y.”.

Números 24 a 26


Pasan a ser números 26 a 28, sin modificaciones.

Número 27

Inciso segundo


Eliminarlo.

Número 28


Pasa a ser número 30, con la siguiente enmienda:


- Agregar el siguiente inciso segundo:


“Los sostenedores podrán establecer asignaciones especiales de incentivo profesional, las que se otorgarán por razones fundadas en el mérito, tendrán el carácter de temporal  o permanente y se establecerán para algunos o la totalidad de los profesionales de la educación, de uno o más de los establecimientos de la respectiva municipalidad.”.

Número 29


Pasa a ser número 31, sin modificaciones.

Número 30


Pasa a ser número 32, sin enmiendas.

Número 31


Pasa a ser número 33.

Inciso primero


Agregar, al final, la siguiente oración “y el monto fijo se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que las remuneraciones del sector público.”.

- - -


Intercalar el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual cuarto a ser quinto:


“En aquellos establecimientos educacionales con una concentración de alumnos prioritarios igual o superior al 80%, los profesionales de la educación que se encuentren en los tramos profesional avanzado, experto I y experto II, recibirán por concepto de esta asignación un monto fijo mensual adicional de $60.000.-, para un contrato de 44 horas cronológicas semanales. Para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales, este monto se pagará proporcionalmente a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos. Esta suma se reajustará en la misma proporción y oportunidad que el monto fijo señalado en el inciso primero.”.

- - -

Número 32


Pasa a ser número 34, sin enmiendas.

Número 33


Pasa a ser número 35, reemplazando en el inciso segundo del artículo 54 propuesto, el guarismo “$228.258.-“ por “$224.861.-“ y el guarismo “$76.086.-“ por “$74.954.-.”.

Números 34 a 38


Pasan a ser números 36 a 40, en sus mismos términos.

Número 39


Pasa a ser número 41, reemplazando su letra c) por la siguiente:


“c) Agréganse los siguientes incisos finales:


“En la distribución de la jornada de trabajo se deberá procurar que las horas no lectivas sean asignadas en bloques de tiempo suficiente para que los profesionales de la educación puedan desarrollar la totalidad de sus labores y tareas asociadas al proceso de enseñanza y aprendizaje dentro de aquella.


Un porcentaje de a lo menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases y de evaluación de aprendizajes, así como también a otras actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean determinadas por el director, previa consulta al Consejo de Profesores.


Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, de conformidad al procedimiento establecido en los artículos 51 y siguientes de la ley N°20.529.”.”.

Números 40 a 44


Pasan a ser números 42 a 46, si  enmiendas.

- - -

Intercalar el siguiente número 47, nuevo:


“47. Agrégase al artículo 78 el siguiente inciso segundo:


“Lo señalado en el inciso anterior será aplicable aun cuando los establecimientos educacionales particulares subvencionados de acuerdo al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, y aquellos establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, tengan profesionales de la educación estén sujetos a lo prescrito en el Título III del este cuerpo legal, por lo que en todo caso continuarán rigiéndose por las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias.".

- - -

Número 45


Pasa a ser número 48.

Letra c)


Reemplazar el inciso sexto propuesto por el siguiente:


“Al menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases y de evaluación de aprendizajes, así como también a otras actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean determinadas por el director, previa consulta al Consejo de Profesores.”.

Número 46


Pasa a ser artículo 49, eliminando en su inciso primero el guarismo “48”.

Número 47 a 49


Pasan a ser números 50 a 52, en sus mismos términos.

Número 50


Pasa a ser número 53


Reemplazar el artículo 88 C propuesto por el siguiente:


“Artículo 88 C.- Establécese una asignación para los profesionales de la educación regidos por este Título que ingresen al Sistema de Desarrollo Profesional Docente de conformidad al Título III de esta ley, la que se calculará y pagará de la siguiente manera:


a) Su monto se establecerá sobre la base de la remuneración básica mínima nacional en los términos establecidos en el artículo 35 para un docente de educación básica y las asignaciones establecidas en los artículos 48, 49, 50 y 54 de esta ley, calculadas de acuerdo al tramo de desarrollo profesional docente en que sea reconocido, sus horas de contrato y años de ejercicio profesional acreditados de conformidad al artículo 19 I.


b) La asignación establecida en este artículo se pagará en caso que la remuneración que percibe el profesional de la educación sea inferior a la remuneración y asignaciones señaladas en la letra a) precedente, y será equivalente a la diferencia entre ambos montos. Para estos efectos, la remuneración del profesional de la educación se determinará de acuerdo al promedio de los doce meses inmediatamente anteriores a la fecha en que se calcule la asignación, o de acuerdo a la remuneración pactada en el caso de profesionales de la educación que se incorporen a un establecimiento educacional.


Esta asignación será de carácter mensual, imponible y tributable, no será base de cálculo de ninguna otra remuneración, y se absorberá por los aumentos de remuneraciones permanentes del profesional de la educación y por cualquier otro aumento de remuneraciones permanentes que establezca la ley.


c) Con todo, esta asignación se calculará anualmente en los mismos términos señalados en las letras anteriores, así como cada vez que por aplicación del Sistema de Reconocimiento y Promoción del Desarrollo Profesional Docente, el profesional de la educación acceda a un nuevo tramo, y se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que se reajusten las remuneraciones del sector público.


d) Existirá el derecho a percibir esta asignación mientras el profesional de la educación reciba una remuneración inferior a la establecida en la letra a) del presente artículo.


Los profesionales de la educación que no cumplan con la obligación de rendir los instrumentos señalados en el artículo 19 K, establecida en artículo 19 Ñ, perderán el derecho a percibir una suma equivalente a la asignación de tramo que les correspondería recibir de acuerdo al artículo 49 hasta que den cumplimiento a dicha obligación.”.

Número 51


Pasa a ser número 54, sin enmiendas.

Artículo 2°

Número 2.


Sustituirlo por el siguiente:


2. Agrégase, a continuación del artículo 27, el siguiente artículo 27 bis:


“Artículo 27 bis.- Sólo las universidades acreditadas podrán impartir carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Técnico Profesional, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos, siempre que dichas carreras y programas hayan obtenido acreditación.


Asimismo, las universidades que se encuentren en proceso de licenciamiento y bajo la supervisión del Consejo Nacional de Educación y que cuenten con la autorización de ese organismo, podrán impartir carreras de pedagogía hasta que dichas instituciones logren la plena autonomía, momento en el cual deberán acreditarse y acreditar la o las respectivas carreras, dentro de un plazo que no podrá ser superior a dos años contados desde que la institución haya logrado la plena autonomía.


Sin perjuicio de lo establecido en la presente ley, para obtener la acreditación de carreras y programas, o la autorización del Consejo Nacional de Educación, según corresponda, se deberá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Que la universidad aplique a los estudiantes de las carreras de pedagogía que imparta, las evaluaciones diagnósticas sobre formación inicial en pedagogía que determine el Ministerio de Educación. Una de estas evaluaciones deberá ser realizada al inicio de la carrera por la universidad y la otra, basada en estándares pedagógicos y disciplinarios, que será aplicada directamente por el Ministerio de Educación, a través del Centro, durante los doce meses que anteceden al último año de carrera.


b) Las universidades solo podrán admitir y matricular en dichas carreras y programas regulares a alumnos que cumplan, a lo menos, con alguna de las siguientes condiciones:


i. Haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 70 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.


ii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 10% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo.


iii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 30% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo, y haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 50 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.


iv. Haber realizado y aprobado un programa de preparación y acceso de estudiantes de enseñanza media para continuar estudios de pedagogía en la educación superior reconocida por el Ministerio de Educación y rendir la prueba de selección universitaria o el instrumento que lo reemplace. Para ingresar a estos programas se deberá tener un promedio de notas de la educación media dentro del 15% superior de su establecimiento educacional, o a nivel nacional, según el reglamento respectivo.


Para estos efectos se entenderá que la prueba de selección universitaria es aquella que se aplica como mecanismo de admisión de estudiantes, por la mayor cantidad de universidades del Consejo de Rectores de las universidades chilenas.


Los resultados de las evaluaciones diagnosticas señaladas en literal a) serán de carácter referencial y formativo para los estudiantes. Con todo, la universidad deberá establecer acciones de nivelación y acompañamiento, según corresponda, para aquellos estudiantes que obtengan bajos resultados en estas mediciones.


La segunda evaluación diagnóstica deberá ser rendida por los estudiantes como requisito para obtener el título profesional correspondiente, y medirá los estándares pedagógicos y disciplinarios definidos por el Ministerio de Educación, aprobados por el Consejo Nacional de Educación. Corresponderá a la institución de educación superior adoptar las medidas necesarias para que los  estudiantes cumplan con lo dispuesto en el presente inciso. Los resultados de esta evaluación, agregados y por institución, deberán ser publicados.


El Ministerio de Educación, anualmente, deberá entregar a la Comisión Nacional de Acreditación información sobre la aplicación y resultados de las evaluaciones diagnósticas señaladas.”.

Número 3


Reemplazarlo por el siguiente: 


“3. Agrégase, a continuación del artículo 27 bis, el siguiente artículo 27 ter:


“Artículo 27 ter.- Para efectos de otorgar la acreditación de las carreras de pedagogía, la Comisión Nacional de Acreditación deberá establecer criterios y orientaciones relativos, a lo menos, a:


i. Procesos formativos, los que deberán ser coherentes con el perfil de egreso definido por la universidad y los estándares pedagógicos y disciplinarios definidos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.


ii. Convenios de colaboración con establecimientos educacionales para la realización de prácticas tempranas y progresivas de los estudiantes de pedagogías.


iii. Cuerpo académico idóneo e infraestructura y equipamiento necesarios, para impartir la carrera de pedagogía.


iv. Programas orientados a la mejora de resultados, en base a la información que entreguen las evaluaciones diagnosticas establecidas en el literal a) del artículo 27 bis.”.”.

- - -


Añadir el siguiente número 4, nuevo:


“4. Agréganse, a continuación del artículo 27 ter, los siguientes artículos 27 quater, 27 quinquies y 27 sexies:


“Artículo 27 quater.- La acreditación de las carreras de pedagogía solo podrá ser otorgada por la Comisión Nacional de Acreditación. Con todo, para efectos del financiamiento de dichas acreditaciones, se procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 de la ley N° 20.129.


Artículo 27 quinquies: En caso de que la carrera o programa no obtuviera o perdiese la acreditación a que se refiere este artículo, corresponderá al Consejo Nacional de Educación iniciar un proceso de supervisión de la carrera o programa de que se trate, por un periodo de tiempo equivalente al número de años de duración teórica de la misma. De no someter la universidad la carrera o programa respectivo a este proceso de supervisión, operará el mecanismo dispuesto en el inciso tercero del artículo 64 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación.


Finalizado satisfactoriamente el proceso ante el Consejo Nacional de Educación, la carrera o programa deberá ser presentado inmediatamente a acreditación por la universidad respectiva. Si así no lo hiciere, o presentándose, no obtuviere la acreditación o un resultado satisfactorio ante el Consejo Nacional de Educación, operará el mecanismo a que se refiere el inciso anterior.


Artículo 27 sexies: En el caso de los programas de prosecución de estudios, cada universidad definirá los requisitos de ingreso, debiendo considerar, a lo menos, i) contar con un grado de académico o un título profesional; o, ii) poseer un título técnico de nivel superior. Estos programas deberán ser impartidos por universidades acreditadas, conforme lo establece el inciso primero del artículo 27 bis, y los artículos 27 ter y 27 quater.


A los estudiantes de estos programas, se les aplicará, a lo menos, la segunda evaluación diagnóstica a que se refiere el inciso penúltimo del artículo 27 bis.”.”.

Artículo 3°


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación:


1. Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (USE), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en USE. Incluye incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 65/35.
	Valor de la subvención en USE. Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en USE.

	EEducación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,32498
	0,17955
	2,50453

	EEducación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	2,32498
	0,17955
	2,50453

	EEducación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	2,04073
	0,17997
	2,22070

	EEducación General Básica (7° y 8°)
	2,19556
	0,19546
	2,39102

	EEducación Especial Diferencial
	6,46313
	0,59727
	7,06040

	NNecesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	5,41486
	0,59727
	6,01213

	EEducación Media Humanístico Científica
	2,43706
	0,21818
	2,65524

	EEducación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,49698
	0,32402
	3,82100

	EEducación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,78046
	0,25252
	3,03298

	EEducación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,51849
	0,22634
	2,74483

	EEducación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,52219
	0,13317
	1,65536

	EEducación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,94551
	0,13317
	2,07868

	EEducación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,15718
	0,13317
	2,29035

	EEducación Media Humanístico - Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,33316
	0,18363
	2,51679

	EEducación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,59934
	0,18363
	2,78297

	EEducación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	3,13169
	0,18363
	3,31532

	EEducación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,37566
	0,18363
	2,55929

	EEducación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,46067
	0,18363
	2,64430

	EEducación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,33316
	0,18363
	2,51679




b) Sustitúyese el inciso noveno por el siguiente:



“En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (USE), será el siguiente:

	EEnseñanza que imparte el establecimiento
	VValor de la subvención en USE.

Incluye incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 65/35.
	VValor de la subvención en USE. Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	VValor de la subvención en USE.

	EEducación General Básica 3° a 8° años
	2,75122
	0,24655
	2,99777

	EEducación Media Humanístico - Científica
	3,25237
	0,29481
	3,54718

	EEducación Media Técnico Profesional Agrícola y Marítima
	4,30527
	0,40013
	4,70540

	EEducación Media Técnico Profesional Industrial
	3,42033
	0,31177
	3,73210

	EEducación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,25237
	0,29481
	3,54718



c) Reemplázanse, en el inciso undécimo, los guarismos “7,39674” por “8,06329”; “8,14665” por “8,81320”; “6,33267” por “6,78610”, y “7,08258” por “7,53601”.


2. Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso cuarto los guarismos “55,32110” por “55,92123” y “60,50430” por “61,10443”.


b) Reemplázase en el inciso quinto los guarismos “68,49479” por “69,09492” y “74,91951” por “75,51964”.


3. Derógase el artículo 41.”.”.

Artículo 6°

- - -


Agregar los siguientes numerales nuevos:


“7. Reemplázase, en el artículo 17, la expresión “se pagará trimestralmente” por  “se pagará contra la prestación del servicio”.


8.- Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente nuevo:


“Artículo 18.- En la Ley de Presupuestos del Sector Público se expresará anualmente el número máximo de docentes que podrán percibir la suma adicional señalada en artículo 17.”.”.

Artículo 8°

Número 4.


Reemplazar por el siguiente:


“4. Modifícase el artículo 32 en la siguiente forma:


i. Remplázase, en el inciso primero, la expresión “Los postulantes” por “Los postulantes que se encuentren reconocidos en el tramo profesional avanzado del Sistema de Desarrollo Profesional Docente”.


ii. Agrégase el siguiente inciso tercero nuevo:


“Los profesionales de la educación que se encuentren reconocidos en los tramos experto I y II del Sistema de Desarrollo Profesional Docente ingresarán por el sólo hecho de postular a la Red.”.”.

Número 5


Sustituir por el siguiente: 


“5. Reemplázase, en el artículo 33, la expresión “tres años” por “cuatro años”.”.

Número 8


Reemplazar por el siguiente:


“8. Modifícase el artículo 39, en la siguiente forma:


a) Sustitúyese, la oración “Durante el año 2003, la suma adicional referida en el artículo precedente se expresará en un monto fijo de $ 4000 (cuatro mil pesos) por hora,” por “La suma adicional referida en el artículo anterior se determinará de acuerdo al valor hora cronológica establecida para los profesionales de la educación media, en el artículo 5° transitorio del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación,”.


b) Reemplázase la expresión “se pagará trimestralmente” por la expresión “se pagará contra la prestación del servicio”.”.

- - -



Agregar los siguientes numerales nuevos:



“9. Derógase el artículo 40.



10. Sustitúyase en el artículo 41 la expresión “artículo 4° de la ley citada.”, por “artículo 62 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.”.

- - -



Agregar el siguiente artículo 9°, nuevo:



“Artículo 9°.- Intercálase en el artículo 75 del Código del Trabajo, después de la palabra “básica”, la expresión “,parvularia”.”.

- - -

Artículos 9° y 10


Pasan a ser artículos 10 y 11, respectivamente, sin enmiendas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo


Reemplazar los guarismos “2018” por “2019” y “2016” por “2017”, respectivamente.

Artículo séptimo


Intercalar, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Lo dispuesto en el inciso final del artículo 47 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, regirá desde la entrada en vigencia de esta ley, sin perjuicio que hasta el año escolar 2025 tendrá un tope de 30% de la remuneración básica mínima nacional”.

Artículo decimoquinto


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo decimoquinto.- Aquellos profesionales de la educación que de conformidad con los artículos anteriores no puedan ser asignados a ningún tramo del desarrollo profesional docente, serán asignados transitoriamente al tramo profesional de acceso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente, y percibirán la remuneración que le correspondería a un docente asignado al tramo inicial más la suma que le corresponda por concepto de planilla suplementaria, si procede, de conformidad al artículo décimo noveno transitorio.


Dichos profesionales accederán al tramo que corresponda, una vez rendidos los instrumentos para el reconocimiento profesional respectivo, en los plazos que corresponda de conformidad a lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Los profesionales de la educación que de acuerdo a los artículos anteriores sean asignados al tramo inicial, o aquellos que en virtud de lo establecido en el inciso primero se encuentren en el tramo de acceso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente, y no logren acceder, a lo menos, al tramo profesional temprano en su primer proceso de reconocimiento, deberán rendir los instrumentos en el plazo de cuatro años. Si no logran acceder a un nuevo tramo los deberán rendir nuevamente en el plazo de dos años. En caso de no avanzar de tramo, se estará a lo dispuesto en el artículo 19 S del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación.”.

Artículo decimoctavo

Inciso segundo


Reemplazar el guarismo “2020” por “2022. “

Inciso cuarto


Sustituir su encabezado por el siguiente:


“El número de cupos para docentes principiantes en proceso de inducción será fijado anualmente en la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público. Asimismo, la proporción de cupos para procesos de inducción desarrollados de conformidad al artículo 18 H de esta ley, será igual a la proporción de docentes de dichos establecimientos sobre el total de aquellos que se desempeñen en establecimientos regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación y los regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980. Los cupos para los docentes señalados en este inciso serán asignados a los docentes principiantes que cumplan con lo establecido en el artículo 18 G del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, de acuerdo a los siguientes criterios:”.

Inciso sexto


Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“Los profesionales de la educación del sector municipal que posean seis años de ejercicio profesional, no tengan un resultado vigente básico o insatisfactorio en la evaluación de desempeño docente y hayan recibido formación para ser mentor, de acuerdo al artículo 18 Q del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán inscribirse, hasta el inicio del año escolar 2017, en el Registro de Mentores establecido en el artículo 18 K del mismo cuerpo legal y ser asignados para dirigir procesos de inducción.”.

- - -


Añadir el siguiente inciso final, nuevo:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo trigésimo primero, lo dispuesto en el inciso cuarto de este artículo se aplicará a los establecimientos educacionales particular subvencionados que desarrollen procesos de inducción de conformidad a lo dispuesto en el artículo 18 H de esta ley, desde el año 2017.”.

- - -


Incorporar el siguiente artículo vigésimo cuarto: 


“Artículo vigésimo cuarto.- A los docentes que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se desempeñaran en establecimientos particulares subvencionados, les será aplicable lo dispuesto en el artículo quinto transitorio, en lo que resulte pertinente.”.

- - -

Artículo vigésimo cuarto


Pasa a ser artículo vigésimo quinto, sustituyendo el guarismo “2018” por “2017”.

Artículo vigésimo quinto


Pasa a ser artículo vigésimo sexto, reemplazando en su inciso segundo, la frase “julio del año anterior al que se dispondrán” por “junio de cada año”.

Artículo vigésimo sexto



Pasa a ser artículo vigésimo séptimo, reemplazando la la frase “del año anterior a aquel en que desean someter a dichos profesionales a lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación” por “del año en que se publicó la resolución a que se refiere el artículo anterior.”.

Artículo vigésimo séptimo



Pasa a ser artículo vigésimo octavo, con la siguiente modificación:



Agregar el siguiente inciso final nuevo:



“En caso que postulen sostenedores o administradores  cuyo número de profesionales de la educación sea menor que los cupos disponibles, aquellos cupos no utilizados se acumularán para el proceso del año siguiente.”.

Artículo vigésimo octavo


Pasa a ser artículo vigésimo noveno, reemplazado por el que se señala a continuación:


“Artículo vigésimo noveno.- Los profesionales de la educación dependientes de establecimientos educacionales de sostenedores adjudicatarios de los cupos señalados en el artículo anterior deberán rendir los instrumentos establecidos en el artículo 19 K del decreto con fuerza  de ley Nº1, de 1996, a partir del año siguiente a la adjudicación de los cupos respectivos. 


Dichos profesionales de la educación serán asignados a los tramos del desarrollo profesional docente de acuerdo a los resultados que obtengan,  de conformidad a lo señalado en el artículo 19 O del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996 y los años de experiencia profesional que acrediten.


Con todo, aquellos docentes que cuenten con resultados vigentes en la prueba de conocimientos disciplinarios que los habiliten para percibir la asignación establecida en el artículo 15 de la ley N°19.715, podrán optar por utilizar dichos resultados en el primer proceso de reconocimiento profesional que realice conforme al Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, en reemplazo de los resultados que haya obtenido en el instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos, establecido en la letra a) del artículo 19 K del referido título.


Antes del 31 de marzo del año subsiguiente a la adjudicación de los cupos respectivos, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución en la cual señalará el tramo asignado y el bienio que corresponda a dichos profesionales de la educación, la que surtirá sus efectos, para todos los efectos legales, el mes de julio del mismo año.


En lo no regulado por este párrafo les será aplicable lo prescrito en el párrafo 2º transitorio precedente.”.

Artículos vigésimo noveno y trigésimo


Pasan a ser artículos trigésimo y trigésimo primero, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo trigésimo primero


Pasa a ser artículo trigésimo segundo, con las siguientes enmiendas:

Inciso segundo


Reemplazar el guarismo “2020” por “2022. “

Inciso final


Sustituirlo por el siguiente:


“Los profesionales de la educación del sector particular subvencionado y aquellos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, que posean seis años de ejercicio profesional, no tengan un resultado vigente básico o insatisfactorio en la evaluación de desempeño docente y hayan recibido formación para ser mentor, de acuerdo al artículo 18 Q del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán inscribirse, hasta el inicio del año escolar 2025, en el Registro de Mentores establecido en el artículo 18 K del mismo cuerpo legal y ser asignados para dirigir procesos de inducción.”.

Artículo trigésimo segundo


Pasa a ser artículo trigésimo tercero, con las siguientes enmiendas:

Inciso segundo


- Intercalar después de la expresión “legalmente” la frase “de acuerdo al artículo 84 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación”. 

Inciso tercero


- Intercalar a continuación de la expresión “artículo 172” la frase “y el inciso segundo del artículo 41, ambos”, y reemplazar la palabra “quinto” por “octavo”. 

- - -


Intercalar el siguiente inciso cuarto nuevo, pasando el actual cuarto a ser quinto: 


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el derecho de los profesionales de la educación que ingresen al Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a percibir las remuneraciones y asignaciones establecidas en el artículo 84 del mismo decreto con fuerza de ley, será incompatible con la percepción de cualquier monto que haya servido de base para determinar la existencia de la remuneración complementaria adicional señalada en el inciso segundo. La incompatibilidad regirá incluso en aquellos casos en que no corresponda pagar la referida remuneración complementaria adicional.”.

- - -

Artículo trigésimo tercero


Pasa a ser artículo trigésimo cuarto, en sus mismos términos.

Artículo trigésimo cuarto


Pasa a ser artículo trigésimo quinto, con las siguientes enmiendas.


- Sustituir su inciso primero por el siguiente:


“Artículo trigésimo quinto.- Para las carreras y programas de pedagogía que se encuentren acreditados a la fecha de la publicación de esta ley, se considerará que dicha acreditación se mantiene vigente hasta que se cumpla el período respectivo.”.


- Reemplazar su inciso final por el que se señala a continuación:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, tendrán la calidad de profesionales de la educación las personas que estén en posesión de un título de profesor o educador concedido por universidades de conformidad a las normas vigentes al momento de su otorgamiento.”.

Artículo trigésimo quinto


Pasa a ser artículo trigésimo sexto, reemplazado por el que se indica a continuación:


“Artículo trigésimo sexto.- Los requisitos para la admisión universitaria establecidos en la letra b) del artículo 27 bis de la ley N°20.129, entrarán en vigencia el año 2023. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los referidos requisitos se aplicarán gradualmente en la forma en que se señala en los incisos siguientes.


Para el proceso de admisión universitaria del año 2017, deberá cumplirse con alguno de las siguientes exigencias:


i. Haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 50 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.


ii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 30% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo.


iii. Haber realizado y aprobado un programa de preparación y acceso de estudiantes de enseñanza media para continuar estudios de pedagogía en la educación superior reconocido por el Ministerio de Educación y rendir la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace.”.


Para el proceso de admisión universitaria del año 2020, se deberá cumplir alguno de los siguientes requisitos:


i. Haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 60 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.


ii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 20% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo.


iii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 40% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo, y haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 50 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.


iv. Haber realizado y aprobado un programa de preparación y acceso de estudiantes de enseñanza media para continuar estudios de pedagogía en la educación superior reconocido por el Ministerio de Educación y rendir la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace.

Artículos trigésimo sexto, trigésimo séptimo y trigésimo octavo


Pasan a ser artículos trigésimo séptimo, trigésimo octavo y trigésimo noveno, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo trigésimo noveno


Pasa a ser artículo cuadragésimo con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Encabezamiento


Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“Artículo cuadragésimo.- El Centro reconocerá el desarrollo profesional, debiendo considerar el resultado del instrumento de evaluación de conocimientos disciplinarios y pedagógicos, de acuerdo a lo siguiente:”.

Letra a)


Agregar después de la expresión “al tramo” el vocablo “profesional”.

Letra b)


Añadir después de la expresión “al tramo” el vocablo “profesional”.

Letra c)


Añadir después de la expresión “al tramo” el vocablo “profesional”.

Letra d)


Sustituir el vocablo “superior” por “experto I”.

Letra e)


Agregar a continuación de la expresión “experto” el guarismo “II”.

Artículo cuadragésimo


Pasa a ser artículo cuadragésimo primero, sin enmiendas.

- - -


Intercalar el siguiente artículo cuadragésimo segundo, nuevo:


“Artículo cuadragésimo segundo.- Lo dispuesto en el Título VI de esta ley se aplicará a los profesionales de la educación regidos por dicho título a partir del año 2020.


Sin perjuicio de lo anterior, el párrafo III del Título I del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación, les será aplicable desde la fecha de publicación de esta ley.”.

Artículo cuadragésimo primero


Pasa a ser artículo cuadragésimo tercero, reemplazado su inciso primero por el siguiente:


“Artículo cuadragésimo tercero.- Los profesionales de la educación principiantes, conforme a lo establecido en el artículo 18 B del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán acceder al proceso de inducción a partir del año escolar siguiente a aquel en que el establecimiento en que se desempeñe comience a regirse por lo establecido en el Título VI, del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.”.

Artículo cuadragésimo segundo


Pasa a ser artículo cuadragésimo cuarto, sin enmiendas.

Artículo cuadragésimo tercero


Pasa a ser artículo cuadragésimo quinto, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Numeral 1.


Eliminar la frase “, el sistema de postulación a los cupos del proceso y la forma en que serán asignados,”.

Numeral 2.


Sustituir la expresión “sistema de reconocimiento de competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios” por “Sistema de Desarrollo Profesional Docente”.

Numeral 4.


Reemplazar la expresión “certificaciones” por “reconocimiento

Artículo cuadragésimo cuarto


Pasa a ser artículo cuadragésimo sexto, sin enmiendas 

Artículo cuadragésimo quinto


Pasa a ser artículo cuadragésimo séptimo, sin modificaciones 

Artículo cuadragésimo sexto


Pasa a ser artículo cuadragésimo octavo, sustituyendo en el inciso primero el guarismo “2018” por “2019”, y en los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, los guarismos “2016 y 2017” por “2017 y 2018” 

Artículo cuadragésimo séptimo


Pasa a ser artículo cuadragésimo noveno, sin modificaciones.

Artículo cuadragésimo octavo


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo quincuagésimo.- El Centro deberá implementar, en el plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de esta ley, el Registro Público de cursos y programas de formación en desarrollo establecido en el artículo 12 quater.


Hasta el inicio del año escolar 2018, los cursos y programas que se creen podrán ser certificados por el Centro mediante resolución exenta fundada, constatado el cumplimiento de los requisitos establecidos el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación. Una vez implementado el Registro, y acreditado el cumplimiento de los demás requisitos, deberán incorporarse en él dichos cursos, por el plazo que faltase para mantener la acreditación.


Los cursos y programas de formación en desarrollo con inscripción vigente en el Centro podrán seguir impartiéndose y ser financiados por éste hasta la fecha de término del plazo por el cual fueron inscritos.


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo séptimo transitorio, los cursos y programas que se creen a contar de la entrada en vigencia de esta ley no darán derecho a aumentar la asignación de perfeccionamiento.


Para efectos de lo establecido  en la letra a) del artículo 18 L se reconocerán como cursos de formación de mentores aquellos que el Centro haya impartido de forma directa o en colaboración con otras instituciones hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


Los mentores reconocidos por el Centro, de acuerdo al decreto supremo Nº 96 de 2009, del Ministerio de Educación, mantendrán vigente esta calidad y deberán ser inscritos en el registro establecido en el artículo 18 K, sin perjuicio que al 31 de julio de 2017 deberán acreditar que cumplen con la exigencia de encontrarse reconocidos, a lo menos, en el tramo profesional avanzado. En caso contrario se procederá a la cancelación de su inscripción en el registro.”.

Artículos cuadragésimo noveno, quincuagésimo, quincuagésimo primero, quincuagésimo segundo, quincuagésimo tercero, quincuagésimo cuarto, quincuagésimo quinto


Pasan a ser artículos quincuagésimo primero, quincuagésimo segundo, quincuagésimo tercero, quincuagésimo cuarto, quincuagésimo quinto, quincuagésimo sexto y quincuagésimo séptimo, respectivamente, en sus mismos términos.

- - -


Agregar las siguientes disposiciones transitorias, nuevas:


“Artículo quincuagésimo octavo.- Con anterioridad a que los docentes de un establecimiento educacional ingresen al Sistema de Desarrollo Profesional Docente el sostenedor deberá entregar al Ministerio de Educación la documentación contable y previsional que acredite la remuneración percibida por los señalados docentes en los doce meses inmediatamente anteriores.


Un reglamento del Ministerio de Educación establecerá la forma y oportunidad en que deberá ser entregada la información señalada en el inciso anterior.


Artículo quincuagésimo noveno.- Los estándares de desempeño docente señalados en el inciso segundo del artículo 19 J, serán elaborados por el Ministerio de Educación, a través del Centro, y presentados para la aprobación del Consejo Nacional de Educación, en el plazo de dos años desde la entrada en vigencia de esta ley.


Hasta la total tramitación del acto administrativo que apruebe dichos estándares, se aplicará el Marco para la Buena Enseñanza, aprobado por la resolución exenta Nº11.025 de 2004, del Ministerio de Educación.


Artículo sexagésimo. Los estándares pedagógicos y disciplinarios de formación inicial docente señalados en el numeral i del artículo 27 ter, serán elaborados por el Ministerio de Educación y presentados para la aprobación del Consejo Nacional de Educación, en el plazo de dos años desde la entrada en vigencia de esta ley.


Artículo sexagésimo primero.- La Agencia de la Calidad de la educación comenzará a ejercer las facultades que le conceden los artículos 19 K y 19 L del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación, a contar del inicio del año 2017.


Artículo sexagésimo segundo.- Lo dispuesto en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 19 S de esta ley, entrará en vigencia el año 2025 y se aplicará a los docentes que ingresen al Sistema de Desarrollo Profesional Docente a partir de dicho año.


Los profesionales de la educación que a la entrada en vigencia de la presente ley se desempeñen en algún establecimiento educacional acogido al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación o regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y que se encuentren sujetos al régimen establecido en el Título III de la presente ley, no les será aplicable lo dispuesto en el artículo 19 S en caso de que no logren avanzar desde el tramo temprano al avanzado.


Artículo sexagésimo tercero: Sin perjuicio de lo señalado en los artículos cuadragésimo primero y cuadragésimo tercero transitorios, el cumplimiento del requisito establecido en el inciso primero del artículo 88 A del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, exclusivamente en lo relativo a que el profesional de la educación deba pertenecer a un establecimiento educacional reconocido oficialmente por el Estado, no impedirá su ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente en caso que dicho establecimiento no hubiere obtenido el reconocimiento oficial a la fecha que le correspondiere el ingreso al Sistema.”.

- - - - - -

Modificaciones propuestas por la Comisión de Hacienda

Artículo 1°

Número 23

Artículo 19 K

Inciso tercero


Intercalar, entre “la educación” y “que se desempeñen”, la expresión “y otros”.

Artículo 19 V

Inciso primero


Sustituir la expresión “Título II” por “Título III”. 

---

Disposiciones transitorias


- Incorporar, a continuación del artículo cuadragésimo primero el siguiente epígrafe:

“Párrafo 6°

Aplicación del desarrollo profesional docente para el nivel parvulario”. 


- Suprimir, a continuación del artículo cuadragésimo segundo el siguiente epígrafe:

“Párrafo 6°

Aplicación del desarrollo profesional docente para el nivel parvulario”.

- - -


El Presidente pone en votación el artículo 1º numerales 15 y 16 del texto propuesto por la Comisión de Educación y Cultura.


El Presidente, en conformidad a lo acordado por los Comités ofrece la palabra a la Ministra de Educación, quien hace uso de ella.


El resultado de la votación es de 13 votos a favor, 20 votos en contra y 2 abstenciones.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker, don Patricio.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, García, García Huidobro, Larraín, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Ossandón.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores Rossi y Quinteros, señora Allende y señores Quintana, Guillier, Horvath, Tuma y Lagos,


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio y Larraín, señoras Von Baer y Van Rysselberghe y señor Allamand.


El Presidente declara rechazados los numerales.

- - -


El Presidente pone en votación el artículo 1º numeral 22 del texto propuesto por la Comisión de Educación y Cultura, que incorpora un Título II, nuevo, Del Proceso de Acompañamiento Profesional Local


El resultado de la votación es de 35 votos a favor.



 Votan los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Quintana, señora Von Baer y señor Navarro.


Interviene asimismo la Ministra de Educación.


El Presidente declara aprobada la disposición


Luego de la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Espina.

- - -


El Presidente pone en votación el artículo 1º numeral 23, en relación a los artículos 19 C, 19 K, 19 O y 19  S, en él contenidos.


El resultado de la votación por las normas del numeral 23, artículos 19 C, 19 K, 19 O, 19 S, con las enmiendas que algunos de ellos introdujo la Comisión de Educación es de 36 votos a favor.


Votan los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señor Allamand, señora Von Baer y señor Quintana.


El Presidente declara aprobadas las mencionadas disposiciones.

- - -


El Presidente pone en votación el artículo 1º numeral 33 propuesto por la Comisión de Educación y Cultura.


El resultado de la votación por el numeral 33, con las modificaciones propuestas por la Comisión de Educación, es de 32 votos a favor.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señora Von Baer, señores Rossi, Allamand, Quintana, Navarro, Montes, García y García Huidobro.


Interviene la Ministra de Educación durante la votación, con la anuencia de la Sala.


El Presidente declara aprobada la disposición.

- - -


El Presidente pone en votación el artículo 1º numerales 45 y 51 propuestos por la Comisión de Educación y Cultura.


El resultado de la votación es de 24 votos a favor y 6 abstenciones.

.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Coloma, García Huidobro, Orpis y Pérez Varela.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana, Zaldívar y Rossi.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señor Coloma y señora Von Baer.


Durante la votación también hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Larraín.


El Presidente declara aprobados los numerales.

- - -


El Presidente pone en votación las siguientes disipaciones: artículo 6º numeral 5; artículo 8º numeral 1 y artículo 10, propuesto por la Comisión de Educación y Cultura.


El resultado de la votación es de 17 votos a favor, 8 votos en contra, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores De Urresti, Girardi, Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Coloma, García, García Huidobro, Larraín, Orpis y Prokurica.


Se abstiene el Honorable Senador señor Ossandón.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.


Fundamentan su voto a favor los Honorables Senadores señores Zaldívar y Quintana.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señor Allamand, señora Von Baer y señores Coloma y Garcia.


Interviene durante la votación la señora Ministra de Educación.


El Presidente declara aprobadas las disposiciones.

- - -


El Presidente pone en discusión los artículos transitorios segundo y tercero.


Con la anuencia de la Sala interviene la Ministra de Educación,


El resultado de la votación es de 18 votos a favor, 7 abstenciones y 4 pareos.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Guillier, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García, García Huidobro, Larraín, Orpis y Prokurica.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Allamand, Girardi, Ossandón y  Pérez Varela.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio;  Zaldívar, Quintana, Navarro, Rossi, Guillier, Montes y señora Pérez San Martín.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señores García y Coloma, señora Von Baer y señor Larraín.


Interviene, asimismo, el Honorable Senador señor Allamand.


El Presidente declara aprobadas las disposiciones.

- - -


El Presidente propone aprobar por unanimidad, asimismo, el artículo cuarto transitorio. Así se acuerda.

- - -


El Presidente pone en votación los artículos transitorios decimoctavo y trigésimo segundo, propuestos por la Comisión de Educación y Cultura.


El resultado de la votación es de 15 votos a favor, 6 votos en contra, y una abstención.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Guillier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y los señores Allamand, García, Larraín, Orpis y Prokurica 


Se abstiene la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


Funda su voto negativo el Honorable Senador señor Allamand.


El Presidente declara aprobadas las disposiciones.

- - -


El Presidente pone en votación los artículos transitorios vigésimo tercero, vigésimo quinto, vigésimo sexto, vigésimo séptimo, vigésimo octavo y trigésimo primero


El Presidente da la palabra a la señora Ministra de Educación.


El resultado de la votación es de 17 votos a favor y 7 en contra.


Votan por aprobar los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Guillier, Horvath, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, García, Larraín, Orpis y Prokurica.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio; Navarro, Quintana, Rossi y Pizarro.


Fundan su voto negativo los Honorables Senadores señor Allamand, señora Von Baer y señor Larraín.


El Presidente declara aprobadas las disposiciones.

- - -


El Presidente pone en votación el artículo transitorio vigésimo noveno.


El resultado de la votación es de 13 votos a favor y 7 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Araya, Guillier, Horvath, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, García, Larraín, Orpis y Prokurica.


El Presidente declara aprobada la norma.

- - -


El Presidente pone en votación los artículos transitorios  cuadragésimo segundo y cuadragésimo cuarto.


El resultado de la votación es de 16 votos a favor y 6 votos en contra.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Guillier, Horvath, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, Larraín, Orpis y Prokurica.


Funda su voto en contra la Honorable Senador señora Von Baer.


Funda su voto favorable el Honorable Senador señor Quintana.


El Presidente declara aprobadas las disposiciones.

- - -


El Presidente pone en votación el artículo transitorio cuadragésimo quinto.


El resultado de la votación es de 16 votos a favor y 5 abstenciones.


Votan favorablemente los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Guillier, Horvath, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, Larraín y Orpis.


El Presidente declara aprobado el artículo transitorio.

- - -


El Presidente pone en votación el inciso primero del artículo sexagésimo segundo transitorio.


El resultado de la votación es de 15 votos a favor, 6 votos en contra y 1 abstención.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Guillier, Horvath, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, García, Larraín, Orpis y Prokurica.


Se abstiene la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


El Presidente declara aprobada la disposición.

- - -


El Presidente pone en votación el artículo sexagésimo tercero transitorio.


El resultado de la votación es de 22 votos a favor.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores  señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, De Urresti, García,  Guillier, Horvath, Larraín, Montes, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


El Presidente declara aprobada la disposición.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto.

- - -


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


 “Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°19.070:


1. Intercálase, a continuación de la expresión Título I Normas Generales, y antes del artículo 1°, las siguientes expresiones:

“Párrafo I

Ámbito de Aplicación”


2. Modifícase el artículo 2° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “, Universidades o Institutos profesionales” por la expresión “y Universidades”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Del mismo modo, tienen la calidad de profesionales de la educación las personas que estén en posesión de un título de profesor o educador concedido por Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, de conformidad a las normas vigentes al momento de su otorgamiento.”.


3. Elimínase el epígrafe “Título II Aspectos Profesionales”.


4. En el Título I, sustitúyense los epígrafes “Párrafo I”, “Párrafo II”, “Párrafo III” y “Párrafo IV” por “Párrafo II”, “Párrafo III”, “Párrafo IV” y “Párrafo V”, respectivamente.


5. Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:


“Artículo 4°.- Sin perjuicio de las inhabilidades señaladas en la Constitución y la ley, no podrán ejercer labores docentes quienes sean condenados por alguno de los delitos contemplados en las leyes Nos20.000, con excepción de lo dispuesto en su artículo 4°, 20.066 y 20.357, y en los párrafos 1, 2, 5, 6 y 8 del Título VII; en los párrafos 1 y 2, en los artículos 395 a 398 del párrafo 3 y en el párrafo 5 bis del Título VIII, y en los artículos 433, 436 y 438 del Título IX, todos del Libro Segundo del Código Penal, y los que se encontraren inhabilitados de acuerdo al artículo 39 bis del mismo Código.


En caso de que el profesional de la educación sea sometido a la medida cautelar de prisión preventiva en una investigación por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, podrá ser suspendido de sus funciones, con o sin derecho a remuneración total o parcial, por el tiempo que se prolongue la medida cautelar.”.


6. Reemplázase en el artículo 5°, inciso segundo, el número “III” por “IV”.


7. Modifícase el artículo 6° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “prebásico” por “parvulario”.


b) Reemplázase la letra b) del inciso segundo por la siguiente:


“b) Actividades curriculares no lectivas: aquellas labores educativas complementarias a la función docente de aula, relativa a los procesos de enseñanza-aprendizaje considerando, prioritariamente, la preparación y seguimiento de las actividades de aula, la evaluación de los aprendizajes de los estudiantes, y las gestiones derivadas directamente de la función de aula. Asimismo, se considerarán  también las labores de desarrollo profesional y trabajo colaborativo entre docentes, en el marco del Proyecto Educativo Institucional y del Plan de Mejoramiento Educativo del establecimiento, cuando corresponda.


Asimismo, considera aquellas actividades profesionales que contribuyen al desarrollo de la comunidad escolar, como la atención de estudiantes y apoderados vinculada a los procesos de enseñanza; actividades asociadas a la responsabilidad de jefatura de curso, cuando corresponda; trabajo en equipo con otros profesionales del establecimiento; actividades complementarias al plan de estudios o extraescolares de índole cultural, científica o deportiva; actividades vinculadas con organismos o instituciones públicas o privadas, que contribuyan al mejor desarrollo del proceso educativo y al cumplimiento del Proyecto Educativo Institucional y del Proyecto de Mejoramiento Educativo, si correspondiere, y otras análogas que sean establecidas por la dirección, previa consulta al Consejo de Profesores.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación determinará aquellas labores y actividades comprendidas dentro de aquellas señaladas en el inciso anterior.


Corresponderá a los directores de establecimientos educacionales velar por la adecuada asignación de tareas, de modo tal que las horas no lectivas sean efectivamente destinadas a los fines señalados precedentemente. Para lo anterior, en la distribución de la jornada docente propenderán a asignar las horas no lectivas en bloques de tiempo suficiente para desarrollar actividades de esta naturaleza en forma individual y colaborativa.”.


8. Modifícase el artículo 7° en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “final” por “cuarto”.


b) Agrégase en el inciso segundo, después del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, será el responsable de velar por la participación de la comunidad escolar, convocándola en las oportunidades y con los propósitos previstos en la ley”.


c) Reemplázase en el inciso tercero la referencia al artículo “19” por “19 Y”.


9. Agrégase al artículo 8° bis el siguiente inciso final:


“Los docentes que vean vulnerados los derechos antes descritos podrán ejercer las acciones legales que sean procedentes.”.


10. Reemplázase la actual denominación del Párrafo II del Título II, que ha pasado a ser Párrafo III del Título I, por la siguiente: 
“Párrafo III

Formación para el Desarrollo de los Profesionales de la Educación”.


11. Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:


“Artículo 10.- La formación de los profesionales de la educación corresponderá a las universidades acreditadas, cuyas carreras y programas de pedagogía también cuenten con acreditación, de conformidad a la ley.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, las universidades que se encuentren en proceso de licenciamiento y bajo la supervisión del Consejo Nacional de Educación y que cuenten con la autorización de ese organismo, podrán impartir carreras de pedagogía hasta que dichas instituciones logren la plena autonomía, momento en el cual deberán acreditarse y acreditar la o las respectivas carreras, dentro de un plazo que no podrá ser superior a dos años contados desde que la institución haya logrado la plena autonomía.”.


12. Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- Los profesionales de la educación tienen derecho a formación gratuita y pertinente para su desarrollo profesional y la mejora continua de sus saberes y competencias pedagógicas.


Los profesionales de la educación son responsables de su avance en el desarrollo profesional.


Su objetivo es contribuir al mejoramiento continuo del desempeño profesional de los docentes, mediante la actualización y profundización de sus conocimientos disciplinarios y pedagógicos, la reflexión sobre su práctica profesional, con especial énfasis en la aplicación de técnicas colaborativas con otros docentes y profesionales, así como también el desarrollo y fortalecimiento de las competencias para la inclusión educativa.


En el ejercicio de su autonomía, los establecimientos educacionales y en particular sus directores y equipos directivos, tendrán como una de sus labores prioritarias el desarrollo de las competencias profesionales de sus equipos docentes, asegurando a todos ellos una formación en servicio de calidad.


Con el objeto de lograr lo dispuesto en el inciso anterior los establecimientos educacionales podrán contar con el apoyo de los docentes de su dependencia que pertenezcan a los tramos profesionales experto I y experto II u otros docentes de esos mismos tramos de desempeño profesional, si así lo determinan voluntariamente, pudiendo para estos mismos fines generar redes de apoyo con otros establecimientos educacionales y, o equipos docentes.


Esta formación considerará la función que desempeñe el profesional respectivo y sus necesidades de desarrollo profesional, como aquellas otras necesidades asociadas al proyecto educativo institucional, al plan de mejoramiento educativo del respectivo establecimiento educacional, a su contexto cultural y al territorio donde este se emplaza.”.


13. Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- Los sostenedores de establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, como los administradores de los establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, podrán colaborar con la formación para el desarrollo profesional de los docentes que se desempeñen en sus respectivos establecimientos, estimulando el trabajo colaborativo entre aquellos.”.


14. Intercálase el siguiente artículo 12 bis, nuevo:


“Artículo 12 bis.- Los directores, en conjunto con sus equipos directivos, velarán por el desarrollo profesional de los docentes del establecimiento educacional. Para estos efectos podrán:


1. Proponer al sostenedor planes de formación para el desarrollo profesional de los docentes, considerando, entre otros, los requerimientos del plan de mejoramiento educativo como la información provista por el Sistema de Reconocimiento y Promoción del Desarrollo Profesional Docente, en el marco del Proyecto Educativo Institucional.


2. Promover la innovación pedagógica y el trabajo colaborativo entre docentes, orientados a la adquisición de nuevas competencias y la mejora de los saberes disciplinares y pedagógicos a través de la práctica docente.”.


15. Introdúcese el siguiente artículo 12 ter nuevo, pasando el actual artículo 12 bis a ser artículo 12 sexies:


“Artículo 12 ter.- El Ministerio de Educación, a través de su Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, en adelante indistintamente “el Centro”, colaborará en el desarrollo de los profesionales de la educación ejecutando programas, cursos o actividades de formación de carácter gratuito, de manera directa o mediante la colaboración de universidades acreditadas o instituciones certificadas por el Centro, como también otorgando becas para éstos.


Los programas, cursos o actividades de formación indicados en el inciso anterior, no comprenden aquellos programas conducentes a una formación de postgrado.


El diseño e implementación de estos programas, cursos o actividades deberá considerar tanto las necesidades de los equipos docentes de los establecimientos educacionales, como aquellos requerimientos que proporcione el Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III y los resultados del sistema de evaluación establecido en el artículo 70. Además, deberá favorecer la progresión en los tramos del sistema, propendiendo a que los docentes alcancen al menos el tramo profesional avanzado, reconociendo con ello el carácter formativo de las evaluaciones del sistema de reconocimiento del desarrollo profesional.


El Centro deberá realizar, de manera directa o mediante la colaboración de universidades acreditadas o instituciones sin fines de lucro certificadas por este de acuerdo al artículo 12 quáter, programas, cursos y actividades específicas para los siguientes grupos de profesionales de la educación:


1. Docentes que se estén desempeñando dentro de los primeros cuatro años de ejercicio profesional, a quienes se ofrecerá acompañamiento pedagógico a través de talleres, cursos o tutorías, sin perjuicio de la inducción a que se refiere el artículo 18 G.


2. Docentes que no han logrado avanzar, a lo menos, al tramo profesional temprano en su primer proceso de reconocimiento profesional, a quienes se ofrecerá apoyo para su desarrollo profesional.


Asimismo, el Centro ejecutará acciones de formación continua para los docentes, conforme a las necesidades de estos formuladas por las comunidades educativas a través de sus directores o sostenedores, y ofrecerá orientaciones y apoyo al trabajo de aprendizaje profesional colaborativo que se desarrolle en los establecimientos educacionales.”.


16. Introdúcese el siguiente artículo 12 quáter, nuevo:


“Artículo 12 quáter.- El Centro podrá certificar cursos o programas que impartan instituciones públicas o privadas, nacionales o extranjeras, con el objeto de garantizar su calidad y pertinencia para la formación para el desarrollo profesional docente, inscribiéndolos en el registro público que llevará al efecto, siempre que cumplan los siguientes requisitos:


a) Que la institución solicitante acredite contar con los profesionales y recursos materiales necesarios para impartir el curso o programa que propone.


b) Que cuente con una metodología adecuada y objetivos consistentes y pertinentes para la formación profesional docente.

Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, si la certificación es solicitada por una institución distinta de una universidad acreditada de conformidad a la ley, esta deberá demostrar, además:


i. Que cuenta con experiencia en la formación de profesionales de la educación.


ii. Que cuenta con la debida experticia en la o las disciplinas relacionadas con los cursos o programas que se propone impartir.


iii. Que se trate de entidades organizadas como personas jurídicas sin fines de lucro.


En el caso de las instituciones de educación superior, solo podrán certificarse cursos o programas impartidos por universidades acreditadas, o centros de formación técnica o institutos profesionales organizados por personas jurídicas sin fines de lucro.


La resolución que conceda la respectiva certificación deberá ser emitida por la Subsecretaría de Educación y señalar los documentos y,o antecedentes que sirvieron para demostrar el cumplimiento de los requisitos precedentes, los que deberán encontrarse disponibles para su consulta por cualquier interesado.


La certificación de los cursos o programas tendrá una vigencia de cinco años contados desde la notificación de la resolución que la concedió. Cumplido este plazo sin que la institución haya obtenido la renovación, dichos programas y cursos deberán ser eliminados del registro señalado en el inciso primero.”.


17. Introdúcese el siguiente artículo 12 quinquies, nuevo:


“Artículo 12 quinquies.- Corresponderá al Centro mantener un sistema de seguimiento de los cursos o programas que haya certificado. Para ello, las instituciones estarán obligadas a entregar en el plazo de veinte días hábiles, contado desde la fecha de la notificación por carta certificada de la solicitud de información por parte del Centro, respecto del funcionamiento y la ejecución de los cursos o programas, la nómina de profesionales de la educación que se hayan matriculado, su porcentaje de asistencia y los resultados obtenidos en sus evaluaciones finales, indicando su aprobación o reprobación, si corresponde. En caso que las instituciones no entreguen la información solicitada dentro del plazo señalado, se procederá a la suspensión de su inscripción en el registro, hasta que dicha información sea efectivamente entregada al Centro.


Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones deberán entregar a más tardar el 31 de enero de cada año un informe que dé cuenta de todos los aspectos señalados en el inciso anterior, respecto de los cursos o programas certificados ejecutados en el año inmediatamente anterior. De no hacerlo, se revocará la certificación de los cursos y programas y se eliminarán del registro respectivo.”.


18. Modifícase el artículo 12 bis, que ha pasado a ser artículo 12 sexies, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la oración “revocación de la inscripción del curso, programa o actividad de perfeccionamiento de que se trate, o pérdida de la acreditación a que se refiere el artículo anterior, cuando corresponda, por incumplimiento de las condiciones de ejecución de los cursos o actividades presentadas al momento de la inscripción del curso, programa o actividad respectiva” por la siguiente: “o pérdida de la certificación a que se refiere el presente párrafo, cuando corresponda, por incumplimiento de las condiciones consideradas y aprobadas para la respectiva certificación de ejecución de los programas o cursos”.


b) Introdúcese el siguiente inciso segundo:


“De aplicarse la sanción de pérdida de la certificación, el Centro deberá cancelar la inscripción en el registro establecido en el artículo 12 quáter, del respectivo curso o programa de formación de la institución infractora, informándose de este hecho en el mismo registro. En lo no regulado previamente, se aplicará supletoriamente la ley N°19.880.”.


19. Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:


“Artículo 13.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12 ter, los profesionales de la educación que postulen a los programas, cursos y actividades de formación para el desarrollo que imparta el Centro, como también los que postulen a sus becas, en ambos casos, de acuerdo a los cupos que se determine en su presupuesto, deberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) Trabajar en un establecimiento educacional subvencionado de conformidad con el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, o regido por el decreto ley N°3.166, de 1980.


b) Contar con el patrocinio del sostenedor o administrador del establecimiento en que se desempeña, quien podrá delegar esta facultad en el respectivo director, en el caso que las actividades, programas o cursos se desarrollen durante la jornada laboral, con el fin de asegurar el compromiso de aquél y el aprovechamiento del aprendizaje de los docentes para el mejoramiento continuo de la institución.


En el caso de aquellos sostenedores públicos, previo patrocinio, deberán consultar a los directivos del respectivo establecimiento las necesidades formativas del personal docente a su cargo y sus respectivas prioridades.


c) Estar aceptado en alguno de los programas, cursos o actividades de formación para el desarrollo inscritos en el registro señalado en el artículo 12 quáter.


d) En el caso de los postulantes a beca, junto con la solicitud, deberán contraer el compromiso de laborar en el sector subvencionado o en los establecimientos a que se refiere el decreto ley número 3.166, de 1980, durante el año escolar siguiente. Con todo, si la beca se realizare durante los dos primeros meses del año, el compromiso de permanencia se referirá al año respectivo.


Los criterios de prioridad para seleccionar a estos postulantes deberán considerar, especialmente, las siguientes circunstancias:


1. Trabajar en un establecimiento con alta concentración de alumnos prioritarios, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 50, o que tenga una alta concentración de alumnos con necesidades educativas especiales, o en establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como aquellos multigrado o en situación de aislamiento o con alta concentración de estudiantes de ascendencia indígena o multicultural, de acuerdo a lo que defina el reglamento.


2. Estar contratado en un establecimiento educacional que se encuentre bajo el promedio nacional del sistema de evaluación regulado en los párrafos 2° y 3° del Título II de la ley N°20.529.


3. El grado de relación entre la función que ejerce el profesional en el establecimiento y los contenidos del programa al cual postula.


Las postulaciones a los programas, cursos, actividades o becas serán presentadas a través de un mecanismo que disponga el Centro, institución encargada de la evaluación y selección de los postulantes, de acuerdo a los procedimientos que establezca el reglamento.”.


20. Agrégase, a continuación del artículo 13, el siguiente artículo 13 bis, nuevo:


“Artículo 13 bis.- El profesional de la educación que incumpla sin justificación las obligaciones que le impone su participación en las acciones formativas referidas en el artículo 12 quáter, no podrá acceder a nuevos cursos o programas de formación durante el plazo de dos años. Dicho incumplimiento deberá ser declarado por el Centro mediante resolución fundada, previa audiencia del interesado.”.


21. Agrégase, a continuación del artículo 13 bis, el siguiente artículo 13 ter, nuevo:


“Artículo 13 ter.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.”.


22. Introdúcese a continuación del artículo 18 el siguiente Título II, nuevo:

“TÍTULO II

Del Proceso de Acompañamiento Profesional Local


Artículo 18 A.- El Proceso de Acompañamiento Profesional Local, regulado en este Título, tiene por objeto establecer lineamientos para que los establecimientos educacionales puedan instaurar procesos de mejora continua de sus docentes, desde el primer año de ejercicio y durante su permanencia en el mismo en calidad de docentes.


Este proceso se compondrá de los siguientes sub-procesos:


1) Proceso de formación para el desarrollo profesional que busca fomentar el trabajo colaborativo y la retroalimentación pedagógica; y,


2) Proceso de Inducción al ejercicio profesional docente.

Párrafo I

De la formación local para el desarrollo profesional.


Artículo 18 B.- La formación local para el desarrollo profesional, tiene por objeto fomentar el trabajo colaborativo y la retroalimentación pedagógica. Es un proceso a través del cual los docentes, en equipo e individualmente, realizan la preparación del trabajo en el aula, la reflexión sistemática sobre la propia práctica de enseñanza-aprendizaje en el aula, y la evaluación y retroalimentación para la mejora de esa práctica. Lo anterior, considerando las características de los estudiantes a su cargo y sus resultados educativos.


Corresponderá al director del establecimiento educacional, en conjunto con el equipo directivo, implementar el proceso descrito en el inciso anterior a través de planes locales de formación para el desarrollo profesional. Estos deberán ser aprobados por el sostenedor y serán parte de los Planes de Mejoramiento Educativo, de conformidad con los Proyectos Educativos Institucionales de los establecimientos.


Para llevar a cabo esta labor los equipos directivos podrán contar con la colaboración de quienes se desempeñen como docentes mentores de conformidad con lo establecidos en el artículo 18 O.


Artículo 18 C.- Los planes locales de formación para el desarrollo profesional serán diseñados por el director del establecimiento educacional en conjunto con el equipo directivo, con consulta a los docentes que desempeñen la función técnico-pedagógica y al Consejo de profesores. Dicho plan podrá centrarse en la mejora continua del ciclo que incluye la preparación y planificación; la ejecución de clases; la evaluación y retroalimentación para la mejora continua de la acción docente en el aula; la puesta en común y en equipo de buenas prácticas de enseñanza y la corrección colaborativa de los déficits detectados en este proceso, así como también en el análisis de resultados de aprendizaje de los estudiantes y las medidas pedagógicas necesarias para lograr la mejora de esos resultados.


Artículo 18 D.- Los directivos de los establecimientos, con consulta a su sostenedor, podrán establecer redes inter establecimientos para fomentar el trabajo colaborativo y la retroalimentación pedagógica, pudiendo contar para ello con la colaboración de los docentes mentores que se desempeñen en el ámbito local.


Artículo 18 E.- Los planes locales  de formación para el desarrollo profesional, deberán formar parte de la rendición de cuentas que los directivos realizan sobre el desempeño del establecimiento educacional y sus planes de mejoramiento, según lo establece el Título III, Párrafo 3° de la ley N° 20.529.


Artículo 18 F.- La ejecución de los planes señalados en el presente párrafo, podrá realizarse con cargo a los recursos establecidos en la ley N° 20.248 en la medida que el sostenedor disponga de ellos y se entenderá que éstos constituyen por sí mismos una razón fundada para superar el porcentaje de gasto que dispone el inciso tercero del artículo 8° bis, del referido cuerpo legal.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, el establecimiento educacional no podrá gastar más de un 5% por sobre el 50% señalado en dicho inciso tercero del referido artículo 8º bis.


La Superintendencia de Educación fiscalizará el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior.

Párrafo II

Del Proceso de Inducción al ejercicio profesional docente.


Artículo 18 G.- La inducción consiste en el proceso formativo que tiene por objeto acompañar y apoyar al docente principiante en su primer año de ejercicio profesional para un aprendizaje, práctica y responsabilidad profesional efectivo; facilitando su inserción en el desempeño profesional y en la comunidad educativa a la cual se integra.


La inducción es un derecho que tendrán todos los docentes que ingresan al ejercicio profesional en un establecimiento educacional subvencionado de conformidad al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, o regido por el decreto ley N°3.166, de 1980, siempre y cuando en su respectivo contrato se estipule una jornada semanal de un máximo de 38 horas, por el periodo en que se desarrolle el respectivo proceso de inducción.


Se entenderá por “docente principiante” aquel profesional de la educación que, contando con un título profesional de profesor(a) o educador(a), no haya ejercido la función docente de conformidad al artículo 6° de la presente ley o la haya desempeñado por un lapso inferior a un año o a dos años en caso que haya sido contratado durante el primer año escolar al que se incorporó al establecimiento educacional. Asimismo, para efectos de lo dispuesto en este título, el docente deberá estar contratado para desarrollar funciones de aquellas señaladas en el artículo 6º de esta ley, y no encontrarse inhabilitado para ejercer como docente de acuerdo al artículo 4°.


El proceso de inducción deberá iniciarse dentro del año escolar en que el profesor ingrese a prestar sus servicios profesionales, tendrá una duración de diez meses y requerirá una dedicación semanal exclusiva de un mínimo de cuatro y un máximo de seis horas. Durante este período el docente principiante será acompañado y apoyado por un docente denominado “mentor”.


El equipo directivo del establecimiento educacional, en conjunto con el mentor, efectuarán recomendaciones respecto del desempeño del docente principiante durante el proceso de inducción, las que serán consideradas en las acciones de apoyo formativo que éste debe recibir, de conformidad con el numeral 1. del inciso cuarto del artículo 12 ter.


Artículo 18 H.- Los establecimientos educacionales que, de conformidad a las normas del párrafo 3º del Título II de la ley N° 20.529, sean considerados como de Desempeño Alto podrán implementar y administrar sus propios Procesos de Inducción. 


Asimismo, podrán solicitar al Centro autorización para implementar sus propios planes de inducción aquellos establecimientos educacionales considerados como de Desempeño Medio y que hayan fluctuado entre dicha categoría y la de Desempeño Alto durante los tres años anteriores a la solicitud. Los plazos y procedimientos serán establecidos en un reglamento.


Artículo 18 I.- Corresponderá al director, en conjunto con el equipo directivo de los establecimientos señalados en el artículo anterior, la administración e implementación del proceso de inducción mediante el diseño y aplicación de un plan de inducción. Dicho plan deberá tener relación con el desarrollo de la comunidad educativa y ser coherente con el Proyecto Educativo Institucional y el Plan de Mejoramiento de éste.


El director, en conjunto con el equipo directivo, designarán a los docentes mentores entre los profesionales de la educación de su dependencia o pertenecientes a redes de establecimientos o de los incorporados en el registro público de mentores que se constituyan para tales efectos en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 18Q. Esta designación deberá ser informada al Centro.


Artículo 18 J.- Con el objeto de evaluar el proceso de inducción, el docente mentor deberá entregar al término de dicho proceso, un informe al director del establecimiento, en el que éste deberá dar cuenta de cómo el docente principiante ha cumplido con el plan de inducción. Dicho informe será público y deberá ser remitido al Centro.


Artículo 18 K.- El sostenedor de aquellos establecimientos educacionales que, de conformidad al artículo 18 H, desarrollen procesos propios de inducción, deberá suscribir un convenio con el Ministerio de Educación, por intermedio del Centro, en el cual se deberá consignar el o los establecimientos educacionales y el o los planes de inducción a implementar.


En este convenio se deberá estipular, a lo menos, la obligación del sostenedor de implementar los planes de inducción y ser responsable de su cumplimiento. Asimismo, en forma previa al inicio de los procesos de inducción, se deberá informar al Centro el número e identificación de los docentes principiantes y el número e identificación de los docentes mentores.


Asimismo, se estipulará que para efectos del pago a los docentes principiantes y a los docentes mentores, el Ministerio de Educación transferirá al sostenedor los recursos que correspondan de acuerdo a los artículos 18 N y 18 T, los que deberán destinarse exclusivamente al pago a los docentes principiantes y mentores.


Los sostenedores deberán rendir cuenta pública anual del uso que le hubieran asignado a estos recursos, de conformidad a lo dispuesto en el Título III de la ley N° 20.529. Los recursos recibidos durante el año calendario anterior, se rendirán hasta el 31 de marzo del año siguiente.


La Superintendencia de Educación pondrá a disposición de los establecimientos educacionales formatos estandarizados e instrumentos que sean necesarios para llevar a cabo de forma eficiente los procesos de rendición de los recursos, en los que sólo se podrá realizar un juicio de legalidad del uso de los recursos y no podrá extenderse al mérito del mismo.


En todo caso, los planes de inducción deberán formar parte de la rendición de cuentas que los directivos realizan sobre el desempeño del establecimiento y sus planes de mejoramiento, según lo establece la ley N° 20.529.


Artículo 18 L.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 18 H, al Centro le corresponderá la administración e implementación de los procesos de inducción de aquellos establecimientos educacionales que no se rijan por lo dispuesto en dicho artículo, correspondiéndole elaborar el plan de inducción, designar a los docentes mentores, coordinar con los sostenedores o administradores la ejecución de los mismos y supervigilar la labor de los docentes mentores.


Con todo, los directores, en conjunto con el equipo directivo, podrán establecer planes de inducción propios para efectos de su implementación en el establecimiento educacional, de modo que estos tengan relación con el desarrollo de su comunidad educativa y sean coherentes con el proyecto educativo institucional y el programa de mejoramiento de éste. Asimismo, en el plan de mentoría señalado en el artículo 18 P, podrán establecerse objetivos específicos de la inducción, que sean complementarios a los definidos por el establecimiento educacional.


Sin perjuicio de lo anterior, el Centro pondrá a disposición de los sostenedores o administradores de establecimientos educacionales modelos de planes de inducción que establecerán un marco general para el desarrollo de los planes de mentoría de que trata el artículo 18 P. El diseño de los planes de inducción deberá reconocer las particularidades de los niveles y modalidades educativos, así como la diversidad y el contexto de los establecimientos educacionales y sus estudiantes.


Artículo 18 M.- En aquellos casos de procesos de inducción administrados e implementados por el Centro, el docente principiante deberá firmar un convenio con éste, en el cual se establecerán, a lo menos, las siguientes obligaciones:


a) Dedicar un mínimo de cuatro y un máximo de seis horas semanales exclusivamente para el desarrollo de actividades propias del proceso de inducción.


b) Asistir a las actividades convocadas por el Centro que se encuentren directamente vinculadas con el proceso de inducción.


Artículo 18 N.- Los docentes principiantes, mientras realicen el proceso de inducción, tendrán derecho a percibir una asignación de inducción, correspondiente a un monto mensual de $ 81.054.-, financiada por el Ministerio de Educación, la que se pagará por un máximo de diez meses.


Esta asignación será imponible, tributable, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración, y se ajustará en la misma oportunidad y porcentaje en que se reajusten las remuneraciones del sector público.


En el caso de los procesos de inducción desarrollados de conformidad al artículo 18 H, el Ministerio transferirá estos recursos al sostenedor de acuerdo a lo señalado en el artículo 18 K. Por su parte, en los procesos de inducción administrados por el Centro, éste transferirá dicha suma directamente al docente principiante.


Artículo 18 Ñ.- La Subsecretaría de Educación, a través del Centro, mediante resolución fundada y, en el caso señalado en la letra b), previa audiencia del interesado y del director o equipo directivo si correspondiere, resolverá la pérdida de la asignación de inducción, poniéndose término al respectivo proceso, de aquellos docentes principiantes que:


a) sean desvinculados del establecimiento en que se desempeñaban mientras desarrollaban su proceso de inducción, o


b) incumplan gravemente sus obligaciones establecidas en el convenio regulado en el artículo 18 M, de acuerdo a lo que en éstos se señale.


En caso que el sostenedor ponga término al proceso de inducción por incumplimientos del principiante o mentor, éste deberá restituir al Ministerio de Educación los recursos no utilizados en el proceso de inducción.

Párrafo III

De la Mentoría para docentes principiantes y para la formación local para el desarrollo profesional.


Artículo 18 O.- Se entenderá por docente mentor aquel profesional de la educación que cuenta con una formación idónea para conducir el proceso de inducción al inicio del ejercicio profesional de los docentes principiantes y para la formación para el desarrollo profesional que fomenta el trabajo colaborativo y la retroalimentación pedagógica.


El docente mentor deberá encontrase reconocido a lo menos en el tramo profesional avanzado del desarrollo profesional docente y podrá tener hasta un máximo de tres docentes principiantes a su cargo.


En el caso que el docente mentor realice labores en el proceso de formación local para el desarrollo profesional, los directores del deberán definir la carga de trabajo de cada uno, con el objeto de no alterar el normal desarrollo del proceso de enseñanza-aprendizaje en el establecimiento.


Artículo 18 P.- El docente mentor deberá diseñar, ejecutar y evaluar un plan de mentoría, el que consistirá en un conjunto sistemático de actividades relacionadas directamente con el objeto del proceso de inducción, metódicamente organizadas y que serán desarrolladas bajo su supervisión, durante el desarrollo de aquel proceso.


Este plan deberá considerar, a lo menos, la planificación de las actividades de aula del respectivo docente principiante y visitas periódicas del docente mentor a ellas; la realización de reuniones periódicas entre el docente mentor y el docente principiante a su cargo, en las cuales se analicen y evalúen las actividades del plan; la evaluación de la aplicación de los dominios establecidos en el artículo 19 K y la asistencia a actividades que desarrolle el Centro para los procesos de inducción. Asimismo, deberá ser coherente con el plan de inducción del establecimiento educacional establecido en el artículo 18 L, si lo hubiese, y considerar el proyecto educativo del establecimiento educacional donde se desempeña el docente principiante y su contexto.


El Centro pondrá a disposición de los docentes mentores modelos de planes de mentoría.


Artículo 18 Q.- Los docentes mentores que se desempeñen en establecimientos educacionales cuyo proceso de inducción es administrado por el Centro, deberán estar inscritos en un registro público que éste llevará, pudiendo solicitar su inscripción previo cumplimiento de los siguientes requisitos:


a) Haber aprobado un curso o programa de formación de aquellos impartidos o certificados por el Centro, de conformidad a los artículos 11 y siguientes.


b) Encontrarse reconocido a lo menos en el tramo profesional avanzado del desarrollo profesional docente, de conformidad a lo dispuesto en el Título III.


El director en conjunto con el equipo directivo, podrán proponer al Centro docentes del establecimiento educacional que en el desempeño de sus funciones demuestren habilidades para el acompañamiento pedagógico de sus pares y que cumplan con los requisitos establecidos en las letras b) precedentes para su formación como mentores.


En caso de establecimientos educacionales que de conformidad al artículo 18 H administren sus propios procesos de inducción, el director en conjunto con el equipo directivo, podrán designar a los mentores de entre aquellos docentes que se encuentren reconocidos al menos en el tramo profesional avanzado y que cuenten con la formación para ser mentores que defina el propio establecimiento educacional, la que deberá ser registrada en el Centro. Estos mentores deberán inscribirse en el registro que éste llevará para el solo efecto de desarrollar procesos de inducción en los establecimientos educacionales o red inter establecimientos para las cuales haya sido contratado.


Artículo 18 R.- En caso de procesos de inducción administrados por el Centro, éstos serán asignados a aquellos docentes mentores con inscripción vigente en el registro, que cumplan los siguientes requisitos:


a) Desempeñarse en el mismo establecimiento educacional que el respectivo docente principiante, o en su defecto en una comuna que le permita desarrollar el proceso de inducción.


b) Impartir docencia en el mismo nivel de enseñanza y especialidad del docente principiante, o en su defecto del mismo nivel.


En caso que por la aplicación de los criterios señalados en el inciso anterior sea posible designar más de un docente mentor, se preferirá a aquél que determinen el director en conjunto con el equipo directivo. En subsidio, se aplicarán los siguientes criterios de prelación:


i. Los profesionales de la educación que obtengan una evaluación destacada en la dirección de procesos de inducción previamente desarrollados.


ii. Los profesionales de la educación que se encuentren en el tramo experto II o experto I, en ese orden, en el sistema de reconocimiento del desarrollo profesional docente.


Artículo 18 S.- En el caso de los procesos de inducción administrados por el Centro, el profesional de la educación que sea designado de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior para dirigir procesos de inducción, deberá suscribir un convenio directamente con el Centro, en el cual se deberán estipular, a lo menos, las siguientes obligaciones:


a) Diseñar, ejecutar y evaluar el plan de mentoría para cada docente principiante que se le asigne.


b) Mantener una comunicación y trabajo colaborativos permanentes con quienes desempeñen la función docente-directiva en el o los establecimientos educacionales donde ejerzan el o los docentes principiantes a su cargo.


c) Entregar al establecimiento y al Centro, un informe final de las actividades realizadas en el marco del plan de mentoría, el proceso de inducción y el grado de cumplimiento de éste. Copia de dicho informe deberá ser remitido a la Dirección Provincial de Educación competente al domicilio del establecimiento educacional en el que desarrolló la mentoría.


Si un docente mentor designado no suscribe el convenio dentro del plazo de diez días hábiles contado desde la notificación de la respectiva resolución, se entenderá, para todos los efectos legales, que ha rechazado ejercer la mentoría para el respectivo docente principiante. En este caso, el Centro podrá convocar a la suscripción del convenio a un docente mentor disponible de acuerdo a los criterios del artículo 18 R, y que cumpla con los requisitos legales, quien, a su vez, deberá suscribir el convenio dentro del mismo plazo señalado en este inciso, y así sucesivamente.


Artículo 18 T.- En caso de procesos de inducción administrados por el propio establecimiento educacional de conformidad a lo dispuesto en el artículo 18 H, para efectos del pago a los docentes mentores, el sostenedor recibirá una suma equivalente a $1.105.280.- por cada docente principiante que participe en el proceso de inducción hasta en 10 cuotas mensuales. Esta suma deberá destinarse exclusivamente al pago de los docentes mentores que designe el establecimiento educacional de acuerdo a la distribución que éste decida.


En caso de los procesos de inducción administrados por el Centro, los docentes mentores que hayan firmado un convenio con éste para desarrollar procesos de inducción, tendrán derecho a percibir honorarios por cada docente principiante que acompañen y apoyen, los que ascenderán a $ 1.105.280.-, pagados por el Ministerio de Educación, hasta en diez cuotas mensuales.


Los honorarios y la suma señalados en los incisos anteriores  se reajustarán anualmente en la misma oportunidad y porcentaje que las remuneraciones del sector público.


Artículo 18 U.- Respecto de aquellos procesos de inducción administrados por el Centro, le corresponderá a éste evaluar el desempeño de los docentes mentores, para lo cual diseñará e implementará un sistema de evaluación de los procesos de inducción, el que considerará al menos:


a) La correcta vinculación de los docentes mentores con quienes desempeñen la función docente-directiva en los establecimientos en que se desarrolla la mentoría.


b) La evaluación que hará el docente principiante a su respectivo docente mentor, conforme a las pautas que para estos efectos establezca el reglamento.


c) La evaluación del director del establecimiento en que se haya desarrollado el respectivo proceso de inducción.


Artículo 18 V.- En el caso de procesos de inducción administrados por el Centro, previa audiencia del interesado, la Subsecretaría de Educación, mediante resolución fundada del Centro, dispondrá el término del proceso de inducción y, asimismo, la pérdida del derecho a percibir las cuotas de los honorarios de mentoría. Son causales de incumplimiento:


a) Incumplir gravemente a sus obligaciones establecidas en el convenio señalado en el artículo 18 M, de acuerdo a lo que en éste se señale.


b) Ser evaluados insatisfactoriamente en su función, por el Centro o por el director y equipo directivo, según corresponda.


c) Ser evaluados en un nivel insatisfactorio o básico, de conformidad a lo establecido en el artículo 70 de esta ley.


Asimismo, se excluirá del registro público de mentores a los profesionales que incurran en alguna de las circunstancias establecidas en las letras a), b) o c), por segunda vez. El docente excluido podrá solicitar su reinscripción una vez transcurrido el plazo de tres años de notificada la resolución respectiva, siempre que cumpla con los requisitos legales para ello.


De aplicarse dicha medida, el Centro deberá asignar un nuevo docente mentor al docente principiante respectivo, por el tiempo que falte para el término de su proceso de inducción, a quien le corresponderán las restantes cuotas de los honorarios de mentoría. 


Artículo 18 W.- En aquellas zonas del territorio nacional en que no sea posible asignar docentes mentores de conformidad a los artículos anteriores, el Centro deberá implementar programas y actividades especiales para apoyar la adecuada inmersión profesional de los docentes principiantes que lo soliciten.

Párrafo IV

Otras disposiciones


Artículo 18 X.- Los sostenedores o administradores, según corresponda, de establecimientos educacionales cuyos docentes principiantes o mentores desarrollen el proceso de inducción regulado en el presente Título, deberán otorgar las facilidades que correspondan para el cumplimento de sus respectivas obligaciones, asegurando siempre que no se altere el normal funcionamiento del establecimiento educacional.


Artículo 18 Y.- La información proveniente de los procesos de inducción y mentoría será pública, sin perjuicio de la debida reserva de los datos personales de conformidad a la ley.


Con todo, la información deberá ser entregada en forma agregada, de modo que no puedan ser identificados los resultados de los procesos a nivel individual.


Artículo 18 Z.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y suscrito por el Ministro de Hacienda desarrollará las materias reguladas en el presente título.

Párrafo V

Normas comunes al proceso de acompañamiento profesional local.


Artículo 18 Z bis.- La Agencia de la Calidad de la Educación, de conformidad a lo previsto en las letras d) y e) del artículo 10 de la ley N° 20.529, entregará al Ministerio de Educación los resultados de las evaluaciones que realice respecto de la implementación de acciones formativas y procesos de inducción, realizadas directamente en los establecimientos educacionales. 


Artículo 18 Z ter.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, corresponderá al Centro:


1) Llevar un registro público de docentes principiantes, docentes mentores y de aquellos establecimientos educacionales que implementen y administren sus propios procesos de inducción.


2) Implementar o certificar programas de formación de mentores, así como también cursos y actividades conducentes a la formación continua de éstos, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 11 y siguientes de esta ley.


3) Realizar estudios para la mejora del proceso de inducción y de formación local para el desarrollo profesional, en función de la información que genere el Sistema reglado en el presente título. Para ello, el Centro podrá contar con la colaboración de la Agencia de la Calidad de la Educación.


4) Poner a disposición de los sostenedores planes de inducción y mentoría para su implementación en los establecimientos educacionales.”.”.


23. Introdúcese el siguiente Título III, nuevo, pasando el actual Título III a ser IV, y el actual IV a ser V:

“TITULO III

Del Desarrollo Profesional Docente

Párrafo I

Aspectos Generales del Desarrollo Profesional Docente


Artículo 19.- El presente título regulará el Sistema de Desarrollo Profesional Docente, en adelante también “el Sistema”, que tiene por objeto reconocer y promover el avance de los profesionales de la educación hasta un nivel esperado de desarrollo profesional, así como también ofrecer una trayectoria profesional atractiva para continuar desempeñándose profesionalmente en el aula.


El sistema regulado en el presente título se aplicará a los profesionales de la educación que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación; los regulados por el decreto ley N°3.166, de 1980, y a los que ocupan cargos directivos y técnicos-pedagógicos en los Departamentos de Administración Educacional de cada municipalidad, o de las corporaciones educacionales creadas por estas.


El sistema está constituido, por una parte, por un Sistema de Reconocimiento y Promoción del Desarrollo Profesional Docente que se compone de un proceso evaluativo integral que reconoce la experiencia y la consolidación de las competencias y saberes disciplinarios y pedagógicos que los profesionales de la educación alcanzan en las distintas etapas de su ejercicio profesional y de un procedimiento de progresión en distintos tramos, en virtud del cual los docentes pueden acceder a determinados niveles de remuneración; y, por otra, por un Sistema de Apoyo Formativo a los docentes para la progresión en el Sistema de Reconocimiento, el que se establece en el párrafo III del Título I de esta ley. Se complementa, además, con el apoyo al inicio del ejercicio de la profesión docente a través del proceso de Inducción establecido en el Título II.


El Sistema de Desarrollo Profesional Docente se inspira en los siguientes principios:


a) Profesionalidad docente: el sistema promoverá la formación y desarrollo de profesionales que cumplen una misión decisiva en la educación integral de sus estudiantes.


b) Autonomía profesional: el sistema propiciará la autonomía del profesional de la educación para organizar las actividades pedagógicas de acuerdo a las características de sus estudiantes y la articulación de un proceso de enseñanza-aprendizaje de calidad, conforme a las normativas curriculares, al respectivo proyecto educativo institucional, a las orientaciones legales del sistema educacional y a los programas específicos de mejoramiento e innovación.


c) Responsabilidad y ética profesional: el sistema promoverá el compromiso personal y social, así como la responsabilidad frente a la formación y aprendizaje de todos los estudiantes, y cautelará el cultivo de valores y conductas éticas propios de un profesional de la educación.


d) Desarrollo continuo: el sistema promoverá la formación profesional continua de los docentes, de manera individual y colectiva, la actualización de los conocimientos de las disciplinas que enseñan y de los métodos de enseñanza, de acuerdo al contexto escolar en que se desempeñan.


e) Innovación, investigación y reflexión pedagógica: el sistema fomentará la creatividad y la capacidad de innovación e investigación vinculadas a la práctica pedagógica, contribuyendo a la construcción de un saber pedagógico compartido.


f) Colaboración: se promoverá el trabajo colaborativo entre profesionales de la educación, tendiente a constituir comunidades de aprendizaje, guiadas por directivos que ejercen un liderazgo pedagógico y facilitan el diálogo, la reflexión colectiva y la creación de ambientes de trabajo que contribuyen a mejorar los procesos de enseñanza-aprendizaje.


g) Equidad: el sistema propenderá a que los profesionales de la educación de desempeño destacado ejerzan en establecimientos con alta proporción de alumnos vulnerables, de modo de ofrecer mejores oportunidades educativas a dichos estudiantes.


h) Participación: el sistema velará por la participación de los profesionales de la educación en las distintas instancias de la comunidad educativa y su comunicación con los distintos actores que la integran, en un clima de confianza y respeto de los derechos de todas las personas.


i) Compromiso con la comunidad: el sistema promoverá el compromiso del profesional de la educación con su comunidad escolar, generando así un ambiente que propenda a la formación, el aprendizaje y desarrollo integral de todos los estudiantes.


j) Apoyo a la labor docente: el Estado velará por el cumplimiento de los fines y misión de la función docente, implementando acciones de apoyo pedagógico y formativo pertinente al desarrollo profesional de los profesionales de la educación.


Artículo 19 A.- El Sistema distingue dos fases del desarrollo profesional docente. En la primera, el desarrollo profesional docente estará estructurado en tres tramos que culminan con el nivel de desarrollo esperado para un buen ejercicio de la docencia. La segunda consta de dos tramos de carácter voluntario para aquellos docentes que, una vez alcanzado el nivel esperado, deseen potenciar su desarrollo profesional.


Artículo 19 B.- Para los efectos de la presente ley, se entenderá por tramo una etapa del desarrollo profesional docente en la cual se espera que, una vez lograda cierta experiencia, los docentes señalados en el artículo 19 logren alcanzar un determinado nivel de competencias y habilidades profesionales, cuyo reconocimiento los habilita a percibir asignaciones, avanzar en su desarrollo profesional y asumir crecientes responsabilidades en el establecimiento, de conformidad a esta ley.


Artículo 19 C.- Los tres tramos que conducen a la consolidación del desarrollo profesional docente son los establecidos en los incisos siguientes.


El tramo profesional inicial es aquel al que los profesionales de la educación ingresan por el solo hecho de contar con su título profesional, iniciando su ejercicio profesional e insertándose en una comunidad escolar. En esta etapa, el docente integra los conocimientos adquiridos durante su formación inicial con aquellos que adquiere a través de su propia práctica, y construye progresivamente una identidad profesional y seguridad para enfrentar las situaciones educativas que el contexto donde se desempeña le plantea. Desde el trabajo colaborativo, el profesor participa de instancias de reflexión pedagógica colectiva. En el desarrollo de este tramo puede asumir labores relativas a la vinculación con otros actores de la comunidad educativa, como relación con las familias o desarrollo de proyectos de extensión cultural. En este esfuerzo, el docente requiere apoyo mediante un proceso de inducción realizado por mentores y acompañamiento pedagógico. 


El tramo profesional temprano es la etapa del desarrollo profesional docente en que los profesionales de la educación avanzan hacia la consolidación de su experiencia y competencias profesionales. La enseñanza que realizan evidencia un mayor desarrollo en todos sus aspectos: preparación, actividades pedagógicas, evaluación e interacción con los estudiantes, entre otros. La práctica de enseñanza en el aula se complementa progresivamente con nuevas iniciativas y tareas que el docente asume en la institución escolar. En esta etapa es fundamental que el docente continúe con su desarrollo profesional y fortalezca sus capacidades mediante el estudio, perfeccionamiento y la reflexión pedagógica, tanto individual como colectiva con sus pares.


El tramo profesional avanzado es la etapa del desarrollo profesional en que el docente ha logrado el nivel esperado de consolidación de sus competencias profesionales de acuerdo a los criterios señalados en el Marco para la Buena Enseñanza indicados en el artículo 19 J, demostrando una especial capacidad para lograr aprendizajes de todos sus estudiantes de acuerdo a las necesidades de cada uno. El docente que se encuentra en este tramo demuestra no solamente habilidades para la enseñanza en el aula, sino que es capaz de hacer una reflexión profunda sobre su práctica y asumir progresivamente nuevas responsabilidades profesionales relacionadas con el acompañamiento y liderazgo pedagógico a docentes del tramo profesional inicial y con los planes de mejoramiento escolar. En esta etapa el docente profundiza su desarrollo profesional y actualiza constantemente sus conocimientos.


Artículo 19 D.- Los tramos a los que voluntariamente se podrá postular para potenciar el desarrollo profesional docente son los siguientes.


El tramo experto I es una etapa voluntaria del desarrollo profesional docente al que podrán acceder los profesionales de la educación que se encuentren en el tramo profesional avanzado, por al menos cuatro años, y que cuenten con una experiencia, competencias y habilidades pedagógicas que les permitan ser reconocidos por un desempeño profesional docente sobresaliente. Al interior de la comunidad docente, se trata de profesionales en la búsqueda constante de formas de colaboración con sus pares. Los docentes que se encuentren en este tramo tendrán acceso preferente a funciones de acompañamiento y liderazgo pedagógico. 


El tramo experto II es una etapa voluntaria del desarrollo profesional docente al que podrán acceder los profesionales de la educación que se encuentren en el tramo experto I, por al menos cuatro años, y que cuenten con una trayectoria, competencias y habilidades pedagógicas que les permitan ser reconocidos como docentes de excelencia, con altas capacidades y experticia en el ejercicio profesional docente, siendo capaces de liderar y coordinar distintas instancias de colaboración con los docentes de la escuela. Los docentes que se encuentren en este tramo tendrán acceso preferente a funciones de acompañamiento y liderazgo pedagógico.


Será especialmente valorado que los docentes de los tramos profesionales experto I y experto II cuenten con una especialización pedagógica a elección de éstos tales como: currículum, convivencia escolar, liderazgo y gestión educativa, inclusión y atención a la diversidad, evaluación, entre otros.


Artículo 19 E.- Para efectos de lo establecido en los artículos anteriores, corresponderá al Centro el reconocimiento de las competencias pedagógicas y conocimientos específicos y pedagógicos que correspondan a los tramos profesionales temprano y avanzado, y a los tramos experto I y II del desarrollo profesional docente, de conformidad al párrafo III del presente Título.


Asimismo, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará la resolución que señale el tramo del desarrollo profesional docente que corresponda a los profesionales de la educación regidos por el presente Título, de conformidad a sus años de experiencia profesional y al reconocimiento que obtengan.


Artículo 19 F.- Los profesionales de la educación que hayan accedido a los tramos profesionales temprano y avanzado, y a los tramos experto I y II, no retrocederán a tramos anteriores de su desarrollo profesional docente, independientemente del tipo de establecimiento educacional donde se desempeñen o la actividad que desarrollen.


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, los profesionales de la educación que, habiendo accedido a un tramo, sean posteriormente contratados por un empleador cuyos docentes no se rijan por las disposiciones del presente Título, quedarán sujetos a las normas laborales que regulen a dichos profesionales.

Párrafo II

Del Reconocimiento y Promoción del Desarrollo Profesional Docente


Artículo 19 G.- Corresponderá al Centro administrar el Sistema Nacional de Reconocimiento y Promoción del Desarrollo Profesional Docente que, para la progresión en los tramos del desarrollo profesional, considera tanto el desempeño como las competencias pedagógicas de los profesionales de la educación.


Para estos efectos, a través de un proceso evaluativo integral se reconocerá el dominio de conocimientos disciplinarios y pedagógicos acordes con el nivel y especialidad en que se desempeña cada docente; así como también las funciones docentes ejercidas fuera del aula, relativas al desarrollo profesional, tales como el trabajo colaborativo con pares, estudiantes, padres y apoderados, su participación en distintas actividades de su establecimiento educacional, y el perfeccionamiento del docente que sea pertinente al ejercicio profesional y nivel de desarrollo de éste; verificando el cumplimiento de estándares de desempeño profesional, los que se medirán de conformidad a los instrumentos señalados en el artículo 19 K.


Artículo 19 H.- Para los efectos de la promoción a los tramos del desarrollo profesional docente, establecidos en los artículos 19 C y D, los profesionales de la educación deberán cumplir con las exigencias de experiencia profesional señalada en los incisos siguientes.


Para acceder al tramo profesional temprano, el profesional de la educación deberá contar con, a lo menos, cuatro años de experiencia profesional docente.


Para acceder al tramo profesional avanzado, el profesional de la educación deberá contar con, a lo menos, cuatro años de experiencia profesional docente.


Para acceder al tramo experto I, el profesional de la educación deberá contar con, a lo menos, ocho años de experiencia profesional docente.


Para acceder al tramo experto II, el profesional de la educación deberá contar con, a lo menos, doce años de experiencia profesional docente.


Artículo 19 I.- Para el solo efecto de acreditar los años de experiencia profesional docente de los profesionales de la educación, el Centro podrá requerir a los demás órganos de la Administración del Estado la información con la que cuenten, la que le deberá ser remitida oportunamente.


Con todo, el profesional de la educación siempre podrá solicitar a su respectivo sostenedor o administrador, según corresponda, la emisión de un documento donde acredite sus años de experiencia profesional docente bajo su dependencia. Dicho sostenedor estará obligado a emitirlo, dentro del plazo de cinco días hábiles.


Artículo 19 J.- Los estándares de desempeño profesional serán desarrollados reglamentariamente, en base a los siguientes dominios contenidos en el Marco de la Buena Enseñanza:


a) La preparación de la enseñanza.


b) La creación de un ambiente propicio para el aprendizaje de los estudiantes.


c) La enseñanza para el aprendizaje de todos los estudiantes.


d) Las responsabilidades profesionales propias de la labor docente, incluyendo aquellas ejercidas fuera del aula, como el trabajo técnico-pedagógico colaborativo.


Los estándares de desempeño docente serán elaborados por el Ministerio de Educación, y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.


Para efectos de la aprobación de dichos estándares se aplicarán los procedimientos y plazos establecidos en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación.


Artículo 19 K.- Para medir el cumplimiento de los estándares de desempeño profesional y el conocimiento de las bases curriculares, el Centro diseñará, en colaboración con la Agencia de la Calidad de la Educación, y ejecutará los siguientes instrumentos:


a) Un instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos, atingentes a la disciplina y nivel que imparte.


b) Un portafolio profesional de competencias pedagógicas que evaluará la práctica docente de desempeño en el aula considerando sus variables de contexto. Dicho portafolio considerará, al menos, evidencias documentadas relativas a las mejores prácticas del docente sobre:


1. Desempeño profesional en el aula, considerando la vinculación de éste con los estudiantes y los procesos de enseñanza aprendizaje.


2. Prácticas colaborativas, acciones de liderazgo y cooperación, trabajo con pares, padres y apoderados y otras relativas al dominio señalado en la letra d) del artículo 19 J, en su contexto cultural.


3. Creación de contenidos, materiales de enseñanza, actividades académicas, innovación pedagógica, investigación y otras relacionadas con un desarrollo profesional de excelencia.


4. Perfeccionamiento pertinente al ejercicio profesional y nivel de desarrollo del docente, siempre que dicho perfeccionamiento se realice de conformidad a lo dispuesto en el párrafo III del Título I. En caso de estudios de postgrado, estos deberán ser atingentes a su función de acuerdo a los requisitos que determine un reglamento. Los estudios de postgrado efectuados en Chile deberán ser impartidos por universidades acreditadas. En el caso de los estudios de postgrado efectuados en el extranjero se considerarán aquellos reconocidos, validados o convalidados en Chile, sin perjuicio de lo dispuesto en los tratados internacionales vigentes.


En el caso de los tramos Experto I y Experto II se considerará especialmente una especialización pedagógica a elección del docente en ámbitos tales como currículum, convivencia escolar, liderazgo y gestión educativa, inclusión y atención a la diversidad y evaluación, entre otros.


En el caso de aquellos profesionales de la educación y otros que se desempeñen en modalidades educativas que requieren de una metodología especial de evaluación para el reconocimiento de sus competencias pedagógicas, tales como las diversas formas de la educación especial, aulas hospitalarias, escuelas cárceles y especialidades de educación media técnica profesional, el Centro deberá adecuar el instrumento portafolio profesional señalado en el inciso precedente a dichos requerimientos.


Artículo 19 L.- El instrumento portafolio señalado en el artículo anterior se aplicará por el Centro respecto del profesional de la educación cada cuatro años, en la misma oportunidad que el sistema de evaluación establecido en el artículo 70. Se utilizará el mismo instrumento portafolio en ambos sistemas de evaluación.


El instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos será aplicado por la Agencia de Calidad de la Educación y sus resultados serán entregados al Centro en la forma y plazos que determine el reglamento a que se refiere el artículo 19 U.


Corresponderá al Ministerio de Educación la coordinación entre la Agencia de la Calidad de la Educación y el Centro para los efectos de la implementación del Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III del decreto ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Artículo 19 M.- El resultado de la aplicación de los instrumentos señalados en el artículo 19 K se expresará cuantitativamente en puntajes, los que permitirán elaborar una escala de categorías de logro profesional.


Los resultados del instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos se ordenarán en cuatro categorías de logro profesional, de conformidad a la siguiente tabla:

	Categorías de logro
	Puntaje de logro

	A
	De 3,38 a 4,00 puntos

	B
	De 2,75 a 3,37 puntos

	C
	De 1,88 a 2,74 puntos

	D
	De 1,00 a 1,87 puntos



Los resultados del portafolio profesional de competencias pedagógicas se ordenarán en cinco categorías de logro profesional, de conformidad a la siguiente tabla:

	Categorías de logro
	Puntaje de logro

	A
	De 3,01 a 4,00 puntos

	B
	De 2,51 a 3,00 puntos

	C
	De 2,26 a 2,50 puntos

	D
	De 2,00 a 2,25 puntos

	E
	De 1,00 a 1,99 puntos



Artículo 19 N.- Podrán rendir los instrumentos señalados en el artículo 19 K aquellos profesionales de la educación que estén contratados o hayan ingresado a una dotación, según corresponda, para un establecimiento educacional cuyos docentes se rijan por el presente Título.


Artículo 19 Ñ.- Deberán rendir los instrumentos del Sistema Nacional de Reconocimiento del Desarrollo Profesional Docente los profesionales de la educación que se encuentren en los tramos profesionales inicial y temprano del desarrollo profesional docente.


Con todo, aquellos que se encuentren en los tramos profesional avanzado y experto I y II podrán rendir dichos instrumentos. 


Para efectos de lo señalado en los incisos primero y segundo, los profesionales de la educación que obtengan en una oportunidad categoría de logro A, o en dos oportunidades consecutivas categoría de logro B, en el instrumento portafolio, no estarán obligados a rendir este instrumento, en el siguiente proceso de reconocimiento. Asimismo, si el último resultado obtenido por el profesional en el instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos fue de nivel de logro A o B, no estarán obligados a rendir este instrumento en los procesos de reconocimiento siguientes.


Aquellos profesionales de la educación que hayan accedido al tramo avanzado, obteniendo un logro de A en ambos instrumentos de evaluación, podrán acceder al tramo experto I en el plazo de dos años.


En ningún caso, un docente podrá acceder a un nuevo tramo por el solo transcurso del tiempo, debiendo rendir, al menos, uno de los instrumentos de evaluación.


Artículo 19 O.- Los profesionales que hayan rendido los instrumentos señalados en el artículo 19 K, según los resultados que obtengan, podrán acceder a los tramos del desarrollo profesional docente de conformidad a la siguiente tabla:

	Resultado Instrumento Portafolio
	Resultado Instrumento de Evaluación de Conocimientos Específicos y Pedagógicos

	
	A
	B
	C
	D

	A
	Experto II
	Experto II
	Experto I
	Temprano

	B
	Experto II
	Experto I
	Avanzado
	Temprano

	C
	Experto I
	Avanzado
	Temprano
	Inicial

	D
	Temprano
	Temprano
	Inicial
	Inicial

	E
	Inicial



Los profesionales de la educación podrán acceder desde el tramo profesional inicial a los tramos profesional temprano o avanzado, siempre que obtengan los resultados requeridos de acuerdo al inciso anterior. En caso que sus resultados no les permitan avanzar del tramo profesional inicial, a lo menos al tramo temprano, deberán rendir nuevamente los instrumentos en el plazo de dos años.


Los profesionales de la educación que accedan al tramo profesional temprano con categoría de logro “A” en alguno de los instrumentos de evaluación, podrán en los siguientes procesos de reconocimiento acceder al tramo experto I, de obtener los resultados para ello y contar con los años de experiencia requeridos.


Artículo 19 P.- El profesional de la educación que incumpla la obligación señalada en el inciso primero del artículo 19 Ñ perderá, mientras no dé cumplimiento a lo ordenado en dicho inciso, el derecho a percibir la Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional establecida en el artículo 49.

Artículo 19 Q.- Antes del 30 de junio de cada año, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución en la cual señalará el tramo profesional que corresponda a cada docente conforme a sus años de experiencia profesional, y las competencias, saberes y el dominio de conocimientos disciplinarios y pedagógicos, reconocidos a través de los instrumentos de evaluación establecidos en el artículo 19 K.


El tramo de desarrollo profesional docente que se indique en esta resolución surtirá sus efectos legales desde el mes de julio del año escolar en que se dicte.


Artículo 19 R.- Los profesionales de la educación que hayan accedido a los tramos del desarrollo profesional docente de conformidad a las disposiciones de este Título tendrán derecho a la respectiva asignación de tramo establecida en el artículo 49, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo anterior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 19 P.


Artículo 19 S.- El profesional de la educación que, perteneciendo al tramo inicial del desarrollo profesional docente, obtenga resultados de logro profesional que no le permitan avanzar del tramo en dos procesos consecutivos de reconocimiento profesional, deberá ser desvinculado, y no podrá ser contratado en el mismo ni en otro establecimiento educacional donde se desempeñen profesionales de la educación que se rijan por lo dispuesto en este Título.


Asimismo, aquel docente que perteneciendo al tramo profesional temprano obtenga resultados de logro profesional que no le permitan acceder al tramo avanzado en dos procesos consecutivos de reconocimiento profesional, deberá ser desvinculado y perderá, para todos los efectos legales, su reconocimiento de tramo en el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y su antigüedad.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, transcurrido el plazo de dos años contado desde la fecha de desvinculación, dicho profesional podrá ser contratado nuevamente, debiendo ingresar al tramo inicial del Sistema de Desarrollo Profesional Docente, y rendir los instrumentos de dicho Sistema dentro de los cuatro años siguientes a su contratación.


En caso que aquél no obtenga resultados que le permitan acceder al tramo avanzado, deberá ser desvinculado y no podrá ser contratado en el mismo ni en otro establecimiento educacional en que se desempeñen profesionales de la educación que se rijan por lo dispuesto en este Título.


Artículo 19 T.- El profesional de la educación que de acuerdo al artículo 19 Ñ se encuentra obligado a rendir los instrumentos de evaluación establecidos en el artículo 19 K, y deja de desempeñarse en un establecimiento cuyos profesionales estén sujetos al presente Título por una causal diferente de las establecidas en el artículo 19 S, en caso que sea nuevamente contratado o designado en un establecimiento educacional cuyos profesionales de la educación se rijan por este título, podrá eximirse de rendir dichos instrumentos si han transcurrido menos de cuatro años desde su última resolución de reconocimiento, debiendo rendirlos al cumplir el respectivo período de cuatro años. En caso contrario, deberá rendir dichos instrumentos dentro del plazo de un año contado de su nueva contratación o designación.


De no cumplir con lo señalado en el inciso anterior, perderá el derecho a la asignación por tramo de desarrollo profesional establecido en el artículo 49, hasta que dé cumplimiento a dicha obligación.


Artículo 19 U.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, desarrollará lo establecido en el presente título.


Artículo 19 V.- Los establecimientos educacionales acogidos al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, y los regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980, para efectos de percibir la subvención o aporte, según corresponda, deberán contratar a los profesionales de la educación referidos en el artículo 2°, de acuerdo al régimen establecido en el Título III. Dicho título será aplicable a las personas legalmente habilitadas para ejercer la función docente y las autorizadas para desempeñarla de acuerdo a las normas legales vigentes de la forma que determine el reglamento.


Sin perjuicio de lo anterior, los establecimientos educacionales del sector particular subvencionado y los regidos por el decreto ley Nº3.166, de 1980, podrán contratar profesionales de la educación sin sujeción al título III para desarrollar labores transitorias u optativas.


Artículo 19 W.- El Sistema de Desarrollo Profesional Docente, la Evaluación de Desempeño Docente y la aplicación de los programas, cursos y actividades de formación señaladas en el párrafo II del Título I deberán ser evaluados cada seis años, para lo cual el Ministerio de Educación encargará dicha evaluación a una organización internacional de reconocida experiencia en la materia cuyos resultados serán públicos.


Asimismo, esta revisión, deberá considerar la información que entregue la Agencia de la Calidad de la Educación de acuerdo a lo dispuesto en  el artículo 18 Z ter y el artículo siguiente.


Artículo 19 X.- La Agencia de la Calidad de la Educación, de conformidad a lo previsto en las letras d) y e) del artículo 10 de la ley N° 20.529, entregará al Ministerio de Educación, a través del Centro, los resultados de las evaluaciones que realice respecto de la implementación de acciones de promoción del desarrollo profesional docente, realizadas en los establecimientos educacionales.”.


24. Reemplázase el epígrafe del Título III, que ha pasado a ser IV, por el siguiente:

“De la dotación docente y el contrato de los profesionales de la educación del sector municipal”


25. Reemplázase la numeración del artículo 19 por artículo 19 Y.


26. Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en su inciso tercero la expresión “una experiencia docente de cinco años” por “encontrarse reconocido al menos en el tramo profesional avanzado del desarrollo profesional docente”.


b) Sustitúyese en el inciso cuarto el guarismo “3” por el vocablo “cuatro”.


c) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto:


“Para todos los efectos de esta ley, los profesionales señalados en el inciso anterior quedarán asimilados al tramo profesional avanzado, mientras ejerzan dicha función.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero, podrá designarse excepcionalmente en cargos docentes directivos, distintos al de director, y en cargos técnico pedagógicos, a profesionales de la educación que no cuenten con el tramo profesional avanzado, cuando no existan profesionales con dicha condición. En este caso, no tendrán derecho a percibir la asignación de responsabilidad directiva o la de responsabilidad técnico-pedagógica, según corresponda.”.


27. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 31 bis la frase “estar acreditado como Profesor de Excelencia Pedagógica, según lo dispuesto en la ley N°19.715” por “estar reconocido en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, del desarrollo profesional docente”.


28. Reemplázase el inciso segundo del artículo 34 E por los siguientes incisos segundo y tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:


“A estos concursos podrán postular aquellos profesionales de la educación que cumplan los siguientes requisitos:


a) Los exigidos en el artículo 24.


b) Estar reconocido, a lo menos, en el tramo profesional avanzado.


Asimismo, podrán postular aquellos profesionales, y excepcionalmente docentes, que estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos ocho semestres y que cuenten con un mínimo de seis años de experiencia profesional. En los casos en que la persona nombrada como Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal no sea profesional de la educación, dicho Departamento deberá contar con la asesoría de un docente encargado del área técnico pedagógica.”.


29. Agrégase el siguiente artículo 34 K:


“Artículo 34 K.- En el caso de los profesionales de la educación que hayan cesado en los cargos de jefe del Departamento de Administración Municipal, director, subdirector, inspector general y jefe técnico, y que continúen desempeñándose en la dotación en algunas de las funciones del artículo 5°, lo harán en el tramo de desarrollo profesional en que estén reconocidos.


Aquellos directores o jefes de Departamentos de Administración Municipal que no posean el título profesional de profesor o educador, al terminar su nombramiento dejarán de regirse por esta ley, salvo que se encuentren habilitados de acuerdo al decreto con fuerza de ley N°29, de 1981, del Ministerio de Educación, en el caso de la educación media técnico profesional.”.


30. Reemplázase el artículo 47 por el siguiente:


“Artículo 47.- Los profesionales de la educación del sector municipal gozarán de las siguientes asignaciones: 


a) Asignación de Experiencia.


b) Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional.


c) Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios.


d) Asignación de Responsabilidad Directiva y Asignación de Responsabilidad Técnico-Pedagógica.


e) Bonificación de Reconocimiento Profesional.


f) Bonificación de Excelencia Académica.


Los sostenedores podrán establecer asignaciones especiales de incentivo profesional, las que se otorgarán por razones fundadas en el mérito, tendrán el carácter de temporal  o permanente y se establecerán para algunos o la totalidad de los profesionales de la educación, de uno o más de los establecimientos de la respectiva municipalidad.”.


31. Reemplázanse en el inciso primero del artículo 48 los siguientes guarismos: “6,76%” por “3,38%”; “6,66%” por “3,33%”, y “100%” por “50%”.


32. Reemplázase el artículo 49 por el siguiente:


“Artículo 49.- El profesional de la educación tendrá derecho a percibir una Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional, cuyo monto mensual se determinará en base a los siguientes componentes:


a) Componente de Experiencia: Se aplicará sobre la base de la remuneración básica mínima nacional que determine la ley y consistirá en un porcentaje de esta, correspondiente a un 3,38% por los primeros dos años de servicio docente y un 3,33% por cada dos años adicionales, debidamente acreditados, con un tope y monto máximo de 50% de la remuneración básica mínima nacional para aquellos profesionales que totalicen 30 años de servicios.


b) Componente de Progresión: Su monto mensual dependerá del tramo en que se encuentra el docente y los bienios de experiencia profesional que tenga, y su valor máximo corresponderá al siguiente para un contrato de 44 horas y 15 bienios:

	Tramo profesional inicial
	Tramo profesional temprano
	Tramo profesional avanzado
	Tramo experto I
	Tramo experto II

	$13.076
	$43.084
	$86.714
	$325.084
	$699.593



Lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos, para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales, y en proporción a sus correspondientes bienios para aquellos que tengan una experiencia profesional inferior a 15 bienios.


c) Componente fijo: Los profesionales de la educación reconocidos en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, tendrán derecho a percibir una suma complementaria cuyo monto mensual dependerá del tramo en que se encuentra el docente y su valor máximo corresponderá a los siguientes valores para un contrato de 44 horas cronológicas semanales:

	Tramo profesional avanzado
	Tramo experto I
	Tramo experto II

	$90.000.-
	$125.000.-
	$190.000.-



Lo dispuesto en el párrafo anterior se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos, para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales.


Con todo, el incremento por concepto de la suma de la asignación de experiencia establecida en el artículo 48 y la asignación por tramo establecida en este artículo, por cada dos años de ejercicio profesional debidamente acreditado, no podrá ser inferior al 6,66% de la Remuneración Básica Mínima Nacional.


La asignación de tramo, considerado su componente fijo cuando corresponda, tendrá el carácter de imponible y tributable, solo servirá de base de cálculo para la asignación establecida en el artículo 50 y se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje en que se reajusten las remuneraciones del sector público.”.


33. Reemplázase el artículo 50 por el siguiente:


“Artículo 50.- La Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios será imponible y tributable, no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración y será igual al 20% de la asignación de tramo a que tenga derecho el docente, más un monto fijo máximo de $43.726.- para un contrato de 44 horas cronológicas semanales, el cual se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos, para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales. Tendrán derecho a percibirla los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos con alta concentración de alumnos prioritarios, y el monto fijo se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que las remuneraciones del sector público.


Para estos efectos se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N°20.248.

En caso de que el beneficiario se encuentre en el tramo profesional inicial o temprano solo podrá percibirla, por una vez, hasta por el término de cuatro años desde su primer reconocimiento en cualquiera de dichos tramos.


En aquellos establecimientos educacionales con una concentración de alumnos prioritarios igual o superior al 80%, los profesionales de la educación que se encuentren en los tramos profesional avanzado, experto I y experto II, recibirán por concepto de esta asignación un monto fijo mensual adicional de $60.000.-, para un contrato de 44 horas cronológicas semanales. Para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales, este monto se pagará proporcionalmente a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos. Esta suma se reajustará en la misma proporción y oportunidad que el monto fijo señalado en el inciso primero.


Los profesionales que se desempeñen en establecimientos que se encuentren ubicados en zonas rurales, y tengan una concentración de alumnos prioritarios inferior al 60% y mayor o igual al 45%, tendrán derecho a una asignación igual al 10% de su respectiva asignación de tramo.”.


34. Reemplázase el artículo 52 por el siguiente:


“Artículo 52.- Los profesionales de la educación que presten sus servicios en los establecimientos educacionales del sector municipal tendrán derecho a conservar el porcentaje de la Asignación de Experiencia, la Bonificación de Reconocimiento Profesional y la Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional al desempeñarse en otra comuna o establecimiento.


No obstante, las asignaciones por Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios, Bonificación de Excelencia Académica y de Responsabilidad Directiva o Técnico-Pedagógica solamente se mantendrán si el nuevo empleo da derecho a percibirlas.”.


35. Reemplázase el artículo 54 por el siguiente:


“Artículo 54.- Los profesionales de la educación tendrán derecho a la Bonificación de Reconocimiento Profesional establecida en la ley N°20.158, que corresponderá a un componente base equivalente al 75% de la asignación por concepto de título y un complemento equivalente al 25% de esta por concepto de mención, de conformidad al monto establecido en el inciso siguiente.


El monto máximo de esta asignación asciende a la cantidad de $224.861.- mensuales por concepto de título y $74.954.- mensuales por concepto de mención, para 30 o más horas de contrato. En los contratos inferiores a 30 horas se pagará la proporción que corresponda. 


Se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que la Unidad de Subvención Educacional (USE) y será imponible, tributable y no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración.”.


36. Reemplázase el artículo 55 por el siguiente:


“Artículo 55.- Los profesionales de la educación que se desempeñen en un establecimiento educacional que haya sido seleccionado como de Desempeño de Excelencia Académica tendrán derecho a percibir una Bonificación de Excelencia Académica, en los términos que se establece en los artículos 15, 16 y 17 de la ley N°19.410.”.


37. Deróganse los artículos 56, 57, 59, 60 y 61.


38. Modifícase el artículo 62 en el siguiente sentido: 


a) Reemplázanse en el inciso primero los guarismos “III” y “IV” por “IV” y “V”, e intercálase entre las expresiones “de 1992,” y “respectivamente,” la siguiente frase “o regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980”.


b) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente:


“No obstante, no se considerarán para el cálculo de lo señalado en los dos primeros incisos de este artículo la Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios, la Bonificación de Excelencia Académica, las remuneraciones por horas extraordinarias, y aquellas que no correspondan a contraprestaciones de carácter permanente, para los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales del sector municipal, particular subvencionado o los regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980.”.


c) Agrégase un nuevo inciso final del siguiente tenor:


“En los meses de enero de cada año, el valor de la Remuneración Total Mínima se reajustará en la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre los meses de enero a diciembre del año inmediatamente anterior. Las nuevas Remuneraciones Totales Mínimas, resultantes de la aplicación de este inciso, se fijarán mediante decretos supremos del Ministerio de Educación, que además deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda.”.


39. Reemplázase el artículo 63 por el siguiente:


“Artículo 63.- La Asignación de Reconocimiento por Docencia en Establecimientos de Alta Concentración de Alumnos Prioritarios será financiada directamente por el Ministerio de Educación.


La Bonificación de Excelencia Académica se pagará de acuerdo al artículo 40 del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


La Asignación por Tramo de Desarrollo Profesional será de cargo del sostenedor para los docentes reconocidos en los tramos profesional inicial y profesional temprano. Para aquellos docentes que se encuentren en los tramos profesional avanzado, experto I y experto II, la asignación por tramo será de cargo del sostenedor hasta el valor correspondiente al tramo profesional temprano según el respectivo bienio, y la diferencia será financiada por el Ministerio de Educación.


La Bonificación de Reconocimiento Profesional se otorgará de acuerdo al procedimiento establecido en la ley N°20.158 y se financiará de acuerdo a las siguientes reglas: 


a) Se financiará con la subvención de escolaridad del artículo 9° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, el monto de $31.238.- para los profesionales de la educación con una jornada de 30 o más horas y en proporción a sus horas de trabajo para los demás profesionales beneficiarios de esta bonificación.


b) La diferencia entre los montos establecidos en el artículo 54 y la letra anterior se financiará por el Ministerio de Educación a través de una transferencia directa.


El monto establecido en la letra a) se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que la unidad de subvención educacional.”.


40. Deróganse los artículos 65, 66 y 67.


41. Modifícase el artículo 69 de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “33 horas” por la frase “28 horas con 30 minutos”.


b) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “32 horas con 15 minutos” por la frase “28 horas con 30 minutos”.


c) Agréganse los siguientes incisos finales:


“En la distribución de la jornada de trabajo se deberá procurar que las horas no lectivas sean asignadas en bloques de tiempo suficiente para que los profesionales de la educación puedan desarrollar la totalidad de sus labores y tareas asociadas al proceso de enseñanza y aprendizaje dentro de aquella.


Un porcentaje de a lo menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases y de evaluación de aprendizajes, así como también a otras actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean determinadas por el director, previa consulta al Consejo de Profesores.


Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, de conformidad al procedimiento establecido en los artículos 51 y siguientes de la ley N°20.529.”.


42. Elimínase en el inciso sexto del artículo 70 la siguiente oración: “Además, tratándose de docentes cuyos niveles de desempeño sean destacado o competente, éstos se considerarán para rendir la prueba de conocimientos disciplinarios y pedagógicos habilitante para acceder a la asignación variable por desempeño individual.”.


43. Agrégase el siguiente artículo 70 ter:


“Artículo 70 ter.- Los profesionales de la educación que en el proceso de evaluación docente establecido en el artículo 70 obtengan en una oportunidad un nivel de desempeño destacado o en dos oportunidades consecutivas un nivel de desempeño competente en el instrumento portafolio, no estarán obligados a rendirlo en el siguiente proceso, considerándose dichos resultados para la ponderación de este instrumento en esta nueva evaluación.”.


44. Agrégase al artículo 72, la siguiente letra m):


“m) Por aplicación de lo dispuesto en el artículo 19 S.”.


45. Modifícase el artículo 73 bis en el siguiente sentido:


a) En su inciso primero, reemplázase la frase “la causal establecida en la letra l)” por “las causales establecidas en las letras l) y m)”.


b) En el inciso segundo, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, agrégase lo siguiente: “Asimismo, quienes sean desvinculados de conformidad a la letra m) del artículo 72 podrán optar a la indemnización por años de servicio señalada en el inciso final del artículo anterior, si procede, en el caso que fuere mayor.”.


46. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 74, la frase “Si un profesional de la educación que se encontrare en la situación anterior” por la frase “Sin perjuicio de lo anterior, si un profesional que haya percibido la indemnización establecida en el artículo 73”.


47. Agrégase al artículo 78 el siguiente inciso segundo:


“Lo señalado en el inciso anterior será aplicable aun cuando los establecimientos educacionales particulares subvencionados de acuerdo al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, y aquellos establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, tengan profesionales de la educación estén sujetos a lo prescrito en el Título III del este cuerpo legal, por lo que en todo caso continuarán rigiéndose por las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias.”.


48. Modifícase el artículo 80 de la siguiente manera:


a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “33 horas” por la frase “28 horas con 30 minutos”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la frase “32 horas con 15 minutos” por la frase “28 horas con 30 minutos”.


c) Agréganse los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo nuevos:


“En la distribución de la jornada de trabajo se deberá procurar que las horas no lectivas sean asignadas en bloques de tiempo suficiente para que los profesionales de la educación puedan desarrollar la totalidad de sus labores y tareas asociadas al proceso de enseñanza y aprendizaje dentro de aquella.


Al menos el 40% de las horas no lectivas estará destinado a las actividades de preparación de clases y de evaluación de aprendizajes, así como también a otras actividades profesionales relevantes para el establecimiento que sean determinadas por el director, previa consulta al Consejo de Profesores.


Corresponderá a la Superintendencia de Educación la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, de conformidad al procedimiento establecido en los artículos 51 y siguientes de la ley N°20.529.”.


d) En el inciso séptimo, que pasa a ser décimo, reemplázanse las expresiones “se aplicarán solamente” por “no se aplicarán” y “subvencionados” por “pagados”.”.


49. Reemplázase el artículo 84 por el siguiente:


“Artículo 84.- Los profesionales de la educación del sector particular subvencionado y aquellos que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, gozarán de las asignaciones establecidas en los artículos 49, 50, 54 y 55, en las condiciones establecidas en los mismos artículos, así como lo dispuesto en el artículo 63.

El sostenedor podrá otorgar otro tipo de remuneraciones con cargo a sus propios recursos.”.


50. Derógase el artículo 86.


51. Agrégase, en el artículo 87, el siguiente inciso primero nuevo, pasando los actuales incisos primero, segundo y tercero a ser segundo, tercero y cuarto, respectivamente:


“Artículo 87.- Los profesionales de la educación que sean desvinculados de conformidad a lo establecido en el artículo 19 S, tendrán derecho a una bonificación, de cargo del empleador, en los mismos términos del artículo 73 bis. Sin perjuicio de lo anterior, podrán optar a la indemnización por años de servicio establecida en el Código del Trabajo, si procediere.”.


52. Derógase el inciso segundo del artículo 88.


53. Intercálase, entre el artículo 88 y el Título Final, el siguiente Título VI nuevo:

“TITULO VI

De los establecimientos de educación parvularia financiados con aportes regulares del Estado


Artículo 88 A.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen alguna de las funciones señaladas en el artículo 5º de esta ley en establecimientos que impartan educación parvularia y que sean financiados con aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento. El establecimiento donde se desempeñan deberá, además, encontrarse reconocido oficialmente por el Estado.


Sin perjuicio de lo anterior, estos profesionales se regirán por las normas del Código del Trabajo y sus respectivas disposiciones complementarias en todo aquello que no esté expresamente establecido en este Título.


El presente Título no se aplicará a los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos que imparten educación parvularia y que son subvencionados conforme al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, ni a los que se desempeñen en establecimientos pertenecientes a la Junta Nacional de Jardines Infantiles. 


Artículo 88 B.- A los profesionales de la educación regidos por este Título les serán aplicables las normas del párrafo III del Título I, del Título II y del Título III.


Artículo 88 C.- Establécese una asignación para los profesionales de la educación regidos por este Título que ingresen al Sistema de Desarrollo Profesional Docente de conformidad al Título III de esta ley, la que se calculará y pagará de la siguiente manera:


a) Su monto se establecerá sobre la base de la remuneración básica mínima nacional en los términos establecidos en el artículo 35 para un docente de educación básica y las asignaciones establecidas en los artículos 48, 49, 50 y 54 de esta ley, calculadas de acuerdo al tramo de desarrollo profesional docente en que sea reconocido, sus horas de contrato y años de ejercicio profesional acreditados de conformidad al artículo 19 I.


b) La asignación establecida en este artículo se pagará en caso que la remuneración que percibe el profesional de la educación sea inferior a la remuneración y asignaciones señaladas en la letra a) precedente, y será equivalente a la diferencia entre ambos montos. Para estos efectos, la remuneración del profesional de la educación se determinará de acuerdo al promedio de los doce meses inmediatamente anteriores a la fecha en que se calcule la asignación, o de acuerdo a la remuneración pactada en el caso de profesionales de la educación que se incorporen a un establecimiento educacional.


Esta asignación será de carácter mensual, imponible y tributable, no será base de cálculo de ninguna otra remuneración, y se absorberá por los aumentos de remuneraciones permanentes del profesional de la educación y por cualquier otro aumento de remuneraciones permanentes que establezca la ley.


c) Con todo, esta asignación se calculará anualmente en los mismos términos señalados en las letras anteriores, así como cada vez que por aplicación del Sistema de Reconocimiento y Promoción del Desarrollo Profesional Docente, el profesional de la educación acceda a un nuevo tramo, y se reajustará en la misma oportunidad y porcentaje que se reajusten las remuneraciones del sector público.


d) Existirá el derecho a percibir esta asignación mientras el profesional de la educación reciba una remuneración inferior a la establecida en la letra a) del presente artículo.


Los profesionales de la educación que no cumplan con la obligación de rendir los instrumentos señalados en el artículo 19 K, establecida en artículo 19 Ñ, perderán el derecho a percibir una suma equivalente a la asignación de tramo que les correspondería recibir de acuerdo al artículo 49 hasta que den cumplimiento a dicha obligación.


Artículo 88 D.- En los convenios de transferencia de recursos que los sostenedores suscriban para recibir aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, se establecerá la obligación de pagar la asignación establecida en el presente Título.


Un reglamento del Ministerio de Educación determinará la forma y oportunidad en que los sostenedores solicitarán, ejecutarán y rendirán los recursos para el financiamiento de las asignaciones establecidas en el presente artículo. Este reglamento se entenderá parte integrante de los convenios de transferencia citados.


Artículo 88 E.- Sin perjuicio de las causales de término de contrato establecidas en el Código del Trabajo, a los profesionales de la educación regulados por este Título se les aplicará lo dispuesto en el artículo 19 S y tendrán derecho a una bonificación, de cargo del empleador, en los mismos términos de la establecida en el artículo 73 bis.


Los profesionales de la educación a que se refiere el inciso anterior podrán optar a la indemnización por años de servicio establecida en el Código del Trabajo, si procediere.”.


54. Elimínase el inciso segundo del artículo 90.


Artículo 2°.- Modifícase la ley N°20.129 en el siguiente sentido:


1. Elimínase, en el artículo 27, la frase “Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos,”.


2. Agrégase, a continuación del artículo 27, el siguiente artículo 27 bis:


“Artículo 27 bis.- Sólo las universidades acreditadas podrán impartir carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Técnico Profesional, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos, siempre que dichas carreras y programas hayan obtenido acreditación.


Asimismo, las universidades que se encuentren en proceso de licenciamiento y bajo la supervisión del Consejo Nacional de Educación y que cuenten con la autorización de ese organismo, podrán impartir carreras de pedagogía hasta que dichas instituciones logren la plena autonomía, momento en el cual deberán acreditarse y acreditar la o las respectivas carreras, dentro de un plazo que no podrá ser superior a dos años contados desde que la institución haya logrado la plena autonomía.


Sin perjuicio de lo establecido en la presente ley, para obtener la acreditación de carreras y programas, o la autorización del Consejo Nacional de Educación, según corresponda, se deberá cumplir con los siguientes requisitos:


a) Que la universidad aplique a los estudiantes de las carreras de pedagogía que imparta, las evaluaciones diagnósticas sobre formación inicial en pedagogía que determine el Ministerio de Educación. Una de estas evaluaciones deberá ser realizada al inicio de la carrera por la universidad y la otra, basada en estándares pedagógicos y disciplinarios, que será aplicada directamente por el Ministerio de Educación, a través del Centro, durante los doce meses que anteceden al último año de carrera.


b) Las universidades solo podrán admitir y matricular en dichas carreras y programas regulares a alumnos que cumplan, a lo menos, con alguna de las siguientes condiciones:


i. Haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 70 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.


ii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 10% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo.


iii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 30% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo, y haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 50 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.


iv. Haber realizado y aprobado un programa de preparación y acceso de estudiantes de enseñanza media para continuar estudios de pedagogía en la educación superior reconocida por el Ministerio de Educación y rendir la prueba de selección universitaria o el instrumento que lo reemplace. Para ingresar a estos programas se deberá tener un promedio de notas de la educación media dentro del 15% superior de su establecimiento educacional, o a nivel nacional, según el reglamento respectivo.


Para estos efectos se entenderá que la prueba de selección universitaria es aquella que se aplica como mecanismo de admisión de estudiantes, por la mayor cantidad de universidades del Consejo de Rectores de las universidades chilenas.


Los resultados de las evaluaciones diagnósticas señaladas en literal a) serán de carácter referencial y formativo para los estudiantes. Con todo, la universidad deberá establecer acciones de nivelación y acompañamiento, según corresponda, para aquellos estudiantes que obtengan bajos resultados en estas mediciones.


La segunda evaluación diagnóstica deberá ser rendida por los estudiantes como requisito para obtener el título profesional correspondiente, y medirá los estándares pedagógicos y disciplinarios definidos por el Ministerio de Educación, aprobados por el Consejo Nacional de Educación. Corresponderá a la institución de educación superior adoptar las medidas necesarias para que los estudiantes cumplan con lo dispuesto en el presente inciso. Los resultados de esta evaluación, agregados y por institución, deberán ser publicados.


El Ministerio de Educación, anualmente, deberá entregar a la Comisión Nacional de Acreditación información sobre la aplicación y resultados de las evaluaciones diagnósticas señaladas.”.


3. Agrégase, a continuación del artículo 27 bis, el siguiente artículo 27 ter:


“Artículo 27 ter.- Para efectos de otorgar la acreditación de las carreras de pedagogía, la Comisión Nacional de Acreditación deberá establecer criterios y orientaciones relativos, a lo menos, a:


i. Procesos formativos, los que deberán ser coherentes con el perfil de egreso definido por la universidad y los estándares pedagógicos y disciplinarios definidos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.


ii. Convenios de colaboración con establecimientos educacionales para la realización de prácticas tempranas y progresivas de los estudiantes de pedagogías.


iii. Cuerpo académico idóneo e infraestructura y equipamiento necesarios, para impartir la carrera de pedagogía.


iv. Programas orientados a la mejora de resultados, en base a la información que entreguen las evaluaciones diagnósticas establecidas en el literal a) del artículo 27 bis.”.


4. Agréganse, a continuación del artículo 27 ter, los siguientes artículos 27 quáter, 27 quinquies y 27 sexies:


“Artículo 27 quáter.- La acreditación de las carreras de pedagogía solo podrá ser otorgada por la Comisión Nacional de Acreditación. Con todo, para efectos del financiamiento de dichas acreditaciones, se procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 de la ley N°20.129.


Artículo 27 quinquies.- En caso de que la carrera o programa no obtuviera o perdiese la acreditación a que se refiere este artículo, corresponderá al Consejo Nacional de Educación iniciar un proceso de supervisión de la carrera o programa de que se trate, por un periodo de tiempo equivalente al número de años de duración teórica de la misma. De no someter la universidad la carrera o programa respectivo a este proceso de supervisión, operará el mecanismo dispuesto en el inciso tercero del artículo 64 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2010, del Ministerio de Educación.


Finalizado satisfactoriamente el proceso ante el Consejo Nacional de Educación, la carrera o programa deberá ser presentado inmediatamente a acreditación por la universidad respectiva. Si así no lo hiciere, o presentándose, no obtuviere la acreditación o un resultado satisfactorio ante el Consejo Nacional de Educación, operará el mecanismo a que se refiere el inciso anterior.


Artículo 27 sexies.- En el caso de los programas de prosecución de estudios, cada universidad definirá los requisitos de ingreso, debiendo considerar, a lo menos, i) contar con un grado de académico o un título profesional; o, ii) poseer un título técnico de nivel superior. Estos programas deberán ser impartidos por universidades acreditadas, conforme lo establece el inciso primero del artículo 27 bis, y los artículos 27 ter y 27 quáter.

A los estudiantes de estos programas se les aplicará, a lo menos, la segunda evaluación diagnóstica a que se refiere el inciso penúltimo del artículo 27 bis.”.”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación:


1. Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (USE), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en USE. Incluye incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 65/35.
	Valor de la subvención en USE. Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en USE.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,32498
	0,17955
	2,50453

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	2,32498
	0,17955
	2,50453

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	2,04073
	0,17997
	2,22070

	Educación General Básica (7° y 8°)
	2,19556
	0,19546
	2,39102

	Educación Especial Diferencial
	6,46313
	0,59727
	7,06040

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	5,41486
	0,59727
	6,01213

	Educación Media Humanístico Científica
	2,43706
	0,21818
	2,65524

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,49698
	0,32402
	3,82100

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,78046
	0,25252
	3,03298

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,51849
	0,22634
	2,74483

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,52219
	0,13317
	1,65536

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,94551
	0,13317
	2,07868

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,15718
	0,13317
	2,29035

	Educación Media Humanístico - Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,33316
	0,18363
	2,51679

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,59934
	0,18363
	2,78297

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	3,13169
	0,18363
	3,31532

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,37566
	0,18363
	2,55929

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,46067
	0,18363
	2,64430

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,33316
	0,18363
	2,51679



b) Sustitúyese el inciso noveno por el siguiente:


“En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (USE), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en USE.

Incluye incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 65/35.
	Valor de la subvención en USE. Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en USE.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,75122
	0,24655
	2,99777

	Educación Media Humanístico – Científica
	3,25237
	0,29481
	3,54718

	Educación Media Técnico Profesional Agrícola y Marítima
	4,30527
	0,40013
	4,70540

	Educación Media Técnico Profesional Industrial
	3,42033
	0,31177
	3,73210

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,25237
	0,29481
	3,54718



c) Reemplázanse, en el inciso undécimo, los guarismos “7,39674” por “8,06329”; “8,14665” por “8,81320”; “6,33267” por “6,78610”, y “7,08258” por “7,53601”.


2. Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso cuarto los guarismos “55,32110” por “55,92123” y “60,50430” por “61,10443”.


b) Reemplázase en el inciso quinto los guarismos “68,49479” por “69,09492” y “74,91951” por “75,51964”.


3. Derógase el artículo 41.


Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.410:


1. Derógase el artículo 8°.


2. Derógase el artículo 10.


3. Derógase el artículo 11.


4. Reemplázase en el artículo 12 la expresión “los artículos 7° a 11” por “los artículos 7° y 9°”.


5. Derógase el artículo 13.


6. Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “los beneficios establecidos en los artículos 7° a 11” por “lo establecido en los artículos 7° y 9°”.


b) Deróganse los incisos segundo y tercero.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.598:


1. Derógase el artículo 1°.


2. Derógase el artículo 2°.


3. Reemplázase en el inciso primero del artículo 8° la frase “al pago de los siguientes beneficios: bonificación proporcional, bono extraordinario y planilla complementaria, establecido en los artículos 8º, 9º y 10 de la ley Nº 19.410; en la ley N°19.504, y en este cuerpo legal” por la siguiente: “al pago de la planilla complementaria”.


4. Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “1° al 4°” por “3° y 4°”.


b) Elimínase del inciso cuarto la expresión “de la bonificación proporcional, del bono extraordinario y”. 


Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.715:


1. Derógase el Título I “Aumento de la Bonificación Proporcional”.


2. Reemplázase el inciso primero del artículo 8° por el siguiente:


“Artículo 8°.- Los recursos que reciban los sostenedores de los establecimientos particulares subvencionados derivados de esta ley, por concepto de aumento de subvención, serán destinados exclusivamente al pago de los siguientes beneficios: incremento del valor hora vigente al 31 de enero de 2001 y de la planilla complementaria, cuando corresponda.”.


3. Modifícase el artículo 10 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “1° al 4°” por “3° y 4°”.


b) Elimínase en el inciso final la expresión “, de la bonificación proporcional, del bono extraordinario”.


4. Reemplázase la denominación del Título IX “De la Asignación de Excelencia Pedagógica y de la Red de Maestros” por “De la Red de Maestros”.


5. Deróganse los artículos 14 y 15.


6. Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese el numeral 1), por el siguiente:


“1.- Estar reconocido en el tramo de desarrollo profesional avanzado, experto I o experto II del Sistema de Desarrollo Profesional Docente.”.

b) Reemplázase, en el numeral 2), la palabra “Participar” por “Inscribirse”.


c) Elimínase, en el numeral 2, la frase “, habiendo oído a entidades relevantes y organismos representativos directamente vinculados al quehacer educacional. En él se evaluarán las competencias, desempeño y logros profesionales de los docentes, mediante instrumentos idóneos que se desarrollarán con dicho propósito”.


7. Reemplázase, en el artículo 17, la expresión “se pagará trimestralmente” por “se pagará contra la prestación del servicio”.


8. Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- En la ley de Presupuestos del Sector Público se expresará anualmente el número máximo de docentes que podrán percibir la suma adicional señalada en el artículo 17.”.


Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.933:


1. Derógase el Capítulo I del Título I “Aumento de la Bonificación Proporcional”.


2. Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Los recursos que reciban los sostenedores de los establecimientos particulares subvencionados derivados de esta ley, por concepto de aumento de subvención, serán destinados exclusivamente al pago de los siguientes beneficios: incremento del valor hora vigente al 31 de enero de 2004, así como de los incrementos del valor hora para los años 2005 y 2006 dispuestos en el artículo 10 de esta ley y, cuando corresponda, planilla complementaria.”.


b) Derógase el inciso tercero.


3. Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:


a) Suprímese, en el inciso primero, la expresión “1°, 2°,”.


b) Suprímese, en el inciso final, la siguiente frase “, de la bonificación proporcional, del bono extraordinario”.


4. Deróganse los artículos 17 y 17 bis.


Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°1, de 2002, del Ministerio de Educación:


1. Deróganse los Títulos I al VI.


2. Modifícase el artículo 30 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la expresión “selección” por “inscripción”.


b) Reemplázase la frase “con los requisitos contenidos en el párrafo siguiente” por “los requisitos establecidos en el artículo siguiente”.


3. Modifícase el artículo 31 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “selección” por “inscripción”.


b) Reemplázanse los números 1 y 2 del inciso segundo por los siguientes:

“1. Estar reconocido en el tramo de desarrollo profesional avanzado, experto I o experto II del Sistema de Desarrollo Profesional Docente.


2. Participar en un mecanismo voluntario de inscripción para integrarse a la Red.”.


4. Modifícase el artículo 32 en la siguiente forma:


i. Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Los postulantes” por “Los postulantes que se encuentren reconocidos en el tramo profesional avanzado del Sistema de Desarrollo Profesional Docente”.


ii. Agrégase el siguiente inciso tercero:


“Los profesionales de la educación que se encuentren reconocidos en los tramos experto I y II del Sistema de Desarrollo Profesional Docente ingresarán por el sólo hecho de postular a la Red.”.


5. Reemplázase, en el artículo 33, la expresión “tres años” por “cuatro años”.


6. Reemplázase en el inciso primero del artículo 35 la frase “acreditación para percibir la asignación de excelencia pedagógica” por “reconocimiento en el tramo de desarrollo profesional avanzado, experto I o experto II del Sistema de Desarrollo Profesional Docente”.


7. Sustitúyese, en la parte final del inciso segundo del artículo 38, la frase “para lo cual considerará las siguientes variables: número de docentes de aula por Región, número de docentes con derecho a percibir la Asignación de Excelencia Pedagógica; y, número de horas docentes por Región” por “según el número de docentes de aula y la proporción de alumnos prioritarios, ambos por región”.


8. Modifícase el artículo 39, en la siguiente forma:


a) Sustitúyese, la oración “Durante el año 2003, la suma adicional referida en el artículo precedente se expresará en un monto fijo de $4.000 (cuatro mil pesos) por hora,” por “La suma adicional referida en el artículo anterior se determinará de acuerdo al valor hora cronológica establecida para los profesionales de la educación media, en el artículo 5° transitorio del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación,”.


b) Reemplázase la expresión “se pagará trimestralmente” por la expresión “se pagará contra la prestación del servicio”.


9. Derógase el artículo 40.


10. Sustitúyase en el artículo 41 la expresión “artículo 4° de la ley citada.”, por “artículo 62 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.”.


Artículo 9°.- Intercálase en el artículo 75 del Código del Trabajo, después de la palabra “básica”, la expresión “, parvularia”.


Artículo 10.- Derógase el decreto con fuerza de ley N°2, de 2012, del Ministerio de Educación.


Artículo 11.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo 1°

Disposiciones generales


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia en la fecha de su publicación, sin perjuicio de lo establecido en los artículos transitorios siguientes.


Artículo segundo.- La disminución de horas lectivas de la función docente establecida en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, entrará en vigencia el año escolar 2019. El año escolar 2017, las horas de docencia de aula establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas, no podrá exceder de 30 horas con 45 minutos, excluidos los recreos. Para el caso de los establecimientos que funcionen en régimen de Jornada Escolar Completa Diurna, las horas de docencia de aula establecidas en los artículos 69 y 80, para una jornada de 44 horas, no podrán exceder de 30 horas con 45 minutos, excluidos los recreos.


Artículo tercero.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las horas lectivas de la función docente establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas excluidos los recreos, podrá disminuirse a 27 horas y 45 minutos, siempre que se cumplan de manera copulativa los siguientes requisitos:


1. El crecimiento del Producto Interno Bruto de los tres años anteriores a la fecha de verificación referida en el inciso siguiente debe ser, en promedio, igual o mayor a 4,0% real anual.


2. El 5% de la variación de los ingresos cíclicamente ajustados, experimentada en el período comprendido entre el año anterior al de la fecha de verificación referida en el inciso siguiente y el año inmediatamente anterior a dicho año, debe ser superior a 3,9 millones de USE.


El Ministerio de Hacienda verificará el cumplimiento de los requisitos antedichos a más tardar el 15 de agosto de cada año, a partir del año 2020. Para ello utilizará las estadísticas de crecimiento de Producto Interno Bruto publicadas por el Banco Central y las estadísticas de ingresos cíclicamente ajustados calculados por la Dirección de Presupuestos, y publicados anualmente en su Informe de Evaluación de la Gestión Financiera del Sector Público, expresados en Unidades de Subvención Escolar de los años que corresponda.


En el año en que se cumplan los requisitos indicados en el inciso primero, el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley que regule la disminución de las horas lectivas de la función docente a los valores establecidos en dicho inciso, a más tardar el 15 de septiembre de dicho año. El proyecto de ley deberá ajustar también las horas de docencia de aula en los establecimientos que funcionen en régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y hacer las adecuaciones necesarias al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, contemplando su entrada en vigencia al inicio del año escolar siguiente a su publicación.


Transcurridos dos años desde la entrada en vigencia de la ley a que se refiere el inciso anterior, se estudiará la implementación de una nueva disminución de horas lectivas de la función docente establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas excluidos los recreos, a 27 horas, si se cumplen los siguientes requisitos copulativos:


1. El crecimiento del Producto Interno Bruto de los tres años anteriores a la fecha de verificación referida en el inciso siguiente debe ser, en promedio, igual o mayor a 4,0% real anual.


2. El 5% de la variación de los ingresos cíclicamente ajustados, experimentada en el período comprendido entre el año anterior al de la fecha de verificación referida en el inciso siguiente y el año inmediatamente anterior a dicho año, debe ser superior a 3,6 millones de USE.


El Ministerio de Hacienda verificará el cumplimiento de los requisitos antedichos al 15 de agosto de cada año, desde el año establecido en el inciso cuarto. Para ello utilizará las estadísticas referidas en el inciso segundo, de los años que corresponda.


En el año en que se cumplan los requisitos indicados en el inciso cuarto, el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley que regule la disminución de las horas lectivas de la función docente a los valores establecidos en dicho inciso, a más tardar el 15 de septiembre de dicho año. El proyecto de ley deberá ajustar también las horas de docencia de aula en los establecimientos que funcionen en régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y hacer las adecuaciones necesarias al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, contemplando su entrada en vigencia al inicio del año escolar siguiente a su publicación.


Transcurridos dos años desde la entrada en vigencia de la ley a que se refiere el inciso anterior, se estudiará la implementación de una nueva disminución de horas lectivas de la función docente establecidas en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para una jornada de 44 horas excluidos los recreos, a 26 horas y 15 minutos, si se cumplen los siguientes requisitos copulativos:


1. El crecimiento del Producto Interno Bruto de los tres años anteriores a la fecha de verificación referida en el inciso siguiente debe ser, en promedio, igual o mayor a 4,0% real anual.


2. El 5% de la variación de los ingresos cíclicamente ajustados, experimentada en el período comprendido entre el año anterior al de la fecha de verificación referida en el inciso siguiente y el año inmediatamente anterior a dicho año, debe ser superior a 3,9 millones de USE.


El Ministerio de Hacienda verificará el cumplimiento de los requisitos antedichos a más tardar el 15 de agosto de cada año, desde el año establecido en el inciso séptimo. Para ello utilizará las estadísticas referidas en el inciso segundo, de los años que corresponda.


En el año en que se cumplan los requisitos indicados en el inciso séptimo, el Presidente de la República deberá enviar un proyecto de ley que regule la disminución de las horas lectivas de la función docente a los valores establecidos en dicho inciso, a más tardar el 15 de septiembre de dicho año. El proyecto de ley deberá ajustar también las horas de docencia de aula en los establecimientos que funcionen en régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y hacer las adecuaciones necesarias al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, contemplando su entrada en vigencia al inicio del año escolar siguiente a su publicación.


Artículo cuarto.- Sin perjuicio de lo establecido en la letra e) del artículo 6° de la ley N°20.248, a partir del año 2019 y hasta la entrada en vigencia de la ley que se dicte en virtud de lo dispuesto en el inciso noveno del artículo anterior, en los establecimientos educacionales que tengan una concentración de alumnos prioritarios igual o superior al 80%, los sostenedores deberán disponer para los profesionales de la educación que se desempeñen en los niveles 1°, 2°, 3° o 4° año de Educación Básica, una jornada semanal docente de un máximo de 26 horas y 15 minutos, excluidos los recreos, destinadas a la docencia de aula, para una designación o contrato por 44 horas, o la proporción que corresponda. 


Lo dispuesto en el inciso anterior podrá financiarse con hasta el 50% de los recursos establecidos en la ley N°20.248 que perciba el establecimiento educacional. En todo caso, este financiamiento no podrá superar la diferencia de horas no lectivas que se produzca entre la jornada semanal establecida en los artículos 69 y 80 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación y la dispuesta en este artículo. Lo previsto en el presente inciso deberá quedar establecido en los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que suscriban los sostenedores, de acuerdo al artículo 7° de la ley N°20.248.


La Superintendencia de Educación podrá eximir a los sostenedores de la obligación señalada en el inciso segundo, por razones fundadas, tales como tratarse de un establecimiento educacional uni, bi o tri docente u otras condiciones en que no sea factible cumplir con dicha obligación. Con todo, en estos casos, los sostenedores estarán obligados a utilizar los recursos establecidos en el inciso anterior para disminuir las horas destinadas a la docencia de aula de los profesionales de la educación indicados en el inciso primero, en la medida que dichos recursos lo permitan.


Artículo quinto.- Los profesionales de la educación a quienes les falten diez o menos años para la edad legal de jubilación podrán optar por no regirse por las normas del Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación. En este caso, mantendrán su última remuneración mensual devengada, la que se reajustará en el mismo porcentaje y en la misma oportunidad que las remuneraciones del sector público.


Para efectos de lo establecido en este artículo, se entenderá por última remuneración mensual devengada la establecida en los incisos primero y segundo del artículo 172 del Código del Trabajo, y que percibió el profesional de la educación en el mes inmediatamente anterior a aquel en que los profesionales de la educación del establecimiento educacional en que se desempeña pasen a regirse por el señalado Título III.


Los sostenedores de establecimientos educacionales cuyos profesionales deban regirse por el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán contratar a los profesionales de la educación que en virtud de lo establecido en el inciso primero hayan optado por no regirse por dicho título, sin que sea aplicable respecto de ellos lo dispuesto en el artículo 19 V. Asimismo, estos profesionales tendrán derecho a seguir percibiendo la asignación de antigüedad establecida en el artículo 48 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, sin que sea aplicable lo dispuesto en el número 31 del artículo 1° de esta ley.


Sin perjuicio de lo establecido en este artículo, será aplicable a los profesionales del sector municipal el sistema de evaluación establecido en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Artículo sexto.- No obstante lo señalado en el artículo anterior, los profesionales de la educación podrán acogerse a lo establecido en el inciso final del artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, en cuyo caso no podrán acceder al proceso de reconocimiento profesional establecido en la presente ley.


Artículo séptimo.-. Las derogaciones y modificaciones a las asignaciones y demás beneficios pecuniarios establecidos en los numerales 30, 31, 32, 33, 34, 35, 37, 38 b), 39, 40, 49 y 50 del artículo 1°; artículo 4°; artículo 5°; numerales 1, 2, y 3 del artículo 6°; y numerales 1, 2 y 3 del artículo 7°, todos de esta ley, no se aplicarán a aquellos profesionales de la educación que no se rijan por lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Sin perjuicio de lo anterior, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 54 y en el inciso final del artículo 63, ambos del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, introducidos por esta ley, así como lo establecido en el número 38, letra c), del artículo 1° de esta ley, regirán desde la entrada en vigencia de la presente ley.


Lo dispuesto en el inciso final del artículo 47 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, regirá desde la entrada en vigencia de esta ley, sin perjuicio que hasta el año escolar 2025 tendrá un tope de 30% de la remuneración básica mínima nacional.


Los profesionales de la educación que hayan accedido a algún tramo del desarrollo profesional docente y sean beneficiarios de las asignaciones señaladas en el párrafo VI del Título IV o las reguladas en el artículo 84 del Título V del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, no tendrán derecho a ellas en las relaciones laborales con sostenedores que no deban dar aplicación a lo señalado en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, debiendo regirse por lo señalado en el inciso primero.


Por su parte, la asignación por desempeño en condiciones difíciles será incompatible con la asignación de reconocimiento por docencia en establecimientos de alta concentración de alumnos prioritarios. De este modo, el profesional de la educación tendrá derecho a la de mayor monto, mientras tenga derecho a percibir ambas, a menos que opte expresamente por lo contrario.


Artículo octavo.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, los profesionales de la educación que sean beneficiarios de las siguientes asignaciones las continuarán percibiendo en los términos establecidos en las leyes que las regulan:


a) La asignación variable por desempeño individual, establecida en el artículo 17 de la ley N°19.933.


b) La asignación de excelencia pedagógica, establecida en el decreto con fuerza de ley N°2, de 2012, del Ministerio de Educación.


Estas asignaciones se percibirán hasta el término del respectivo plazo por el cual fueron concedidas, en conformidad a sus propias leyes, y no se considerarán para los efectos del cálculo de la planilla suplementaria o remuneración complementaria adicional, según corresponda, que se establecen en los artículos vigésimo y trigésimo quinto transitorios.


Dichas asignaciones serán incompatibles con la asignación por tramo de desarrollo profesional establecida en el artículo 49 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación. De este modo, el profesional de la educación tendrá derecho a asignación por tramo del desarrollo profesional o a la suma de las asignaciones señaladas en el inciso primero de este artículo, según lo que resulte de mayor monto, mientras tenga derecho a percibirlas, a menos que opte expresamente por lo contrario.


Tampoco serán consideradas para los efectos del cálculo de la planilla suplementaria o remuneración complementaria adicional, según corresponda, la bonificación de excelencia que le corresponda percibir al respectivo profesional de la educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 17 de la ley N°19.410, y la asignación por desempeño en condiciones difíciles.

Párrafo 2°

Transición para los profesionales que se desempeñan en el sector municipal


Artículo noveno.- Los profesionales de la educación que a la entrada en vigencia de la presente ley sean parte de dotaciones de establecimientos educacionales del sector municipal serán asignados a los tramos del desarrollo profesional docente establecidos en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, de conformidad a los artículos siguientes.


Artículo décimo.- La asignación a los tramos del desarrollo profesional docente se hará de conformidad a los años de experiencia profesional y los resultados obtenidos en el instrumento portafolio del sistema de evaluación establecido en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, y su reglamento, o en el instrumento portafolio establecido en el artículo 12 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2012, del Ministerio de Educación, según corresponda. 


Sin perjuicio de lo anterior, el profesional de la educación que haya rendido la prueba de conocimientos disciplinarios para percibir la asignación establecida en el artículo 15 de la ley N°19.715 o la establecida en el artículo 17 de la ley N°19.933, podrá optar por ser asignado al tramo del Sistema de Desarrollo Profesional Docente que corresponda de acuerdo a los resultados obtenidos en el instrumento portafolio, sus años de ejercicio profesional y el instrumento prueba, de conformidad a lo establecido en el artículo decimocuarto transitorio.


Asimismo, el profesional de la educación que tenga resultados vigentes en la prueba de conocimientos disciplinarios para percibir la asignación establecida en el artículo 15 de la ley N°19.715 o la establecida en el artículo 17 de la ley N°19.933, podrá optar por utilizar estos resultados en el primer proceso de reconocimiento profesional que realice conforme al Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, en reemplazo de los resultados que haya obtenido en el instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos, establecido en la letra a) del artículo 19 K del referido título.


Artículo undécimo.- Se considerarán los resultados obtenidos en la última aplicación, para los efectos de lo establecido en el artículo anterior, desde la entrada en vigencia de esta ley, de los instrumentos de evaluación señalados en dicha disposición.


En el caso que el profesional de la educación haya rendido ambos instrumentos portafolio de los señalados en el inciso primero del artículo anterior y que, conforme al inciso anterior, ninguno de ellos pueda considerarse como la última aplicación, para efectos de la asignación de tramo que tratan las disposiciones transitorias siguientes, se considerará el instrumento con el mejor resultado.


Sin perjuicio de lo anterior, los profesionales de la educación que durante el año 2015 rindan la evaluación docente establecida en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán optar por utilizar los resultados del instrumento portafolio del proceso de evaluación docente inmediatamente anterior.


Artículo duodécimo.- Los profesionales de la educación podrán acceder a los siguientes tramos del desarrollo profesional docente, según los resultados obtenidos en el instrumento portafolio señalado en el inciso primero del artículo undécimo transitorio de la presente ley, de conformidad a lo siguiente:


a) Quienes hayan obtenido un resultado “A” serán asignados al tramo profesional avanzado.


b) Quienes hayan obtenido un resultado “B”, “C” y “D” serán asignados al tramo profesional temprano.


c) Quienes hayan obtenido un resultado “E” serán asignados al tramo profesional inicial.


Artículo decimotercero.- El profesional de la educación que haya rendido la prueba de conocimientos disciplinarios, para percibir la asignación establecida en el artículo 15 de la ley N°19.715 o la establecida en el artículo 17 de la ley N°19.933, y haya optado por ser asignado a un tramo según lo establecido en el inciso final del artículo décimo transitorio, será asignado a un tramo de desarrollo profesional de conformidad al siguiente cuadro:

	Resultado Instrumento Portafolio
	Resultado Prueba de Conocimientos Disciplinarios ADVI o AEP

	
	A
	B
	C
	D

	A
	Experto II
	Experto II
	Experto I
	Profesional avanzado

	B
	Experto II
	Experto I
	Profesional avanzado
	Profesional temprano

	C
	Experto I
	Profesional avanzado
	Profesional temprano
	Profesional temprano

	D
	Profesional avanzado
	Profesional temprano
	Profesional temprano
	Profesional temprano

	E
	Profesional inicial
	Profesional inicial
	Profesional inicial
	Profesional inicial



Artículo decimocuarto.- Para ser asignado a un tramo del Sistema de Reconocimiento al Desarrollo Profesional Docente, conforme a los resultados obtenidos en los instrumentos de evaluación, según lo establecido en los artículos duodécimo y decimotercero transitorios, se deberá contar, a lo menos, con los siguientes años de experiencia profesional:


a) Podrán ser asimilados al tramo de desarrollo profesional temprano o profesional avanzado aquellos profesionales de la educación que cuenten, a lo menos, con cuatro años de experiencia profesional docente.


b) Podrán ser asimilados al tramo de desarrollo profesional experto I aquellos profesionales de la educación que cuenten, a lo menos, con ocho años de experiencia profesional docente.


c) Podrán ser asimilados al tramo de desarrollo profesional experto II aquellos profesionales que cuenten, a lo menos, con doce años de experiencia profesional docente.


Aquellos profesionales de la educación que, de conformidad a los artículos duodécimo y decimotercero, debiesen acceder a un tramo mayor al correspondiente por sus años de experiencia profesional, serán asignados al tramo más alto que corresponda a su experiencia profesional.


No se requerirá contar con el requisito de experiencia profesional previa para ser asignado al tramo profesional inicial.


Artículo decimoquinto.- Aquellos profesionales de la educación que de conformidad con los artículos anteriores no puedan ser asignados a ningún tramo del desarrollo profesional docente, serán asignados transitoriamente al tramo profesional de acceso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente, y percibirán la remuneración que le correspondería a un docente asignado al tramo inicial más la suma que le corresponda por concepto de planilla suplementaria, si procede, de conformidad al artículo décimo noveno transitorio.


Dichos profesionales accederán al tramo que corresponda, una vez rendidos los instrumentos para el reconocimiento profesional respectivo, en los plazos que corresponda de conformidad a lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Los profesionales de la educación que de acuerdo a los artículos anteriores sean asignados al tramo inicial, o aquellos que en virtud de lo establecido en el inciso primero se encuentren en el tramo de acceso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente, y no logren acceder, a lo menos, al tramo profesional temprano en su primer proceso de reconocimiento, deberán rendir los instrumentos en el plazo de cuatro años. Si no logran acceder a un nuevo tramo los deberán rendir nuevamente en el plazo de dos años. En caso de no avanzar de tramo, se estará a lo dispuesto en el artículo 19 S del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Artículo decimosexto.- Los profesionales de la educación que se desempeñen como director de establecimientos educacionales o como jefe de Departamento de Administración de Educación Municipal serán asignados al tramo profesional avanzado, y, para efectos de la percepción de la asignación de tramo establecida en el artículo 49 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, se considerarán los años de ejercicio profesional que acrediten.


Sin perjuicio de lo anterior, los directores o jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal cuyos resultados en los instrumentos de evaluación, indicados en el artículo décimo transitorio, y experiencia profesional les permitan ser asignados a un tramo más alto que el profesional avanzado, serán asignados al tramo que les corresponda de acuerdo a sus resultados.


Con todo, quienes se desempeñen como director o jefe de Departamento de Administración de Educación Municipal y no sean profesionales de la educación, no serán asignados o asimilados a un tramo y seguirán percibiendo su última remuneración mensual devengada, la que se reajustará en el mismo porcentaje y en la misma oportunidad que las remuneraciones del sector público. Para efectos de lo establecido en este artículo, se entenderá por última remuneración mensual devengada la establecida en los incisos primero y segundo del artículo 172 del Código del Trabajo, la que se determinará a la fecha en que debiesen pasar a regirse por el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, si fuesen profesionales de la educación.


En el caso de los directivos de establecimientos educacionales y jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal que cesen en el cargo, se regirán por lo dispuesto en el artículo 34 K del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Artículo decimoséptimo.- Antes del 31 de julio de 2016, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, dictará una resolución en donde señalará el tramo asignado y el bienio que corresponda a los profesionales de la educación establecidos en el artículo octavo transitorio, la que surtirá sus efectos, para todos los efectos legales, el mes de julio de 2017.


Artículo decimoctavo.- Los profesionales de la educación principiantes, conforme lo establecido en el artículo 18 G del nuevo título II del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán postular al proceso de inducción desde el año escolar 2017.


Para los efectos de lo establecido en el inciso anterior y hasta el inicio del año escolar 2022, el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas administrará un sistema nacional de postulación a los cupos que se establezcan anualmente para el proceso de inducción de docentes principiantes.


El Centro, en virtud de la información que reciba, previa revisión del cumplimiento de los requisitos legales, y conforme a los criterios de prioridad establecidos en el inciso cuarto, asignará los cupos de los procesos de inducción que ofrezca.


El número de cupos para docentes principiantes en proceso de inducción será fijado anualmente en la respectiva ley de Presupuestos del Sector Público. Asimismo, la proporción de cupos para procesos de inducción desarrollados de conformidad al artículo 18 H de esta ley, será igual a la proporción de docentes de dichos establecimientos sobre el total de aquellos que se desempeñen en establecimientos regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación y los regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980. Los cupos para los docentes señalados en este inciso serán asignados a los docentes principiantes que cumplan con lo establecido en el artículo 18 G del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, de acuerdo a los siguientes criterios:


a) Concentración de alumnos prioritarios en el respectivo establecimiento, privilegiando al que se desempeñe en los de mayor concentración, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 50 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.


b) Nivel de rendimiento del respectivo establecimiento según el sistema de evaluación regulado en los párrafos 2° y 3° del Título II de la ley N°20.529, priorizando a los que trabajen en los de más bajo desempeño.


c) Número de horas del respectivo contrato, priorizando a los de mayor número.


Una vez finalizado el proceso de postulación, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución en la que se indiquen los postulantes seleccionados, conjuntamente con el docente mentor que lo acompañará y apoyará en su respectivo proceso de inducción.


Los profesionales de la educación del sector municipal que posean seis años de ejercicio profesional, no tengan un resultado vigente básico o insatisfactorio en la evaluación de desempeño docente y hayan recibido formación para ser mentor, de acuerdo al artículo 18 Q del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán inscribirse, hasta el inicio del año escolar 2017, en el Registro de Mentores establecido en el artículo 18 Q del mismo cuerpo legal y ser asignados para dirigir procesos de inducción.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo trigésimo primero, lo dispuesto en el inciso cuarto de este artículo se aplicará a los establecimientos educacionales particular subvencionados que desarrollen procesos de inducción de conformidad a lo dispuesto en el artículo 18 H de esta ley, desde el año 2017.


Artículo decimonoveno.- La entrada en vigencia de esta ley no implicará la disminución de las remuneraciones de aquellos profesionales de la educación que ingresen al desarrollo profesional docente por la aplicación de las disposiciones transitorias del presente párrafo.


En el caso que la remuneración promedio de los seis meses inmediatamente anteriores al ingreso al desarrollo profesional docente sea mayor a la que le corresponda legalmente por dicho ingreso, la diferencia deberá ser pagada mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta planilla será imponible y tributable, de conformidad a la ley.


Para efectos del cálculo de la remuneración promedio, se entenderá por remuneración la establecida en los incisos primero y segundo del artículo 172 del Código del Trabajo, sin perjuicio de las asignaciones excluidas de la planilla, de conformidad al artículo octavo transitorio.


Artículo vigésimo.- En los concursos y nombramientos que se efectúen hasta el 31 de julio de 2017 para proveer vacantes de directores o funciones directivas de exclusiva confianza de estos, según corresponda, no será aplicable el requisito de estar reconocidos a lo menos en el tramo profesional avanzado, establecido en el inciso tercero del artículo 24 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.


A los profesionales de la educación que, al 31 de julio de 2017, se desempeñen en las funciones señaladas en el inciso anterior, no les será aplicable el requisito de estar reconocidos a lo menos en el tramo profesional avanzado, establecido en el inciso tercero del artículo 24 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, únicamente hasta el cese de sus funciones o el término del período de su nombramiento, según corresponda, sin perjuicio de lo señalado en el artículo decimosexto transitorio.


Artículo vigésimo primero.- Lo establecido en el número 27) del artículo 1° de esta ley regirá a partir del 31 de julio de 2017.

Párrafo 3°

Transición para los profesionales que se desempeñan en el sector particular subvencionado y establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980


Artículo vigésimo segundo.- Los profesionales de la educación que, a la entrada en vigencia de la presente ley, se desempeñen en establecimientos educacionales particulares subvencionados de acuerdo al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, o en establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, seguirán rigiéndose por una relación laboral de derecho privado, sin perjuicio de que les será aplicable el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en el presente párrafo. 


Artículo vigésimo tercero.- La aplicación del Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los profesionales señalados en el artículo anterior será gradual, en un proceso dividido en dos etapas: la primera de carácter voluntaria para los sostenedores o administradores de los establecimientos en que aquellos se desempeñen, conforme a los cupos de docentes que se dispongan para ello; y la segunda de carácter obligatoria para los restantes sostenedores o administradores señalados en el artículo vigésimo sexto transitorio.


Lo dispuesto en el Título II del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, les será aplicable una vez que comiencen a regirse por lo establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, de conformidad a los artículos siguientes.


Artículo vigésimo cuarto.- A los docentes que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se desempeñen en establecimientos particulares subvencionados, les será aplicable lo dispuesto en el artículo quinto transitorio, en lo que resulte pertinente.


Artículo vigésimo quinto.- La primera etapa comenzará el año 2017 y finalizará el año 2025, y en ella será voluntaria la adscripción de los sostenedores o administradores al Sistema de Desarrollo Profesional Docente de sus respectivos profesionales de la educación, pudiendo optar, para estos efectos, con todos los docentes de su dependencia, a los cupos de docentes que anualmente disponga el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas de conformidad al artículo siguiente.


Artículo vigésimo sexto.- Corresponderá al Ministerio de Educación disponer anualmente, durante el período señalado en el artículo anterior, el número total de cupos para profesionales de la educación que ingresarán al Sistema de Desarrollo Profesional Docente. Dichos cupos serán determinados según disponibilidad presupuestaria, por medio de una resolución que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.


Con todo, los cupos corresponderán a lo menos a un séptimo de los profesionales de la educación regidos por este párrafo y se establecerán mediante una resolución de la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, que deberá publicarse antes del mes de junio de cada año.


Artículo vigésimo séptimo.- Los sostenedores o administradores de establecimientos educacionales cuyos profesionales se rijan por este párrafo podrán postular a los cupos disponibles de docentes, mediante una solicitud escrita, que deberá ser presentada antes del último día hábil del mes de agosto del año en que se publicó la resolución a que se refiere el artículo anterior.


Artículo vigésimo octavo.- En el caso que postulen sostenedores o administradores con un mayor número de profesionales de la educación que cupos disponibles, el Centro deberá asignar dichos cupos a aquellos cuyos establecimientos educacionales cuenten con un mayor porcentaje de alumnos prioritarios de conformidad a lo establecido en el artículo 2° de la ley N°20.248, hasta que, con los establecimientos asignados, se completen los cupos de docentes disponibles.


Para todos los efectos legales, se entenderá que postulan a los cupos del año siguiente aquellos sostenedores o administradores que, habiendo postulado oportunamente y en la forma legal, no se adjudiquen cupos para aplicar a todos sus profesionales de la educación el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, y así sucesivamente.


Para estos efectos, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, deberá dictar una resolución antes del 31 de diciembre del año de las respectivas postulaciones, adjudicando los cupos de docentes que haya dispuesto para esa ocasión.


En caso que postulen sostenedores o administradores cuyo número de profesionales de la educación sea menor que los cupos disponibles, aquellos cupos no utilizados se acumularán para el proceso del año siguiente.


Artículo vigésimo noveno.- Los profesionales de la educación dependientes de establecimientos educacionales de sostenedores adjudicatarios de los cupos señalados en el artículo anterior deberán rendir los instrumentos establecidos en el artículo 19 K del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación, a partir del año siguiente a la adjudicación de los cupos respectivos.


Dichos profesionales de la educación serán asignados a los tramos del desarrollo profesional docente de acuerdo a los resultados que obtengan,  de conformidad a lo señalado en el artículo 19 O del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación, y los años de experiencia profesional que acrediten.


Con todo, aquellos docentes que cuenten con resultados vigentes en la prueba de conocimientos disciplinarios que los habiliten para percibir la asignación establecida en el artículo 15 de la ley N°19.715, podrán optar por utilizar dichos resultados en el primer proceso de reconocimiento profesional que realice conforme al Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, en reemplazo de los resultados que haya obtenido en el instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos, establecido en la letra a) del artículo 19 K del referido título.


Antes del 31 de marzo del año subsiguiente a la adjudicación de los cupos respectivos, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución en la cual señalará el tramo asignado y el bienio que corresponda a dichos profesionales de la educación, la que surtirá sus efectos, para todos los efectos legales, en el mes de julio del mismo año.


En lo no regulado por este párrafo les será aplicable lo prescrito en el párrafo 2º transitorio precedente.


Artículo trigésimo.- Los profesionales de la educación dependientes de sostenedores o administradores regidos por el presente párrafo que no hayan pasado a regirse por Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, en virtud del mecanismo voluntario de ingreso establecido en el artículo vigésimo quinto transitorio, lo harán en forma obligatoria desde el mes de julio de 2026.


Para los efectos de lo establecido en el inciso anterior, se aplicará la asignación de tramos del desarrollo profesional docente establecida en el artículo vigésimo octavo transitorio.


Artículo trigésimo primero.- Antes del mes de diciembre del año anterior a aquel en que las disposiciones del Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, rijan a los profesionales de la educación señalados en el artículo anterior, la Subsecretaría de Educación, a través del Centro, dictará una resolución informando a los sostenedores tanto de aquella circunstancia, como de la asignación de tramos que correspondan de conformidad al artículo vigésimo octavo transitorio.


Artículo trigésimo segundo.- Los profesionales de la educación principiantes, conforme a lo establecido en el artículo 18 G del Título II del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán postular al proceso de inducción a partir del año escolar siguiente a aquel en que el establecimiento en que se desempeñe comience a regirse por lo establecido en el Título III, del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Para estos efectos, el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas administrará hasta el inicio del año escolar 2022 un sistema nacional de postulación a los cupos que se establezcan anualmente para el proceso de inducción de docentes principiantes, de acuerdo al artículo décimo octavo transitorio.


Los profesionales de la educación del sector particular subvencionado y aquellos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980, que posean seis años de ejercicio profesional, no tengan un resultado vigente básico o insatisfactorio en la evaluación de desempeño docente y hayan recibido formación para ser mentor, de acuerdo al artículo 18 Q del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán inscribirse, hasta el inicio del año escolar 2025, en el Registro de Mentores establecido en el artículo 18 K del mismo cuerpo legal y ser asignados para dirigir procesos de inducción.


Artículo trigésimo tercero.- El ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, no implicará la disminución de las remuneraciones de aquellos profesionales de la educación que se desempeñen en el sector regulado en el presente párrafo.


En el caso que la remuneración promedio de los seis meses inmediatamente anteriores al ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente sea mayor a la que le corresponda legalmente por dicho ingreso, de acuerdo al artículo 84 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, la diferencia deberá ser pagada mediante una remuneración complementaria adicional, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a estos profesionales de la educación, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Esta remuneración complementaria adicional será imponible y tributable, de conformidad a la ley.


Para los efectos del cálculo de la remuneración a que se refieren los incisos anteriores, se estará a lo dispuesto en los incisos primero y segundo del artículo 172 y el inciso segundo del artículo 41, ambos del Código del Trabajo, sin perjuicio de las asignaciones excluidas de esta remuneración de conformidad al artículo octavo transitorio.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, el derecho de los profesionales de la educación que ingresen al Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, a percibir las remuneraciones y asignaciones establecidas en el artículo 84 del mismo decreto con fuerza de ley, será incompatible con la percepción de cualquier monto que haya servido de base para determinar la existencia de la remuneración complementaria adicional señalada en el inciso segundo. La incompatibilidad regirá incluso en aquellos casos en que no corresponda pagar la referida remuneración complementaria adicional.


En todo caso, los beneficios que se otorguen con posterioridad a la fecha en que los profesionales de la educación comiencen a regirse por el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, en virtud de un instrumento colectivo o de un acuerdo individual entre el profesional y su empleador, serán de costo de este último.

Párrafo 4°

Transición para la formación de los profesionales de la educación


Artículo trigésimo cuarto.- Tendrán la calidad de profesionales de la educación, a que se refiere el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, quienes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren cursando las carreras para obtener los títulos de profesor o educador en Institutos Profesionales reconocidos por el Estado, una vez que hayan obtenido dichos títulos.


Artículo trigésimo quinto.- Para las carreras y programas de pedagogía que se encuentren acreditados a la fecha de la publicación de esta ley, se considerará que dicha acreditación se mantiene vigente hasta que se cumpla el período respectivo.


Las universidades que no hayan acreditado las carreras de pedagogía que impartan a la fecha de publicación de esta ley tendrán un plazo de tres años para obtener tanto la acreditación institucional, como la de la carrera o programa, contado desde aquella. 


Si la carrera o programa no obtuviere la acreditación a que se refiere el inciso precedente, la universidad no podrá admitir nuevos estudiantes, pero deberá seguir impartiéndolas hasta la titulación o egreso de sus estudiantes matriculados.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, tendrán la calidad de profesionales de la educación las personas que estén en posesión de un título de profesor o educador concedido por universidades de conformidad a las normas vigentes al momento de su otorgamiento.


Artículo trigésimo sexto.- Los requisitos para la admisión universitaria establecidos en la letra b) del artículo 27 bis de la ley N°20.129, entrarán en vigencia el año 2023.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los referidos requisitos se aplicarán gradualmente en la forma en que se señala en los incisos siguientes.


Para el proceso de admisión universitaria del año 2017, deberá cumplirse con alguno de las siguientes exigencias:


i. Haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 50 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.


ii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 30% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo.


iii. Haber realizado y aprobado un programa de preparación y acceso de estudiantes de enseñanza media para continuar estudios de pedagogía en la educación superior reconocido por el Ministerio de Educación y rendir la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace.


Para el proceso de admisión universitaria del año 2020, se deberá cumplir alguno de los siguientes requisitos:


i. Haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 60 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.


ii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 20% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo.


iii. Tener un promedio de notas de la educación media dentro del 40% superior de su establecimiento educacional, según el reglamento respectivo, y haber rendido la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace, y obtener un rendimiento que lo ubique en el percentil 50 o superior, teniendo en cuenta el promedio de las pruebas obligatorias.


iv. Haber realizado y aprobado un programa de preparación y acceso de estudiantes de enseñanza media para continuar estudios de pedagogía en la educación superior reconocido por el Ministerio de Educación y rendir la prueba de selección universitaria o el instrumento que la reemplace.

Párrafo 5°

Transición para los profesionales que se desempeñan en establecimientos que atiendan estudiantes con necesidades educativas especiales


Artículo trigésimo séptimo.- Los profesionales de la educación que se desempeñen en establecimientos que, de conformidad a lo establecido en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, y su reglamento, sean escuelas de educación especial, accederán al proceso de inducción y al Sistema de Desarrollo Profesional establecidos en los Títulos II y III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, de conformidad a los párrafos 2° y 3° de las disposiciones transitorias, según corresponda al sector en que ejerzan, sin perjuicio de lo dispuesto en los siguientes artículos.


Artículo trigésimo octavo.- Para efectos de lo establecido en el artículo anterior, hasta el término del año escolar 2019, para la habilitación a los tramos del desarrollo profesional docente se considerará únicamente un instrumento de evaluación de conocimientos específicos y pedagógicos adecuado a las situaciones de discapacidad de los alumnos que atienden, que elaborará e implementará el Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas.


Artículo trigésimo noveno.- El Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas deberá implementar el instrumento de evaluación señalado en el artículo anterior el año 2016, para los respectivos reconocimientos de tramo a partir del año 2017, de acuerdo al artículo trigésimo séptimo transitorio.


Artículo cuadragésimo.- El Centro reconocerá el desarrollo profesional, debiendo considerar el resultado del instrumento de evaluación de conocimientos disciplinarios y pedagógicos, de acuerdo a lo siguiente:


a) Quienes obtengan un resultado D serán asignados al tramo profesional inicial del desarrollo profesional docente.


b) Quienes obtengan un resultado C serán asignados al tramo profesional temprano.


c) Quienes obtengan un resultado B serán asignados al tramo profesional avanzado.


d) Quienes obtengan un resultado A (2) serán asignados al tramo experto I.


e) Quienes obtengan un resultado A (1) serán asignados al tramo experto II del desarrollo profesional docente.


Para estos efectos, se aplicará la siguiente tabla:

	Categorías de logro
	Puntaje de logro

	A (1)
	De 3,70 a 4,00 puntos

	A (2)
	De 3,38 a 3,69 puntos

	B
	De 2,75 a 3,37 puntos

	C
	De 1,88 a 2,74 puntos

	D
	De 1,00 a 1,87 puntos



El Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas establecerá los criterios técnicos, públicos y objetivos para la aplicación de lo establecido en el inciso anterior.


Artículo cuadragésimo primero.- La entrada en vigencia de la presente ley no implicará la disminución de las remuneraciones de aquellos profesionales de la educación que se desempeñen en los establecimientos regulados en este párrafo. Para dichos efectos, se estará a lo establecido en los artículos decimonoveno y vigésimo tercero transitorios, según corresponda.


Artículo cuadragésimo segundo.- Lo dispuesto en el Título VI de esta ley se aplicará a los profesionales de la educación regidos por dicho título a partir del año 2020.


Sin perjuicio de lo anterior, el párrafo III del Título I del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación, les será aplicable desde la fecha de publicación de esta ley.

Párrafo 6°

Aplicación del desarrollo profesional docente para el nivel parvulario


Artículo cuadragésimo tercero.- Los profesionales de la educación principiantes, conforme a lo establecido en el artículo 18 G del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, podrán acceder al proceso de inducción a partir del año escolar siguiente a aquel en que el establecimiento en que se desempeñe comience a regirse por lo establecido en el Título VI, del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Hasta el inicio del año escolar 2025 podrán inscribirse en el Registro de Mentores establecido en el artículo 18 L del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, y ser asignados para dirigir procesos de inducción, los profesionales de la educación regidos por el Título VI del citado cuerpo legal que cumplan con el requisito establecido en la letra a) del artículo 18 Q del mismo cuerpo legal.


Artículo cuadragésimo cuarto.- Al Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas corresponderá realizar la coordinación técnica para la adecuada implementación del proceso de ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente de los profesionales señalados en este párrafo, fijando su calendarización a más tardar el 30 de junio de 2019, para ser aplicado a contar del inicio del año escolar 2020. Esta calendarización será gradual, y deberá considerar la incorporación al sistema del 20% de los establecimientos por año, para su aplicación universal el año 2025.


Artículo cuadragésimo quinto.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro de un año, contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Educación y suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias:


1. Adecuar, para los profesionales de planta y a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que cumplan funciones de dirección de establecimientos de educación parvularia o pedagógicas en dichos establecimientos, los procesos de inducción y mentoría contemplados en el Título II, del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, pudiendo establecer para tal efecto, especialmente: su duración, requisitos que deberán reunir los profesionales para optar a dicho proceso, derechos y obligaciones de los participantes, requisitos para la inscripción en el registro público de mentores a que se refiere el inciso siguiente, derechos y obligaciones del mentor y causales de término de la mentoría, evaluación de los participantes y mentores del proceso, y todas las demás normas necesarias para el adecuado funcionamiento del referido proceso.


2. Adecuar, para los profesionales de planta y a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, que cumplan funciones de dirección de establecimientos de educación parvularia o pedagógicas en dichos establecimientos, la aplicación del Sistema de Desarrollo Profesional Docente contemplado en el título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación. En el ejercicio de esta facultad, podrá establecer, especialmente: las oportunidades del proceso de reconocimiento y sus efectos, los casos en que el reconocimiento será obligatorio y voluntario, los profesionales que estarán exceptuados de la aplicación del sistema y todas las demás normas necesarias para el adecuado funcionamiento del referido sistema.


3. Regular la forma en que se aplicará lo establecido en el artículo 19 S del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para los profesionales que desempeñen funciones pedagógicas referidos en el número anterior.


4. Establecer una asignación asociada al desarrollo profesional docente para profesionales de planta y a contrata de la Junta Nacional de Jardines Infantiles que cumplan funciones de dirección de establecimientos de educación parvularia o pedagógicas en dichos establecimientos, fijando las condiciones para su otorgamiento, entre las cuales se considerará reconocimiento de competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios; mecanismo para determinar el monto de la asignación, como asimismo su percepción y pago, y cualquier otra disposición necesaria para la adecuada aplicación de la misma. Con todo, cuando esta asignación, más las remuneraciones a que tengan derecho los profesionales de planta y contrata antes señalados, sea superior a aquella que corresponda a un profesional regido por el decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, de acuerdo al tramo que le corresponda, del sistema de desarrollo profesional docente, la asignación se ajustará de manera tal que no exceda el límite antes indicado.


5. Modificar los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de la planta de personal de profesionales de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, pudiendo establecerlos según el tipo de función profesional.


6. Establecer las fechas de entrada en vigencia de lo dispuesto en los numerales anteriores, pudiendo fijar gradualidades para su implementación.

Corresponderá al Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas administrar el proceso de inducción y mentoría para los profesionales de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en los mismos términos que establece el Título II del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación. El Centro llevará un registro público de mentores para los efectos antes señalados. También le corresponderá administrar el sistema de reconocimiento de las competencias pedagógicas y conocimientos disciplinarios de dichos profesionales, debiendo coordinar la implementación de este sistema en los mismos términos establecidos en el artículo cuadragésimo cuarto transitorio de esta ley.


Artículo cuadragésimo sexto.- El uso de la facultad delegada por el artículo anterior quedará sujeto a las siguientes restricciones:


1. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de la relación laboral, cese de funciones o término de servicios.


2. No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales. Tampoco podrá modificar la calidad jurídica del nombramiento ni la asignación por antigüedad del funcionario.

Párrafo 7°

Otras disposiciones transitorias


Artículo cuadragésimo séptimo.- Lo dispuesto en el artículo 19 V del decreto fuerza de la ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, será aplicable a los sostenedores, una vez que rija para sus profesionales de la educación lo establecido en el Título III del mismo cuerpo legal, de conformidad a lo dispuesto en los párrafos 2° y 3° de las presentes disposiciones transitorias.


Artículo cuadragésimo octavo.- Lo dispuesto en los números 1) y 2) del artículo 3° de esta ley comenzará a regir a partir del inicio del año escolar 2019.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, para el año escolar 2017 y 2018 el valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (USE), que establece el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en USE. Incluye incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 70/30.
	Valor de la subvención en USE.

Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en USE.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,20803
	0,17955
	2,38758

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	2,20803
	0,17955
	2,38758

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,92378
	0,17997
	2,10375

	Educación General Básica (7° y 8°)
	2,07861
	0,19546
	2,27407

	Educación Especial Diferencial
	6,11929
	0,59727
	6,71656

	Necesidades Educativas Especiales de carácter transitorio
	5,18096
	0,59727
	5,77823

	Educación Media Humanístico Científica
	2,31400
	0,21818
	2,53218

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,37392
	0,32402
	3,69794

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,65740
	0,25252
	2,90992

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,39543
	0,22634
	2,62177

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,40524
	0,13317
	1,53841

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,82856
	0,13317
	1,96173

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,04023
	0,13317
	2,17340

	Educación Media Humanístico – Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,21010
	0,18363
	2,39373

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,47628
	0,18363
	2,65991

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	3,00863
	0,18363
	3,19226

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,25260
	0,18363
	2,43623

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,33761
	0,18363
	2,52124

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel, y Tercer Nivel)
	2,21010
	0,18363
	2,39373



En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno para los años escolares 2017 y 2018 para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (USE), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en USE.

Incluye incrementos fijados por leyes N°19.662, N°19.808 e incremento por disminución de horas lectivas a proporción 70/30.
	Valor de la subvención en USE.

Incluye factor artículo 7° ley N°19.933
	Valor de la subvención en USE.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,63427
	0,24655
	2,88082

	Educación Media Humanístico – Científica
	3,12931
	0,29481
	3,42412

	Educación Media Técnico Profesional Agrícola y Marítima
	4,18221
	0,40013
	4,58234

	Educación Media Técnico Profesional Industrial
	3,29727
	0,31177
	3,60904

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,12931
	0,29481
	3,42412



Del mismo modo, para estos efectos, los años escolares 2017 y 2018 se reemplazarán, en el inciso undécimo del artículo 9°, los siguientes guarismos “7,39674” por “7,71945”; “8,14665” por “8,46936”; “6,33267” por “6,55220”, y “7,08258” por “7,30211”. 

Asimismo, para los años escolares 2017 y 2018 se reemplazarán en el inciso cuarto del artículo 12 los guarismos “55,32110” por “55,61166” y “60,50430” por “60,79486”, y en el inciso quinto los guarismos “68,49479” por “68,78535” y “74,91951” por “75,21007”.


Lo establecido en el número 3) del artículo 3° de esta ley entrará en vigencia el 31 de julio de 2017 para los sostenedores del sector municipal. En el caso de los sostenedores de los establecimientos del sector particular subvencionado, el señalado número 3) comenzará a regir cuando se empiece a aplicar a los profesionales de la educación de su dependencia el Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido en el Título III del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación.


Artículo cuadragésimo noveno.- El aporte establecido en el artículo 4° del decreto ley N°3.166, de 1980, se aumentará en el mismo porcentaje y oportunidad en que se aumente la subvención de escolaridad conforme al artículo anterior. Este aumento se otorgará mediante resolución del Ministerio de Educación visada por el Ministerio de Hacienda. 


Para estos efectos, el Ministerio de Educación modificará los respectivos convenios suscritos con las instituciones administradoras, estableciendo el nuevo monto del aporte.


Artículo quincuagésimo.- El Centro deberá implementar, en el plazo de un año contado desde la entrada en vigencia de esta ley, el Registro Público de cursos y programas de formación en desarrollo establecido en el artículo 12 quáter.


Hasta el inicio del año escolar 2018, los cursos y programas que se creen podrán ser certificados por el Centro mediante resolución exenta fundada, constatado el cumplimiento de los requisitos establecidos el artículo 13 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación. Una vez implementado el Registro, y acreditado el cumplimiento de los demás requisitos, deberán incorporarse en él dichos cursos, por el plazo que faltase para mantener la acreditación.


Los cursos y programas de formación en desarrollo con inscripción vigente en el Centro podrán seguir impartiéndose y ser financiados por éste hasta la fecha de término del plazo por el cual fueron inscritos.


Sin perjuicio de lo establecido en el artículo séptimo transitorio, los cursos y programas que se creen a contar de la entrada en vigencia de esta ley no darán derecho a aumentar la asignación de perfeccionamiento.


Para efectos de lo establecido en la letra a) del artículo 18 Q se reconocerán como cursos de formación de mentores aquellos que el Centro haya impartido de forma directa o en colaboración con otras instituciones hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


Los mentores reconocidos por el Centro, de acuerdo al decreto supremo Nº96, de 2009, del Ministerio de Educación, mantendrán vigente esta calidad y deberán ser inscritos en el registro establecido en el artículo 18 Q, sin perjuicio que al 31 de julio de 2017 deberán acreditar que cumplen con la exigencia de encontrarse reconocidos, a lo menos, en el tramo profesional avanzado. En caso contrario se procederá a la cancelación de su inscripción en el registro.


Artículo quincuagésimo primero.- El Presidente de la República enviará dentro del plazo de dos años a partir de la promulgación de la presente ley, un proyecto de ley que establezca un estatuto para los asistentes de la educación.


Artículo quincuagésimo segundo.- El Presidente de la República enviará uno o más proyectos de ley que regulen la educación superior, los que incluirán normas particulares para la formación inicial docente.


Artículo quincuagésimo tercero.- El Ministerio de Educación implementará un programa de fortalecimiento del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas para el adecuado cumplimiento de las funciones que se le entregan en esta ley. Para este efecto se dispondrán recursos en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo quincuagésimo cuarto.- Los profesionales de la educación que durante el año 2015 rindan el proceso de evaluación docente establecido en el artículo 70 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, para los efectos de esta evaluación podrán optar por utilizar los resultados obtenidos en este proceso de evaluación docente o en el inmediatamente anterior.


Artículo quincuagésimo quinto.- Lo dispuesto en los artículos 6°, número 6), y 8°, números 2) al 8), de esta ley entrará en vigencia el 31 de julio de 2017 para los docentes que se desempeñen en el sector municipal.


Para los docentes que se desempeñen en el sector particular subvencionado y el regido por el decreto ley N°3.166, de 1980, los números señalados en el inciso primero comenzarán a regir con la gradualidad establecida en el párrafo tercero de las disposiciones transitorias de la presente ley para el ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente, en la forma que determine un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda.


Artículo quincuagésimo sexto.- Antes del 1 de marzo de 2020, el Centro de Experimentación e Investigaciones Pedagógicas deberá efectuar las adecuaciones al portafolio de reconocimiento profesional establecidas en el inciso final del artículo 19 K del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, respecto de aquellas modalidades educativas que requieren de una metodología especial de evaluación, a excepción de las especialidades de educación media técnica profesional a las que se les aplicará lo dispuesto en el artículo siguiente.


Artículo quincuagésimo séptimo.- Antes del inicio del año escolar 2017, el Centro de Experimentación e Investigaciones Pedagógicas implementará los instrumentos para el reconocimiento profesional establecidos en el artículo 19 K del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, que permitan la asignación a los tramos del desarrollo profesional a los docentes que impartan especialidades de educación técnico profesional. Estos instrumentos serán aplicados de acuerdo al ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente establecido para cada sector en los párrafos 2° y 3° de las disposiciones transitorias.


Artículo quincuagésimo octavo.- Con anterioridad a que los docentes de un establecimiento educacional ingresen al Sistema de Desarrollo Profesional Docente el sostenedor deberá entregar al Ministerio de Educación la documentación contable y previsional que acredite la remuneración percibida por los señalados docentes en los doce meses inmediatamente anteriores.


Un reglamento del Ministerio de Educación establecerá la forma y oportunidad en que deberá ser entregada la información señalada en el inciso anterior.


Artículo quincuagésimo noveno.- Los estándares de desempeño docente señalados en el inciso segundo del artículo 19 J serán elaborados por el Ministerio de Educación, a través del Centro, y presentados para la aprobación del Consejo Nacional de Educación, en el plazo de dos años desde la entrada en vigencia de esta ley.


Hasta la total tramitación del acto administrativo que apruebe dichos estándares, se aplicará el Marco para la Buena Enseñanza, aprobado por la resolución exenta Nº11.025 de 2004, del Ministerio de Educación.


Artículo sexagésimo. Los estándares pedagógicos y disciplinarios de formación inicial docente señalados en el numeral i del artículo 27 ter serán elaborados por el Ministerio de Educación y presentados para la aprobación del Consejo Nacional de Educación, en el plazo de dos años desde la entrada en vigencia de esta ley.


Artículo sexagésimo primero.- La Agencia de la Calidad de la educación comenzará a ejercer las facultades que le conceden los artículos 19 K y 19 L del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación, a contar del inicio del año 2017.


Artículo sexagésimo segundo.- Lo dispuesto en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 19 S de esta ley entrará en vigencia el año 2025 y se aplicará a los docentes que ingresen al Sistema de Desarrollo Profesional Docente a partir de dicho año.


A los profesionales de la educación que, a la entrada en vigencia de la presente ley, se desempeñen en algún establecimiento educacional acogido al decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación o regidos por el decreto ley Nº3.166, de 1980, y que se encuentren sujetos al régimen establecido en el Título III de la presente ley, no les será aplicable lo dispuesto en el artículo 19 S en caso de que no logren avanzar desde el tramo temprano al avanzado.


Artículo sexagésimo tercero.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos cuadragésimo primero y cuadragésimo tercero transitorios, el cumplimiento del requisito establecido en el inciso primero del artículo 88 A del decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación, exclusivamente en lo relativo a que el profesional de la educación deba pertenecer a un establecimiento educacional reconocido oficialmente por el Estado, no impedirá su ingreso al Sistema de Desarrollo Profesional Docente en caso que dicho establecimiento no hubiere obtenido el reconocimiento oficial a la fecha que le correspondiere el ingreso al Sistema.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

- - -

PETICION DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Espina, García y Navarro han requerido que se dirijan oficios, en su nombre, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.

- - -

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 100ª, ORDINARIA, EN JUEVES 28 DE ENERO DE 2016


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurre, asimismo, la  Ministra de Justicia y Derechos Humanos, señora Blanco.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 36.

- - -

CUENTA

Oficios


De S.E. la Presidenta de la República con el que solicita la ratificación del Senado para el nombramiento de los señores Carlos Díaz Vergara y Christian Larraín Pizarro como integrantes del Consejo Consultivo Previsional (Boletín N° S 1.857-05).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite resoluciones pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Inciso primero del artículo único de la ley N° 20.473.


- Inciso segundo del artículo 510 del Código del Trabajo.


- Artículos 12 transitorio de la ley N° 20.720 y 38 de la Ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


En el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Informe y Certificado


De las Comisiones de Educación y Cultura, y de Hacienda, respectivamente, recaídos en el proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (Boletín N° 10.008-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Quedan para Tabla.

- - -


El Honorable Senador señor De Urresti solicita autorización para que pueda sesionar simultáneamente con la Sala la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Así se acuerda.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señor De Urresti, señoras Allende y Pérez San Martín y señores Araya, Chahuán, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar, por el cual solicitan el envío de un proyecto de ley que revise y establezca nuevos mecanismos de control democrático sobre el gasto militar nacional.

Boletín N° S 1.846-12


El Presidente lo pone en votación.


El Secretario General informa que el proyecto de acuerdo tiene por finalidad solicitar el envío de un proyecto de ley que revise y establezca nuevos mecanismos de control democrático sobre el gasto militar nacional.


El resultado de la votación es de 13 votos a favor, 2 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Ossandón; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Espina y Prokurica.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Coloma y Moreira.


El Presidente declara aprobado el asunto.


Queda terminado el tratamiento del proyecto de acuerdo.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República lo siguiente:


1. Enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que revise y establezca nuevos mecanismos de control democrático sobre el gasto militar nacional, ya sea mediante la reforma de la actual Ley Reservada del Cobre o su reemplazo, sin que ello, en caso alguno, signifique abrir las puertas a su privatización.


2. Establecer, a través del Ministerio de Defensa Nacional, normas que introduzcan mayores niveles de transparencia y control en las compras públicas de las Fuerzas Armadas, donde la adquisición de material bélico o estratégico sea, al menos, informada al Congreso Nacional.”.

- - -

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señor Espina, señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Coloma, Chahuán, García Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros y Zaldívar, por el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República para que, si lo tiene a bien, se sirva enviar a trámite legislativo, un proyecto de ley que actualice y adecue las plantas de personal de cada uno de los Servicios Administrativos de los gobiernos regionales establecidos en la ley N° 19.379 y otros cuerpos legales afines, con el objetivo de resguardar la seguridad y estabilidad laboral de los funcionarios de los Gobiernos Regionales.

Boletín N° S 1.849-12


El Presidente lo pone en votación.


El Secretario General informa que el proyecto de acuerdo tiene por finalidad solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe a trámite legislativo una iniciativa que actualice y adecue las plantas de personal de cada uno de los Servicios Administrativos de los gobiernos regionales establecidos en la ley N° 19.379 y otros cuerpos legales afines, con el objetivo de resguardar la seguridad y estabilidad laboral de los funcionarios de los gobiernos regionales.


El resultado de la votación es de 14 votos a favor.


Votan los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Coloma, García, García Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Orpis, Ossandón, Prokurica; Walker, don Patricio y  Zaldívar.


El Presidente declara aprobado el asunto.


Queda terminado el tratamiento del proyecto de acuerdo.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que actualice y adecue las plantas de personal de cada uno de los Servicios Administrativos de los Gobiernos Regionales, establecidos en la ley N° 19.379 y en otros cuerpos legales afines, con el objetivo de resguardar la seguridad y estabilidad laboral de los funcionarios de dichos Gobiernos Regionales.”.

- - -

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señor De Urresti y señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martin y señores Araya, Guillier, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar, por el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que la Fundación de Orquestas Juveniles e Infantiles de Chile adopte el nombre de su creador, el músico y maestro señor Jorge Peña Hen.

Boletín N° S 1.851-12


El Presidente lo pone en votación.


El Secretario General informa que el proyecto de acuerdo  tiene por propósito pedir a Su Excelencia la Presidenta de la República que la Fundación de Orquestas Juveniles e Infantiles de Chile adopte el nombre de su creador, el músico y maestro señor Jorge Peña Hen.


El resultado de la votación es de 14 votos a favor.


Votan los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Coloma, García Huidobro, Guillier, Lagos, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica; Walker, don Patricio y Zaldívar.


El Presidente declara aprobado el asunto.


Queda terminado el tratamiento del proyecto de acuerdo.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva disponer las medidas pertinentes para que la Fundación de Orquestas Juveniles e Infantiles de Chile, institución sin fines de lucro perteneciente a la Dirección Sociocultural de la Presidencia de la República, que nació en el año 2001 inspirada en e1 ejemplo de la obra del señor Jorge Peña Hen, adopte el nombre de ese destacado profesor, maestro y músico, precursor y creador de lo que hoy se conoce como las orquestas juveniles.”.

- - -

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señora Goic y señor Walker (don Patricio), señoras Allende y Muñoz y señores De Urresti, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, y Zaldívar, por el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que modifique el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005 (publicado en 2006), del Ministerio de Salud, con el objeto de permitir a la Central Nacional de Abastecimiento que provea medicamentos y demás insumos, directamente a farmacias o almacenes farmacéuticos y asociaciones de pacientes.

Boletín N° S 1.853-12.


El Presidente lo pone en votación.


El Secretario General informa que el objetivo del proyecto de acuerdo es pedir a su Excelencia la Presidenta de la República que modifique el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005 (publicado en 2006), del Ministerio de Salud, con el objeto de permitir a la Central Nacional de Abastecimiento que provea medicamentos y demás insumos, directamente a farmacias o almacenes farmacéuticos y asociaciones de pacientes.


El resultado de la votación es de 16 votos a favor.


Votan los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores García, García Huidobro, Guillier, Lagos, Larraín, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros; Walker, don Patricio y Zaldívar.


El Presidente declara aprobado el asunto.


Queda terminado el tratamiento del proyecto de acuerdo.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que modifique el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, promulgado el año 2005 y publicado el año 2006, con el objeto de permitir a la Central Nacional de Abastecimiento la venta de medicamentos, instrumental y demás elementos o insumos directamente a las farmacias o almacenes farmacéuticos cuyo giro se desarrolle mediante un solo establecimiento de comercio, y a las asociaciones de pacientes registradas según el artículo 30 de la ley N° 20.850, fijando un límite de utilidad del 10% para dichas entidades por la venta de cada elemento o insumo transferido desde la referida Central Nacional.”.

- - -

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, De Urresti, García, Guillier, Horvath, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pizarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma y Walker, don Patricio, por el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República, para que, si lo tiene a bien, considere la incorporación del tratamiento de los trastornos alimenticios en el Plan de Garantías Explícitas (GES) y que el Ministerio de Salud realice un estudio de las personas que los padecen.

Boletín N° S 1.855-12


El Presidente lo pone en votación.


El Secretario General informa que el proyecto de acuerdo tiene por finalidad solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que considera la incorporación del tratamiento de los trastornos alimenticios en el Plan de Garantías Explícitas en Salud (GES) y que el Ministerio de Salud realice un estudio  de las personas que los padecen.


El resultado de la votación es de 13 votos por su aprobación.


Votan los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Coloma, García, García Huidobro, Guillier, Larraín, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quinteros; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


El Presidente declara aprobado el asunto.


Terminada la votación el Honorable Senador señor Lagos manifiesta su intención de voto favorable.


Queda terminado el tratamiento del proyecto de acuerdo.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República lo siguiente:


a) Considerar la incorporación del tratamiento de los trastornos alimenticios en el Plan de Garantías Explícitas (GES).


b) Instruir a la señora Ministra de Salud para que la Secretaría de Estado a su cargo realice un estudio estadístico que permita tener una real dimensión de los trastornos alimenticios en Chile, con cifras actualizadas de las personas que padecen estas enfermedades y de los núcleos familiares que se ven afectados de forma indirecta.”.
- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de televisión satelital de pago. 

(Boletín Nº 10.294-15)


El Presidente pone en discusión general el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo principal del proyecto es generar una regulación que permita avanzar en la protección de la propiedad intelectual y los derechos de autor en el mercado de televisión satelital de pago, impidiendo la comercialización transfronteriza e intrafronteriza de dispositivos o softwares con capacidad de decodificar señales satelitales encriptadas, sin la debida autorización del distribuidor legal o dueño del contenido.


La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió la iniciativa solamente en general, haciendo presente que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, acordó proponer a la Sala discutirlo también solo en general.


Agrega que la mencionada Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Matta y Ossandón.


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Ossandón.


El Presidente pone en votación la iniciativa.


El resultado de la votación, por la aprobación general del proyecto, es de 17 votos a favor y 2 pareos.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Coloma, García Huidobro, Guillier, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica; Walker, don Patricio y  Zaldívar.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Allamand y Moreira.


Funda su voto favorable el Honorable Senador señor Coloma.


El Presidente declara aprobado en general el proyecto de ley.


Queda terminado el tratamiento del asunto.


Con el acuerdo unánime de la Sala se fija un plazo para formular indicaciones hasta el lunes 14 de marzo, a las 12 horas.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de la Senadora señora Muñoz, de la Senadora señora Allende y de los Senadores señores Guillier, Horvath y Prokurica que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises.

(Boletín Nº 9.452-09)


El Presidente, con la anuencia de la Sala, pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que los principales objetivos del proyecto son los siguientes:


-Regular la recolección y disposición de las aguas servidas domésticas, en las áreas urbanas y rurales, con el propósito de ahorrar y reutilizar el vital elemento.


-Establecer la recolección y tratamiento de aguas grises, en las áreas urbanas y rurales, para fines de interés público en el riego de áreas verdes, parques o centros deportivos públicos.


Agrega que la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía discutió el proyecto en general y en particular en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 31 de marzo de 2015, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Muñoz y señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro.


En cuanto a la discusión en particular, la Comisión Especial aprobó una indicación sustitutiva del Ejecutivo, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Chahuán y Pérez Varela.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señora Muñoz, señor Prokurica, señora Allende y señores Pérez Varela y Guillier.


El Presidente pone en votación la iniciativa.


El resultado de la votación por la aprobación general del proyecto es de 24 votos a favor.


Votan los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Araya, Coloma, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Montes, Ossandón, Pizarro, Harboe; Walker, don Ignacio; Zaldívar y Coloma.


El señor Presidente declara aprobado en general la iniciativa y por no haberse formulado indicaciones ni pedido plazo para formularlas la declara también aprobada en particular.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto de ley.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tener:


“Artículo 1°.- La presente ley establece y regula los sistemas de reutilización de las aguas grises, aplicable a zonas urbanas y rurales. 


Artículo 2°.- Para los efectos de lo previsto en esta ley se entenderá por:


a) “Aguas grises”: aguas servidas domésticas residuales provenientes de las tinas de baño, duchas, lavaderos, lavatorios y otros, excluyendo las aguas negras.


b) “Aguas grises tratadas”: aquellas que se han sometido a los procesos de tratamiento requeridos para el uso previsto.


c) “Aguas negras”: aguas residuales que contienen excretas.


d) “Aguas residuales”: aquellas que se descargan después de haber sido utilizadas en un proceso o producidas por éste, y que no tienen ningún valor inmediato para dicho proceso.


e) “Aguas servidas domésticas”: aguas residuales que contienen los desechos de una edificación, compuestas por aguas grises y aguas negras.


f) “Aportante”: inmueble edificado del cual provienen las aguas grises para su tratamiento y posterior uso.


g) “Instalación domiciliaria de alcantarillado de aguas grises”: obras necesarias para evacuar las aguas grises del inmueble desde las tinas de baño, duchas, lavaderos y lavatorios, hasta la planta domiciliaria de tratamiento de aguas grises o hasta la última cámara del sistema de recolección domiciliario de aguas grises, según corresponda.


h) “Planta de tratamiento de aguas grises”: instalaciones y equipamiento destinados al proceso de depuración de éstas, con el objeto de alcanzar los estándares exigidos para su reutilización.


i) “Red pública de recolección de aguas grises”: aquellas instalaciones operadas y administradas por el responsable del servicio público de recolección de aguas grises, a las que se empalman las instalaciones domiciliarias de aguas grises. 


j) “Redes privadas de recolección de aguas grises”: aquella parte de la instalación domiciliaria de alcantarillado de aguas grises ubicada aguas arriba de la planta de tratamiento de aguas grises o de la última cámara de la red domiciliaria de alcantarillado de aguas grises, según corresponda, y que sirve a más de un inmueble edificado.


k) “Reutilización de aguas grises”: la aplicación de aquellas, una vez que se han sometido al tratamiento exigido para el uso autorizado.


l) “Sistemas de interés público”: aquellos que satisfacen un interés de esta especie por servir al riego de áreas verdes, parques o centros deportivos públicos, calificados expresamente como tales por el proyecto de urbanización, y que sean de propiedad o administración municipal.


Los inmuebles que servirán como afluentes de un sistema de tratamiento de aguas grises de interés público estarán definidos en el proyecto de urbanización que servirá de base a la licitación pública que contempla el artículo 5° de esta ley.


m) “Sistema de reutilización de aguas grises”: conjunto de instalaciones destinadas a la recolección, tratamiento, almacenamiento y conducción de las aguas grises para su uso en la alternativa de reutilización que se proyecte. Además incluye instalaciones para el uso del efluente tratado, el cual debe cumplir con la calidad para el uso previsto definida en la reglamentación. 


n) “Sistemas de reutilización de aguas grises domiciliarios”: aquellos en que se aprovechan estas aguas al interior del inmueble en que se producen y tratan, para los fines que se autorizan.


ñ) “Sistemas de reutilización de aguas grises domiciliarios colectivos”: aquellos en que se aprovechan estas aguas que se producen y tratan al interior de un edificio o conjunto de edificaciones que conforman un condominio o comunidad.


o) “Superintendencia”: Superintendencia de Servicios Sanitarios.


p) “Titular de la autorización”: persona natural o jurídica que obtiene de la autoridad sanitaria la autorización necesaria para la instalación de un sistema de reutilización de aguas grises y se hace responsable ante ella de su funcionamiento, según los fines autorizados.


q) “Usuario del agua gris tratada”: persona natural o jurídica que utiliza el agua gris tratada para el uso previsto.


Artículo 3°.- Los sistemas de reutilización de aguas grises deberán contar con aprobación de proyecto y autorización de funcionamiento de la autoridad sanitaria regional respectiva. 


La solicitud de aprobación de proyecto deberá contener, a lo menos, los siguientes antecedentes: 


1.- La identificación del peticionario.


2.- La individualización del inmueble en el cual se aplicará el sistema, o la singularización del área verde, parque, centro deportivo o recreativo, en su caso.


3.- El nombre o identificación del operador si fuera un sistema de tratamiento domiciliario. 


4.- La indicación clara y precisa de los fines que se dará a las aguas grises tratadas.


5.- El sistema de tratamiento a emplear.


6.- La acreditación del hecho de contar con conexión a la red pública de alcantarillado.


El Ministerio de Salud dictará un reglamento que contendrá las condiciones sanitarias que deberán cumplir los sistemas de reutilización de aguas grises, el que establecerá los requisitos o antecedentes adicionales que se deberán acompañar a las solicitudes de aprobación de proyecto y autorización de funcionamiento, según corresponda.


La autoridad requerida se pronunciará de conformidad a lo establecido en el artículo 7° del Código Sanitario. 


Artículo 4°.- La resolución que autorice el sistema de reutilización de aguas grises considerará, entre otros, los siguientes aspectos:


1.- La identificación del titular a cargo del sistema.


2.- Los inmuebles que lo implementarán o identificación del área verde, parque, centro deportivo o recreativo, en su caso.


3.- El sistema de tratamiento a emplear.


4.- El plazo por el cual se otorga la autorización, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 7° del Código Sanitario.


5.- La identificación de los fines a los que se podrán destinar las aguas grises tratadas y los estándares que se deberán cumplir, según esos mismos fines.


6.- La identificación de la concesionaria de servicios sanitarios o el sistema particular de aguas servidas con el que se mantendrá la conexión a la red de alcantarillado.


La resolución de la autoridad sanitaria que otorgue la autorización de funcionamiento deberá ser publicada por el titular en extracto en un diario de circulación regional o comunal, correspondiente al lugar donde se encuentre el inmueble o área verde, parque, centro deportivo o recreativo en que opera, dentro de los 15 días siguientes a su notificación. Además, dentro de 30 días contados desde la fecha de dicha publicación, el titular deberá inscribir la resolución en un registro que, para tal efecto, llevará la Superintendencia.


La autorización de funcionamiento para los sistemas domiciliarios tendrá la duración a que se refiere el artículo 7° del Código Sanitario, sin perjuicio de que se disponga la clausura del respectivo sistema por la autoridad sanitaria en caso de incumplimiento de la autorización y sus fines.


Artículo 5°.- Los sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises para fines de interés público que exceden el ámbito domiciliario sólo podrán tener iniciativa municipal. Para estos efectos, la autoridad municipal que administra el área verde, parque o centro deportivo, podrá licitar directamente o solicitar a la Superintendencia que ella realice dicha licitación pública para la recolección, tratamiento y reutilización de estas aguas. La gestión de estos servicios se otorgará por un plazo determinado, de acuerdo al interés público comprometido y la magnitud de las inversiones, según se defina en las bases de licitación.


Adjudicada la licitación, el adjudicatario deberá obtener la aprobación del proyecto y la autorización de funcionamiento de dicho sistema de la respectiva autoridad sanitaria. 


La autorización de funcionamiento de los sistemas de interés público quedará sometida a los artículos 7° bis, 9°, 9° bis, 40, 42, 43, 44, 45 y 46 de la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, promulgado el año 1988 y publicado el año 1989, bajo la fiscalización de la misma Superintendencia, en los términos de la ley N° 18.902, velando porque se cumpla con los parámetros exigidos y autorizados por la autoridad sanitaria, según sus fines.


Podrá ser considerado como un criterio de adjudicación el precio a cobrar a los usuarios del agua gris tratada que define esta ley.


El responsable al que se adjudique la recolección, el tratamiento y la reutilización de las aguas grises que trata esta ley deberá convenir con los usuarios del agua gris tratada los términos y condiciones bajo los cuales se proveerá el servicio, según sus fines autorizados, lo que será informado a la Superintendencia, al igual que toda modificación que se realice al mencionado convenio. Los términos de este convenio deberán, en todo caso, ceñirse a las condiciones consideradas para el cálculo del precio.


Si la municipalidad decide realizar directamente la licitación del sistema, podrá ser asesorada o coadyuvada por la Superintendencia en dicho procedimiento.


Artículo 6°.- Las aguas grises deberán conducirse independientemente de las aguas negras, para su posterior tratamiento y reutilización.


Las aguas grises podrán ser tratadas y reutilizadas dentro de la vivienda, establecimiento o inmueble del aportante o, alternativamente, ser descargadas a la red de recolección de un sistema domiciliario colectivo o de un sistema de interés público.


El sistema de reutilización de aguas grises debe mantener operativa una conexión a un servicio de recolección de aguas servidas para permitir su evacuación en caso de falla, emergencia u otra situación en que no se requiera para su reutilización.


Artículo 7°.- El reglamento establecerá el destino que podrá darse a las aguas grises tratadas, los que podrán ser:


1.- Urbanos. En esta categoría se incluyen el riego de jardines o descarga de aparatos sanitarios.


2.- Recreativos. Esta categoría incluye el riego de áreas verdes públicas, campos deportivos u otros con libre acceso al público.


3.- Ornamentales. En esta categoría se incluyen las áreas verdes y jardines ornamentales sin acceso al público.


4.- Industriales. Incluye el uso en todo tipo de procesos industriales no destinados a productos alimenticios y fines de refrigeración no evaporativos.


Artículo 8°.- Se prohíbe la reutilización de aguas grises tratadas para los siguientes usos:


1.- Consumo humano y en general servicios de provisión de agua potable, así como riego de frutas y hortalizas que crecen a ras de suelo y suelen ser consumidas crudas por las personas, o que sirvan de alimento a animales que pueden transmitir afecciones a la salud humana.


2.- Procesos productivos de la industria alimenticia.


3.- Uso en establecimientos de salud en general.


4.- Cultivo acuícola de moluscos filtradores.


5.- Uso en piletas, piscinas y balnearios.


6.- Uso en torres de refrigeración y condensadores evaporativos.


7.- Uso en fuentes o piletas ornamentales en que exista riesgo de contacto del agua con las personas.


Artículo 9°.- El reglamento establecerá los requisitos que deberá cumplir el sistema de reutilización de aguas grises para cada uso autorizado, así como las calidades específicas del efluente tratado y las exigencias de control de su funcionamiento.


El agua gris tratada que se destine a varios usos autorizados deberá cumplir los requisitos para el uso más exigente de éstos.


Artículo 10.- El titular de la autorización de funcionamiento del sistema de reutilización de aguas grises será responsable de la calidad del agua tratada y de su control desde la separación y hasta su reutilización para los usos autorizados, así como también de la operación y mantención del sistema de tratamiento y de reutilización de las aguas grises tratadas.


En caso de incumplimiento de esta ley o de la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, promulgado el año 1988 y publicado el año 1989, según corresponda, se aplicarán las sanciones administrativas que este cuerpo legal o el Libro X del Código Sanitario contemplen, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal a que haya lugar por los daños de cualquier naturaleza provocados por el sistema de reutilización de aguas grises.


Corresponderá a la autoridad sanitaria y a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, dentro de sus respectivas competencias, la fiscalización de las disposiciones que comprende la presente ley.


La autoridad sanitaria podrá cancelar la autorización de funcionamiento de los sistemas de interés público cuando los titulares no se ajusten a sus términos, conforme a lo dispuesto en el artículo 174 del Código Sanitario. 


El que descargue sustancias químicas o cualquier otra que ponga en peligro la salud de las personas o afecte gravemente el funcionamiento de sistemas de recolección y tratamiento de las aguas grises, sea éste domiciliario o público, o que afecte su destino autorizado, será penado en conformidad con el inciso primero del artículo 315 del Código Penal. 


En el caso de viviendas nuevas que cuenten con un sistema de reutilización de aguas grises, será aplicable lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, promulgado el año 1975 y publicado el año 1976.


Artículo 11.- Incorpórase en el inciso segundo del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 70, del Ministerio de Obras Públicas, promulgado y publicado el año 1988, que contiene la Ley de Tarifas de los Servicios Sanitarios, la siguiente oración final: “Deberá considerarse el menor costo que exista en cada etapa producto de la recolección, tratamiento y disposición separada de las aguas grises, para lo cual los procesos de fijación de tarifas deberán determinar un factor de descuento que dé cuenta del menor uso de las redes y sistemas de recolección, tratamiento y disposición de aguas servidas.”.”.

-----

El Presidente suspende la sesión.

Se reanuda

------

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la exención de pago de peaje de los vehículos de emergencia por rutas concesionadas.

(Boletines Nºs 9.311-09, 9.313-09  y 9.318-15, refundidos)


El Presidente previa anuencia de la Sala pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo principal de la iniciativa es declarar exentos del pago de peajes en carreteras concesionadas a los vehículos de emergencia, para asegurar el tránsito expedito de los mismos cuando estén cubriendo situaciones de tal naturaleza. Asimismo, se pretende ampliar el concepto de vehículos de emergencia contenido en la Ley de Tránsito, por cuanto se incorpora a las brigadas forestales de la Corporación Nacional Forestal y los de las Fuerzas Armadas.


Agrega que la Comisión de Obras Públicas lo discutió en general y en particular, en virtud del acuerdo de la Sala de fecha 24 de noviembre de 2015 y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, Horvath y Quintana. También lo aprobó en particular con las modificaciones que consigna, por la misma unanimidad.

------

Modificaciones propuestas por la Comisión de Obras Públicas

Artículo 1°


- Reemplazar el numeral 1 por el siguiente:


 “1. Incorpóranse en su artículo 11 los siguientes incisos nuevos:


“No obstante lo señalado en el inciso anterior, estarán exentos del pago de peaje, ya sea en forma manual, con sistema automático o de telepeaje, los vehículos de emergencia definidos en el artículo 2°, número 43), de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado es el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009, cuando se encuentren cubriendo una situación de tal naturaleza. Se presume que estos vehículos se encuentran atendiendo una situación de emergencia cuando se trasladen con balizas o sirenas encendidas, en el marco de un procedimiento y conforme a las normas institucionales que les permitan utilizar dichos sistemas de alerta y sonido.


En tal caso, ninguna persona o entidad, bajo circunstancia alguna, podrá impedir u obstaculizar su paso, ni cuestionar el mérito de la emergencia invocada, tratándose especialmente de plazas de peaje.


Los vehículos de las Fuerzas Armadas sólo estarán exentos del pago de peaje cuando se hubiera declarado estado de excepción constitucional de catástrofe; esta exención regirá solamente durante el período de vigencia de dicho estado de catástrofe y tendrá aplicación únicamente dentro de la zona o región afectada, así como para ingresar o salir de aquélla. Para estos efectos, y sin perjuicio de la publicación del decreto supremo que declara estado de excepción constitucional de catástrofe, el Ministerio de Obras Públicas deberá poner inmediatamente en conocimiento de las empresas concesionarias el respectivo decreto supremo.”.”.

Artículo 2°


- Redactarlo como sigue:


“Artículo 2°.- El Ministerio de Obras Públicas, en ejercicio de las facultades que le otorga el Decreto N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, y mediante los mecanismos que en dicho cuerpo legal se consagran, podrá modificar los contratos de concesión de obras públicas vigentes, incorporando las condiciones contenidas en la presente ley, las que también podrá incluir en futuros contratos.”.

Artículo 3°


- Sustituir la frase “el artículo 2°, número 43, de la ley N° 18.290, de Tránsito” por la siguiente: “el artículo 2°, número 43), de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado es el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009”.

------


El Presidente pone en votación en general el proyecto ya indicado.


El resultado de la votación es de 17 votos a favor.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Coloma, García, Girardi, Guillier, Lagos, Matta, Montes, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio  y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Coloma, García y Prokurica.


El Presidente declara aprobado en general el proyecto y, asimismo, en particular por no haberse formulado indicaciones ni haberse solicitado plazo para presentarlas.

- - - 


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - - 


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas:


1. Incorpóranse en su artículo 11 los siguientes incisos nuevos:


“No obstante lo señalado en el inciso anterior, estarán exentos del pago de peaje, ya sea en forma manual, con sistema automático o de telepeaje, los vehículos de emergencia definidos en el artículo 2°, número 43), de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado es el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009, cuando se encuentren cubriendo una situación de tal naturaleza. Se presume que estos vehículos se encuentran atendiendo una situación de emergencia cuando se trasladen con balizas o sirenas encendidas, en el marco de un procedimiento y conforme a las normas institucionales que les permitan utilizar dichos sistemas de alerta y sonido.


En tal caso, ninguna persona o entidad, bajo circunstancia alguna, podrá impedir u obstaculizar su paso, ni cuestionar el mérito de la emergencia invocada, tratándose especialmente de plazas de peaje.


Los vehículos de las Fuerzas Armadas sólo estarán exentos del pago de peaje cuando se hubiera declarado estado de excepción constitucional de catástrofe; esta exención regirá solamente durante el período de vigencia de dicho estado de catástrofe y tendrá aplicación únicamente dentro de la zona o región afectada, así como para ingresar o salir de aquélla. Para estos efectos, y sin perjuicio de la publicación del decreto supremo que declara estado de excepción constitucional de catástrofe, el Ministerio de Obras Públicas deberá poner inmediatamente en conocimiento de las empresas concesionarias el respectivo decreto supremo.”.


2. Agrégase en su artículo 42 el siguiente inciso final, nuevo:


“La empresa concesionaria que no diere cumplimiento a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 11 será sancionada con multa a beneficio fiscal de 1 a 50 unidades tributarias mensuales cada vez que se transgreda la norma , sin perjuicio de su derecho a repetir en contra de quien resulte directamente responsable.”.


Artículo 2°.- El Ministerio de Obras Públicas, en ejercicio de las facultades que le otorga el Decreto N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, y mediante los mecanismos que en dicho cuerpo legal se consagran, podrá modificar los contratos de concesión de obras públicas vigentes, incorporando las condiciones contenidas en la presente ley, las que también podrá incluir en futuros contratos.


Artículo 3°.- Intercálase en el artículo 2°, número 43), de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado es el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009, entre la palabra “Bomberos” y la conjunción copulativa “y”, la frase “, a las brigadas forestales de la Corporación Nacional Forestal, a las Fuerzas Armadas”.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

.

- - -


Se levanta la sesión.

- - -

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 101ª, ORDINARIA, EN MARTES 1 DE MARZO DE 2016

Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública (S), señor Aleuy; de Hacienda, señor Valdés; Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre; de Justicia y Derechos Humanos, señora Blanco y del Trabajo y Previsión Social, señora Rincón.


También se encuentra presente el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Cifuentes.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé  y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 38.
- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 95ª, ordinaria, del miércoles 20 de enero; 96ª, especial, y 97ª, ordinaria, del martes 26 de enero; y, 98ª, extraordinaria, del miércoles 27 de enero, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensajes


Seis de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica los cuerpos legales que indica, para permitir la inscripción de pactos electorales diversos en elecciones municipales (Boletín N°10.185-06).


Con los cuatro siguientes, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que crea Comisión de Valores y Seguros (Boletín Nº 9.015-05).


2) El que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


3) El que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos (Boletín N°9.885-07).


4) El que modifica el decreto con fuerza de ley N°1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia (Boletín N°9.950-03).


Con el último, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (Boletín N°10.008-04).


-- Se toma conocimiento y se mandó archivar el documento junto a sus antecedentes.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, sobre los siguientes proyectos de ley:


- El que modifica las leyes N°20.600 y N°19.300, en lo relativo a la acción de indemnización de perjuicios para terceros afectados por daño medioambiental (Boletín N° 10.506-12).


- Sobre derechos lingüísticos de los pueblos indígenas de Chile (Boletín N° 9.363-04).


-- Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que crea quince centros de formación técnica estatales (Boletín N° 9.766-04).


Remite sentencias pronunciadas en requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículos 299, N° 3, 431 y 433 del Código de Justicia Militar.


- Artículos 456 del Código Civil y 4 de la ley N° 18.600.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta resoluciones pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 41, N° 5, del decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que aprueba el texto refundido y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, Ley de Rentas Municipales.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del señor Presidente de Sala del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Punta Arenas, con el que remite copia autorizada de las sentencias de primera y segunda instancias y del certificado que acredita que ellas se encuentran ejecutoriadas, recaídas en los autos RIT 76-2015 de dicho tribunal, por el delito de negociación incompatible y fraude al fisco, seguido en contra del Honorable Senador señor Carlos Bianchi Chelech y otros.


-- Se toma conocimiento.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativa a posibilidad de incentivar comercialización de productos creados en el Taller Laboral “Nunca es Tarde para Aprender”.

Del señor Ministro (S) de Justicia y Derechos Humanos


Atiende consulta, expresada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca de la eventual construcción, por parte de la Dirección Nacional de Gendarmería, de un centro de educación y trabajo para reclusos en el predio denominado “Fundo La Peña”, en el sector de Curimón, comuna de San Felipe.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Contesta consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa al rechazo de las licencias médicas, que corresponden a enfermedades profesionales o accidentes del trabajo, por parte de las mutualidades de empleadores administradoras del seguro obligatorio establecido en la ley           Nº 16.744.

De la señora Ministra de Salud


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, información en formato digital, relativa a las becas de especialidad y subespecialidad médica que se han otorgado durante el último lustro.


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, acerca de una paciente del Complejo Asistencial Doctor Sótero del Río que no ha recibido el fármaco denominado “Dasatinib”, por parte de dicho centro hospitalario.

Del señor Ministro (S) de Agricultura


Absuelve inquietud, planteada por el Honorable Senador señor Matta, acerca de la posibilidad de disponer los estudios necesarios para confirmar la gravedad del diagnóstico respecto al proceso de desertificación que afecta al país, con el objeto de elaborar una política de recuperación de suelos.

Del señor Ministro de Bienes Nacionales


Remite información, requerida en nombre del Honorable Senador señor Tuma, relativa al proceso de regularización que impulsan los colonos de la localidad de Puesco, comuna de Curarrehue, Región de La Araucanía.

Del señor Ministro (S) de Bienes Nacionales


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa al plan de regularización del borde costero de la Región de Atacama.

Del señor Contralor General de la República (S)


Contesta consulta, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, sobre eventuales irregularidades en la destinación de fondos reservados originalmente a mejorar la atención de usuarios de consultorios municipales de la ciudad de Valdivia.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Da respuesta a acuerdo del Senado, referido a la determinación del precio de sustentación del cobre que se utiliza en el contexto de política de fomento estatal a la minería pequeña y artesanal.


Atiende petición de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Orpis, relativa a la Zona Franca de Iquique.

Del señor Subsecretario (S) de Justicia


Entrega respuesta a solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca de los antecedentes que se tuvieron en consideración para otorgar indulto por razones humanitarias a la persona que se indica.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente


Adjunta antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto del Plan de Adaptación al Cambio Climático en Pesca y Acuicultura aprobado por el Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, el 7 de diciembre de 2015.

Del señor Defensor Nacional de la Defensoría Penal Pública


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de las falencias o problemas que hayan detectado, desde la perspectiva de sus competencias, respecto a la ley Nº 20.084.

Del señor Tesorero General de la República (S)


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, antecedentes relacionados con el pago del impuesto territorial establecido en la ley N° 17.235, a la luz de lo dispuesto en el decreto ley N° 701, de 1974, y su reglamento.

Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca del cumplimiento de la norma relativa a la ubicación y distancia de los grifos públicos en el sector de Avenida España, en la comuna de Valdivia.

Del señor Superintendente de Salud


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de diversas situaciones ocurridas a pacientes con patologías GES y reclamos presentados respecto de ellas.

Del señor Superintendente del Medio Ambiente


Responde solicitud, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, en orden a que el servicio a su cargo investigue la eventual intervención y cambio de cauce del río en el sector de Arique, de la comuna de Valdivia.

Del señor Intendente de la Región de Atacama


Atiende petición de información, expresada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca del apoyo entregado a las víctimas de la catástrofe que sufrió la Región de Atacama el 25 de marzo de 2015.

Del señor Intendente de la Región de la Araucanía


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre las medidas adoptadas para salvaguardar la integridad de una persona que vive en situación de calle y que padece problemas mentales, en la comuna de Traiguén.

Del señor Intendente de la Región de Los Ríos


Remite información, requerida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa al acta de la sesión del Comité Regional de Uso del Borde Costero (CRUBC), de fecha 7 de enero del año en curso, mediante el cual se autorizó la concesión marítima que la empresa cervecera Kunstmann pidió con el objeto de instalar un ducto que le permita descargar los residuos industriales líquidos al río Valdivia.

Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile


Responde consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de las falencias o problemas detectados en la ley Nº 20.084, desde la perspectiva de sus competencias, para así perfeccionar y mejorar este cuerpo legal.

Del señor Director (S) del Servicio de Impuestos Internos


Absuelve consulta, planteada por el Honorable Senador señor De Urresti, sobre las razones por las cuales un particular no ha podido acogerse nuevamente al beneficio de rebaja de contribuciones para adultos mayores, a pesar de haberlo obtenido el año pasado.

De la señora Directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, copia del “Protocolo de Coordinación para las visitas del personal del Instituto Nacional de Derechos Humanos a recintos dependientes de Carabineros de Chile”.

Del señor Director Nacional de Aduanas (S)


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre las medidas adoptadas por el servicio a su cargo para dar cumplimiento al Convenio de Basilea sobre Control de Movimientos Fronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación.


Absuelve consulta, planteada por el Honorable Senador señor Navarro, sobre las exportaciones de cobre realizadas por las empresas mineras de acuerdo a las partidas indicadas.

Del señor Alcalde (S) de la comuna de Collipulli


Responde solicitudes de información, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativas a los siguientes asuntos que afectan a la esa comuna:


- Situación del paso bajo nivel ubicado en la ruta 5 sur junto a la “Villa Esperanza”, en la comuna de Collipulli.


- Mal estado de la garita ubicada en la ruta 182 que une Collipulli con Angol.


- Grave deterioro de la ruta 49, que va de Collipulli a Curaco.

Del señor Alcalde de la comuna de Victoria


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativa al tránsito de vehículos pesados, que serían camiones forestales, en las inmediaciones de la localidad de Quino, en la comuna de Victoria.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación de la Región de la Araucanía


Atiende solicitud de información, realizada por el Honorable Senador señor García, sobre el estado en que se encuentra el proyecto integral de mejoramiento estructural del Liceo Industrial de Temuco.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Transporte y Telecomunicaciones de la Región de la Araucanía


Responde petición de fiscalización, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Espina, en relación al accidente ocurrido el 9 de enero pasado en la Ruta R-68, que une a las comunas de Angol y los Sauces, cruce Huequén, en la Región de la Araucanía, con el objeto de que dicho servicio determine si uno de los vehículos involucrados cumplía con los requisitos para el traslado de trabajadores temporeros.

Del señor Presidente de la Comisión Nacional de Distorsiones en los Precios de las Mercaderías Importadas


Absuelve consulta, planteada por el Honorable Senador señor Tuma, acerca de los criterios económicos y jurídicos en que se fundamentó la aplicación de la medida provisional de salvaguardia del alambrón de acero, acordada por la Comisión a su cargo, en la sesión Nº 378, de fecha 30 de diciembre de 2015.

De la señora Directora Ejecutiva (S) de la Fundación Integra


Envía información, requerida en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, respecto de la meta presidencial relativa a la construcción de salas cunas en la Región de Los Ríos.

De la señora Directora Ejecutiva (R) del Consejo Nacional de Producción Limpia


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable De Urresti, antecedentes acerca de la evaluación y revisión de las actividades ejecutadas por el Consejo a su cargo en el año 2015 en la Región de Los Ríos.

Del señor Director del Hospital “Dr. Hernán Henríquez”


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre el número de pacientes que se encuentran en lista de espera para cirugías no AUGE en ese centro hospitalario, al 31 de diciembre de 2015.

Del señor Jefe de Gabinete del Subsecretario de Hacienda


Responde solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, para que se adopten las medidas necesarias para dar cumplimiento al Acuerdo Marco suscrito para finalizar el movimiento social de Aysén en febrero del año 2012, uno de cuyos principales objetivos fue la modificación de la normativa sobre zonas francas.


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la remisión a la Contraloría General de la República de la resolución para la reposición del Hospital de Florida en la Región del Bío Bío.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Tratar en primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria de hoy el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, sobre elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional (Boletines Nºs 9.834-06, 10.330-06, 10.422-06 y 10.443-06, refundidos).


2.- Remitir a la Comisión de Trabajo y Previsión Social el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (Boletín Nº 9.835-13), para que emita un informe complementario del segundo informe y abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las19:00 horas de mañana miércoles 2 de marzo en la Secretaría de la Comisión.


3.- Recibir al inicio de la sesión ordinaria del próximo martes 8 del mes en curso, al Secretario General de la Organización de Estados Americanos (OEA), señor Luis Almagro.

- - -


El Honorable Senador De Urresti solicita se fije un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia (Boletín Nº 9.950-03), hasta el 2 de marzo a las 10 horas, en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. La Sala accede.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, sobre elección popular del órgano ejecutivo del gobierno regional, descentralización del Estado, elección de intendentes mediante sufragio universal, reemplazo del artículo 111 de la Carta Fundamental en materia de gobierno regional, y del Intendente por un Gobernador Regional elegido directamente.

Boletines Nºs 9.834-06, 10.330-06, 10.422-06 y 10.443-06, refundidos.


El Presidente pone en discusión el proyecto de reforma constitucional de la referencia.


El Secretario General informa que el principal objetivo del proyecto es descentralizar la administración del Estado modificando las normas sobre administración y gobierno regional, disponiendo la elección directa del intendente, en tanto ejecutivo del gobierno regional.


A su vez, señala, que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto en general y en particular en virtud del acuerdo que adoptó la Sala el 10 de noviembre y 16 de diciembre de 2015, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Horvath, Quinteros y Zaldívar en lo relativo a los boletines Nos 9.834-06 y 10.330-06, y por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Quinteros y Zaldívar en lo que respecta a los boletines Nos  10.442-06 y 10.443-06.


Hace presente que el proyecto de reforma constitucional requiere para su aprobación de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, esto es, 23 votos favorables.

El Presidente pone en votación la iniciativa.


El resultado de la votación es de 37 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan el voto a favor los Honorables Senadores señores Espina, Chahuán, Harboe, Pérez Varela, Ossandón, Tuma, Guillier, Zaldívar, Quinteros, Bianchi y García Huidobro, señoras Pérez San Martín y Von Baer, señores Moreira, Navarro, Prokurica, Coloma, Lagos; Walker, don Ignacio; Horvath y García, señora Van Rysselberghe, señor Larraín, señoras Goic y Allende, señores Allamand, Letelier, De Urresti y Walker, don Patricio.


El Presidente declara aprobado en general el proyecto de reforma constitucional.

- - -


Por acuerdo de Sala se fija como plazo para formular indicaciones hasta el 24 de marzo de 2016, a las 12 horas.

- - -

Se deja constancia de haberse alcanzado el quórum  que exige la Constitución Política de la República en su artículo 127 inciso segundo.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - -

Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

- - -
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Goic y señores De Urresti, Espina y Ossandón, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.

- - -

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 102ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 2 DE MARZO DE 2016

Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García  Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, señor Valdés  y de la Secretaría General de la Presidencia, señor Eyzaguirre.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé  y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -

Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 38.
- - -

ACTAS

Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 95ª, ordinaria, del miércoles 20 de enero; 96ª, especial, y 97ª, ordinaria, del martes 26 de enero; y, 98ª, extraordinaria, del día siguiente, todas del presente año, que no han sido observadas.
- - -

CUENTA


Diecisiete de S.E. la Presidenta de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica los cuerpos legales que indica, para permitir la inscripción de pactos electorales diversos en elecciones municipales (Boletín N°10.185-06).


Con los nueve siguientes, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros (Boletín Nº 9.015-05).


2) Proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (Boletín N° 9.094-12).


3) Proyecto de ley que modifica el Código Penal, en lo tocante a la tipificación del delito de tortura (Boletín N° 9.589-17).


4) Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (Boletín N° 9.835-13).


5) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC)”, adoptado por Decisión del Consejo General de ésta, el 27 de noviembre de 2014, en Ginebra, Suiza, que incorpora el Acuerdo sobre Facilitación del Comercio a su Anexo 1A (Boletín N°10.121-10).


6) Proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, para introducir mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas (Boletín N° 10.161-08).


7) Proyecto de ley que establece un nuevo sistema de transmisión eléctrica y crea un organismo coordinador independiente del sistema eléctrico nacional (Boletín N°10.240-08).


8) Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (Boletín Nº 10.264-07).


9) Proyecto de ley que crea una asignación destinada a incentivar el desempeño con dedicación exclusiva de los profesionales de los servicios de salud que indica (Boletín N° 10.381-11).


Con los siete últimos, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos:


1) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).


2) Proyecto de ley que permite la emisión de medios de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias (Boletín N°9.197-03)


3) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (Boletín N° 9.748-07).


4) Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


5) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín       N° 10.125-15).


6) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín N° 10.140-07).


7) Proyecto de ley que perfecciona al Sistema de Alta Dirección Pública y Fortalece la Dirección Nacional del Servicio Civil (Boletín N°10.164-05).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Contesta acuerdo del Senado adoptado con motivo del acto de juramento de los Diputados a la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela.


Da respuesta a consultas, formuladas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de diversas materias relacionadas con esa Secretaría de Estado.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de fiscalizaciones a la empresa eléctrica que provee energía a las comunidades de Llafulen y Lautaro.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Atiende preocupación, expresada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, por el problema que afecta a pequeños mineros de la comuna de Petorca, como consecuencia del cierre, por parte de los propietarios de la Compañía Minera Can Can, del camino en el sector denominado Cantarito.


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Matta, sobre el estado general del sistema de agua potable rural en las regiones del país.


Contesta petición de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de intervenciones de particulares en el cauce al canal del río Huequen, lo que ha afectado a la Comunidad de aguas El Parque y Ñipaco, de la comuna de Angol. 


Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, respecto del estado de avance y el cronograma del proyecto de agua potable rural del sector de Inawinko Huechalmay, en la comuna de Panguipulli.


Responde inquietud, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre la eventual intervención y cambio de cauce del río en el sector de Arique, localidad de la comuna de Valdivia.


Atiende consultas, formuladas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los siguientes asuntos:


- Alza en tarifa de peajes en contrato “Acceso Norte a Concepción”.


- Proyecto de diseño de ingeniería presentado al Departamento de Puentes de la Dirección de Vialidad por la empresa consultora Ingelos Consultores de Ingeniería y Sistema S.A. respecto de la construcción del Puente Ambel, que unirá las comunas de Hualqui y Santa Juana, y remite copia del informe.


- Derechos de aprovechamiento de agua de las empresas mineras que señala, indicando el consumo de agua requerido para el proceso productivo en un año, en minerales metálicos y no metálicos.


- Proceso de construcción del Puente Bicentenario, de la comuna de Concepción, el plazo estimado para el término de las obras y su costo.


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, sobre planes o proyectos en ejecución respecto de la pavimentación del camino que uniría el aeródromo con el centro habitacional de la isla Juan Fernández.

De la señora Ministra de Salud


Responde petición de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de los recursos invertidos en el pago de servicios médicos, hospitalarios y de camas a clínicas privadas en los últimos diez años.

Del señor Ministro (S) de Minería


Remite respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Guillier, sobre el actual estado físico y químico de los tranques, relaves y centros de acopio de mineral de todas las faenas que se realizan en la Región de Antofagasta, luego de las inundaciones del año 2015.


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, acerca del estudio del proyecto hidroeléctrico Achibueno, que ha generado preocupación en la ciudad de Linares.

Del señor Ministro (S) de Bienes Nacionales


Atiende solicitud de información, presentada a nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre la entrega de una concesión de 347 hectáreas a la comunidad de Cadillal Alto, en la comuna de Corral.

Del señor Subsecretario del Interior y Seguridad Pública


Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en la Glosa 02 del Capítulo correspondiente a la Subsecretaría de Prevención del Delito, contenido en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, informe semestral respecto del gasto público ejecutado asociado al cumplimiento de las tareas del Plan Nacional de Seguridad Pública.

Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo


Responde solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la posible gestión de una red de apoyo a la Municipalidad de Coyhaique y a la comunidad, para el control de la población canina concentrada en la plaza de armas de la ciudad.

Del señor Subsecretario (S) de Telecomunicaciones


Absuelve solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor Tuma, sobre la cantidad de portaciones numéricas realizadas desde la implementación de dicha política pública y la tendencia de los precios por planes en la misma fecha.

Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social


Atiende solicitud de información, formalizada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación a la pensión de vejez individualizada, otorgada por la ex Caja de Empleados Particulares.

Del señor Director (T y P) Instituto de Salud Pública de Chile


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, estudios en formato digital respecto de los estudios considerados por ese instituto para incorporar en el registro sanitario la vacuna “Gardasil”, del laboratorio Merck Sharp & Dome, para la prevención del papiloma humano (VPH).

Del señor Alcalde de la comuna de Chillán


Absuelve consultas, planteadas por el Honorable Senador señor Navarro, acerca de las siguientes materias:


- Monto total adeudado a los proveedores de dicho municipio.


- Proceso de participación ciudadana en la aprobación del Plan Regulador de dicha comuna.

Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero


Responde petición de información, efectuada en nombre de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, acerca de las especificaciones de las pruebas de diagnóstico para detectar encefalopatías espongiforme bovina (EEB) y ovina (Scrapie o Tembladera) en carnes importadas.

Del Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente  

y del señor Director Regional del Servicio de Evaluación Ambiental de la Región de Los Ríos


Entregan sendas respuestas a solicitudes, expedidas en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, para analizar la eventual intervención y cambio de cauce del río en el sector de Arique de la comuna de Valdivia.

De la señora Jefa de la División Jurídica

de la Subsecretaría de Educación Parvularia


Remite antecedentes, requeridos por el Honorable Senador señor De Urresti, sobre la situación de inestabilidad laboral y eventual despido que afecta a doce auxiliares de párvulo de la comuna de La Unión, dependientes del Departamento de Administración Municipal de esa comuna.

Del señor Jefe de la División de Análisis y Control de Gestión del Gobierno Regional de La Araucanía


Responde petición de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre los problemas que afrontan diez familias de la comunidad Antonio Milla de la comuna de Victoria que no tienen acceso a agua potable.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo tercero de la ley N° 19.561, información sobre bonificaciones forestales.

Del señor Director de Administración, Finanzas y Gestión Comercial de la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de la indemnización pagada al ex Director de esta entidad, al dejar su cargo.

Del señor Director del Servicio de Salud de Valdivia


Absuelve consulta, planteada por el Honorable Senador señor Ossandón, acerca de la situación que afecta a una persona que fue operada de cáncer en el Hospital Base de Valdivia.

Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Remite antecedentes, requeridos por el Honorable Senador señor García Huidobro, en relación al cobro realizado por el Servicio de Cooperación Técnica (SERCOTEC) a beneficiarios del Programa de Reconstrucción luego del terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, en la Región de O’Higgins.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (Boletín N° 9.094-12) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla. 

Moción


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 6° de la ley N° 18.050, que fija normas generales para conceder indultos particulares (Boletín Nº 10.554-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio, señoras Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, Chahuán, De Urresti, García Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica; Walker, don Ignacio y Zaldívar, por el que manifiestan al Secretario General de la OEA, señor Luis Almagro Lemes, el más profundo respaldo a su gestión, en especial, por la defensa de los derechos humanos y de la democracia en la región (Boletín Nº S 1.858-12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

Comunicación


De la Comisión de Salud, con la que informa que aceptó la renuncia a la Presidencia del Honorable Senador señor Rossi, y que ha elegido en su reemplazo, por la unanimidad de los miembros presentes, a la Honorable Senadora señora Carolina Goic Boroevic.


-- Se toma conocimiento.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


A solicitud del Honorable Senador señor Montes la Sala acuerda ampliar el plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones al Código del Trabajo, correspondiente al Boletín N° 9.835-13, hasta las 20:30 horas de hoy.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Provecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señor Walker, don Patricio; señoras Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, Chahuán, De Urresti, García Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica; Walker, don Ignacio y Zaldívar, por el que manifiestan al Secretario General de la OEA, señor Luis Almagro Lemes, el más profundo respaldo a su gestión, en especial, por la defensa de los derechos humanos y de la democracia en la región.
Boletín Nº S 1.858-12


El Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo de la referencia.


El Presidente lo declara aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes. 

- - -


Queda terminado este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Manifestar al señor Secretario General de la Organización de Estados Americanos, don Luis Almagro Lemes, el más pleno respaldo a su gestión, en especial en la defensa de los derechos humanos y la democracia en la Región.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades, y sobre Gobierno y Administración Regional, para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas solo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos.

(Boletín Nº 9.924-07).

El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de la referencia.

El Secretario General informa que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 15 de septiembre de 2015 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización que deja constancia para los efectos reglamentarios que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones; informe que rechazó las cuatro indicaciones formuladas al proyecto por lo que propone su aprobación en particular en los mismos términos en que fue aprobado en general.


Hace presente que los artículos 1° y 2° del proyecto son de rango orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación en particular de 22 votos favorables.

El Presidente pone en votación única la iniciativa.


El resultado de la votación es de 27 votos a favor y 7 votos en contra.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan en contra los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Guillier, Horvath, Navarro y Ossandón.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma y Pizarro.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores Navarro y Bianchi, señora Pérez San Martín y señor Guillier.


La Vicepresidenta declara aprobado en particular el proyecto.

- - -


Se previene que el Honorable Senador señor Navarro formuló reserva de constitucionalidad respecto del proyecto.
- - -


Se deja constancia que las disposiciones fueron todas aprobadas por un total de 27 votos favorables de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -


Queda terminado este asunto.
- - -


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo 1°.- 
Reemplázase el inciso cuarto del artículo 107 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, por el siguiente: 


“El pacto electoral regirá en todas las regiones del país en que uno o más de los partidos políticos integrantes del mismo se encuentren legalmente constituidos. Las declaraciones de candidaturas a alcalde y a concejales que presente un pacto electoral y los subpactos comprendidos en él, sólo podrán incluir candidatos de los partidos políticos que se encuentren legalmente constituidos en la respectiva región.”.


Artículo 2°.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 85 de la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio del Interior, por el siguiente: 


“El pacto electoral regirá en todas las regiones del país en que uno o más de los partidos políticos integrantes del mismo se encuentren legalmente constituidos. Las declaraciones de candidaturas a consejero regional que presente un pacto electoral y los subpactos comprendidos en él, sólo podrán incluir candidatos de los partidos políticos que se encuentren legalmente constituidos en la respectiva región.”.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, Modifica Ley General de Telecomunicaciones, para imponer a los concesionarios, la entrega de información a Carabineros de Chile y otros servicios de emergencia en los casos que indica y, sancionar el uso indebido de llamadas a dichos servicios.

(Boletín Nº 9.597-07).

La Vicepresidenta pone en discusión particular la iniciativa.

El Secretario General expresa que el proyecto fue aprobado en general en sesión de marzo de 2015, cuenta con un segundo informe y un informe complementario del segundo informe de la Comisión de Transporte y Telecomunicaciones. Asimismo, deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Agrega que en su segundo informe, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, por unanimidad, efectuó una enmienda al proyecto de ley aprobado en general, consistente en sustituir el artículo único por tres disposiciones permanentes y un artículo transitorio. En el informe complementario de ese segundo informe realizó diversas enmiendas al texto propuesto en el referido segundo informe. Las enmiendas las aprobó por unanimidad.


Explica que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifiesten su intención de impugnar la proposición de la Comisión a su respecto o existan indicaciones renovadas.


Hace presente que el artículo 25 ter del artículo primero y el artículo segundo del proyecto propuestos por la Comisión son normas de rango orgánico constitucional, por lo que requieren en su votación para ser aprobadas, como enmiendas unánimes, de 22 votos favorables.

La Vicepresidenta ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Ossandón.


La Vicepresidenta pone en votación las enmiendas.

El resultado de la votación es de 31 votos a favor y 1 pareo.


Votan por aprobar los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Letelier.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores García Huidobro y Prokurica, señora Pérez San Martín y señores Larraín, Harboe, Navarro, Guillier y Ossandón.

- - -


Queda terminado este asunto.

- - -


Se deja constancia que las enmiendas fueron aprobadas por un total de 31 votos favorables de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo primero.- Incorpóranse en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, los siguientes artículos 25 ter y 25 quáter:


“Artículo 25 ter.- Las concesionarias de servicio público telefónico, respecto de toda llamada de emergencia en curso, deberán, a su costa, proporcionar en tiempo real a Carabineros de Chile y a los demás servicios de emergencia gratuitos, los datos de individualización del titular del servicio telefónico de que disponga y de localización del origen de la llamada que se comunique con dichos servicios de emergencia, en la forma, modalidad, progresión y condiciones que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá ser firmado también por el Ministro del Interior y Seguridad Pública. 


El uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, cuando dicha conducta altere el normal funcionamiento de estos últimos, ya sea por la reiteración de llamados o por la congestión producida en el acceso al servicio, será sancionado con multa de 1 a 5 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de remitir los antecedentes al Ministerio Público, si hubiere mérito suficiente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 268 bis del Código Penal. 


Se entenderá como uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos aquellas llamadas que se efectúen a los mismos, ya sea de forma reiterada o que, por su realización, puedan generar congestión en el acceso al servicio y cuya finalidad sea distinta a la solicitud de auxilio, denuncia de emergencia o calamidad pública o de un acto constitutivo de algún hecho punible o sancionable por la ley, tales como llamadas abusivas, ridículas, insultantes, amenazadoras, maliciosas, burlescas o efectuar más de una llamada para no contestar o responder. El error en la solicitud de auxilio o en la denuncia no constituirá un uso indebido del servicio. 


La responsabilidad por la infracción prevista en el inciso precedente recaerá en el autor de la llamada. Con todo, será imputable al titular de la línea o del terminal móvil, el uso indebido cometido a través de cualquiera de ellos por una persona que no haya podido ser individualizada, salvo que su titular identifique verazmente al autor o acredite que la línea o el terminal fueron empleados sin su autorización expresa o tácita. Cuando quien efectúe la llamada sea un menor o incapaz, serán responsables de la misma sus progenitores, curadores, tutores o quienes les tuvieren a su cuidado.


Será competente para conocer de las denuncias efectuadas por Carabineros de Chile por el uso indebido de llamadas a servicios de emergencia gratuitos el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que resida el presunto infractor, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


A requerimiento de Carabineros de Chile, en virtud de los antecedentes con que cuente o de las denuncias que reciba de otros servicios de emergencia gratuitos, las concesionarias de servicio público telefónico estarán obligadas a enviar mensajería de advertencia a los usuarios que generen llamadas indebidas hacia los servicios de emergencia, informándoles de las sanciones a las que se exponen de persistir en dicha conducta. El contenido de dicha mensajería, la oportunidad y condiciones de su envío serán establecidos en el reglamento a que se refiere el inciso primero del presente artículo.


La reiteración de condenas por esta infracción habilitará al Juez de Policía Local para suspender temporalmente, hasta por un máximo de un mes, el servicio telefónico, bastando para ello una orden judicial dirigida a la concesionaria que provee el servicio. Durante el período de suspensión, las concesionarias podrán cobrar íntegramente por sus servicios.


Artículo 25 quáter.- Las comunicaciones entre los usuarios y los servicios de emergencia gratuitos podrán ser grabadas por estos últimos.


Los servicios de emergencia gratuitos estarán autorizados para dar tratamiento a los datos personales de individualización y localización, así como al registro de la voz u otra información que pueda ser tomada desde la llamada, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada. 


Las bases de datos recopiladas por los servicios de emergencia gratuitos en virtud de este artículo no podrán ser utilizadas para fines distintos al de individualizar y localizar a aquellas personas que se encuentren en situación de emergencia o para la investigación y sanción de las llamadas indebidas a los servicios de emergencia gratuitos y de los delitos tipificados en el artículo 268 bis del Código Penal.”. 


Artículo segundo.- Agréganse en el artículo 3° de la ley  N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno:


“En aquellos casos en que exista un uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, Carabineros de Chile remitirá al Juzgado de Policía Local competente los antecedentes de individualización del presunto infractor y aquellos antecedentes que permitan precisar el contenido del llamado.


Asimismo, Carabineros de Chile recibirá los antecedentes de las infracciones denunciadas por otros servicios de emergencia gratuitos, los cuales serán puestos a disposición del Juez de Policía Local en los términos señalados en el inciso anterior.


Será competente el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que reside el presunto infractor. Si no pudiese determinarse el domicilio, será competente el Juzgado de la comuna donde se encuentre la dependencia del servicio de emergencia en la que fueron recibidos los llamados que dieron origen a la infracción.”.


Artículo tercero.- Reemplázase el artículo 268 bis del Código Penal, por el siguiente:


“Artículo 268 bis.- El que, por cualquier medio, comunique o difunda alarma de la existencia de sustancias químicas, biológicas o tóxicas capaces de provocar daño a la salud; de artefactos explosivos, incendios, accidentes, hechos ilícitos, o cualquier acaecimiento que signifique un peligro de desastre o calamidad pública que pudiese requerir la asistencia de los servicios de utilidad pública para auxiliar un hecho falso o fingido será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.


La pena se elevará en un grado si el hecho falso o fingido reportado involucra o acaece en la vía pública, edificios públicos o lugares de libre acceso al público, medios de transporte público, instalaciones sanitarias, de almacenamiento o transporte de combustibles, de instalaciones de distribución o generación de energía, portuarias, aeronáuticas o ferroviarias, incluyendo las de trenes subterráneos.


Para estos efectos, el que coloque, instale o ubique en un lugar cualquier dispositivo que objetivamente aparente ser un artefacto explosivo o incendiario, o que parezca contener sustancias químicas, biológicas o tóxicas capaces de provocar daño a la integridad física o a la salud de las personas, cometerá el delito de difusión de falsa alarma o reporte e incurrirá en la misma pena señalada en el presente artículo.


Se considerará circunstancia agravante el hecho de que, de manera efectiva, se hayan movilizado los servicios de utilidad pública, se hayan activado los procedimientos institucionales de emergencia o sistemas de alerta o se hayan efectuado evacuaciones o cortes de servicios de suministro que hayan tenido lugar como consecuencia de la falsa alarma o reporte.”.


Artículo transitorio.- El reglamento a que se refiere el inciso primero del artículo 25 ter de la ley N° 18.168 será dictado en el plazo de 180 días contado desde la publicación de la presente ley. Dicho reglamento podrá establecer las condiciones en que las concesionarias de servicio público telefónico se encontrarán eximidas de proveer la información referida en el citado artículo a servicios de emergencia gratuitos distintos a Carabineros de Chile.”.

- - -

Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Ossandón y Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, y otros cuerpos legales que indica, para garantizar el acceso a distintos sistemas de pago y operaciones bancarias, con informe de la Comisión de Economía.

(Boletín N° 10.399-03).

El Presidente pone en discusión en general el proyecto de ley de la referencia.

El Secretario General informa que el objetivo principal del proyecto es introducir competencia en el mercado de los medios de pago. Para ello consagra como un derecho del consumidor el que se le proporcionen mecanismos de pago seguros y fáciles de usar, debiendo el proveedor informarle respecto de los medios de pago disponibles para efectuar una transacción. Propone establecer una obligación para los bancos de contar con una interfaz de programación de aplicaciones a través de la cual, cualquier persona, incluida Transbank, pueda realizar operaciones bancarias.


Agrega que la Comisión de Economía discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señor Tuma, señora Pérez San Martín y señores Moreira, Navarro y Pizarro.

El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Tuma.


El Presidente pone en votación la iniciativa.


El resultado de la votación por la aprobación general del proyecto es de 25 votos a favor y un pareo.


Votan favorablemente los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Araya, Bianchi, Chahuán, García, García Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


No vota por estar pareado, el Honorable Senador señor Letelier.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Ossandón, Quinteros y Zaldívar, señora Van Rysselberghe y señores García, Montes  y Navarro.


El Presidente declara aprobado en general el proyecto de ley y queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - -


A solicitud del Honorable Senador señor Tuma la Sala acuerda enviar el proyecto recién aprobado a Comisiones de Economía y Hacienda, unidas,  para ser discutido en conjunto con el proyecto cuyo boletín es Nº 9.201-03.
- - -

Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

- - -
INCIDENTES

Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Horvath y Navarro quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Ossandón y Quinteros, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Se levanta la sesión.

- - -

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

DOCUMENTO

1
MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GARCÍA Y TUMA CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE, POR ESPECIAL GRACIA, LA NACIONALIDAD CHILENA AL MÉDICO CIRUJANO COLOMBIANO, SEÑOR PEDRO ANTONIO VELA QUINTERO

(10.562-17)
Normativa Constitucional.

La Constitución Política de la República señala las formas de adquirir la nacionalidad chilena. Una de estas es la estipulada en el numeral 4° del artículo 10, el que señala lo siguiente: "Son chilenos: Los que obtuvieron especial gracia de nacionalización por ley".

Trayectoria de don Pedro Antonio Vela Quintero.

Don Pedro Antonio Vela Quintero nació un 20 de abril de 1927 en Túquerres, Nariño, Colombia. En el año 1952 llega a Chile, donde ingresa a estudiar Medicina en la Universidad de Chile. Egresa en el año 1959, obteniendo el título de Médico Cirujano.

En ese mismo año fue destinado al Hospital de Temuco. Posteriormente, prestó servicios en el Hospital de Victoria, para luego trasladarse a la región de Atacama, ejerciendo su profesión en el Hospital de Potrerillos.

Don Pedro Vela fue becado para realizar distintas especializaciones en México, Estocolmo y Colombia. En el año 1962 obtiene la especialidad en Ginecología. 

En 1976, obtiene el cargo de Director del Hospital de Temuco, el que ejerció por 14 años.

Don Pedro Vela contrajo matrimonio con doña Lilian Roberts Blanc, con quién tuvo 3 hijos. Y es abuelo de 6 nietos. Actualmente es viudo.

Entre otros cargos que ha ejercido, podemos mencionar los siguientes:

Presidente de la Corporación Hogar Educacional Suizo La Providencia, en la comuna de Traiguén. Institución dedicada a entregar educación a jóvenes de sectores rurales vulnerables, provenientes, principalmente, de las regiones del Bio Bio, La Araucanía y de Los Lagos. Cargo que ejerce desde el año 1990 a la fecha.

Presidente y miembro de la Junta Directiva de la Universidad de la Frontera. Y académico de dicho establecimiento educacional.

Secretario Regional Ministerial de Salud de la región de La Araucanía. 

Jefe de la Comisión Médica de la región de La Araucanía.

Integrante del Colegio Médico. En el que ejerció como Presidente y Vicepresidente del mismo.

La vasta trayectoria de don Pedro Vela Quintero ha dejado huella, lo que se ve reflejado en la obtención de diversas distinciones, como lo son la Medalla Bernardo O'Higgins, otorgado por el Instituto O'Higginiano; la Medalla UFRO, otorgada por la Universidad de La Frontera; y el reciente homenaje que le fuera realizado en el marco del aniversario N°117 del Hospital Hernán Henríquez Aravena de Temuco, en donde se le reconoció su gran aporte a este centro hospitalario.

Por lo anterior, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY: 

"Artículo Único.- Concédase la especial gracia de nacionalización por ley al ciudadano colombiano don Pedro Antonio Vela Quintero."
(Fdo.): José García Ruminot, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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